
LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

La diputada Karen Hurtado Arana: «Iniciativa que adi-
ciona el artículo 25 de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la diputada
Karen Hurtado Arana, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La violencia contra las mujeres en nuestro país no ha cesa-
do a pesar de las medidas que se toman al respecto, los da-
tos estadísticos dan muestra de ello.

De acuerdo con información del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (INEGI), en el documento intitulado
“Estadísticas a propósito del día internacional de la elimi-
nación de la violencia contra la mujer”, emitido en no-
viembre de 2015; en 2011, 63 de cada 100 mujeres de 15
años y más declararon haber padecido algún incidente de
violencia, ya sea por parte de su pareja o de cualquier otra
u otras personas; las mujeres más expuestas a la violencia
de cualquier agresor son las de 30 a 39 años: 68% ha en-
frentado al menos un episodio de violencia o abuso. Chi-
huahua registra 80% y el Estado de México 78% del total
de los casos.1

El mismo documento señala que 47 de cada 100 mujeres de
15 años y más que han tenido al menos una relación de pa-
reja, matrimonio o noviazgo, han sido agredidas por su ac-
tual o última pareja a lo largo de su relación; 32% de mu-
jeres han padecido violencia sexual por parte de sus
agresores: actos de intimidación, acoso o abuso sexual. En
promedio se estima que durante 2013 y 2014, fueron asesi-
nadas siete mujeres diariamente en el país.2

Como se observa, los datos estadísticos son alarmantes. En
esa tesitura es que nuestra labor como legisladores es ir
perfeccionando el marco jurídico con la finalidad de dotar
a las autoridades de los elementos necesarios para poder
hacer frente a esta situación que lacera a nuestra sociedad
y particularmente a las mujeres que viven en todo el terri-
torio nacional.

Argumentos

Actualmente la alerta de género se encuentra regulada en la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia y su Reglamento, la citada Ley, define a este me-
canismo en el artículo 22, que dispone al respecto lo si-
guiente:

Artículo 22.- Alerta de violencia de género: Es el con-
junto de acciones gubernamentales de emergencia para
enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un terri-
torio determinado, ya sea ejercida por individuos o por
la propia comunidad.

El artículo 23 de la Ley señala cual será el objetivo de la
alerta, al tenor siguiente:

Artículo 23.- La alerta de violencia de género contra las
mujeres tendrá como objetivo fundamental garantizar la
seguridad de las mismas, el cese de la violencia en su
contra y eliminar las desigualdades producidas por una
legislación que agravia sus derechos humanos, por lo
que se deberá:

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidiscipli-
nario con perspectiva de género que dé el seguimiento
respectivo;

II. Implementar las acciones preventivas, de seguridad
y justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminici-
da;

III. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el com-
portamiento de los indicadores de la violencia contra las
mujeres;

IV. Asignar los recursos presupuestales necesarios para
hacer frente a la contingencia de alerta de violencia de
género contra las mujeres, y

V. Hacer del conocimiento público el motivo de la aler-
ta de violencia de género contra las mujeres, y la zona
territorial que abarcan las medidas a implementar.
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Haciendo una interpretación armónica de estos preceptos
legales, podemos decir que este importante mecanismo al
activarse, tiene como finalidad implementar acciones para
cesar la violencia contra las mujeres en el territorio en el
que se solicitó, en virtud de presentar altos índices de vio-
lencia contra el género femenino.

No obstante lo anterior, activar la alerta de género resulta
un vía crucis, pues el mecanismo que señala el Reglamen-
to de la Ley consiste en lo siguiente: 1. Se debe presentar
la solicitud de declaratoria de alerta de violencia de género
por escrito; 2. La solicitud debe contener la denominación
o razón social de quienes promueven; domicilio para reci-
bir notificaciones y las personas autorizadas para recibir-
las; los documentos que sean necesarios para acreditar la
personalidad con la que se promueve; narración de los he-
chos; y cuando se trata de agravio comparado se deben se-
ñalar las leyes, reglamentos, políticas o disposiciones jurí-
dicas que se considera agravian los derechos humanos de
las mujeres; 3. Cuando la solicitud no contenga la totalidad
de los requisitos señalados se debe prevenir al solicitante
para que se subsane la omisión en el plazo de 5 días hábi-
les, si no se hace, se desecha el trámite; 4. Si la solicitud
cumple con todos los requisitos se resolverá sobre la admi-
sión de la solicitud en un plazo de 3 días hábiles.

Una vez admitida la solicitud, se hace del conocimiento del
Sistema y se conformará un grupo de trabajo a efecto de
que este estudie y analice la situación que guarda el terri-
torio en el que se pretende activar la alerta, a fin de que es-
te grupo determine si los hechos narrados en la solicitud
actualizan los supuestos que están previstos en el artículo
24 de la citada Ley, que al tenor cita:

Artículo 24. La declaratoria de alerta de violencia de
género contra las mujeres, se emitirá cuando:

I. Los delitos del orden común contra la vida, la liber-
tad, la integridad y la seguridad de las mujeres, pertur-
ben la paz social en un territorio determinado y la so-
ciedad así lo reclame;

II. Exista un agravio comparado que impida el ejercicio
pleno de los derechos humanos de las mujeres, y

III. Los organismos de derechos humanos a nivel na-
cional o de las entidades federativas, los organismos de
la sociedad civil y/o los organismos internacionales, así
lo soliciten.

Una vez admitida la solicitud el grupo de trabajo se reuni-
rá en el término de cinco días hábiles, contados a partir de
su admisión. Para la realización del estudio y análisis que
debe elaborar el grupo de trabajo este contará con 30 días
naturales contados a partir de que se reúnan por primera
vez para integrar y elaborar las conclusiones correspon-
dientes.

El informe que emite el grupo de trabajo se remite a la Se-
cretaría de Gobernación a través de la Comisión Nacional
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y
a su vez se remite al titular del Ejecutivo de la entidad fe-
derativa de que se trate, en el caso de que el titular del Po-
der Ejecutivo de la entidad federativa considere aceptar las
conclusiones del informe, tendrá un plazo de 15 días hábi-
les contados a partir del día que recibe a fin de informar a
la Secretaría de Gobernación su aceptación.

Continúa señalando el Reglamento de la Ley, que transcu-
rrido el plazo señalado sin que la Comisión Nacional para
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres reciba
dicha aceptación o en su caso la negativa, la Secretaría de
Gobernación a través de la citada Comisión emitirá la de-
claratoria de alerta de violencia de género, en un plazo no
mayor a cinco días naturales contados a partir del venci-
miento del plazo referido.

En caso de aceptación por parte del Poder Ejecutivo de la
entidad federativa de que se trate, la Secretaría de Gober-
nación, a través de la Comisión, pedirá al Ejecutivo que en
un plazo de seis meses siguientes a la aceptación informe
sobre las acciones que se están llevando a cabo para im-
plementar las propuestas contenidas en las conclusiones
del informe del Grupo de Trabajo. Dicha información de-
berá remitirse dentro de los cinco días hábiles siguientes al
de la recepción de la solicitud.

Una vez recibida la información que se señala en el párra-
fo que antecede, el grupo de trabajo debe emitir un dicta-
men sobre la implementación de las propuestas contenidas
en el informe y se envía a la Secretaría de Gobernación pa-
ra que, a través de la Comisión, se determine si la entidad
federativa implementó o no las propuestas del grupo de tra-
bajo.

Por último, en el caso en que el grupo de trabajo considere
que no se implementaron las propuestas contenidas en las
conclusiones del informe, la Secretaría de Gobernación a
través de la Comisión emitirá la declaratoria de alerta de
violencia de género en un plazo no mayor a diez días natu-



rales, contados a partir de la fecha en que se reciba la noti-
ficación del dictamen.

Como puede observarse, es un proceso muy lento y com-
plicado el que se implementa para la activación de la aler-
ta de violencia de género, es un tiempo muy amplio en el
que las mujeres del territorio de que se trate quedan en to-
tal indefensión por parte de las autoridades.

Es en ese contexto, que la presente iniciativa tiene la fina-
lidad, no de realizar una adecuación al procedimiento en sí,
sino que se propone que mientras se hace toda la investi-
gación burocrática para saber si se activa o no la alerta, las
autoridades tomen algunas medidas preventivas para que
las mujeres que están en ese territorio determinado, en-
cuentren el amparo de las autoridades y no sigan siendo
víctimas de violencia.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 77 y 78 y demás relativos y aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 25 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, para quedar como sigue:

Artículo 25. Corresponderá al gobierno federal a través de
la Secretaría de Gobernación declarar la alerta de violencia
de género y notificará la declaratoria al Poder Ejecutivo de
la entidad federativa de que se trate.

El procedimiento para declararla se realizará de con-
formidad con lo establecido en el Reglamento de esta
Ley. Independientemente de los resultados de las inves-
tigaciones que se realicen por parte de las autoridades,
una vez admitida la solicitud de declaratoria de alerta
de violencia de género, las instancias correspondientes
de los tres órdenes de gobierno deberán implementar
acciones preventivas y urgentes, de seguridad y de jus-
ticia necesarias, para solventar las causas que dieron
origen a la solicitud.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal contará con un plazo de 45
días hábiles para realizar las adecuaciones correspondien-
tes al Reglamento de esta Ley, con el propósito de dar cum-
plimiento a este decreto.

Notas:

1 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2015/violencia0.
pdf

2 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de 2016.— Dipu-
tadas y diputados:  Karen Hurtado Arana, Alberto Martínez Urincho,
Cristina Ismene Gaytán Hernández, Erika Irazema Briones Pérez, Eva
Florinda Cruz Molina, Felipe Reyes Álvarez, Isaura Ivanova Pool
Pech, José Santiago López, María Luisa Beltrán Reyes, Olga Catalán
Padilla, Sara Latife Ruiz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Se remite a la Comisión de Igualdad de Gé-
nero, para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco mi-
nutos, el diputado Daniel Ordoñez Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRD, que presentará dos iniciativas en
una sola intervención. La primera, proyecto de decreto que
adiciona el artículo 212 de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, y la segunda iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de corrección ortotipográfica. Adelante, dipu-
tado.

El diputado Daniel Ordoñez Hernández: Gracias, dipu-
tado, con su permiso. Yo sí le voy a hacer caso del tiempo.

La primera iniciativa es adicionar un párrafo segundo al ar-
tículo 122 de la Ley General de Instituciones y Procedi-
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mientos Electorales. Tiene que ver con el asunto de publi-
cidad engañosa, el tema es que regulemos que hay algunos
aspirantes a diferentes cargos y hacen pasar en tiempos
fuera de lo electoral y fuera de lo permitido, mediante re-
vistas que luego andan publicando en espectaculares o an-
dan inventando portadas de revistas, o andan inventando
portadas de periódicos y luego las publican en los especta-
culares o en mantas o en autobuses promoviendo su ima-
gen. Algunos gobernadores por todo el país, ahí diciendo
que salieron en primera plana.

Entonces, eso es una publicidad electoral engañosa. La
idea es que podamos regular esta situación, no está ocu-
rriendo porque hay una desventaja para con quienes no tie-
nen el recurso económico para estar haciendo eso todo el
año, como sí ocurre y desafortunadamente con varios go-
bernadores de todos los partidos políticos, no específica-
mente de ninguno.

Entonces, mi reforma, la propuesta es que se reforme y se
adicione un párrafo segundo al artículo 122 de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales. Eso
sería la primera.

La otra, está más fácil, es hacer correcciones a la Constitu-
ción. Detectamos 10 artículos, el 27, el 28, 47, 52, 72, 90,
111, 115, 117 y 123, que tienen diferentes errores ortográ-
ficos y de tipografía, lo que hace que desafortunadamente
cuando lo publica alguna editorial le pone SIC y ese SIC es
estar diciendo que los legisladores hacemos mal las cosas
todo el tiempo, y a veces no. Entonces, la idea es que co-
rrijamos eso, es muy sencillo. Ya no hay Comisión de Es-
tilo, entonces a veces se van estos errores ortográficos y de
tipografía, y entonces quienes impriman textos de nuestra
Constitución no lleven estos errores, que es algo muy sen-
cillo.

Sería cuanto. Mire, le regalo todo ese tiempo a mi fracción
o a los que quieran. Gracias, diputado presidente.

«Iniciativa que adiciona el artículo 212 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del
diputado Daniel Ordoñez Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

Planteamiento del problema

El Sistema Electoral Mexicano se encuentra en constante
ajuste para lograr adaptarse a la esfera actual socio-cultural

que se dibuja en nuestra nación, ello requiere de diversas
reformas precisas que solucionen problemas y proporcio-
nen alternativas efectivas para un mejor funcionamiento
del sistema electoral en general.

Lograr una regulación en actos anticipados de campaña re-
presenta un desafío; buscar una condición igualitaria para
todos los partidos durante la primera etapa del proceso
electoral ha sido motivo de reformas a la constitución y a
leyes reglamentarias.

Sin embargo, tras la implementación de las reformas elec-
torales a nivel federal, surge un desafío en esta materia que
tiene que ver con la homogenización jurídico- electoral, es
decir que las legislaciones en esta materia a nivel local pue-
dan tener concordancia con las que se han puesto en mar-
cha en el ámbito federal, y que tienen el mismo propósito:
garantizar la Seguridad Jurídica y la equidad en los proce-
sos electorales frente a aquellos actos ilegales de los ciuda-
danos, precandidatos, candidatos y partidos políticos que
pudieran afectar en un futuro el resultado de las elecciones.

Existe una serie de conductas que, aprovechando resqui-
cios en las disposiciones en materia de propaganda vienen
siendo utilizadas por aspirantes a cargos de elección popu-
lar.

Entre las conductas referidas encontramos la difusión de la
imagen personal de servidores públicos aspirantes a un car-
go de elección popular, para tal efecto, se valen de la su-
puesta difusión de acciones, logros, operativos, entrevistas,
programas y otras actividades desarrolladas con motivo del
desempeño de sus cargos, publicitándolas en lonas, man-
tas, posters, volantes, anuncios espectaculares, portadas e
interior de revistas y otras publicaciones.

Evidentemente, tales actividades dañan el desarrollo de los
procesos electorales y convierten cualquier contienda en
equitativa, dejando en desventaja a quienes tiene menor ac-
ceso a recursos públicos o a mecanismos de difusión o pe-
or aún, a aquellos que se encuentran fuera del servicio pú-
blico, viciando los principios rectores de nuestro sistema
electoral.

Argumentos

Es pertinente hacer una revisión breve acerca de conceptos
que serán punto de partida a manera de justificar la presen-
te iniciativa:



Marketing: “El marketing es el manejo de las relacio-
nes redituables con el cliente. El objetivo del marketing
consiste en crear valor para los clientes y obtener valor
de ellos a cambio.”1

Marketing político: “Supone la evolución de las técni-
cas de conocimiento del electorado y de las técnicas de
comunicación. Al hacerse masivos los cuerpos electora-
les, al contarse los electores por millones y no por cien-
tos o miles, el conocimiento personalizado de cada uno
de ellos, a la manera del viejo candidato, cuenta poco.”2

Propaganda de precampaña: “conjunto de escritos,
publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y
expresiones que durante el periodo de precampaña di-
funden los precandidatos, con el propósito de dar a co-
nocer sus propuestas y obtener la candidatura a un car-
go de elección popular.”3

Publicidad engañosa: “En la actualidad los proveedo-
res de bienes y servicios se valen de estrategias publici-
tarias diseñadas para que las y los consumidores, al mo-
mento de decidir su compra, se inclinen por su producto
o servicio.”4

Ahora bien, retomar el concepto de Marketing Político se
vuelve crucial, cuando de tiempos electorales se trata pues,
resulta indispensable trabajar en el perfeccionamiento del
candidato, para aumentar el éxito en la campaña, ya que ha
quedado demostrado que las campañas que hacen uso de
una estrategia propiamente planificada, donde exista inver-
sión, arroja en teoría, resultados más positivos, es decir, ser
auxiliado por herramientas tecnológicas hoy en día, se ha
vuelto más allá de una práctica común, una práctica nece-
saria.

La idea que se hace presente en esta práctica es: lograr un
buen posicionamiento del candidato, de tal suerte que sea
consumido por los electores, elemento particular que nos
antepone ante un panorama de mercado y producto, venta
y compra, en términos generales un intercambio donde el
candidato termina por ser un “producto”. 

El marketing político, se encarga que este producto en el
mundo político sea consumido, para lograrlo, requiere de
ciertas herramientas efectivas que garanticen el objetivo de
posicionamiento, algunas de ellas, por ejemplo: levanta-
miento de encuestas, sondeos, discurso de acuerdo a las ne-
cesidades, imagen apropiada, manejo de redes efectivo, en-
tre otras. 

Retomando todas las definiciones mencionadas, en el caso
específico, podemos dar cuenta que, el producto que se
ofrece a la venta -por ejemplo en una revista- no es el con-
tenido mismo de la publicación, sino la difusión de la ima-
gen del político cuya imagen se encuentra en la portada; es-
to representa un acto simulado, encubierto.

Sobre lo anterior, nos dice el Manual de Marketing Políti-
co que “con el pasar del tiempo se fue entendiendo que un
candidato no era más que un producto que debía exhibirse,
venderse, publicitarse, y distribuirse bajo estrategias bien
elaboradas de marketing”;5 por supuesto, las propuestas,
ideología y compromisos, quedan relegadas. 

Por otro lado, como su nombre lo indica, los actos antici-
pados de campaña y/o precampaña, se cometen en un ám-
bito espacial de temporalidad, fuera del periodo estableci-
do por la ley para realizarlas. 

Los actos anticipados de campaña o precampaña, son rea-
lizados o provocados por ciudadanos, militantes o no, de
algún partido político que pretenden participar en alguna
contienda interna de selección de una institución política,
con la finalidad de ganar prematuramente afiliados, simpa-
tizantes o la preferencia del electorado en general, buscan-
do un posicionamiento social que les permita postularse en
su momento, como candidatos a un cargo de elección po-
pular, con la evidente ventaja de publicitar su imagen, an-
tes de los plazos permitidos por la ley electoral. 

Se ha vuelto común observar “ciudadanos” promoviéndose
con diversas acciones publicitando su imagen bajo el argu-
mento de “apoyo a la comunidad” de forma “espontánea”
sin aparente intención electoral y sin mediar proceso de elec-
ción en puerta, otorgan “desinteresadamente”, “apoyos” co-
mo: juguetes, despensas, medicinas, materiales de construc-
ción, tinacos, gestiones ante diversas instancias, etc. 

En este mismo sentido, podemos focalizar que el objetivo
principal es publicitar la imagen de alguien, en algunas co-
munidades, barrios, colonias o distritos; el propósito indis-
cutible es darse a conocer, medir su capacidad de convoca-
toria, el impacto que tiene su discurso ante la gente, para
luego promoverse en busca de una candidatura.

Lo que se ejemplificó, representa sin lugar a dudas, actos
anticipados de campaña o precampaña y debieran ser cuan-
tificados ya que si estos “ciudadanos” consiguiesen una
candidatura, estarían violando la premisa fundamental en
materia electoral, que refiere a equidad en la contienda.
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Recientemente, estos actos engañosos han ido incremen-
tando, transgrediendo los principios rectores que rigen los
procesos electorales, dejando en desventaja a los demás
candidatos que hubiesen respetado la Ley, es decir que se
encontraron en actos de igualdad.

A manera de ejemplo: en el proceso electoral 2014-2015,
se observó que, meses antes del inicio de éste, gobernado-
res, miembros de ayuntamientos, legisladores locales y fe-
derales, jefes delegacionales y servidores públicos de todos
los niveles, colocaron en diversos puntos de la ciudad todo
tipo de propaganda, desde anuncios publicitarios, especta-
culares, portadas de revistas etcétera, en la que tenían co-
mo objetivo principal promover su imagen, dejando de la-
do el sentido que tenía que ver con informar datos
relevantes de su gestión o brindar su informe de gobierno.

En todos los casos, el mensaje difundido es rebasado por la
imagen personal, situación que presupone, “Una política
encubierta”, deslindándose con el argumento que no se les
tiene expresamente prohibido este tipo de anuncios.

El problema es complejo, ya que no solamente se está pro-
piciando un desequilibrio en la contienda en cuanto al po-
sicionamiento del funcionario o servidor público, sino tam-
bién se está dejando de lado una gran cantidad recursos que
no se fiscalizan o suman dentro de los gastos de tope de
campaña o precampaña.

Una reciente modalidad para “darle la vuelta” a la ley elec-
toral se presenta en contratar anuncios espectaculares, pen-
dones, apariciones en revistas de sociedad y de política, co-
mo un medio para dar a conocer a los “posibles
candidatos” y operando la maquinaria pre-electoral se po-
sicionan los ciudadanos rumbo a las precandidaturas en to-
da la República.

Es por estas razones que la reforma constitucional al artí-
culo 134 en el año 2007, incorporó en su texto la regula-
ción de la propaganda institucional de los servidores públi-
cos, para evitar excesos y discrecionalidad en su uso; que
pudiera convertirla en un mecanismo de promoción perso-
nal disfrazado de propaganda institucional.

La finalidad de esta propuesta, es resolver y crear medidas
para la forma en que todos los puestos de elección a nivel
federal, puedan realizar una propaganda legal y adecuada
que cumplan con las reglas de forma, que no excedan el
tiempo máximo para su retiro de ellas y respeten el lugar

de colocación de estas sin infringir en sus demarcaciones
territoriales, evitando incurrir en estos actos anticipados de
precampaña y campaña.

En tanto se logre alcanzar una madurez electoral, es nece-
sario fortalecer las “reglas del juego”, para que en un futu-
ro se permita consolidar nuestro sistema democrático me-
diante procesos como los de países desarrollados pues, de
momento, resulta impensable lo que sucede en otras demo-
cracias como el hecho de que se permita la aportación pri-
vada a las campañas electorales o, la libre manifestación de
apoyo a algún candidato por parte de cualquier servidor pú-
blico. 

En efecto, otros sistemas electorales permiten la aportación
económica por parte del sector privado a las campañas
electorales es totalmente válido, de tal suerte que funciona
como un referente de aprobación de los candidatos, pues en
medida que los particulares se involucren mediante un in-
greso económico que es avalado por las normas vigentes,
se consolidan como tendientes a votos asegurados.

No se propone, ni se aspira, a que nuestro sistema electoral
se adecue a ese tipo de organización, sin embargo, es im-
portante encontrar un nivel de conciencia social de hones-
tidad en los aspirantes a cargos de elección popular (políti-
cos), de manera tal que, se vuelvan poco necesarios o se
reduzcan los mecanismos de vigilancia y auditoría; en tan-
to eso sucede, se tendrán que buscar mecanismos de con-
trol, como el que ahora presentamos.

En consecuencia, proponemos establecer una prohibición
que impida la utilización de publicidad a través de prensa,
mantas, bardas, anuncios, espectaculares, volantes, porta-
das de revista u otros medios similares, a cualquier perso-
na que haya manifestado su interés de contender por un
cargo de elección popular, ya sea en periodos de campaña
o en cualquier periodo.

En virtud del tema tratado, se considera procedente que la
regulación propuesta se incluya dentro del Libro Quinto,
de los Procesos Electorales; Título Primero, de las Reglas
Generales para los Procesos Electorales Federales y Loca-
les; Capítulo 1, de las Disposiciones Preliminares; especí-
ficamente, creando un párrafo 2 al artículo 212 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se pretende primordialmente, complementar la ley en tér-
minos de regulación, evitar y sancionar una difusión ilegal



de imagen que otorgue una posición de ventaja indebida
dentro de la contienda, cuando no se encuentren tiempos
electorales.

En el siguiente cuadro comparativo, se establece la redac-
ción actual del artículo referido y la propuesta de nueva re-
dacción del mismo.

Fundamento legal

En virtud de lo expuesto, el que suscribe, Diputado Daniel
Ordoñez Hernández, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática en la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos: 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un párrafo 2 al artículo
212 de la Ley General de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 212

1. …

2. Queda prohibida toda la publicidad que haga alusio-
nes a la imagen y/o acciones ciudadanas en una comu-
nidad realizados por ciudadanos que hayan manifesta-
do su interés para contender por un cargo de elección
popular, a través de prensa, mantas, bardas, anuncios,
espectaculares, volantes, portadas de revista u otros
medios similares, ya sea en periodos de campaña o en
cualquier periodo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Nacional Electoral deberá adecuar el
Reglamento de Quejas y Denuncias en Materia Electoral
para ajustar los términos de actividades de proselitismo,
actos anticipados de precampaña y de campaña.

Notas:

1 Kotler Philip y otro, Fundamentos de marketing, Pearson, sexta edi-
ción. Página 12.

2 Costa Bonino, César, Manual de marketing político, página 13, ver-
sión PDF, en línea, disponible en: 

http://www.costabonino.com/manualmp.pdf 

3 Ley general de instituciones y procedimientos electorales, versión
PDF, en línea, disponible en: http://norma.ife.org.mx/docu-
ments/27912/310245/2014_LGIPE.pdf/5201e72c-0080-4acb-b933-
5137ef1c0c86 

4 Procuraduría Federal del Consumidor, sitio web, en línea, disponible
en: http://www.profeco.gob.mx/Servicios/publicidad.asp 

5 Ramírez Wilson, Manual de marketing político, Ed. Lulu.com, 2007,
pág. 6.

Palacio Legislativo de San Lázaro, en la Ciudad de México, México, a
veintidós de noviembre de dos mil dieciséis.— Diputados y diputadas:
Daniel Ordoñez Hernández, Felipe Reyes Álvarez, Isaura Ivanova
Pool Pech, J. Guadalupe Hernández Alcalá, Olga Catalán Padilla, Sara
Latife Ruiz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Ordoñez. Túrnese a la
Comisión de Gobernación, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El diputado Daniel Ordoñez Hernández: «Iniciativa que
reforma diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de correc-
ción ortotipográfica, a cargo del diputado Daniel Ordoñez
Hernández, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Nadie desconoce que la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, representa nuestro ordenamiento
legal supremo e implica, como lo decía Hans Kelsen una
encarnación de nuestra soberanía y ha sido considerada,
como uno de los símbolos patrios de nuestra nación.1

En tal virtud, de su valor objetivo y subjetivo, lo deseable
es que el constitucional deba estar escrito pulcramente; es
decir, redactado de manera clara, concisa y precisa.

Sin embargo, el ordenamiento supremo contiene diversos
errores de carácter tipográfico y ortográfico en 10 de sus
artículos; resulta bochornoso que las editoriales que publi-
can el documento legal se vean obligadas a observar las de-
ficiencias mencionadas mediante la inserción de la locu-
ción latina sic que, como es sabido, se utiliza para dar a
entender que una palabra o frase empleada, pudiera parecer
inexacta, literal o textual.2

Por ser un documento tan importante y fundamental para el
país, es indispensable realizar las reformas que, sin cam-
biar el sentido de lo establecido en cada artículo, le den a
la misma, la calidad que debería tener.

Argumentos

Las diversas constituciones, son por lo general el docu-
mento fundamental de un Estado, pero no existe un forma-
to único de éstas.

En sentido formal, nos dice Raúl Contreras Bustamante,
que la denominación de “Constitución” se aplica al docu-
mento que contiene las normas relativas a la estructura fun-
damental del Estado, como organización política regulada
en un documento de promulgación solemne, mediante un
procedimiento especial y superior, siendo considerada tam-
bién como “ley fundamental” o “norma de normas”.3

La clasificación propuesta por el autor antes señalado, es-
tablece que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se define dependiendo de su formulación o fór-
mula jurídica como codificada o escrita; de acuerdo a su re-
formabilidad es rígida; y según su origen, se clasifica como
pactada (las dos Constituciones federales del siglo XIX se
clasifican por su origen como derivadas de la voluntad de
la soberanía popular).4

Es también conocido que la Carta Magna es un documento
derivado de otros textos, que tuvieron esa misma categoría
y que fueron desplazados (reformados) sucesivamente:

• Decreto constitucional para la libertad de la América
Mexicana, Apatzingán, 22 de octubre de 1814;

• Constitución Federal de los Estados Unidos Mexica-
nos, 4 de octubre de 1824;

• Constitución Política de la República Mexicana; 5 de
febrero de 1857; y

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 5 de febrero de 1917.

Esta última aún nos rige; claro está, después de tener varias
reformas. La constitución vigente, deriva del trabajo efec-
tuado por el Poder Constituyente realizado del 1 de di-
ciembre de 1916 al 31 de enero de 1917, promulgándose
oficialmente (en evidente conmemoración a la fecha en que
se decretó su antecesora), el 5 de febrero de 1917.

Por ser el documento fundamental en la vida de un Estado,
tanto su contenido como el estilo revisten gran relevancia;
así en nuestro caso, no existe un sólo texto constitucional
de la historia de la nación, que no haya sido objeto de la
minuciosa revisión de su texto en sentido de estilo, sinta-
xis, gramática y ortografía.

Como referencia a lo anterior, durante el trabajo realizado
por el Congreso Constituyente de 1916-1917, específica-
mente, el martes cinco de diciembre de 1916, durante la
quinta sesión ordinaria, se aprobó la creación de diversas
comisiones relativas a la organización interna del Constitu-
yente.

En la referida sesión se aprobó la creación de la Comisión
de Corrección y Estilo; integrada por los diputados consti-
tuyentes: Marcelino Dávalos (Jalisco), Alfonso Cravioto
(Hidalgo) y Ciro B. Ceballos (Distrito Federal).5



En lo conducente, se lee en el Diario de los Debates:

El mismo C. Secretario: la Mesa propone a los siguientes
ciudadanos diputados para integrar la Comisión de Correc-
ción de Estilo: Ciudadanos Marcelino Dávalos, Alfonso
Cravioto y Ciro B. Ceballos. Las personas que estén por la
afirmativa, sírvanse ponerse de pie. Aprobada.6

Se desprende la importancia que se le brindó, no sólo al
contenido y alcances del producto a legislar, sino también
a la redacción y estilo en que quedó asentado.

Un ejemplo de la trascendencia del trabajo realizado por la
Comisión de Corrección y Estilo, lo refiere Armando Soto
Flores; quien señaló que en el Proyecto de Reforma a la
Constitución de 1857 que remite Venustiano Carranza, su
propuesta sobre el artículo 131, relativo a las reformas
constitucionales, establecía como requisito para realizar re-
formas a la misma, lo siguiente:

… se requiere que el Congreso de la Unión por el voto
de las dos terceras partes de sus individuos presentes,
acuerde las reformas o adiciones, o que estas sean apro-
badas por la mayoría de las legislaturas de los esta-
dos…7

De inicio, ese numeral fue modificado, asignándole el 135,
mismo que a la fecha refiere los requisitos de reforma
constitucional.

Adicionalmente, se reemplazó la letra “o” (conjuntiva, dis-
yuntiva) por la letra “y” (conjuntiva, copulativa), lo que en-
traña una sustancial modificación que a la fecha perdura y
conlleva, a un procedimiento legislativo totalmente distin-
to al que se proponía Carranza.

El detalle de esta modificación es que se atribuye a la Co-
misión de Corrección y Estilo. Es evidente que el propio
Constituyente consideraba relevante la excelencia en la re-
visión y corrección de estilo, así como caligráfica.

Nos refiere José Guadalupe Ramírez Álvarez que, en se-
sión celebrada por el Constituyente el 25 de enero de 1917,
la Comisión de Estilo presentó al pleno la minuta que con-
tenía todos los artículos hasta entonces aprobados (no olvi-
demos que el compromiso de conclusión del texto era el 31
del mismo mes a fin de que el 5 de febrero del mismo año,
se cumpliera con la promulgación oficial y protocolaria).8

En ese sentido, se determinó que la presentación del docu-
mento final fuese artística, puesto que sería sumamente im-
portante que las generaciones futuras conocieran el texto
definitivo, pero original, firmado por todos los constitu-
yentes que participaban en su creación. Para tal fin, se de-
signó una comisión que vigilase al artista queretano de di-
bujo Arvizu, para que transcribiera los artículos en un tomo
en blanco preparado para tal efecto.9

Por supuesto, entendemos el objetivo histórico-didáctico
pretendido y hasta el origen ególatra en muchos de los mis-
mos, pero es prudente también destacar la preocupación re-
al de un sector del Constituyente para que el texto final es-
tuviera simplemente bien elaborado.

Siguiendo la lógica de los congresos constituyentes de la
historia de nuestro país, cuya intención fue contar con un
documento constitucional, digno de llevar el calificativo de
norma superior o ley fundamental; entonces, debe cuidarse
la calidad de su contenido.

Los autores Quintana y Carreño10 señalan que un elemen-
to esencial de la técnica legislativa es “la calidad; esto es,
tal elemento tiene como finalidad el vigilar o cuidar que la
norma que se expida sea de excelencia”. Derivado de lo an-
terior, lo que ellos denominan “control de calidad de la
norma” será el mecanismo para lograr el objetivo de exce-
lencia; tal precepto obliga al encargado del control de cali-
dad a “examinar el adecuado manejo del lenguaje, la apli-
cación correcta de la gramática, la firmeza conceptual y la
utilidad pedagógica que puede desempeñar la norma”.

Siguiendo esa meticulosidad, después de una revisión mi-
nuciosa se han identificado 10 artículos de Nuestra Carta
Magna que presentan alteraciones de carácter ortotipográ-
fico.

Las referidas inexactitudes son motivación de la iniciativa
de mérito aclarando que, no referiremos a las correcciones
de estilo, puesto que pudiera implicar un cambio en el sen-
tido de la norma; es decir en su espíritu.

Para aclarar lo anterior, debe señalarse que la diferencia en-
tre corrección de estilo y corrección ortotipográfica. La
consultora editorial Mariana Eguaras11 señala que en tanto
la corrección de estilo se refiere a eliminar errores y las im-
precisiones de vocabulario, así como a aumentar la riqueza
léxica y eliminar muletillas y vicios léxicos.
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Por el contrario, la corrección ortotipográfica implica co-
rregir los errores ortográficos y de puntuación; ajustar la
ortografía a las normas de la Real Academia de la Lengua
Española actualizada, por ejemplo: el uso de mayúsculas,
tildes, formación de abreviaturas, y escritura de cifras,
magnitudes y sus símbolos; asimismo, aplicar recursos ti-
pográficos: cursivas, comillas, negritas, versalitas, topos,
numeración.

En virtud de lo anterior, consideramos procedente y nece-
saria la presente iniciativa, cuya pretensión es reformar
aquellos artículos que, a lo largo de sus reformas, han con-
servado errores de carácter ortotipográfico, a fin de que se-
an solventados y sin que ésta actividad implique modificar
su sentido.

En el siguiente cuadro comparativo se establece la redac-
ción actual de los artículos con deficiencias ortotipográfi-
cas, incluyendo la locución latina sic donde se encuentran
éstos y la propuesta, de nueva redacción:



Fundamento legal

En virtud de lo expuesto, el suscrito, Daniel Ordóñez Her-
nández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática en la LXIII Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
65, 66, 67, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de corrección ortotipográfica

Único. Se reforman los artículos 27, 28, 47, 52, 72, 90,
111, 115, 116, 117 y 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 27. …

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

I. a XVIII. …

XIX. Con base en esta Constitución, el Estado dispon-
drá las medidas para la expedita y honesta impartición
de la justicia agraria, con objeto de garantizar la seguri-
dad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y
de la pequeña propiedad, y apoyará la asesoría legal de
los campesinos.

…

…

XX. …

Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan
prohibidos los monopolios, las prácticas monopólicas, los
estancos y las exenciones de impuestos en los términos y
condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se
dará a las prohibiciones a título de protección a la indus-
tria.

…

…

…

…

…

No constituyen monopolios las funciones que el Estado
ejerza de manera exclusiva, a través del banco central en
las áreas estratégicas de acuñación de moneda y emisión de
billetes. El banco central, en los términos que establezcan
las leyes y con la intervención que corresponda a las auto-

ridades competentes, regulará los cambios, así como la in-
termediación y los servicios financieros, contando con las
atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo di-
cha regulación y proveer a su observancia. La conducción
del banco estará a cargo de personas cuya designación se-
rá hecha por el presidente de la República con la aproba-
ción de la Cámara de Senadores o de la Comisión Perma-
nente, en su caso; desempeñarán su encargo por períodos
cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autó-
nomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por cau-
sa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o co-
misión, con excepción de aquéllos que actúen en
representación del banco y de los no remunerados en aso-
ciaciones docentes, científicas, culturales o de beneficen-
cia. Las personas encargadas de la conducción del banco
central, podrán ser sujetos de juicio político conforme a lo
dispuesto en el artículo 110 de esta Constitución.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

I. a XII. …

…

…



I. a VIII. …

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 47. El estado de Nayarit tendrá la extensión terri-
torial y límites que comprende actualmente el territorio de
Tepic.

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por
300 diputados electos según el principio de votación ma-
yoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electora-
les uninominales, y 200 diputados que serán electos según
el principio de representación proporcional, mediante el
sistema de listas regionales, votadas en circunscripciones
plurinominales.

Artículo 72. …

A. y B. …

C. El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en
parte por el Ejecutivo, será devuelto, con sus observa-
ciones, a la Cámara de su origen. Deberá ser discutido
de nuevo por ésta, y si fuese confirmado por las dos ter-
ceras partes del número total de votos, pasará otra vez a
la Cámara revisora. Si por esta fuese sancionado por la
misma mayoría, el proyecto será ley o decreto y volve-
rá al Ejecutivo para su promulgación.

…

D. a I. …

J. El Ejecutivo de la Unión no puede hacer observacio-
nes a las resoluciones del Congreso o de alguna de las

Cámaras, cuando ejerzan funciones de cuerpo electoral
o de jurado, lo mismo que cuando la Cámara de Dipu-
tados declare que debe acusarse a uno de los altos fun-
cionarios de la federación por delitos oficiales.

…

Artículo 90. …

Las leyes determinarán las relaciones entre las entidades
paraestatales y el Ejecutivo federal, o entre éstas y las se-
cretarías de Estado.

…

…

Artículo 111. …

…

…

…

…

Las declaraciones y resoluciones de la Cámara de Dipu-
tados y Senadores son inatacables.

…

…

…

…

Artículo 115. …

I. …

…

Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras
partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamien-
tos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o
revocar el mandato a alguno de sus miembros, por algu-
na de las causas graves que la ley local prevenga, siem-
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pre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad
suficiente para rendir las pruebas y hacer los alegatos
que a su juicio convengan.

…

…

II. a X. …

Artículo 116. …

…

I. y II. …

III. …

…

…

…

…

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo
el tiempo que señalen las Constituciones locales, podrán
ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de
sus puestos en los términos que determinen las Consti-
tuciones y las leyes de responsabilidades de los servido-
res públicos de los estados.

…

IV. a IX. …

Artículo 117. …

I. a VI. …

VII. Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones
fiscales que importen diferencias de impuestos o requi-
sitos por razón de la procedencia de mercancías nacio-
nales o extranjeras, ya sea que esta diferencia se esta-
blezca respecto de la producción similar de la localidad,
o ya entre producciones semejantes de distinta proce-
dencia.

VIII. a IX. …

Artículo 123. …

…

A. …

I. a XI. …

XII. …

…

…

Además, en esos mismos centros de trabajo, cuando su
población exceda de doscientos habitantes, deberá re-
servarse un espacio de terreno, que no será menor de
cinco mil metros cuadrados, para el establecimiento de
mercados públicos, instalación de edificios destinados a
los servicios municipales y centros recreativos.

…

XIII. a XX. …

XXI. Si el patrono se negare a someter sus diferencias
al arbitraje o a aceptar el laudo pronunciado por la Jun-
ta, se dará por terminado el contrato de trabajo y queda-
rá obligado a indemnizar al obrero con el importe de
tres meses de salario, además de la responsabilidad que
le resulte del conflicto. Esta disposición no será aplica-
ble en los casos de las acciones consignadas en la frac-
ción siguiente. Si la negativa fuere de los trabajadores,
se dará por terminado el contrato de trabajo.

XXII. El patrono que despida a un obrero sin causa jus-
tificada o por haber ingresado a una asociación o sindi-
cato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, es-
tará obligado, a elección del trabajador, a cumplir el
contrato o a indemnizarlo con el importe de tres meses
de salario. La ley determinará los casos en que el patro-
no podrá ser eximido de la obligación de cumplir el con-
trato, mediante el pago de una indemnización. Igual-
mente tendrá la obligación de indemnizar al trabajador
con el importe de tres meses de salario, cuando se retire
del servicio por falta de probidad del patrono o por re-
cibir de él malos tratamientos, ya sea en su persona o en
la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos. El patrono
no podrá eximirse de esta responsabilidad, cuando los
malos tratamientos provengan de dependientes o fami-



liares que obren con el consentimiento o tolerancia de
él.

XXIII. a XXXI. …

B. …

II. a VIII. …

IX. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o ce-
sados por causa justificada, en los términos que fije la
ley.

X. a XIV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cfr. Kelsen, Hans. Teoría pura del derecho, octava edición, Porrúa,
México, 1995, página 39.

2 Diccionario de la Lengua Española, versión en línea. Disponible en
http://dle.rae.es/?id=Xmu27Mk [Consultado el 23 de noviembre de
2016.]

3 Cfr. Contreras Bustamante, Raúl. “Concepto de Constitución” y
“Clasificación de las Constituciones”, en Barragán Barragán, José, y
otros. Teoría de la Constitución, séptima edición, Porrúa, México,
2015, página 36.

4 Ibídem, páginas 49-62.

5 Cfr. Ferrer Mendiolea, Gabriel. Historia del Congreso Constituyente

de 1916-1917, Biblioteca Constitucional INEHRM, tercera edición
(facsimilar), México, 2014, páginas 161 a 187. En las páginas referi-
das, el autor citado enumera los diputados integrantes de Congreso
Constituyente, lista de diputados respecto al estado en que lo eligieron,
así como comisiones e integrantes de éstas.

6 Diario de los Debates del Congreso Constituyente. Biblioteca Cons-
titucional INEHRM, cuarta reproducción, México, 2014, tomo I, octa-
vo punto del orden del día de la sesión del martes 5 de diciembre de
1916, página 476.

7 Soto Flores, Armando. “Supremacía constitucional”, en Barragán
Barragán, José, y otros. Teoría de la Constitución, Porrúa, México,
2015, páginas 199 y 200.

8 Cfr. Ramírez Álvarez José Guadalupe. Querétaro de la Constitución,

Biblioteca Constitucional INHERM, primera edición, México, 2015,
páginas 133 y 134.

9 Los diputados, con el ánimo impetuoso que los caracterizaba, en

busca de alguien que transcribiera los artículos que estaban creando,

localizaron al calígrafo Perfecto Arvizu Arcaute: “le llegaron a des-

pertar, en una ocasión, a las tres de la mañana para que escribiera un

artículo y les dijo: ‘yo estoy durmiendo, nos vemos en la mañana.

¡Ahora mismo, o sales o te sacamos! No, pues, no tiren la puerta’”, re-

lató Rabell Urbiola. Así, Perfecto Arvizu Arcaute se convirtió en el

queretano que escribió de puño y letra los 136 artículos de nuestra

Carta Magna, en un libro de pergamino, que se encuentra en el Museo

Nacional de Historia del Castillo de Chapultepec, en la Ciudad de Mé-

xico. Aldama Garnica, Iván. En referencia al investigador Francisco Ja-
vier Meyer, relatado en la nota para el diario Libertad “Los diputados
discutían a balazos las reformas”, disponible en 

http://www.libertaddepalabra.com/2012/02/los-diputados-discutian-a-
balazos-las-reformas/

10 Quintana Valtierra, Jesús; y Carreño García, Franco. Derecho par-

lamentario y técnica legislativa en México, Porrúa, primera edición,
México, 2006, páginas 208-213.

11 Eguaras Mariana. Corrección de estilo y ortotipográfica: diferen-

cias. Texto consultado el 24 de noviembre de 2016 en la página de in-
ternet http://marianaeguaras.com/correccion-de-estilo-y-ortotipografi-
ca-diferencias/

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 6 de diciem-
bre de 2016.— Diputados y diputadas: Daniel Ordoñez Hernández,
Felipe Reyes Álvarez, Francisco Martínez Neri, Isaura Ivanova Pool
Pech, J. Guadalupe Hernández Alcalá, Olga Catalán Padilla, Sara La-
tife Ruiz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Se remite a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales, para dictamen.
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CÓDIGO MILITAR DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, pa-
ra presentar dos iniciativas la diputada Cristina Ismene
Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del PRD. La
primera. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones del Código Militar de Pro-
cedimientos Penales. Y la segunda. Iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 26 y 31 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos. Adelante, diputada.

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández: Con
su venia, señor presidente. Compañeras y compañeros
diputados, el día de hoy presento ante este pleno dos ini-
ciativas, como ya se ha indicado, en ambos casos estas ini-
ciativas buscan garantizar y proteger los derechos humanos
tal y como ha sido el compromiso de mi grupo parlamen-
tario, el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

En primer término, debo recordar a este pleno que el 21 de
abril pasado y con una fuerte oposición de mi grupo parla-
mentario se aprobó por la mayoría la expedición del Códi-
go Militar de Procedimientos Penales, el cual contiene di-
versas disposiciones que abiertamente resultan violatorias
de los derechos humanos y transgreden el ámbito de apli-
cación de una jurisdicción extraordinaria como la militar,
establecida en el artículo 13 de nuestra Constitución.

Compañeras y compañeros diputados, la expedición de un
Código de esta naturaleza a lo único que ha contribuido,
que busca contribuir, es a proporcionar un… de legalidad a
las violaciones de derechos, que de hecho se producen en
esta jurisdicción.

En tanto, presento la presente iniciativa de reformas al Có-
digo Militar de Procedimientos Penales para recomponer
lo que mal se hizo en aquella ocasión al extender los lími-
tes constitucionales de esa jurisdicción extraordinaria.

Es importante señalar que estas violaciones a los derechos
humanos han sido señaladas también por la oficina en Mé-
xico del alto comisionado de Naciones Unidas y la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, quienes se han pro-
nunciado en el ámbito de sus respectivas competencias,
alertando de los riesgos que estas reformas implican para
los derechos humanos, de la importancia de que no se afec-
ten los derechos civiles, extendiendo esta jurisdicción, y
sobre todo, para delimitar los derechos de las víctimas.

Esta iniciativa tiene por objeto la modificación y reforma
de diversos artículos de este ordenamiento militar para
ajustarlo en los términos de protección y defensa de los de-
rechos humanos previstos en la legislación ordinaria vi-
gente.

La segunda de las iniciativas que hoy presento, y en el
marco de esta intensa campaña en contra de la violencia, de
la eliminación de la violencia hacia las mujeres, es una re-
forma de Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, or-
denamiento que regula los requisitos para la expedición de
licencias individuales y colectivas de portación de armas.

En este sentido debemos señalar que uno de los principales
problemas que tiene nuestro país en este momento es el
alarmante incremento de la violencia hacia las mujeres. Lo
anterior se refleja en altos índices de feminicidios que se
han incrementado en un 46 por ciento los últimos cuatro
años, principalmente en entidades que sufren altos índices
de violencia y para ejemplo tenemos el estado de México.

La violencia feminicida es la expresión más extrema de la
violencia de género, y desgraciadamente se genera por fal-
ta de acceso a mecanismos de protección y restricción co-
mo el que hoy proponemos. Es importante señalar que el
Poder Legislativo se encuentra obligado a establecer todas
aquellas acciones afirmativas en favor de la prevención de
este tipo de violencia hacia las mujeres. 

Por lo anterior, propongo a ustedes, compañeras y compa-
ñeros diputados, que el artículo 26 de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego establezca como requisito para la expedición
de una licencia de portación de armas individual o colecti-
va, que el portador no haya sido condenado por delito do-
loso o de violencia feminicida. Y en el artículo 31, que sea
motivo de cancelación de la licencia de portación de armas
el haber sido condenado por delitos dolosos o de violencia
feminicida. 

Agradezco, compañeras y compañeros diputados, el apoyo
a estas iniciativas, particularmente buscando que ni una
más, ni una mujer más sea asesinada en nuestro país que,
como ya se ha señalado, este hecho tan lamentable ha cre-
cido en los últimos años, en los últimos cuatro años, cerca
del 46 por ciento. 

Es cuanto, diputado presidente. Agradezco sean insertos
los textos íntegros de ambas iniciativas en el Diario de los
Debates.



«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Militar de Procedimientos Penales, a cargo de
la diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

El pasado 16 de mayo fue publicado, en el Diario Oficial
de la Federación, el Código Militar de Procedimientos Pe-
nales. Durante su discusión en esta Cámara, sostuvimos
que, al autorizar a los jueces militares para poder emitir ór-
denes de cateo y de presentación para civiles, el Congreso
de la Unión extendió de manera extraordinaria la jurisdic-
ción militar, violando con ello los derechos humanos de las
y los ciudadanos mexicanos. Esta iniciativa tiene por obje-
to, restringir los límites extraordinarios de esta jurisdicción
especial.

Argumentos que la sustentan

La jurisdicción militar constituye uno de los resabios deci-
monónicos que no han sabido cómo adaptarse a la nueva
democracia. Después de un fuerte periodo de adaptación a
la modernidad durante el Porfiriato, la construcción del
Sistema de Justicia Militar se vio envuelta en un impasse
que impidió su democratización. Fue hasta el 29 de junio
de 2005, cuando el Congreso de la Unión decidió eliminar
la pena de muerte del fuero militar, que se dio el primer
gran avance democrático para la defensa y protección de
los derechos humanos dentro de esta jurisdicción.

Es importante señalar que, aunque no compartimos la in-
terpretación de que la reforma constitucional que instaura
el Sistema Penal Acusatorio, de fecha 18 de junio de 2008,
aplica también para el Sistema de Justicia Militar, dado que
tienen orígenes constitucionales diversos, durante las dis-
cusiones en esta Cámara señalamos que es un paso en sen-
tido positivo la implementación del Sistema Oral para los
juicios militares, de tal manera que se pueda contrarrestar
la direccionalidad jerárquica presente en los juzgados mili-
tares y favorecer la incipiente autonomía e independencia
de los juzgadores del fuero castrense.

Es preciso indicar que las disposiciones contenidas en el
Código Nacional de Procedimientos Penales en la iniciati-
va que propuso la expedición del Código Militar de Proce-
dimientos Penales copió, al pie de la letra, las disposiciones
contenidas en la legislación ordinaria, descontextualizándo-
las y favoreciendo una ampliación extraordinaria de la ju-
risdicción militar, quienes pueden ejercer actos de autori-

dad jurisdiccional sobre civiles, violando con ello el conte-
nido restrictivo del artículo 13 de nuestra Constitución.

Es por lo anterior que, si bien la idea que ha propugnado la
izquierda perredista es, específicamente, la eliminación de
los juzgados militares dependientes del titular de la Secre-
taría de la Defensa Nacional, para pasar a constituir parte
de los juzgados especializados del Poder Judicial de la Fe-
deración, nos encontramos plenamente convencidos de que
es urgente que el Poder Legislativo enmiende los errores
cometidos y que, en consecuencia, modifique las disposi-
ciones que resultan violatorias de los derechos humanos
contenidos en el Código Militar de Procedimientos Pena-
les.

Es nuestra obligación como legisladores hacer realidad el
respeto irrestricto de los derechos humanos y el adoptar
disposiciones de derecho interno para hacer efectiva la ga-
rantía de que los actos de molestia a sean emitidos por au-
toridades competentes1. Asimismo, debemos procurar que
las leyes que creamos o modificamos sean tan claras que el
número de lagunas o deficiencias que presenten sean las
mínimas, de tal modo que todos aquellos a quienes se diri-
jan tengan la verdadera posibilidad de conocerlas y llevar-
las a cabo, garantizando certeza y seguridad jurídica.

La Oficina en México del Alto Comisionado de Naciones
Unidas y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
se han pronunciado, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, de los riesgos que estas reformas implican para
los derechos humanos, de la importancia de que no se afec-
ten los derechos de civiles extendiendo la jurisdicción mi-
litar a otros ámbitos y de la necesidad de delimitar los de-
rechos de las víctimas2.

Esta iniciativa tiene, en consecuencia, por objeto la modi-
ficación y reforma de diversos artículos de este ordena-
miento militar, para ajustarlos a los términos de protección
y defensa de los derechos humanos, previstos en la legisla-
ción ordinaria vigente. Asimismo, se establece que los tri-
bunales y juzgados militares no podrán ordenar interven-
ción de telecomunicaciones, cateos o citar a personas que
no pertenezcan a las Fuerzas Armadas de manera directa,
sino mediante la intervención directa de un juez civil fede-
ral quien deberá autorizar estas actuaciones.

En el mismo sentido, se propone la adopción del concepto
amplio de víctima, tal y como se establece en la Ley Ge-
neral de Víctimas, dado que las consecuencias procedi-
mentales para la jurisdicción militar, en términos de lo es-
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tablecido en el artículo 57 del Código de Justicia Militar,
extinguen su competencia y, en los términos vigentes, ga-
rantizan la prosecución de la causa, ya que, como indicó la
Suprema Corte de Justicia de la Nación “…la víctima civil,
quien tiene derecho a participar en el proceso penal no só-
lo para efectos de la respectiva reparación del daño, sino
también para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a
la justicia”3.

Por último, se prohíbe que se lleven a cabo los procedi-
mientos de saneamiento de una causa cuando se haya com-
probado que el procesado fue sometido a tortura y, en con-
secuencia, se ordena el sobreseimiento del procedimiento
inmediato completo.

Para mayor claridad de la propuesta de reforma y adiciones
que planteamos, y a modo de ilustración, plasmamos el si-
guiente cuadro comparativo entre el texto vigente del Có-
digo Militar de Procedimientos Penales y los cambios con-
tenidos en la presente iniciativa.



Fundamento Legal

Cristina Ismene Gaytán Hernández, diputada a la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, e integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73,
fracción XIV, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del Congreso de la Unión, la
siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto, por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del Código Militar de Procedimientos Pe-
nales

Único. Se reforman y adicionan los artículos 2, 3, fracción
XIV, 96, 105, 201, 278, 290, 361 y 403, todos del Código
Militar de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 2. Objeto del Código 

Este Código tiene por objeto establecer las normas que han
de observarse en la investigación, el procesamiento y la
sanción de los delitos militares, para esclarecer los hechos,
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede im-
pune, que se repare integralmente el daño y, garantizar la
no repetición de los hechos delictivos, contribuyendo a la
protección de la disciplina militar, asegurar el acceso a la
justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto
que surja con motivo de la comisión del delito militar, en
un marco de respeto a los derechos humanos.

Artículo 3. Glosario

Para los efectos de este Código, según corresponda, se en-
tenderá por:

I. a XIII. …

XIV. Víctima u Ofendido: Serán considerados como tal,
exclusivamente respecto de delitos de la competencia de
la Jurisdicción Militar, en términos de lo establecido
en la Ley General de Víctimas.

Artículo 96. Saneamiento

Los actos ejecutados con inobservancia de las formalida-
des previstas en este Código podrán ser saneados, repo-
niendo el acto, rectificando el error o realizando el acto
omitido a petición del interesado. Lo anterior no será
conducente en el caso de que alguna prueba o declara-
ción haya sido obtenida por medio de la tortura. La in-
vestigación se llevará por separado y, en caso de com-
probarse, todo el procedimiento será sobreseído de
inmediato.

…

…

…

Artículo 105. Víctima u ofendido

Para los efectos de este Código, se considera víctima a to-
das aquellas personas así definidas en la Ley General de
Víctimas y gozarán de las prerrogativas y derechos que
les otorgan la Constitución, ese ordenamiento y el Có-
digo de Justicia Militar.

Se deroga.

Se deroga.

Artículo 201. Oposición de la víctima u ofendido 

La oposición de la víctima u ofendido sólo será proceden-
te cuando se acredite ante el juez de control que no se en-
cuentra debidamente garantizada la reparación integral del
daño, en términos de lo previsto en la Ley General de
Víctimas.

Artículo 278. Solicitud de orden de cateo

Cuando en la investigación el Ministerio Público estime
necesaria la práctica de un cateo, en razón de que el lugar
a inspeccionar es un domicilio o una propiedad privada, so-
licitará por cualquier medio la autorización judicial para
practicar el acto de investigación correspondiente. En el
caso de que sea propiedad privada de un civil, la auto-
rización deberá ser expedida por un juez federal. En la
solicitud, que contará con un registro, se expresará el lugar
que ha de inspeccionarse, la persona o personas que han de
aprehenderse y los objetos que se buscan, señalando los
motivos e indicios que sustentan la necesidad de la orden,
así como los servidores públicos que podrán practicar o in-
tervenir en dicho acto de investigación.

…

Artículo 290. Objeto de la intervención respecto de he-
chos que se investigan, probablemente cometidos por
personal militar, en el ámbito de competencia de la justi-
cia castrense

…

La intervención de comunicaciones privadas a que se re-
fiere este capítulo, sólo podrá autorizarse en la investiga-
ción de delitos de la competencia de los Órganos Jurisdic-
cionales Militares. En el caso de que alguno de los



intervinientes sea civil, la intervención deberá ser auto-
rizada por un juez federal.

…

Artículo 361. Comparecencia obligatoria de testigos

Si el testigo debidamente citado no se presentara a la cita-
ción o haya temor fundado de que se ausente o se oculte, se
le hará comparecer en ese acto por medio de la fuerza pú-
blica sin necesidad de agotar ningún otro medio de apre-
mio. En caso de tratarse de un civil, se solicitará que un
juez federal lleve a cabo el procedimiento.

…

Artículo 403. Sentencia condenatoria 

…

…

…

El Tribunal Militar de Juicio Oral condenará a la repara-
ción integral del daño, en términos de lo previsto en la
Ley General de Víctimas y el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales. 

Se deroga

…

…

…

…

V. Artículos Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los procedimientos de intervención de teleco-
municaciones, cateos y citación de civiles ante los tribuna-
les militares, deberán ser remitidos a un juez civil federal
para que éste ratifique o revoque la orden.

Notas:

1 Cfr. Artículos 1, 13 y 16 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículos 1,2, 8 y 25 de la Convención Americana
sobre de Derechos Humanos. 

2 Cfr. CNDH, Acción de inconstitucionalidad 46/2016, disponible en:
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Acciones/Acc_Inc_2016.pdf y
“Reforma de Justicia militar viola DH, advierte ONU al Senado”, dis-
ponible en http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/politi-
ca/2016/04/28/reforma-de-justicia-militar-viola-dh-advierte-onu-al-
senado 

3 Tesis: P. LXXI/2011 (9a.) Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta, Décima Época 160488 Pleno Libro III, Diciembre de 2011,
Tomo 1, Pág. 554 Tesis Aislada (Constitucional)

“Restricción interpretativa de fuero militar. Incompatibilidad de la ac-
tual redacción del artículo 57, fracción II, del Código de Justicia Mili-
tar, con lo dispuesto en el artículo 13 constitucional, a la luz de los ar-
tículos 2o. y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.”

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2016.— Di-
putadas y diputados: Cristina Ismene Gaytán Hernández, Alberto
Martínez Urincho,Erika Irazema Briones Pérez, Eva Florinda Cruz
Molina, Felipe Reyes Álvarez, Francisco Martínez Neri, Isaura Ivano-
va Pool Pech, J. Guadalupe Hernández Alcalá, José Santiago López,
Karen Hurtado Arana, María Luisa Beltrán Reyes, Olga Catalán Padi-
lla, Sara Latife Ruiz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Gaytán. Túrnese a la Co-
misión de Defensa Nacional, para dictamen, y a la Co-
misión de Marina, para opinión. 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández: «Ini-
ciativa que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de
la diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRD

Cristina Ismene Gaytán Hernández, diputada federal a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, e integrante
del Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento en los
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artículos 71, fracción II, y 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del Congreso de la
Unión iniciativa con proyecto de decreto, por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral de Armas de Fuego y Explosivos.

I. Planteamiento del problema

En México, el problema de la violencia de género y los fe-
minicidios se agrava constantemente. Es indispensable, en
consecuencia, realizar todas aquellas acciones de protec-
ción principalmente las legislativas, para dejar claro que el
Estado está obligado a eliminar la violencia contra mujeres
y niñas perpetrada tanto por autoridades como por perso-
nas. Uno de los factores que la favorece es, sin lugar a du-
das, la falta de vinculación entre la violencia de género y
feminicida con la violencia delincuencial e institucional.
La presente iniciativa tiene por objeto atribuir a la autori-
dad la facultad de negar o cancelar las licencias de porta-
ción de armas, individuales o colectivas, a aquellas perso-
nas que hayan recibido sentencia condenatoria por
cualquier delito relacionado con la violencia de género.

II. Argumentos que la sustentan

De acuerdo a Marcela Lagarde, 

“La violencia feminicida contra las niñas y mujeres es la
forma más extrema de violencia de género contra las
mujeres, producto de la violación de sus derechos hu-
manos en los ámbitos públicos y privado y está confor-
mada por el conjunto de conductas misóginas – maltra-
to y violencia física, psicológica, sexual, educativa,
laboral, económica, patrimonial, familiar, comunitaria,
institucional , que conllevan impunidad social y del Es-
tado y al colocar a las mujeres en riesgo e indefensión ,
pueden culminar en el homicidio o su tentativa, y en
otras formas de muerte violenta de las niñas y las muje-
res, accidentes, suicidios y muertes evitables derivadas
de la inseguridad, la desatención y la exclusión del de-
sarrollo y la democracia”.1

En este sentido, y buscando armonizar legislativamente
con los diferentes ordenamientos a los que México se ha
sumado para la garantía de los Derechos Humanos de las
mujeres, de acuerdo a la CEDAW (La Convención sobre la
eliminación de todas las formas de discriminación contra la
mujer, por su siglas en inglés) el acceso de todas mujeres a

una vida libre de violencia debe considerar en todo mo-
mento la igualdad jurídica entre hombres y mujeres, el res-
peto a la dignidad humana de las mujeres, la no discrimi-
nación y la libertad de las mujeres. 

Por tal motivo, se busca congruencia sobre la obligación de
respetar, proteger y cumplir el derecho de no discrimina-
ción de la mujer y asegurar el desarrollo y el adelanto de la
mujer a fin de mejorar su situación y hacer efectivo su de-
recho a la igualdad de jure y de facto o sustantiva con el
hombre. 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia contempla como derecho de las víctimas de
violencia el contar con protección inmediata y efectiva por
parte de las autoridades; en este sentido, esta iniciativa se
traduce en un mecanismo para hacer efectivo este derecho. 

Por otra parte, México ratificó su adhesión a la Convención
Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la vio-
lencia contra la Mujer, conocida como “Convención de Be-
lem do Pará”, desde el 19 de junio de 1998. En este instru-
mento internacional, que forma parte del marco jurídico
mexicano vigente, se establece, específicamente, la obliga-
ción de los países parte de implementar políticas públicas
que tiendan a la erradicación de cualquier forma de violen-
cia contra las mujeres. Específicamente, los artículos 7 y 8
señalan que

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia
contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los me-
dios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a pre-
venir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a ca-
bo lo siguiente:

a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia
contra la mujer y velar por que las autoridades, sus fun-
cionarios, personal y agentes e instituciones se compor-
ten de conformidad con esta obligación;

b. … 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civi-
les y administrativas, así como las de otra naturaleza
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar
la violencia contra la mujer y adoptar las medidas ad-
ministrativas apropiadas que sean del caso;

d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a
abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o po-



ner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que
atente contra su integridad o perjudique su propiedad;

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo me-
didas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídi-
cas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la
tolerancia de la violencia contra la mujer;

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces pa-
ra la mujer que haya sido sometida a violencia, que in-
cluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

g. …

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole
que sean necesarias para hacer efectiva esta Conven-
ción.

Artículo 8

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma pro-
gresiva, medidas específicas, inclusive programas para:

a. …

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de
hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas
de educación formales y no formales apropiados a todo
nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejui-
cios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se
basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de
cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipa-
dos para el hombre y la mujer que legitimizan o exacer-
ban la violencia contra la mujer;

c. fomentar la educación y capacitación del personal en
la administración de justicia, policial y demás funciona-
rios encargados de la aplicación de la ley, así como del
personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas
de prevención, sanción y eliminación de la violencia
contra la mujer;

d. a i. … 

Entre todas las medidas a que se encuentra obligado el Es-
tado mexicano, debemos señalar que las medidas legislati-
vas son, en primer término, la base para todas las políticas

públicas que pudieran implementarse para erradicar la vio-
lencia contra las mujeres. Es decir, el Poder Legislativo se
encuentra obligado a establecer todas aquellas acciones
afirmativas en favor de la prevención de este tipo de vio-
lencia.

Constituye uno de los factores que atañen a la vida nacio-
nal el que la violencia generada por la delincuencia organi-
zada es cada vez mayor, en incidencia y gravedad, y que el
tráfico de armas y su mercadeo ilegal constituyen uno de
los principales factores que inciden en el incremento de los
índices de violencia, en general. Es por ello que cualquier
acción en favor de la visibilización del fenómeno de la vio-
lencia contra las mujeres resulta importantísimo, sobre to-
do cuando el índice de feminicidios se ha incrementado de
manera preocupante, principalmente en aquellas entidades
que sufren de altos índices de violencia delincuencial. El
Estado de México y Michoacán constituyen sólo algunos
de los ejemplos que pudiéramos citar.

Se debe actuar con la debida diligencia y con medidas in-
tegrales dentro un marco jurídico adecuado, que permita la
aplicación efectiva en casos de violencia contra las muje-
res con las obligaciones genéricas que hemos dado cuenta
y de manera específica para la que nos compete en esta ini-
ciativa.

III. Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
a la suscrita, en su calidad de Diputada Federal de la LXIII
Legislatura del H. Congreso de la Unión, le confieren los
artículos en los artículos 71, fracción II y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como
en los artículos 6 numeral 1 fracción I y 77 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados

IV. Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos.

V. Ordenamientos a modificar y adicionar

Artículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos.
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VI. Texto normativo propuesto 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, plenamente com-
prometida con los derechos de las y los mexicanos para vi-
vir una vida libre de violencia, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman y adicionan los artículos 26 y 31 de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para quedar
como sigue:

Artículo 26. Las licencias particulares para la portación de
armas serán individuales para personas físicas, o colectivas
para las morales, y podrán expedirse cuando se cumplan
los requisitos siguientes: 

I. En el caso de personas físicas: 

A. a C. … 

D. No haber sido condenado por delito doloso o de vio-
lencia feminicida, en términos de lo establecido en la
Ley General de la materia;

E. a F. …

…

II. … 

…

…

Artículo 31. Las licencias de portación de armas podrán
cancelarse, sin perjuicio de aplicar las sanciones que pro-
cedan, en los siguientes casos:

I. a VI. …

VII. Por resolución de autoridad administrativa com-
petente o por emisión de sentencia condenatoria por
delito doloso o de violencia feminicida;

VIII. a IX. 

… 

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de la Defensa Nacional revisará
los términos de las licencias individuales y colectivas en vi-
gor, para cumplir con lo establecido en el presente decreto.

Nota:

1 Marcela Lagarde. Violencia Feminicida en la República Mexicana,

Cámara de Diputados, LIX Legislatura, México, 2006.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2016.— Di-
putadas y diputados:  Cristina Ismene Gaytán Hernández, Alberto
Martínez Urincho, Erika Irazema Briones Pérez, Eva Florinda Cruz
Molina, Felipe Reyes Álvarez, Isaura Ivanova Pool Pech, J. Guadalu-
pe Hernández Alcalá, José Santiago López, Karen Hurtado Arana, Ma-
ría Luisa Beltrán Reyes, Olga Catalán Padilla, Sara Latife Ruiz Chávez
(rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Se remite a la Comisión de Defensa Nacio-
nal, para dictamen. Asimismo, que se inserte el texto ín-
tegro en el Diario de los Debates.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que reforma los artículos 335 y 336 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Armando Soto Espino, del
Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Actualmente en México, un gran número de personas adul-
tas mayores sufren abandono debido a diversas causas, en-
tre las que destaca el hecho de dejar la vida laboral y co-
menzar a generar gastos para sus familias. Esta situación
genera tensión y trasforma el trato de sus hijas e hijos,
amistades y parientes cercanos.

Esta situación va generando un rechazo al adulto mayor
que termina por aislarlo y marginarlo de la vida y de la ac-
tividad familiar, lo cual les provoca cuadros depresivos y
aislamiento.



Argumentos

En México, ser adulto mayor es ir contra las posibilidades
de tener una vida plena. Según un informe del Consejo Na-
cional de Población (Conapo), en México hay 10.5 millo-
nes de personas mayores de 60 años. De ese grupo de po-
blación, 82 por ciento vive algún grado de pobreza, ya sea
monetaria o alimentaria, siendo la mayoría mujeres. Sólo 2
de cada 10 adultos mayores de 65 años cuenta con una pen-
sión.

“Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política
de Desarrollo Social (Coneval) sólo 2 de cada 10 adultos
mayores pueden solventar sus gastos; los ocho restantes vi-
ven en situación de pobreza, es decir, 3.5 millones (45.7
por ciento), 36 .6 por ciento (2.7 millones) están en situa-
ción de pobreza moderada y 10.1 (800 mil) viven en po-
breza extrema, con 3.7 carencias en promedio. Además,
hay otro 31.4 por ciento de mexicanos de más de 65 años
que son vulnerables y sufren carencias.

En el caso de los hombres, la realidad es que siguen traba-
jando aún después de la edad promedio de jubilación, pues
las pensiones gubernamentales no son suficientes: 3 de ca-
da 4 varones entre 60 y 64 años están trabajando y 1 de ca-
da 4 mayores de 80 años se encuentra laboralmente activo
en empleos cercanos al salario mínimo.

La mayoría de estos empleos, reconoce el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi), no cuenta con pres-
taciones mínimas para el adulto mayor como seguridad so-
cial, sueldo base, aguinaldo o seguro contra accidentes.

“Un informe del Consejo Nacional de Población (Conapo)
indica que los ancianos tienen el índice de desarrollo social
más bajo en el país, lo que se traduce en pocas posibilida-
des de vivir la vejez de forma digna”, asegura el mismo do-
cumento.

Otro dato revela la realidad del segmento de mayor edad en
el país: el Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutri-
ción asegura que un promedio de 16 por ciento de los adul-
tos mayores mexicanos sufre algún grado de maltrato co-
mo golpes, ataques psicológicos, insultos o robo de sus
bienes, y según el Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores, tres de cada cinco ancianos sufren violencia
dentro de la familia.

Cifras del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia, afirman que 60 de cada 100 personas de la ter-

cera edad que ingresan a sus centros gerontológicos, pre-
sentan rechazo o total abandono de sus hijos, además care-
cen de recursos económicos, por lo que la institución hace
un llamado para fortalecer la cultura del envejecimiento
exitoso y saludable.

El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia (SNDIF) junto con los DIF estatales y municipales,
disponen de una red de 191 casas hogar, 221 estancias de
día, 18 centros culturales, 11 albergues, siete campamentos
recreativos y cuatro mil 559 grupos de atención especial
para beneficio de los adultos mayores.

En esta infraestructura que es manejada por los tres niveles
de gobierno, se atiende un promedio anual de 260 mil
adultos mayores, quienes reciben hospedaje, vestido, ali-
mentación, servicio médico y psicológico, asistencia jurí-
dica, terapias de rehabilitación, sesiones de autoestima, ac-
tividades culturales, recreativas, deportivas y hasta
asistencia espiritual.

El programa nacional gerontológico, aplicado por la insti-
tución, tiene como objetivo normar, coordinar, promover e
instrumentar acciones que logren un mejor nivel y calidad
de vida para los adultos mayores, fortalecer sus capacida-
des y las de sus familias y garantizar sus derechos huma-
nos.

Para ingresar al Centro Nacional Modelo de Atención, In-
vestigación y Capacitación Gerontológico del SNDIF, se
requiere:

• Que el adulto mayor carezca de familia, vivienda, re-
cursos económicos, padezca rechazo familiar o aban-
dono.

• En caso de contar con recursos económicos, así como
con familia, el adulto mayor debe estar de acuerdo y ex-
presar su petición de ingreso al área de trabajo social,
donde se le realizará un estudio socioeconómico, para,
en dado caso, solicitar una cuota de recuperación.

México tiene una población de 8.5 millones de personas
mayores de 60 años de edad y, de acuerdo con las proyec-
ciones del crecimiento poblacional, en el año 2020 este
sector se incrementará a 15.6 millones y en el año 2050, la
población de adultos mayores alcanzará la cifra de 41 mi-
llones mayores de 60 años de edad.
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De acuerdo con la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores, la familia debe velar por cada una de las
personas de la tercera edad que forman parte de ella y ser
responsable de proporcionar las satisfacciones necesarias
para su atención y desarrollo integral.

Pero lo cierto es que los adultos mayores sufren de aban-
dono, maltrato físico y psicológico, e incluso agresiones.
Estas actitudes son muy lamentables, porque en realidad
las familias que actúan así en realidad pierden a un miem-
bro clave para continuar con el aprendizaje y la sabiduría
por experiencia. Socialmente este comportamiento denota
una pérdida de identidad y fomenta la extinción de la tras-
misión cultural, de generación en generación, benéfica pa-
ra el núcleo familiar y su identidad.

De hecho, el maltrato contra las personas mayores no sólo
es la violencia física, también es el abandono.

Contrasta la realidad y las cifras que existen y que hemos
referido sobre situación de los adultos mayores con el de-
sarrollo positivo que han tenido últimamente los derechos
de las personas mayores en el plano internacional y nacio-
nal. Por ello es necesario avanzar no sólo en los derechos
de esta población muy vulnerable, sino que también en
cuanto a las obligaciones y sanciones a quienes deben ve-
lar por su bienestar e incurren en la negligencia de abando-
narlos.

A continuación, enumero las muchas bondades de la legis-
lación que hay en la materia en nuestro país.

La Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
establece en su artículo 1o. que su objeto es garantizar el
ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores,
así como establecer las bases y disposiciones para su cum-
plimiento. Asimismo, la ley en mención establece diversos
derechos relacionados con el tema que nos ocupa: el artí-
culo 5o., fracciones I, III y VIII, establece lo siguiente:

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, es-
ta ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas
mayores los siguientes derechos:

I. De la integridad, dignidad y preferencia:

a. A una vida con calidad. Es obligación de las institu-
ciones públicas, de la comunidad, de la familia y la so-
ciedad, garantizarles el acceso a los programas que ten-
gan por objeto posibilitar el ejercicio de este derecho.

b. Al disfrute pleno, sin discriminación ni distinción al-
guna, de los derechos que ésta y otras leyes consagran.

c. A una vida libre de violencia.

d. Al respeto a su integridad física, psicoemocional y
sexual.

e. A la protección contra toda forma de explotación.

f. A recibir protección por parte de la comunidad, la fa-
milia y la sociedad, así como de las instituciones fede-
rales, estatales y municipales.

g. A vivir en entornos seguros dignos y decorosos, que
cumplan con sus necesidades y requerimientos y donde
ejerzan libremente sus derechos.

(…)

III. De la salud, la alimentación y la familia:

a. A tener acceso a los satisfactores necesarios, conside-
rando alimentos, bienes, servicios y condiciones huma-
nas o materiales para su atención integral.

(…)

VIII. De la denuncia popular:

Toda persona, grupo social, organizaciones no guberna-
mentales, asociaciones o sociedades, podrán denunciar an-
te los órganos competentes, todo hecho, acto u omisión que
produzca o pueda producir daño o afección a los derechos
y garantías que establece la presente ley, o que contraven-
ga cualquier otra de sus disposiciones o de los demás orde-
namientos que regulen materias relacionadas con las per-
sonas adultas mayores.

Como puede observarse, nuestra legislación en la materia
ya consagra los derechos de las personas adultas mayores
que deben garantizarse para evitar que éstas sufran veja-
ciones, vulneraciones en sus derechos y perjuicios en su in-
tegridad física, libertad o incluso en su vida, a causa de vio-
lencia o abandono por parte de las personas que legal o
moralmente deberán procurar el máximo de bienestar posi-
ble.

En ese mismo sentido, el artículo 9o. de la ley establece:



Artículo 9o. La familia de la persona adulta mayor de-
berá cumplir su función social; por tanto, de manera
constante y permanente deberá velar por cada una de las
personas adultas mayores que formen parte de ella, sien-
do responsable de proporcionar los satisfactores necesa-
rios para su atención y desarrollo integral y tendrá las
siguientes obligaciones para con ellos:

I. Otorgar alimentos de conformidad con lo establecido
en el Código Civil;

II. Fomentar la convivencia familiar cotidiana, donde la
persona adulta mayor participe activamente, y promover
al mismo tiempo los valores que incidan en sus necesi-
dades afectivas, de protección y de apoyo, y

III. Evitar que alguno de sus integrantes cometa cual-
quier acto de discriminación, abuso, explotación, aisla-
miento, violencia y actos jurídicos que pongan en ries-
go su persona, bienes y derechos.

Destaca en nuestra legislación que la fracción VIII del ar-
tículo 5o. antes transcrito establece la posibilidad de que
cualquier persona que tenga conocimiento de violación a
los derechos de las personas adultas mayores podrá formu-
lar denuncia popular ante la autoridad u órgano competen-
te. 

Pero esa medida no ha resultado hasta la fecha eficaz, por-
que no se ha revertido la tendencia al abandono del adulto
mayor ni las condiciones adversas que cada vez más gente
enfrenta para vivir esta última etapa de su vida.

Por lo tanto, pongo a consideración de este pleno la si-
guiente iniciativa que tiene por objetivo introducir en el
Código Penal, una sanción contundente a quien resulte res-
ponsable de abandonar a un adulto mayor, y equiparable a
las que resulten responsables de abandonar a sus hijos y/o
cónyuges. 

Fundamento legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas y funda-
das, en mi calidad de diputado federal integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1 ,

fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan los artículos 335 y 336
del capítulo VII del Código Penal Federal

Artículo Único. Se adicionan los artículos 335 y 336 del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo VII
Abandono de personas

Artículo 335. Al que abandone a un niño incapaz de cui-
darse a sí mismo o a una persona enferma, a un adulto ma-
yor, teniendo obligación de cuidarlos, se le aplicarán de un
mes a cuatro años de prisión, si no resultare daño alguno,
privándolo, además, de la patria potestad o de la tutela, si
el delincuente fuere ascendiente o tutor del ofendido.

Artículo 336. Al que sin motivo justificado abandone a sus
hijos o a su cónyuge, o a un adulto mayor que esté bajo
su cuidado, sin recursos para atender a sus necesidades de
subsistencia, se le aplicarán de un mes a cinco años de pri-
sión, o de 180 a 360 días multa; privación de los derechos
de familia, y pago, como reparación del daño, de las canti-
dades no suministradas oportunamente por el acusado.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio de Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2016.—
Diputado Armando Soto Espino (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Túrnese a la Comisión de Justicia, para dic-
tamen.
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LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que reforma el artículo 20 de la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano, a cargo del diputado Héctor Javier García
Chávez, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

El debate sobre la participación de personas ajenas al Ser-
vicio Exterior Mexicano (SEM) como representantes di-
plomáticos de la República se ha mantenido vigente a lo
largo de la historia reciente de nuestro país.

El SEM es un cuerpo permanente de funcionarios del Esta-
do, cuya función específica consiste en representar al Esta-
do Mexicano en el extranjero, ejecutando la política exte-
rior de nuestro país de conformidad con los principios
normativos que establece la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

A lo largo de la historia de México, el SEM ha ganado un
prestigio indiscutible a nivel internacional, renombre que
ha dado frutos a la nación, y que redundan en la salvaguar-
da de los intereses nacionales de nuestro país en el extran-
jero, el fomento de las relaciones entre México y los miem-
bros de la comunidad internacional, la defensa y protección
de las y los mexicanos en el exterior, entre otros.

Desafortunadamente, durante la presente administración
federal la opinión pública ha visto con preocupación que en
repetidas ocasiones los nombramientos hechos por el Pre-
sidente de la República de embajadores y cónsules genera-
les, al recaer en personas ajenas al SEM, frecuentemente
no representan los perfiles más adecuados para cumplir con
las tareas constitucionales y legales que se asigna a estos
representantes del Estado mexicano. En la mayoría de las
ocasiones se trata de personas sin experiencia en el SEM,
sin carrera en relaciones exteriores, ni formación consular,
lo que pone en riesgo la política exterior de protección y
asistencia consular desarrollada que con enorme talento y
valentía por cientos de diplomáticos durante la historia de
nuestro país.

En este sentido, la presente iniciativa busca atender esta
problemática al elevar los requisitos para quienes aspiren a
representar a nuestro país en el exterior como embajadores
y/o cónsules, de tal manera que se garantice que obtendrán
la capacitación y los conocimientos históricos, diplomáti-
cos, consulares, culturales, etc., necesarios para llevar a ca-

bo tan delicada labor, en un contexto de creciente comple-
jidad para la defensa y protección de los intereses y dere-
chos de los connacionales en el extranjero.

De la misma manera, la iniciativa pretende otorgar equidad
en cuanto a los requisitos que se exigen a quienes aspiran
al cargo de embajadores y/o cónsules en tanto miembros
del SEM y a los que se solicitan a quienes no gozan de es-
ta categoría.

En resumidas cuentas, se trata de reafirmar el compromiso
del Estado mexicano con la capacitación constante y la sol-
vencia profesional que exige la mayor interrelación de Mé-
xico en un mundo crecientemente complejo y caracteriza-
do por la mayor presencia de mexicanas y mexicanos en el
exterior.

Argumentos

La fracción tercera del artículo 89 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos otorga la facultad
exclusiva al Presidente de la República para “nombrar, con
aprobación del Senado, a los embajadores, cónsules gene-
rales…” La fracción segunda del mismo ordenamiento se-
ñala que el Presidente tendrá también la prerrogativa para
remover libremente a estos funcionarios públicos.

Por su parte, la fracción segunda del artículo 76 Constitu-
cional otorga al Senado de la República la facultad de rati-
ficar los nombramientos que el Ejecutivo Federal haga de
“los embajadores y cónsules generales…”. En su caso, es-
ta atribución es concedida también a la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión, en los periodos de receso
de las Cámaras de Diputados y Senadores, de conformidad
con el artículo 78 de la Carta Magna.

Por su parte, el artículo 19 de la Ley del Servicio Exterior
Mexicano (LSEM) vigente estipula que “la designación de
Embajadores y Cónsules Generales la hará el Presidente de
la República, preferentemente entre los funcionarios de ca-
rrera de mayor competencia, categoría y antigüedad en la
rama diplomático-consular”. 

De la misma manera, el artículo 20 de este ordenamiento
jurídico señala que “para ser designado Embajador o Cón-
sul General se requiere: ser mexicano por nacimiento y no
tener otra nacionalidad, estar en pleno goce de sus dere-
chos civiles y políticos, ser mayor de 30 años de edad y
reunir los méritos suficientes para el eficaz desempeño de
su cargo”.



Así, es claro que el arreglo de poderes en el sistema políti-
co mexicano otorga la prerrogativa exclusiva al titular del
Ejecutivo Federal para designar libremente a las personas
que considere idóneas para ocupar los cargos de embajador
o cónsul general de México en el extranjero. En este senti-
do, no existe una condicionante particular que sujete al pri-
mer mandatario a exigir ciertos requisitos para la elección
que tenga a bien llevar a cabo de los representantes diplo-
máticos, como podría ser su carácter de funcionario de ca-
rrera y su pertenencia a la rama diplomático-consular, que
de conformidad con el artículo 29 de la Ley del SEM, “se
realizará por oposición, mediante concursos públicos anua-
les que serán organizados en etapas eliminatorias y deberán
contemplar diversos exámenes, cursos, entrevistas, la elabo-
ración de un ensayo sobre un tema de actualidad en política
exterior así como un periodo de experiencia práctica en la
Secretaría cuya duración no excederá de seis meses”.

De la misma manera, no queda claro cuáles deberían ser
los “méritos suficientes para el eficaz desempeño de su car-
go”, que deberá sopesar el Presidente de la República al
nombrar a los embajadores y/o cónsules generales, lo que
en los hechos se ha traducido en el ejercicio discrecional de
esta facultad, con resultados poco satisfactorios para los in-
tereses nacionales del país en no pocas ocasiones.

Estas divergencias han conducido en los hechos a que los
nombramientos de numerosos representantes diplomáticos
recaigan en personas sin experiencia en el servicio exterior,
sin carrera en el ámbito de las relaciones exteriores, y sin
conocimientos de los protocolos diplomáticos y consula-
res. Una de las consecuencias de esta situación es que cada
vez con más frecuencia se impugnan públicamente en otros
países las credenciales de los funcionarios internacionales
propuestos por el gobierno mexicano, “a los que simple-
mente se busca sacar del país para alejarlos de la vida pú-
blica, protegerlos o darles vacaciones”.1

México cuenta actualmente con 80 embajadas y 68 consu-
lados.2 Durante la actual administración federal, se ha en-
tregado la tercera parte de las posiciones diplomáticas a
“políticos” sin experiencia en materia de relaciones exte-
riores y sin conocimiento de los procedimientos y protoco-
los diplomáticos propios del servicio exterior de carrera.
En 2015, al menos 15 embajadas, 10 consulados y tres mi-
siones estuvieron representadas por funcionarios ajenos a
la rama diplomático-consular.

En el último paquete de 22 nombramientos para embajado-
res, cónsules generales y representantes permanentes ante

organismos internacionales que presentó el jefe del Ejecu-
tivo para ratificación ante el Senado de la República, me-
nos de la mitad (diez) de los funcionarios pertenecían al
SEM, lo que generó serias dudas sobre sus conocimientos
en materia diplomática y de relaciones internacionales y
sobre sus capacidades para defender con eficacia los inte-
reses de México en el exterior.3 En la mayoría de estos ca-
sos, el mérito principal de quienes aspiran a representar a
nuestro país en el exterior es la lealtad política que rinden
al primer mandatario o su cercanía al actual grupo en el po-
der.4

La reciente elección presidencial en Estados Unidos debe
alertarnos sobre la necesidad imperiosa que tiene el Estado
mexicano de fortalecer su diplomacia y protección consu-
lar. Es preciso reconocer que la percepción negativa que
mantuvieron amplios sectores de la sociedad estadouni-
dense con relación a México y a las y los mexicanos pudo
llegar a niveles nunca antes conocidos debido a la falta de
oficio político y diplomático de varios de los representan-
tes diplomáticos de nuestro país que estuvieron en funcio-
nes durante la inusual y dramática campaña electoral de
2016 en la Unión Americana en aquella nación. 

El ascenso sin precedentes de propuestas anti-mexicanas
en la reciente campaña electoral dejo ver la incapacidad,
tanto de los funcionarios adscritos a la embajada de Méxi-
co en Washington como de varios de los cónsules genera-
les en Estados Unidos, de comunicar y gestionar adecua-
damente los intereses nacionales del país así como la
protección de los derechos de las y los mexicanos. Se aban-
donó la interlocución a todos los niveles con una amplia
gama de actores políticos, económicos y sociales en aque-
lla nación y se descuidaron las redes de aliados estratégicos
y terceros favorables a México y a los mexicanos, lo que
permitió que las posiciones racistas y xenófobas se impu-
sieran en la agenda. No se diseñó ni instrumentó una nue-
va narrativa sobre México que promoviera una visión posi-
tiva de nuestro país en sectores clave de la Unión
Americana y que destacara la importancia de la relación bi-
lateral para ambas sociedades. 

Esto pudo ser así debido a que varios representantes diplo-
máticos de México en Estados Unidos nombrados por el
Ejecutivo Federal no contaban con experiencia diplomáti-
ca ni con una trayectoria como negociadores al nivel inter-
nacional. En su momento, diversos analistas pusieron en
duda las designaciones del embajador en la Unión Ameri-
cana Miguel Basáñez, y de los cónsules en San Francisco
y Nueva York, Andrés Roemer, Diego Gómez Pickering,
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entre otros representantes diplomáticos designados por el
primer mandatario.

En estos casos fue evidente el mal trabajo de enlace que
ejercieron estos representantes diplomáticos, quienes fue-
ron incapaces de mantener un diálogo fluido y continuo
con sus contrapartes en Estados Unidos. Fue evidente tam-
bién el desconocimiento de la comunidad mexicana en Es-
tados Unidos del fenómeno migratorio. No se supo infor-
mar adecuadamente a la opinión pública de Estados Unidos
sobre la contribución de los migrantes a crecimiento de la
economía estadounidense.

Así, la falta de experiencia y de conocimientos diplomáti-
cos de las personas designadas ajenas al Servicio Exterior
sin duda contribuyó al debilitamiento de la red consular de
México en Estados Unidos, lo que permitió que el discur-
so racista y de odio del candidato del Partido Republicano,
Donald Trump, contra los mexicanos encontrara terreno
fértil. La diplomacia mexicana reaccionó tarde ante la em-
bestida del magnate y permitió que el discurso antimexica-
no se posicionara en ese país. El ascenso de Trump “sólo
(fue) consecuencia de restar importancia sistemáticamente
a los verdaderos diplomáticos y poner en puestos vitales a
los cuates”.5

En otras ocasiones, la designación de embajadores y/o cón-
sules sin escrúpulos y conocimientos de la Ley del Servi-
cio Exterior Mexicano (LSEM) ha permitido que se utilice
el cargo de para hacer negocios privados, como sucedió
con el ex cónsul general de México en Denver, quien obte-
nía información privilegiada para comunicar a sus socios
mexicanos sobre los connacionales que se encontraban
presos y sujetos a proceso penal en Estados Unidos, lo que
representa una violación a la Ley, la cual obliga al sigilo de
todos sus diplomáticos.6

De acuerdo con un estudio del Consejo Estadounidense de
Inmigración (American Immigration Council, por sus si-
glas en inglés), los migrantes mexicanos no solo son los
más deportados por el gobierno de Estados Unidos, sino
que son también quienes menos asesoría legal reciben. Se-
gún el Consejo, el 78 por ciento de las personas en proce-
so de expulsión de la Unión Americana son de origen me-
xicano y, de manera similar, tres cuartas partes de los
migrantes en los centros de detención son connacionales.7

Otra muestra del costo político y diplomático que puede te-
ner para México la poca profesionalización del Servicio

Exterior es el caso del voto de nuestro país en la UNESCO
sobre la resolución de preservar el patrimonio cultural y re-
ligioso de Jerusalén Oriental. Andrés Roemer, entonces
embajador de México ante dicho organismo internacional,
hizo públicos documentos y correspondencia oficiales su-
jetos al sigilo que le obliga la LSEM y no informó diligen-
temente y con acuciosidad del contexto en el que ocurrió el
referido proceso de votación. Esta polémica deterioró de
nueva cuenta la imagen del país en el mundo.

Así, ante los enormes desafíos que enfrenta la defensa de
los intereses de México y de las y los mexicanos en el mun-
do, y particularmente en Estados Unidos, nuestra propues-
ta busca, en aras de la profesionalización de la diplomacia
mexicana, establecer que quienes busquen ser embajadores
y/o cónsules generales y no pertenezcan a la rama diplo-
mática-consular del SEM, deberán cursar y aprobar un cur-
so especializado de capacitación y preparación académica
que para tal efecto impartirá el Instituto Matías Romero
(IMR). Partimos de la premisa de que son necesarios co-
nocimientos especiales y detallados para el óptimo desem-
peño diplomático y consular.

El IMR fue creado con el propósito de formar y capacitar a
los diplomáticos mexicanos. Al Instituto corresponde: pre-
parar recursos humanos de alto nivel analítico y técnico en
materia de diplomacia, política internacional y política ex-
terior de México, en beneficio del SEM, la Secretaría y
otras instituciones de interés público; formar a los miem-
bros del SEM en las distintas disciplinas de la política ex-
terior y las relaciones internacionales, además de las habi-
lidades de la negociación internacional y la capacidad de
análisis necesarias para enfrentar los retos de la labor di-
plomática contemporánea.

El personal de carrera, de conformidad con lo dispuesto
por la LSEM, es permanente y su desempeño se basa en los
principios de preparación, competencia, capacidad y supe-
ración constante, a fin de establecer un servicio permanen-
te para la ejecución de la política exterior de México. Des-
pués de un riguroso examen de ingreso, los futuros
funcionarios deben prepararse constantemente para ascen-
der hacia arriba, debiendo ejercer distintas funciones di-
plomáticas, consulares o administrativas, en México y/o en
el extranjero. Si todo marcha con regularidad, con suerte,
en una veintena de años, llegarán al grado más alto, emba-
jador, grado que hoy puede virtualmente ser ocupado por
cualquiera, de acuerdo con el artículo 19 de la LSEM que
hemos revisado arriba. 



Como hemos señalado, la facultad discrecional del titular
del Ejecutivo federal para nombra embajadores y/cónsules
generales no sólo pone en riesgo la seguridad para quienes
se iniciaron en el servicio exterior desde el nivel más bajo,
sino que también abre la posibilidad para que la ejecución
de la política exterior mexicana se encomiende a personal
que no tiene los conocimientos necesarios para defender el
interés nacional de la nación y los derechos de las y los me-
xicanos en el extranjero.

Así, la iniciativa que presentamos no niega la posibilidad
de que existan nombramientos políticos, pero los ciudada-
nos que hayan sido designados por el Ejecutivo Federal en
el marco de sus facultades constitucionales, deberán cum-
plir con los conocimientos mínimos para llevar a cabo la
función diplomática con eficacia, eficiencia y profesiona-
lismo. 

El reciente triunfo de Donald Trump a la presidencia de Es-
tados Unidos trae consigo enormes y serios desafíos para
los connacionales que allá residen. La embajada y los con-
sulados en aquel país tienen el enorme reto de enfrentar
con firmeza la andanada racista que intentará poner en
marcha el primer mandatario electo. 

Por ello, el Estado mexicano debe reforzar todos los servi-
cios de información, protección y orientación que requerirán
las y los mexicanos en la Unión Americana en los próximos
meses. Será urgente establecer una estrategia integral, im-
plementada por especialistas en diplomacia y protección
consular, para evitar que repetidamente los mexicanos sean
víctimas de ataques directos y que se demerite la importan-
cia de la relación bilateral entre ambas naciones. 

Este esfuerzo para garantizar que nuestro país tenga la ima-
gen y el reconocimiento que se merecen en territorio esta-
dounidense no podrá llegar a buen fin si no se cuenta con
los funcionarios idóneos para llevar a cabo las laborales di-
plomáticas y de protección consular.

Los diplomáticos mexicanos en el mundo entero, pero es-
pecialmente en Estados Unidos, deben estar a disposición
de los connacionales ante las necesidades que se presenten;
los mecanismos de protección existentes deben ser coordi-
nados por especialista en la diplomacia que cuenten con los
conocimientos y la capacitación necesaria para llevarlos a
cabo. Solo con un trabajo dedicado, profesional y constan-
te de la diplomacia mexicana se podrán hacer valer sus de-
rechos civiles, jurídicos, políticos, laborales y sociales don-
de quiera que se encuentren. 

Hoy más que nunca se requiere proteger y empoderar a la
comunidad mexicana y eso solo lo vamos a lograr con la
profesionalización de la ejecución de la política exterior;
requerimos diplomáticos con conocimientos académicos
en relaciones exteriores y con un perfil incuestionable.

Los legisladores tenemos la responsabilidad de contribuir a
otorgar al Servicio Exterior Mexicano el rango y la calidad
que merece. La imagen de México en el mundo mejorará
cuando en todas las representaciones de nuestro país en el
exterior se desempeñen embajadores y/o cónsules que
cuenten con la preparación académica adecuada para llevar
a cabo su encargo asegurando la defensa íntegra de los in-
tereses de las y los mexicanos.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo es-
tablecido en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6o., numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, el suscri-
to Diputado Héctor Javier García Chávez María, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, presenta Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo primero del
artículo 20 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano

Artículo Único. Se reforma el párrafo primero del artículo
20 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, para quedar
como sigue:

Artículo 20.

Para ser designado Embajador o Cónsul General se requie-
re: ser mexicano por nacimiento y no tener otra nacionali-
dad, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos,
ser mayor de 30 años de edad y reunir los méritos sufi-
cientes para el eficaz desempeño de su cargo. En el caso de
la designación de Embajadores y Cónsules Generales
que lleve a cabo el Presidente de la República y que re-
caiga en personas que no cuenten con el rango de fun-
cionarios de carrera y no pertenezcan a la rama diplo-
mático-consular del Servicio Exterior Mexicano,
deberán cursar y aprobar un curso especializado de ca-
pacitación y preparación académica que para tal efecto
impartirá el Instituto Matías Romero.

…
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Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:
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2015/1549155 
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en el Exterior”. Disponible en: http://www.gob.mx/sre/acciones-y-pro-
gramas/representaciones-de-mexico-en-el-exterior Consultada el 18 de
noviembre de 2016.

3 Rodríguez Nieto, Sandra, “EPN vuelve la SRE en agencia de empleo:
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Disponible en: http://www.sinembargo.mx/07-09-2016/3089152 
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6 Fierro, Juan Omar “Cónsul entregó información confidencial”, El
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deportados-pero-sin-recibir-asesoria-legal/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de 2016.— Dipu-
tado Héctor Javier García Chávez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Túrnese a la Comisión de Relaciones Exte-
riores, para dictamen.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN
ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA, EN MATERIA DE
SUBSISTEMAS NACIONALES DE INFORMACIÓN

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por tres minutos la dipu-
tada Sharon María Teresa Cuenca Ayala, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geografía, en materia de subsis-
temas nacionales de información. Suscrita por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

La diputada Sharon María Teresa Cuenca Ayala: Bue-
nas tardes. Con el permiso de la Presidencia. Muy buenas
tardes, honorable Asamblea. En el año 2908, la Ley de
Formación, Estadística y Geografía fue abrogada, la que
regula al Inegi y, en consecuencia, se expidió una nueva
ley, la Ley del Sistema Nacional de Información, Estadísti-
ca y Geografía, donde el Inegi cambió su personalidad ju-
rídica adquiriendo autonomía, técnica y de gestión, y esto
lo convirtió en un órgano constitucionalmente autónomo.

Esta autonomía lo hace responsable de normar y coordinar
el Sistema Nacional de Información, Estadística y Geográ-
fica, así como la facultad de captar y difundir la informa-
ción de México en cuanto al territorio, los recursos, la po-
blación, la economía, etcétera, lo cual nos permite conocer
la características de nuestro país para la ayuda de toma de
decisiones y construcción de políticas públicas focalizadas.

El Inegi es una institución estratégica en el Estado mexica-
no, que construye herramientas para la toma de decisiones
de política pública, social, económica y territorial, donde el
Sistema Nacional de Información, Estadística y Geográfi-
ca se divide en subsistemas para su pleno y mejor desarro-
llo y funcionamiento. Estos subsistemas nacionales produ-
cen, integran y difunden la información demográfica,
social, económica y financiera. 

La Ley del Inegi dispone que estos subsistemas se van a
crear a través de la Junta de Gobierno previa opinión favo-
rable del consejo para poder crear otro subsistema a lo que
se estableció en esta nueva ley en el 2008. Cabe señalar que
en diciembre de 2008 durante un acuerdo de la Junta de
Gobierno del Inegi se creó un nuevo subsistema el deno-
minado subsistema nacional de información de gobierno,
seguridad pública e impartición de justicia, esto fue a tra-
vés de un acuerdo.



Este subsistema es de gran relevancia, porque se encarga
de producir, integrar, administrar, conservar y difundir in-
formación de interés nacional sobre la gestión y desempe-
ño de instituciones públicas que conforman al Estado y sus
Poderes; asimismo las funciones del gobierno, de seguri-
dad pública, de impartición y procuración de justicia, a
efecto de apoyar los procesos de diseño, implementación,
monitoreo y evaluación de políticas públicas en estas ma-
terias tan importantes.

En el Partido Verde estamos convencidos de la relevancia
de esta iniciativa, ya que un subsistema nacional de tanta
relevancia, como es el de gobierno, seguridad pública e
impartición de justicia, no debe operar bajo un fundamen-
to en un documento administrativo en el año 2008. Este ar-
gumento debe de estar fundamentado en la ley como los
otros subsistemas que actualmente están en vigor.

Es por ello que se está proponiendo que este subsistema re-
ferido quede establecido en la ley que regula al Inegi y es-
to sería un elemento que fortalecería las reformas constitu-
cionales y legales en materia de transparencia y
anticorrupción, ya que la percepción de corrupción que tie-
nen los ciudadanos sobre el trabajo de las autoridades a
cargo de la seguridad pública, seguridad nacional, procura-
ción e impartición de justicia es alto.

La aprobación de esta reforma otorgará a este sistema una
operación permanente. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica, en materia de subsistemas nacionales de in-
formación, suscrita por la diputada Sharon María Teresa
Cuenca Ayala e integrantes del Grupo Parlamentario del
PVEM

Quienes suscriben, diputada Sharon María Teresa Cuenca
Ayala y diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México de la LXIII Legislatura del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Ge-
ográfica, en materia de Subsistemas Nacionales de Infor-
mación al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En 1983 se creó, por decreto presidencial, el Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía e Informática (Inegi), su
creación, tuvo como finalidad la captación, procesamiento
y difusión de información acerca del territorio, la pobla-
ción y la economía, por lo que, su responsabilidad funda-
mental era generar información estadística y geográfica del
país. 

En 2008 fue abrogada la Ley de Información Estadística y
Geográfica, y se expidió la Ley del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica, donde el Inegi cam-
bió su personalidad jurídica, adquiriendo autonomía técni-
ca y de gestión; por lo que cambió su denominación a Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, pero siguió
conservando las siglas Inegi.

Esta ley da al Inegi la característica de un organismo pú-
blico autónomo responsable de normar y coordinar el Sis-
tema Nacional de Información Estadística y Geográfica,
así como de captar y difundir información de México en
cuanto al territorio, los recursos, la población y economía,
que permita dar a conocer las características de nuestro
país y ayudar a la toma de decisiones y construcción de
políticas públicas focalizadas.1

Al respecto, el Sistema Nacional de Información Estadísti-
ca y Geográfica del Inegi tiene la finalidad de suministrar
al Estado y a la sociedad, información de calidad, perti-
nente, veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar con el de-
sarrollo nacional. Tiene como principios rectores el de ac-
cesibilidad, transparencia, objetividad e independencia.2

También el Sistema Nacional de Información Estadística y
Geográfica tiene como objetivos producir y difundir infor-
mación oportuna a través de mecanismos que faciliten su
consulta; promover el conocimiento, uso y conservación de
la información.

El Inegi es una institución estratégica del Estado que cons-
truye herramientas para la toma de decisiones de política
pública, social, económica y territorial, donde el Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica se divi-
de en Subsistemas para su pleno funcionamiento, los cua-
les tienen como objetivo producir, integrar y difundir in-
formación demográfica y social; económica y financiera;
así como geográfica y del medio ambiente, según corres-
ponda.
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Al respecto, el artículo 17 de la Ley del Sistema Nacional
de Información Estadística y Geográfica señala que: El Sis-
tema contará con los siguientes Subsistemas Nacionales de
Información:

I. Demográfica y Social;

II. Económica, y

III. Geográfica y del Medio Ambiente.3

En este sentido, la ley de la materia dispone que el Institu-
to, a través de la Junta de Gobierno, previa opinión favora-
ble del Consejo, podrá crear otros Subsistemas que sean
necesarios para el adecuado funcionamiento del Sistema.

El 8 de diciembre de 2008 mediante el acuerdo 4ª/X/2008,
la Junta de Gobierno del Inegi creó el Subsistema Nacional
de Información de Gobierno, Seguridad Pública e Imparti-
ción de Justicia en el marco del Sistema Nacional de Infor-
mación Estadística y Geográfica.

Este subsistema se encarga de producir, integrar, adminis-
trar, conservar y difundir información de interés nacional
sobre la gestión y desempeño de las instituciones públicas
que conforman al Estado y sus poderes, en las funciones de
Gobierno, Seguridad Pública, Impartición y Procuración
de Justicia a efecto de apoyar los procesos de diseño, im-
plementación, monitoreo y evaluación de políticas públicas
en estas materias.

También permite que los órganos del Estado puedan plane-
ar, proyectar y ejecutar planes de desarrollo integral para
que la gobernanza sea efectiva y eficiente, tomando las me-
jores decisiones, con base en información de calidad para
el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de po-
líticas públicas.

Lo anterior, atiende a la conservación y respeto del Estado
de Derecho para tener una mejor gestión y desempeño de
la acción gubernamental, así como los más altos niveles de
seguridad pública e impartición de justicia en los ámbitos
de la vida nacional.

Es trascendental para el quehacer gubernamental de los di-
ferentes niveles de gobierno en el diseño, implementación,
monitoreo y evaluación de las políticas públicas en las co-
rrespondientes materias, por lo que ésta debe elaborarse
con base en los criterios para la generación de informa-

ción de interés nacional que establece la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica.4

La relevancia de esta iniciativa es que el Subsistema Na-
cional de Información de Gobierno, Seguridad Pública e
Impartición de Justicia, opera mediante un documento ad-
ministrativo desde hace 8 años, por lo que, debe tener una
jerarquía normativa superior, debido a que es un Subsiste-
ma Nacional con los mismos objetivos que los 3 que ya es-
tán dispuestos por la ley en comento.

Esto sería un elemento que fortalecería las reformas cons-
titucionales y leyes en materia de transparencia y antico-
rrupción ya que la percepción de corrupción que tienen los
ciudadanos sobre el trabajo de las autoridades a cargo de la
seguridad pública, seguridad nacional, procuración e im-
partición de justicia es alta.

Con esto se proyectarán mejores políticas públicas para
atender temas sensibles para los ciudadanos como la pre-
vención y actuación frente a delitos que vulneran la segu-
ridad jurídica de la sociedad, es decir, se daría mayor ser-
vicio de vigilancia en materia de seguridad pública, rescate
de espacios públicos, y promoción de espacios deportivos,
por ejemplo. 

Sin duda el Subsistema Nacional de Información de Go-
bierno, Seguridad Pública e Impartición de Justicia debe
tener tango de Ley para dar mayor fuerza y eficiencia a los
diagnósticos, proyecciones y trabajo que realizan las auto-
ridades encargadas en los temas de seguridad pública y
procuración de justicia. 

La aprobación de esta reforma, otorgará al Subsistema Na-
cional de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de
Justicia su operación permanente, pues en su situación ac-
tual existe la posibilidad de que, a través de sesión de la
Junta de Gobierno del Inegi, se apruebe su desaparición, si-
tuación que no debe suceder debido a que la seguridad de
los ciudadanos se vería afectada. 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado some-
to a consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de



Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y
Geográfica, en materia de Subsistemas Nacionales de
Información.

Único. Se adiciona al artículo 17 una fracción IV, y se mo-
difica su segundo párrafo; se modifica el texto del artículo
21; se cambia de denominación la Sección IV del Capítulo
IV denominada ” De los Comités de los Subsistemas” para
convertirse en la “Del Subsistema Nacional de Gobierno,
Seguridad Pública e Impartición de Justicia” recorriéndose
los artículos subsecuentemente; la Sección IV del Capítulo
IV denominada “De los Comités de los Subsistemas” cam-
bia a “Sección V” recorriéndose las demás secciones del
Capítulo IV; se modifica el texto de la fracción I del artí-
culo 32 antes 29, y se adiciona una fracción IV; se modifi-
can los párrafos primero y segundo del artículo 82 antes
79. 

Artículo 17. El Sistema contará con los siguientes Subsis-
temas Nacionales de Información: 

I. Demográfica y Social;

II. Económica;

III. Geográfica y del Medio Ambiente, y

IV. Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de
Justicia.

Cada Subsistema tendrá como objetivo producir, inte-
grar y difundir Información demográfica y social; eco-
nómica y financiera, geográfica y del medio ambiente, y
de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de
Justicia, según corresponda.

Sección I
Del Subsistema Nacional de 

Información Demográfica y Social

Artículo 21. El Subsistema Nacional de Información De-
mográfica y Social deberá generar un conjunto de indica-
dores clave, que atenderán como mínimo los temas si-
guientes: población y dinámica demográfica, salud,
educación, empleo, distribución de ingreso y pobreza, y vi-
vienda.

Sección IV
Del Subsistema Nacional de Gobierno, 

Seguridad Pública e Impartición de Justicia

Artículo 29. El Subsistema contará con una infraes-
tructura de información que integre, como mínimo, un
marco geoestadístico, un inventario nacional de regis-
tros administrativos, un registro de Unidades del Esta-
do y un inventario de proyectos y productos estadísticos
que permitan apoyar la obtención de información ofi-
cial respecto a la gestión y desempeño de las institucio-
nes públicas que conforman al Estado y sus respectivos
poderes, en las funciones de gobierno, de seguridad pú-
blica y de impartición de justicia, según corresponda.

Artículo 30. El Subsistema Nacional de Gobierno, Se-
guridad Pública e Impartición de Justicia deberá pro-
ducir, integrar, administrar, conservar y difundir la in-
formación e indicadores clave sobre la gestión y
desempeño de las instituciones públicas que conforman
al Estado y sus poderes, relacionados, como mínimo,
con las funciones de gobierno, seguridad pública e im-
partición de justicia.

Artículo 31. El Instituto producirá e integrará, con la
colaboración de las Unidades del Estado, la informa-
ción e indicadores a que se refieren los dos numerales
anteriores a partir de los datos que se obtengan, entre
otras fuentes, de:

I. Un registro de Unidades del Estado;

II. Un sistema integrado de encuestas nacionales re-
lacionado con los temas propios de este Subsistema; 

III. Registros administrativos que permitan obtener
información en los temas correspondientes; y

IV. Los censos nacionales o de los esquemas alterna-
tivos que pudieran adoptarse en el futuro para susti-
tuirlos total o parcialmente.

Sección V
De los Comités de los Subsistemas

Artículo 32. Cada Subsistema contará con un Comité Eje-
cutivo que se integrará por un vicepresidente de la Junta de
Gobierno, quien lo presidirá, así como por al menos los co-
ordinadores de las Unidades que a continuación se señalan
para cada Subsistema Nacional de Información:
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I. Demográfica y Social: Los coordinadores de las se-
cretarías de Gobernación; de Seguridad Pública; de De-
sarrollo Social; de Educación Pública; de Salud, y del
Trabajo y Previsión Social;

II. Económica: Los coordinadores de las secretarías de
Hacienda y Crédito Público, de Economía, del Banco de
México y del Instituto Federal de Telecomunicaciones; 

III. Geográfica y del Medio Ambiente: Los coordinado-
res de las secretarías de la Defensa Nacional; de Mari-
na; del Medio Ambiente y Recursos Naturales; de Ener-
gía, y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

IV. Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de
Justicia: Los coordinadores de las Secretarías de Go-
bernación; de Seguridad Pública Federal; de la Fun-
ción Pública; de Hacienda y Crédito Público; de la
Defensa Nacional y de Marina; de la Procuraduría
General de la República; por el representante del Po-
der Judicial de la Federación y del Secretariado Eje-
cutivo del Consejo Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 82. Los miembros de la Junta de Gobierno ten-
drán la responsabilidad de procurar que las relaciones del
Instituto con las Unidades del Estado y los sectores, aca-
démico, privado e internacional, relevantes para el traba-
jo del propio Instituto, se desarrollen en forma apropiada
para conseguir los objetivos del Instituto y del Sistema. 

Al efecto, estas tareas se dividirán en los cuatro sectores si-
guientes: de información demográfica y social; de infor-
mación económica y financiera; de información geográfica
y del medio ambiente; y de Gobierno, Seguridad Pública
e Impartición de Justicia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.inegi.org.mx/inegi/acercade/

2 Ibídem 

3http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LSNIEG_181215.pdf

4 http://www.snieg.mx/contenidos/espanol/subsistemas/seg/Crea-
cion%20del%20Subsistema%20de%20Seguridad.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de
2016.— Diputadas y diputados: Sharon María Teresa Cuenca Ayala,
Jesús Sesma Suárez, Sara Latife Ruíz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Cuenca. Túrnese a la Co-
misión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por tres minutos la dipu-
tada María Ávila Serna, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un párrafo a la fracción XVII
del artículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

La diputada María Ávila Serna: Con su permiso, dipu-
tado presidente. Compañeras y compañeros legisladores.
Hago uso de esta tribuna para exponer la presente iniciati-
va a nombre de mi compañero, diputado Mario Machuca
Sánchez.

Se estima que aproximadamente ocho millones de mexica-
nos padecen alguna enfermedad de las consideradas raras o
huérfanas. Éstas son aquellas que por su baja incidencia no
cuentan con un diagnóstico claro o tratamiento específico.

Afortunadamente mediante el tamiz neonatal ampliado, el
cual se refiere a un conjunto de procedimientos analíticos
practicados a los recién nacidos, hoy existe la posibilidad
de detectar estos padecimientos a tiempo cuando aun no se
ha instalado el daño orgánico.

Es importante subrayar que este valioso examen se debe
realizar dentro de las primeras 48 a 72 horas de vida del be-
bé. Los programas de tamiz neonatal deben constituir una
prioridad en la atención de los problemas de salud pública,
pues desde hace más de cuatro décadas el tamizaje ha de-
mostrado ser un procedimiento eficaz en gran número de
países desarrollados.



Cabe señalar que muchas de las enfermedades que pueden
ser detectadas con el tamiz ampliado son capaces de causar
discapacidad intelectual, además de la muerte prematura en
el recién nacido. Se presentan de manera silenciosa, no tie-
nen síntomas visibles al inicio y cuando aparecen ya los
primeros síntomas puede ser ya demasiado tarde.

Resulta alarmante que en el país el 50 por ciento de los pa-
decimientos considerados raros, afectan a menores, sin em-
bargo debido a su diagnóstico tardío, a la falta de informa-
ción y de opciones de tratamiento, estas enfermedades no
permiten que el niño o niña que las sufre llegue a una edad
adulta.

Uno de los derechos fundamentales cuando un niño o niña
nace, es garantizar su derecho a la vida, y consecuente-
mente su derecho a la salud, a la supervivencia y al desa-
rrollo, la cual puede verse vulnerada al no aplicarse el ta-
miz neonatal ampliado.

De manera precisa la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes establece que estos tienen dere-
cho a que se preserve la vida, la supervivencia, el desarro-
llo y a gozar del más alto nivel posible de salud, así como
a recibir la prestación de servicios de atención médica gra-
tuita y de calidad. En este sentido estamos proponiendo es-
tablecer la aplicación del tamiz neonatal ampliado como un
derecho de los menores en nuestro país, con la intención de
fortalecer la política de prevención en materia de salud que
requiere la atención materno infantil.

Con esta reforma será posible identificar más de 60 enfer-
medades hereditarias y congénitas para evitar con ello el
sufrimiento derivado de las repercusiones irreversibles y
en la salud de quienes por desgracia las padecen. Es cuan-
to, diputado presidente; por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona un párrafo a la fracción XVII del
artículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, suscrita por el diputado Mario Machu-
ca Sánchez e integrantes del Grupo Parlamentario del
PVEM

Quienes suscriben, diputado Mario Machuca Sánchez y
diputados federales del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral

1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo a
la fracción XVII, del artículo 50 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, respecto al ta-
miz neonatal ampliado, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Se estima que aproximadamente 8 millones de mexicanos
padecen alguna enfermedad de las consideradas raras o
huérfanas, éstas son aquellas que por su baja incidencia no
cuentan con un diagnóstico claro o tratamiento específico.

Afortunadamente, mediante el tamiz neonatal ampliado
existe la posibilidad de detectar estos padecimientos a
tiempo, cuando aún no se ha instalado el daño orgánico.

El tamiz neonatal ampliado hace posible diagnosticar más
padecimientos; es la prueba de laboratorio que permite la
detección oportuna de desórdenes endócrinos, desórdenes
en las células de la sangre, errores innatos del metabolismo
de carbohidratos, aminoácidos y ácidos orgánicos en niñas
y niños recién nacidos aparentemente sanos, así como tras-
tornos neuromusculares, cardiacos o muerte súbita. 

Es importante subrayar que este valioso examen se debe
realizar entre las primeras 48 a 72 horas de vida del recién
nacido, una vez que ha iniciado su alimentación con leche
para esperar el funcionamiento de su metabolismo y así
poder evaluarlo de la manera más confiable.

Los programas de tamiz neonatal constituyen una prioridad
en la atención de los problemas de salud pública, pues des-
de hace más de cuatro décadas el tamizaje ha demostrado
ser un procedimiento eficaz en gran número de países des-
arrollados.

Cabe señalar que muchas de las enfermedades que pueden
ser detectadas causan discapacidad intelectual además de
la muerte prematura en el recién nacido; se presentan de
manera silenciosa, no tienen síntomas visibles al inicio y
cuando aparecen ya es demasiado tarde.

La mayor parte de las enfermedades genéticas sólo son re-
conocidas después de algunos meses o años ante síntomas
y signos diversos que confunden el diagnóstico, algunas
veces con crisis dolorosas inexplicables, trastornos psico-
motores, incluso retraso mental, aunado a lo anterior los
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tratamientos disponibles sólo pueden detener la evolución
o retrasar el agravamiento, es imposible erradicar la enfer-
medad.

Resulta alarmante que en el país 50 por ciento de estos pa-
decimientos afectan a niños; sin embargo, debido a su diag-
nóstico tardío, a la falta de información y de opciones de
tratamiento, estas enfermedades no permiten que el niño o
niña que las sufren llegue a la edad adulta.

Entre las enfermedades de mayor prevalencia menciona-
mos las siguientes:

1. Fabry. Afecta el sistema neurológico, gastrointesti-
nal, cardiaco y renal.

2. Gaucher. Inflama el brazo, el hígado y causa dolores
óseos.

3. Niemann Pick. Causa un progresivo deterioro en las
funciones vitales y trastornos de desarrollo.

4. Mucopolisacaridos tipo I y II. Afecta progresiva-
mente los huesos.

5. Hemoglobinuria paroxística nocturna. Trastorno
de los glóbulos rojos, y se le denomina nocturna por la
frecuente hemolisis observada durante el sueño.

6. La enfermedad de Pompe. Es una enfermedad mus-
cular debilitante. La variante infantil se manifiesta a los
pocos meses de nacido con progresión rápida y peligro-
sa de signos y síntomas. Los niños afectados pueden te-
ner una apariencia de “bebe flojo” o “muñeca de trapo”
debido a que tienen un tono muscular disminuido, debi-
lidad extrema o incapacidad para sostener la cabeza.

7. La deficiencia de LAL. La falta de la enzima LAL
resulta en una acumulación de material graso en el hí-
gado, el bazo y los vasos sanguíneos. En algunos pa-
cientes, esta acumulación también se produce en el in-
testino y otros órganos o áreas importantes del cuerpo.

8. Ataxia. Las personas con ataxia tienen problemas
con la coordinación porque las partes del sistema ner-
vioso que controlan el movimiento y el equilibrio se ven
afectadas.

Estas enfermedades, aunque son poco frecuentes, se pue-
den controlar si se descubren a tiempo, de no ser así las pri-

meras intervenciones se dan hasta pasado mucho tiempo,
provocando un incremento en el grado de discapacidad.

Como se ha reiterado, las consecuencias pueden ser graves,
como enfermedades del hígado, cataratas, problemas pul-
monares (fibrosis quística) y trastornos neuromusculares,
cardiacos o muerte súbita, por mencionar algunas conse-
cuencias. Por ello es importante diagnosticarlos a tiempo,
ya que se pueden controlar con cambios en la alimentación
o con la administración de medicamentos. En este sentido,
los programas de tamiz neonatal deben ser aplicados a to-
dos los recién nacidos para poder encontrar a los afectados.

Cabe señalar que en los primeros años de aplicación del ta-
miz neonatal simple se ha prevenido la discapacidad inte-
lectual grave y problemas en crecimiento en pacientes con
hipotiroidismo congénito. Pero con la introducción de nue-
vos procedimientos de análisis, como es el tamiz neonatal
ampliado, se han extendido los beneficios a más recién na-
cidos, siendo una herramienta muy valiosa de la medicina
preventiva, ya que con la aplicación del tamiz ampliado se
pueden descubrir y tratar más de 60 enfermedades raras o
errores del metabolismo, mientras que con la prueba que se
practica desde hace varias décadas en el país sólo se iden-
tifican apenas seis padecimientos, por ello es tan importan-
te que se cambie y todas las instituciones que apliquen pro-
gramas de tamiz neonatal apliquen igualmente un tamiz
neonatal ampliado como lo señala la Ley General de Salud.
Al respecto la Ley General de Salud establece un capítulo
específico para la protección materno-infantil y la promo-
ción de la salud materna, que abarca el periodo que va del
embarazo, parto, post-parto y puerperio, en razón de la
condición de vulnerabilidad en que se encuentra la mujer y
el producto. Además de que la atención materno-infantil
tiene carácter prioritario y comprende diversas acciones
entre ellas: la aplicación del tamiz neonatal ampliado con
el fin de diagnosticar enfermedades en el recién nacido.

Bajo este contexto; la Ley General de Salud establece lo si-
guiente:

Artículo 61. El objeto del presente capítulo es la protec-
ción materno-infantil y la promoción de la salud mater-
na, que abarca el periodo que va del embarazo, parto,
post-parto y puerperio, en razón de la condición de vul-
nerabilidad en que se encuentra la mujer y el producto.

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y
comprende, entre otras, las siguientes acciones:



I. La atención integral de la mujer durante el embarazo,
el parto y el puerperio, incluyendo la atención psicoló-
gica que requiera;

I Bis. La atención de la transmisión del VIH/Sida y otras
infecciones de transmisión sexual, en mujeres embara-
zadas a fin de evitar la transmisión perinatal;

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimien-
to, desarrollo integral, incluyendo la promoción de la
vacunación oportuna, atención prenatal, así como la
prevención y detección de las condiciones y enfermeda-
des hereditarias y congénitas y, en su caso, atención que
incluya la aplicación de la prueba del tamiz amplia-
do, y su salud visual.

Como ya se mencionó, la detección temprana y los medi-
camentos disponibles para algunas de las enfermedades
diagnosticadas mejoran sustancialmente la calidad de vida
de los niños y contribuyen a reducir la mortalidad infantil.

Uno de los derechos fundamentales cuando un niño o niña
nace es garantizar su derecho a la vida y, consecuentemen-
te, su derecho a la salud, a la supervivencia y al desarrollo,
lo cual se ve vulnerado al no aplicarse el tamiz neonatal
ampliado. De manera precisa, la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes establece que éstos
tienen derecho a que se preserve la vida, la supervivencia,
el desarrollo y a gozar del más alto nivel posible de salud,
así como a recibir la prestación de servicios de atención
médica gratuita y de calidad.

Desde el punto de vista jurídico, toda persona tiene dere-
cho a la atención médica preventiva o curativa relacionada
con las enfermedades de tipo genético. Se trata de una for-
ma de medicina preventiva, es prevenir el retraso físico,
mental o la muerte en los niños afectados.

Conforme a lo anterior, es necesario establecer estrategias
de detección temprana y tratamiento oportuno para atender
de manera preventiva la discapacidad y enfermedades que
puedan afectar el mejor desarrollo de niñas y niños. Se de-
be reducir la morbilidad y mortalidad, haciendo hincapié
en la atención primaria.

Algunos estudios señalan que en México el tamiz neonatal
ampliado se realiza para detectar cuatro enfermedades: hi-
potiroidismo congénito, galactosemia clásica, fenilcetonu-
ria e hiperplasia suprarrenal congénita.1

Sin embargo, se ha demostrado que es posible identificar
más de 60 enfermedades hereditarias (transmitidas a través
de los genes) y congénitas (originadas en la etapa fetal), y
así se evitaría el sufrimiento de mucho seres humanos, evi-
tando repercusiones irreversibles y producir efectos graves
tanto en la salud, como en la actividad económica, social,
familiar y emocional de las personas que las padecen.

Una medida tomada a tiempo puede marcar la diferencia,
ya que como se ha mencionado la evolución de estas en-
fermedades causa un retraso mental severo en las personas
que las padecen, impactando a las familias y a la sociedad.
No abandonemos a los niños y niñas, es un derecho a la sa-
lud la aplicación del tamiz neonatal ampliado, se debe re-
conocer su aplicación como parte de su derecho a una vida
plena y sana.

Siendo uno de los principales desafíos en México garanti-
zar a todas las niñas, niños y adolescentes el derecho a que
se les preserve la vida, la supervivencia y el desarrollo y a
gozar del más alto nivel posible de salud, así como a reci-
bir la prestación de servicios de atención médica gratuita y
de calidad; se constituye entonces como una prioridad den-
tro de la atención en problemas de salud pública la falta de
aplicación del tamiz neonatal ampliado.

Para Miguel Cillero, el principio de interés superior es
una garantía de que las niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a que al tomar una medida que les afecte, se adop-
ten aquéllas que promuevan y protejan sus derechos y no
las que los conculquen. Asimismo, señala que las funciones
principales de este principio son: facilitar que las interpre-
taciones jurídicas reconozcan el carácter integral de los de-
rechos del niño y la niña; orientar a las y los progenitores,
así como al estado, para que ejerzan las medidas necesarias
para proteger y desarrollar la autonomía del niño y la niña
en el ejercicio de sus derechos; permitir que los derechos
de la niñez prevalezcan sobre otros intereses, en especial si
entran en conflicto y exigir que el estado tenga como prio-
ridad los derechos de la niñez, cuyo ejercicio y promoción
debe operar a través de políticas públicas (Cillero, 2007).

El objetivo de la presente iniciativa es adicionar un párra-
fo al artículo 50 de la Ley General de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes para fortalecer y reconocer
las acciones de prevención y atención que requieren los
menores al nacer en los servicios de atención materno-in-
fantil.
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La intención es contar con el reconocimiento de la aplica-
ción del tamiz neonatal ampliado a todos los niños que naz-
can en México, para así contar con una política pública efi-
caz de prevención. Si bien el texto de la ley contempla la
prestación de servicios de salud durante el embarazo, par-
to y puerperio, éste no garantiza la aplicación del tamiz ne-
onatal ampliado, por lo cual hacemos hincapié en que su
aplicación es una prevención de primera instancia.

Prevenir más de 60 enfermedades hereditarias evitaría el
sufrimiento de muchos seres humanos que sobrellevan re-
percusiones irreversibles y efectos graves tanto en la salud
como en la actividad económica, social, familiar y emocio-
nal de las personas que las padecen, por este motivo pre-
venirlas debe de ser considerado uno de los pilares de la sa-
lud pública.

La evidencia indica claramente que las consecuencias aso-
ciadas a estas enfermedades necesitan urgentemente ser
atendidas, observando rigurosamente lo establecido por el
artículo 4o. constitucional, así como de lo señalado por el
ámbito internacional que concibe a la acción para el cuida-
do de la salud primordialmente de aquellas enfermedades
que representan un problema de salud pública.

Hablamos entonces de generar un esfuerzo conjunto para
poder reconocer como parte del derecho a la salud la apli-
cación del tamiz neonatal ampliado, ya que con ello la de-
tección de la enfermedad y la aplicación del tratamiento
necesario, podría detener la muerte progresiva de muchos
niños y niñas y se le daría al paciente la posibilidad de una
vida plena.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta Hono-
rable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un párrafo a la fracción
VII del artículo 50 de la Ley General de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes

Único. Se adiciona un párrafo a la fracción VII, del artícu-
lo 50 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Capítulo Noveno
Del Derecho a la Protección de la 

Salud y a la Seguridad Social

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a re-

cibir la prestación de servicios de atención médica gratuita
y de calidad de conformidad con la legislación aplicable,
con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las au-
toridades federales, de las entidades federativas, municipa-
les y de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal,
en el ámbito de sus respectivas competencias, en relación
con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordi-
narán a fin de:

I. a VI. (…)

VII. Asegurar la prestación de servicios de atención mé-
dica respetuosa, efectiva e integral durante el embarazo,
parto y puerperio, así como para sus hijas e hijos, ga-
rantizar la aplicación de la prueba del tamiz neona-
tal ampliado y promover la lactancia materna exclusi-
va dentro de los primeros seis meses y complementaria
hasta los dos años, así como garantizar el acceso a mé-
todos anticonceptivos;

VIII. a XVIII. (…)

(…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario oficial de la Federación.

Nota:

1 Hospital Infantil de México, (2009) “Variabilidad interinstitucional
del tamiz neonatal en México”, Boletín Médico del Hospital Infantil,
México. Vol. 66 no. 5 disponible en: http://www.scielo.org.mx/scie-
lo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-11462009000500006

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de 2016.— Dipu-
tadas y diputados:  María Ávila Serna, Jesús Sesma Suárez, Sara La-
tife Ruíz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Ávila. Túrnese a la Co-
misión de Derechos de la Niñez, para dictamen.



LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por tres minutos el dipu-
tado Cándido Ochoa Rojas, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo décimo transi-
torio de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2007,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Cándido Ochoa Rojas: Con el permiso de
los presentes. En principio debo señalar que la anterior dis-
posición de la Ley del ISSSTE establecía un plazo de 28 y
30 años para que los trabajadores que hubieren cotizado
pudieran obtener una pensión por jubilación, y también te-
nían que establecer una edad de los mismos; sin embargo
hubo una reciente reforma en la que se estableció no sólo
ese plazo sino que paulatinamente se iría aumentando el
periodo de cotización y la edad de los mismos trabajadores
que están bajo este régimen de seguridad social.

Pues bien, la presente iniciativa indirectamente va hacia
ellos porque realmente busca proteger el derecho humano
de los menores discapacitados que son hijos de un trabaja-
dor o de una trabajadora o de alguien que tiene bajo su cus-
todia y cuidado a uno de ellos, para que de esta manera
puedan los menores que no es factible, dada su discapaci-
dad, valerse por sí mismos, tener en menos tiempo consigo
a su papá o a su mamá o a la persona que los cuida y que
esté atendiéndolos, y esto implica que se haga una excep-
ción a la disposición que hoy existe en la ley del ISSSTE
para las personas, para los trabajadores que estén en esta si-
tuación.

Por lo tanto esta iniciativa versa, aunque directamente so-
bre los trabajadores, va en forma efectiva sobre los meno-
res discapacitados cuyos derechos humanos busco que se-
an protegidos.

De esta forma planteo adicionar un párrafo último a los in-
cisos a) y b) del artículo décimo transitorio de la Ley del
Instituto de Seguridad de Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado para que se haga una excepción a los
trabajadores que coticen en ese régimen y que tengan un
hijo o el cuidado de una persona con discapacidad y pueda,
de esta forma no estar en las regla del aumento paulatino
para su jubilación.

Por lo anterior presento a esta soberanía esta iniciativa que
espero sea aprobada. Por su atención, muchas gracias y es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que adiciona el artículo décimo transitorio de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, publicada en el DOF el 31 de
marzo de 2007, suscrita por el diputado Cándido Ochoa
Rojas e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, Cándido Ochoa Rojas e integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo décimo transitorio de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 31 de marzo de 2007, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

El nuevo paradigma de los derechos humanos en México,
establecido gracias a la reforma constitucional de junio de
2012, conduce a una transformación en la concepción del
derecho a la salud. Con la inclusión de los instrumentos in-
ternacionales en materia de derechos humanos, bajo el
principio de convencionalidad, el paso siguiente es armo-
nizar la legislación interna o doméstica.

Las políticas públicas en materia de seguridad social se tie-
nen que ajustar a los estándares internacionales en materia
de derechos humanos. Para que el derecho a la salud sea in-
tegral, los protocolos de atención se deben adecuar confor-
me a sus cuatro elementos esenciales e interrelacionados:

1. Disponibilidad;

2. Accesibilidad;

3. Aceptabilidad; y

4. Calidad.
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El elemento eficacia tiene que ser una realidad de forma
progresiva y no regresiva, especialmente para el caso de las
personas con discapacidad. Sólo en los últimos años ha ha-
bido un cambio paradigmático de actitud hacia ellas, que
ha consistido en dejar de considerarlas “objetos” de caridad
y asistencia social para empoderarlas como “sujetos de de-
rechos”, incluido el derecho a la seguridad social.

II. Consideraciones

Las personas con discapacidad afrontan diversos obstácu-
los para disfrutar plenamente de sus derechos. Por ejemplo,
las personas con discapacidades físicas a menudo tienen di-
ficultades de acceso a los servicios de atención sanitaria,
especialmente en las zonas rurales, los barrios marginales
y las áreas suburbanas; las personas con discapacidad psi-
cológica pueden no tener acceso a un tratamiento asequible
en el sistema de salud pública; las mujeres con discapaci-
dad pueden no recibir servicios de salud que incorporen
una perspectiva de género.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad prevé que los Estados deben promover, pro-
teger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales
para todas las personas con discapacidad, incluido el dere-
cho a la seguridad social, así como promover el respeto de
su dignidad inherente (artículo 1o.). En el artículo 25 se re-
conoce además el “derecho a gozar del más alto nivel po-
sible de salud sin discriminación” y enuncia las medidas
que los Estados deben adoptar para garantizar el ejercicio
de ese derecho.

Entre esas medidas cabe mencionar la tarea de velar porque
las personas con discapacidad tengan acceso a los servicios
médicos y sociales que necesiten específicamente como
consecuencia de su discapacidad, en particular la pronta
detección e intervención, servicios destinados a prevenir y
reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades,
así como, servicios ortopédicos y de rehabilitación que les
proporcionen independencia, eviten nuevas discapacidades
y propicien su integración social.1

Asimismo, los Estados deben habilitar servicios y centros
de salud lo más cerca posible de las propias comunidades
de las personas con discapacidad, incluso en las zonas ru-
rales. Además, el principio de no discriminación compren-
de la exigencia de proporcionar programas y atención de
salud “gratuitos o a precios asequibles de la misma varie-
dad y calidad que a las demás personas”.

En la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo
23) se reconoce el derecho de los niños con discapacidad a
recibir cuidados especiales y a un acceso efectivo a los ser-
vicios sanitarios y de rehabilitación.

En el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, como instrumento funda-
mental para la protección del derecho a la salud, reconoce
“el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel
posible de salud física y mental”. En el pacto se otorga a la
salud mental que a menudo ha sido desatendida, la misma
consideración que a la salud física.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos de Méxi-
co ha examinado un número creciente de quejas relaciona-
das con el derecho a la salud, en particular con la negativa
a prestar o a la presentación inadecuada de servicios de sa-
lud pública, negligencia médica y de beneficios sociales.
En 2004, la comisión dirigió una recomendación general a
las instituciones competentes en relación con los derechos
humanos de las personas con discapacidad psicológica in-
ternadas en centros de reclusión.

En el ámbito nacional, en la propia exposición de motivos
de la reforma constitucional de 1983 se señala: “Si bien la
garantía social que proponemos vendría a enriquecer el
contenido pragmático de la Constitución de Querétaro,
compendio supremo del proyecto nacional, por su natura-
leza no implica esto que sea de cumplimiento automático;
su efectividad no es propósito ingenuo y por lo tanto inal-
canzable… Es factible que en el mediano plazo los mexi-
canos tengan acceso a servicios institucionales que contri-
buyan a la protección, restauración y mejoramiento de sus
niveles de salud”.

Como se observa, la concepción internacional y doméstica
del derecho a la salud o a la protección de la salud, en ese
entonces compartían y formaban parte de un mismo para-
digma, que existe como derecho, pero su exigibilidad en
casos concretos no podía llevarse a cabo directamente, a
menos que fuera por la vía indirecta de otros derechos co-
mo la igualdad, la no discriminación, la protección a la vi-
da o a la integridad personal.

A escala internacional, las obligaciones de los Estados se
han hecho cada vez más concretas, verificables, medibles y
fiscalizables, a tal grado que existe incluso un Protocolo
Facultativo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, a éste se suma el caso de las trabajadoras que
habiendo cotizado veintiocho años o más, tendrán derecho



de solicitar su pensión por jubilación a causa de ser madres
de hijos con discapacidad, que tengan alguna limitación fí-
sica o mental, que estén bajo su cuidado y no puedan va-
lerse por sí mismos; para que sus hijos puedan gozar del
derecho a la salud, dado que ellas son las principales agen-
tes de protección y gestión de seguridad social de sus hijos.

Colombia ha dado ejemplo de cómo cumplir los instru-
mentos internacionales para la protección de los derechos
de personas con discapacidad. Lo anterior debido a que su
legislación en materia de pensiones contempla la figura de
pensión especial de vejez de madre o padre con hijo disca-
pacitado, con la que los trabajadores en dicha circunstancia
podrán solicitar su jubilación de manera anticipada para
dedicarse al cuidado de sus hijos.

De acuerdo con la sentencia C158/4 de la Corte Constitu-
cional de Colombia,2 esta modalidad de pensión tiene el
propósito de “facilitarle a las madres el tiempo y el dinero
necesarios para atender a aquellos hijos que están afectados
por una invalidez física o mental, que no les permita valer-
se por sí mismos, y que dependen económicamente de
ellas. Con el beneficio creado por la norma se espera que
las madres puedan compensar con su cuidado personal las
insuficiencias de sus hijos, para impulsarlos en su proceso
de rehabilitación o para ayudarlos a sobrevivir en una for-
ma digna”.

Según información de la agencia Gerencie.com,3 dicha
modalidad de pensión fue incorporada al sistema de pen-
siones en 2003 bajo los siguientes términos: “La madre tra-
bajadora cuyo hijo menor de 18 años padezca invalidez fí-
sica o mental, debidamente calificada y hasta en tanto
permanezca en este estado y continúe como dependiente de
la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de
vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado al siste-
ma general de pensiones cuando menos el mínimo de se-
manas exigido en el régimen de prima media para acceder
a la pensión de vejez. Este beneficio se suspenderá si la tra-
bajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la madre ha
fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor invá-
lido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condi-
ciones establecidas”.

De tal forma, para tener acceso a dicho beneficio deben
cumplirse los siguientes requisitos:

1. Que la madre (o el padre) haya cotizado al Sistema
General de Pensiones por lo menos el mínimo de sema-

nas exigido en el régimen de prima media para obtener
la pensión de vejez;

2. Que el hijo sufra una invalidez física o mental, debi-
damente calificada;

3. Que el discapacitado sea dependiente de su madre (o
su padre), si fuere el caso; y

4. Que la madre (o padre) no se reincorpore a la fuerza
laboral.

Respecto a la importancia del papel que los padres desem-
peñan en el cuidado y desarrollo de sus hijos con discapa-
cidad, la revista Jurisprudencia y Doctrina, en el número
517,4 hace referencia a los elementos contenidos en la ex-
posición de motivos del proyecto legislativo por el que se
creó el régimen especial, destacando el texto del reconoci-
do médico Glenn Doman, quien en su obra ¿Qué hacer por
su niño con lesión cerebral? (1997) escribió lo siguiente:

¿Quién logró tales milagros, si se les puede calificar así, en
la década de los años setenta? Fueron los padres quienes lo
lograron, y en casa. Los padres, esas personas en general
ignoradas, en ocasiones despreciadas, con frecuencia trata-
das con aire condescendiente y casi nunca creídas aplica-
ron en casa el tratamiento que llevó a un niño de la deses-
peración a la esperanza, de la parálisis a caminar, de la
ceguera a la lectura, de un coeficiente intelectual de 70 a
uno de 140, del silencio al habla.

Igual que el proyecto referido, coincidimos en que los pa-
dres de familia, especialmente las madres, son los primeros
en el llamado a la atención de los hijos, sin embargo, en si-
tuaciones de discapacidad, adquieren el compromiso de ve-
lar constantemente por su protección y brindarles atención
de sus necesidades básicas, así como una constante aten-
ción para la administración de medicamentos, revisiones
médicas, asistencia a terapias, realización de estudios de
laboratorio, entre muchas otras propias de cada padeci-
miento.

Dicho lo anterior, quienes suscribimos la presente iniciati-
va buscamos que la legislación en materia de seguridad so-
cial para los trabajadores del estado reconozca la loable la-
bor de las madres y padres de familia con hijos en
situación de discapacidad, permitiéndoles contar con el
tiempo necesario y los recursos para atender sus necesi-
dades familiares.
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III. Conclusiones

El sistema de protección en seguridad social en México en-
frenta retos importantes que requieren soluciones integra-
les. Al mismo tiempo, la experiencia indica que los cam-
bios a la seguridad social toman mucho tiempo para
madurarse y existen muchas visiones y opiniones. No obs-
tante, el hecho de que la seguridad social subsista en casi
todos los países del mundo, en el transcurso de décadas, in-
dica que hay un consenso importante de la necesidad que
tienen las sociedades de mantener un sistema de seguridad
social nacional. Esta coincidencia es una base sobre la cual
puede partir cualquier discusión. Sobre el propósito de la
presente iniciativa a saber:

1. En el caso de las trabajadoras que habiendo cotizado
veintiocho años o más, tendrán derecho de solicitar su
pensión por jubilación, cuando sean madres de hijos con
necesidades especiales, que tengan alguna limitación fí-
sica o mental, que estén bajo su cuidado y no puedan va-
lerse por sí mismos.

2. Exclusivamente, en el caso de trabajadoras que, cum-
plidos los 55 años de edad o más y 15 de cotización o
más al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado que soliciten pensión de retiro
por edad y tiempo de servicios, cuando sean madres de
hijos con necesidades especiales que tengan alguna li-
mitación física o mental, que estén bajo su cuidado y no
puedan valerse por sí mismos, tendrán derecho a recibir
una pensión equivalente a 100 por ciento de su sueldo al
momento de presentar la solicitud.

Entre los retos que enfrenta la seguridad social en nuestro
país, el que nos ocupa es de una marcada relevancia y se
decidió tratar dos supuestos en particular en concordancia
con la observación general número 19 del Comité de los
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que incluyen
los derechos a la alimentación, a la vivienda adecuada, a la
educación, a la salud, a la seguridad social, a la participa-
ción en la vida cultural, al agua y saneamiento, y al traba-
jo, mejor conocido como DESC, sobre el derecho a la se-
guridad social que establece en el párrafo primero: “El
derecho a la seguridad social es de importancia fundamen-
tal para garantizar a todas las personas su dignidad huma-
na cuando hacen frente a circunstancias que les privan de
su capacidad para ejercer los derechos reconocidos en el
pacto”.5

De acuerdo con el párrafo segundo de esta observación, “el
derecho a la seguridad social incluye el derecho a obtener
y mantener prestaciones sociales, ya sea en efectivo o en
especie, sin discriminación, con el fin de obtener protec-
ción, de manera particular contra la falta de ingresos pro-
cedentes del trabajo debido a enfermedad, invalidez, ma-
ternidad, accidente laboral, vejez, muerte de un familiar,
gastos excesivos de atención a la salud, apoyo familiar in-
suficiente, en particular para los hijos y los familiares a
cargo”.

En el párrafo 31 establece: “Los Estados parte deben pres-
tar especial atención a las personas y los grupos que tradi-
cionalmente han tenido dificultades para ejercer este dere-
cho, en particular las mujeres, los desempleados, los
trabajadores insuficientemente protegidos por la seguridad
social”, entre los que se encuentran las y los trabajadores
con hijos e hijas con discapacidad”.

Las observaciones señaladas constituyen un piso básico de
interpretación de los artículos 6, 7 y 9 del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la
Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de
diciembre de 1966 (Pidesc), el cual debe ser considerado
por los Estados parte del pacto al momento de homologar
sus legislaciones y construir políticas públicas que garanti-
cen el acceso y disfrute de las personas al trabajo y a la se-
guridad social.

Con base en lo anterior someto a consideración del pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo décimo tran-
sitorio de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2007

Único. Se adiciona un párrafo último a los incisos a) y b)
de la fracción II del artículo décimo transitorio de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 31 de marzo de 2007, para quedar como si-
gue:

Décimo. A los trabajadores que no opten por la acredita-
ción de bonos de pensión del ISSSTE se aplicarán las si-
guientes modalidades:

I. …



II. …

a) …

En el caso de las trabajadoras que habiendo coti-
zado veintiocho años o más, tendrán derecho de
solicitar su pensión por jubilación, cuando sean
madres de hijos con necesidades especiales, que
tengan alguna limitación física o mental, que es-
tén bajo su cuidado y no puedan valerse por sí
mismos.

b) …

Exclusivamente, en el caso de trabajadoras que,
cumplidos los 55 años de edad o más y quince
años de cotización o más al instituto, que soliciten
su pensión de retiro por edad y tiempo de servi-
cios, cuando sean madres de hijos con necesida-
des especiales que tengan alguna limitación física
o mental, que estén bajo su cuidado y no puedan
valerse por sí mismos, tendrán derecho a recibir
una pensión equivalente a 100 por ciento de su
sueldo al momento de presentar la solicitud.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Véanse Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ob-
servación general número 5 (1994) sobre las personas con discapaci-
dad, y artículos 25 b) y 26 de la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad.

2 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-758/14 http://www.
corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-75814.htm Consul-
tada el 27 de octubre de 2016.

3 http://www.gerencie.com/pension-especial-de-vejez-por-hijo-disca-
pacitado.html Consultada el 30 de octubre de 2016.

4 Sáchica Méndez, Martha Victoria. Revista Jurisprudencia y Doctri-

na número 517, enero de 2015, página 166. http://legal.legis.com.co/
document?obra=jurcol&document=jurcol_05f60e263fdc00b4e0530a0
1015100b4 Consultada el 26 de octubre de 2016.

5 Comité DESC. Observación general número 19. El derecho a la se-
guridad social (artículo 9, en línea). E/C.12/GC/19. Aprobada en no-
viembre de 2007 en el trigésimo noveno periodo de sesiones. Ginebra.
(http://www.refworld.org/cgi-bin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf?rel-
doc=y&docid=47d6667f2) Consultada el 18 de febrero de 2016.

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 7 de di-
ciembre de 2016.— Diputados y diputadas: Cándido Ochoa Rojas,
Jesús Sesma Suárez, Sara Latife Ruíz Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Ochoa. Túrnese a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO 
INTEGRAL INFANTIL

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por tres minutos, el
diputado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción
XIII al artículo 49 de la Ley General de Prestaciones de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral
Infantil, suscrito por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. Ade-
lante, diputado.

El diputado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado: Con su
venia, señor presidente. No hay causa que merezca más
prioridad que la protección y el desarrollo del niño, de
quien dependen la supervivencia, la estabilidad y el pro-
greso de todas las naciones, y de hecho, de la civilización
humana.

Plan de Acción de la Cumbre Mundial a favor de la infan-
cia el 30 de septiembre de 1990. El maltrato infantil es to-
da forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental,
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación que
se da mientras el niño se encuentra bajo custodia de sus pa-
dres, de un tutor o de cualquier otra persona que le tenga a
su cargo. Esto de acuerdo a la Asamblea General de la
ONU de 1989.

En México se han registrado diversos casos de maltrato in-
fantil, tanto en centros de atención públicos como los su-
brogados o privados. Doy solo un ejemplo reciente, el 15
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de octubre de 2016 hubo el caso del fallecimiento en la es-
tancia infantil Happy Kids, de Sedesol, ubicada en Toluca,
en donde la madre del menor fallecido declaró que el dolor
de perder a un hijo es solo superado por la incertidumbre
que causa el no saber la circunstancias en las que falleció.

Ante estos acontecimientos e maltrato infantil que se han
registrado en nuestro país y dentro del ámbito legal que co-
mo legisladores tenemos, debemos impulsar acciones jurí-
dicas en favor de la protección de los derechos de la niñez.
No debemos ser indiferentes ante las posibles transgresio-
nes al principio del interés superior de la niñez.

Debemos promover acciones en contra de todo tipo de mal-
trato: del maltrato físico, del maltrato psico-emocional.
Debemos de pugnar porque no se violen los derechos de
los niños y de las niñas que por diversas razones sus padres
necesitan encargarlos en algún centro de atención infantil.

Es por ello que propongo la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona una nueva fracción XIII al ar-
tículo 49 de la Ley General de Prestación de Servicios pa-
ra la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil, que tiene por
objeto que todos los centros de atención y desarrollo infan-
til instalen equipos de circuito cerrado de televisión para
registrar las actividades en las áreas de atención, cuidado,
convivencia y esparcimiento que se desarrollan dentro de
sus instalaciones; los cuales servirán como medida de pre-
vención, de persuasión y como elemento probatorio para
deslindar en un momento dado la responsabilidad o conse-
cuencia de lo ahí sucedido, pero principalmente cuando así
sea quitar de esa incertidumbre a las madres y padres de fa-
milia de no saber lo que realmente sucede o sucedió al in-
terior de dichos centros. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que adiciona la fracción XIII al artículo 49 de la
Ley General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, suscrita por el dipu-
tado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado e integrantes del
Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputado Cesáreo Jorge Márquez Alva-
rado y diputados federales del Partido Verde Ecologista de
México en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-

na una nueva fracción XIII al artículo 49 de la Ley Ge-
neral de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Infantil, recorriéndose el resto en el
orden subsecuente, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

No hay causa que merezca más alta prioridad que la pro-
tección y el desarrollo del niño, de quien dependen la su-
pervivencia, la estabilidad y el progreso de todas las nacio-
nes y, de hecho, de la civilización humana. 

Plan de Acción de la Cumbre Mundial a favor de la In-
fancia, 30 de septiembre de 1990.

El maltrato infantil es toda forma de violencia, perjuicio o
abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos
tratos o explotación, que se da mientras el niño se encuen-
tra bajo custodia de sus padres, de un tutor o de cualquier
otra persona que le tenga a su cargo”, esto de acuerdo a la
Asamblea General de la Organización de Naciones Uni-
das de 1989.

En México se han registrado diversos casos de maltrato in-
fantil tanto en Centros de Atención Infantil públicos (del
IMSS, ISSSTE, Sedesol) como en aquellos subrogados o
privados, ejemplo de ello menciono los casos siguientes:

Caso de abuso sexual de tres niños en una guardería del
IMSS, ubicada en la Ciudad de México, 2012.

Abusan sexualmente de tres niños en guardería del
IMSS, en la CDMX

Miércoles 17 febrero del 2016 - 12:22 PM

La Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH)
emitió una recomendación al Instituto Mexicano del Se-
guro Social (IMSS) tras hallar los elementos necesarios
que prueban abuso sexual contra dos niñas y un niño por
parte de personal adscrito a una guardería en la Ciudad
de México.

En un comunicado, la dependencia informó que los he-
chos ocurrieron en 2012, luego de que una de las meno-
res fuera llevada al área de urgencias de su unidad fa-
miliar y observaron signos de violencia sexual.

La niña, de 4 años de edad, lloraba mucho, tenía pesa-
dillas, no comía, vomitaba constantemente, volvió a



usar pañal, tartamudeaba y no quería que su madre la
dejara en la guardería.

En la recomendación la CNDH describe que una de las
maestras le introducía el “dedo chiquito” en su “colita
(ano) y vagina”. Una semana después, la menor dijo que
otra maestra le hacía lo mismo y le pedía que le chupa-
ra los pezones; además, ambas maestras la pellizcaban
en la axila y la amenazaban para que no dijera lo que le
hacían.

En junio de ese año, la madre de la niña presentó de-
nuncia de hechos ante la Fiscalía Especial para los De-
litos de Violencia contra Mujeres y Trata de Personas
(Fevimtra) de la PGR.

En la Fiscalía se inició una averiguación previa a la que
fueron acumuladas dos indagatorias más, y el 19 de ju-
lio de 2014 la autoridad ministerial ejerció acción penal
contra tres empleadas de la Guardería, por diversos de-
litos cometidos en agravio de tres menores de edad.

La CNDH conoció de los hechos y de inmediato ofreció
a las víctimas apoyo psicológico por conducto del Pro-
grama de Atención a Víctimas del Delito (Províctima).

Por su parte, la madre del niño, quien en ese momento
tenía 3 años de edad, también presentó queja ante la
CNDH, donde señaló los ataques que el infante recibió
por parte de dos “maestras” de la Guardería.

El menor le conto a su mamá que una maestra le pega-
ba, lo pellizcaba, le tocaban “sus huevitos y su pene” y
“le pellizcaban su colita”; le mostró fotos de maestras
que encontraron en Facebook y reconoció a una de ellas
que lo pellizcaba, aventaba y gritaba y a otra más como
la que lo tocaba.

La mamá dijo que el menor presentó cambios en su
comportamiento tales como pérdida de control de esfín-
teres, se ponía agresivo, tartamudeaba a pesar de que ya
hablaba bien, vomitaba sin razón alguna y en los últi-
mos días se negaba a entrar a la guardería.

Durante la tramitación del expediente, fueron remitidas
a esta Comisión Nacional diversas constancias que acre-
ditan que otra menor de edad también había sido vícti-
ma de violencia sexual por personal de la guardería.

Además, también se acreditó victimización secundaria
por servidores públicos de la PGR, en virtud de que oca-
sionaron que la niña y su madre acudieran al menos en
ocho ocasiones, y el niño y su progenitora en seis oca-
siones para el desahogo de diversas diligencias, lo que
les generó aflicciones y desconfianza.

Entre las recomendaciones que emite la CNDH está que
el titular del IMSS, entre otras cosas, la reparación inte-
gral de los daños ocasionados a los infantes y sus fami-
liares, atención médica, psicológica y de rehabilitación
para restablecer su salud física y emocional, así como
inscribir a los dos agraviados y a quien tenga derecho a
ello, al Registro Nacional de Víctimas.

Además, se emita una circular dirigida al personal que
supervisa las guarderías del IMSS, para que éstas se rea-
licen de manera constante y periódica, se verifique que
su personal que tiene contacto con las niñas y niños
usuarios respete y garantice sus derechos, así como pre-
servar y resguardar en una base de datos los resultados
de las supervisiones que se realicen, y se instalen cáma-
ras de video en las áreas de atención de los infantes.

Fuente: Diario de México ddmx

Caso de maltrato en la guardería Cri-Crí del IMSS, ubi-
cada en Cancún, Quintana Roo, 2013.

Cancún, Q. Roo.- Alberto López denunció el maltrato
infantil en la guardería Cri-Crí en contra de su hija de
dos años y medio, quien en cinco meses ha tenido dos
lesiones en el mismo lugar. La profesora Maribel Sán-
chez explicó que la guardería esta subrogada al Institu-
to Mexicano del Seguro Social (IMSS) y son ellos los
autorizados para dar información al respecto. En el
IMSS informaron que realizarán las investigaciones co-
rrespondientes para poder dar a conocer una postura al
respecto.

La averiguación previa es la 4272/2013 en contra de la
guardería Cri-Crí que es la número 729 subrogada del
IMSS y contra quien resulte responsable de las lesiones
que ha sufrido su hija en los últimos cinco meses.

Antonio López comentó: “Vengó a denunciar el trato o
mal manejo que ha tenido mi hija en cinco meses, es la
segunda vez que presenta una luxación denominada
“codo de niñera” y eso únicamente sucede por zangolo-
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tear a un niño o jalarles los brazos, la primera vez lo de-
je pasar pero ahora es un foco de alerta y por ello tomo
cartas en el asunto”.

En su relato señala que el reporte que tienen es que su
hija ingresó al hospital a las 10:15 horas y fue hasta las
10:30 cuando le avisaron a su esposa de lo sucedido, por
lo que cuestiona qué pasó en el tiempo entre los hechos
y el ingreso al servicio médico de su hija, lo que ve co-
mo un foco de alerta aunado a que fue hasta este jueves
cuando le entregaron la ropa de su hija lavada porque la
menor se había orinado, cuando en una guardería ese no
es el comportamiento del personal.

En la denuncia presentó un video en donde su hija rela-
ta como ocurrió el accidente y quién fue la responsable.

“Tengo conocidos que se han quejado de maltrato en la
guardería, al principio pensaba que eran exageraciones
porque las madres sobreprotegían a su hijos pero ahora
mi hija ha sido lesionada en dos ocasiones y por tanto
actúo con una denuncia penal”, indicó el padre de la me-
nor.

La profesora Maribel Sánchez responsable de la guar-
dería indicó que ella no estaba autorizada para dar nin-
gún tipo de información de lo que sucede al interior de
la guardería por reglamento, y que la misma esta subro-
gada al IMSS por tanto son ellos los que tienen la auto-
ridad para dar una respuesta.

Fuente: Periódico Novedades Quintana Roo. 

Caso de maltrato y agresiones en la estancia infantil Mi
Mundo Mágico, del sector privado, ubicada en Torreón,
Coahuila, 2 de junio de 2014.

Un hombre de 24 años de edad interpuso una denuncia
penal por lesiones en contra de Claudia Mesta Méndez,
quien se desempeña como puericultora en la estancia in-
fantil Mi Mundo Mágico, en Torreón Coahuila. Álex
Mireles señaló que el pasado 2 de junio, cuando acudió
a recoger a su hijo de año y medio de edad a dicha es-
tancia, este presentaba diversos rasguños en la mejilla
derecha, pero al ser revisado ya en casa, los padres des-
cubrieron que también traía golpes en varias partes del
cuerpo. Por ello acudieron a las autoridades locales, pa-
ra presentar la denuncia, en la que acusan que la cuida-
dora maltrató al menor, ya que Mesta Méndez fue quien

le entregó al bebé el pasado 2 de junio, con golpes en el
tórax y cabeza, así como rasguños en la cara. El padre
del niño hizo un reclamo directo a la encargada de la es-
tancia infantil, Margarita Cano López, quien justificó
que la empleada era “apenas una egresada de la carrera
de puericultura”. En tanto, la inculpada aseguró que los
rasguños que traía el niño se los habían hecho otros ni-
ños de la misma guardería.

Fuente: SDPnoticias.com

Caso de maltrato infantil en la estancia infantil El Taller
de Caramelo, de Sedesol, ubicada en Celaya, Guanajua-
to. 14 de mayo de 2015.

La directora de la estancia infantil El Taller de Carame-
lo maltrató a una niña de dos años de edad, durante 30
minutos la agredió físicamente y la obligó a comer su
propio vómito y restos de comida del piso. La mamá de
la niña relató lo siguiente: “…afortunadamente pude te-
ner un testigo, una maestra, quien se hizo cargo, y ella
me dijo lo que había pasado. Cuando recibí a mi niña la
vi distinta, espantada, temerosa, por eso le pregunté a la
maestra que qué había pasado, cuando ella me iba a co-
mentar vino la directora María Dolores, y no la dejó ha-
blar. Yo le pregunté que por qué la ropa de mi niña pre-
sentaba vómito, y la directora sólo me dijo que no le
había gustado la comida, pero luego entró en contradic-
ciones y se fue; al salir de la estancia me alcanzó la
maestra y me dijo que la directora mentía. Me dijo que
la directora había forzado a la bebé para que comiera, y
había vomitado por tanto que la había forzado, ya que le
tapaba la boca con la cuchara para que no pudiera tirar
la comida, cuando la niña vomitó, la directora recogió el
vómito y la comida que había en el piso y se lo metió en
la boca a la bebé. Ahora la niña no come, ni duerme, es-
tá mal, muy mal, yo tengo que tomar el camino a la
guardería para ir al súper, a la carnicería, y en cuanto la
niña reconoce el camino, empieza a gritar el nombre de
la directora, y llorando me dice con la cabeza que no,
que no la lleve, está irritable, molesta”. Exige justicia
para evitar otro abuso en guarderías, “que se investigue
y que se castigue totalmente a la responsable”.

Fuente: Periódico Correo de Guanajuato.

Caso de lesiones en el centro de desarrollo infantil Los
Payasos, del IMSS, ubicado en Mérida, Yucatán. 18 de
mayo de 2015.



Se entrega a la niña Frida Nicole, de 1 año y 10 meses,
a la hora de la salida, con la nariz y boca raspadas, ojo
derecho cerrado por la hinchazón, hematoma en la fren-
te y zona frontal de la cabeza, no respondía a los estí-
mulos, estaba en un estado de shock, la Directora se li-
mitó a decir que se había lastimado al deslizarse por la
resbaladilla. Ya en casa, la niña comenzó a vomitar y le
escurría sangre por la nariz, la llevaron al hospital en
donde fue dictaminada con Traumatismo Craneoencefá-
lico. Hoy la niña presenta secuelas del “supuesto acci-
dente” y la madre solicita una investigación para tener
la certeza de lo que realmente sucedió en la guardería.

Fuente: El Debate 

Caso de fallecimiento en la guardería Mundo Bambino,
ubicada en Los Mochis, Sinaloa. 28 de julio de 2016.

Una pequeña de tan sólo cinco meses de edad fue de-
clarada muerta en una clínica local, luego de haber sido
entregada aparentemente dormida a sus padres en
una guardería de la ciudad de Los Mochis, Sinaloa.

Según versiones, a los padres les pareció extraño el sue-
ño tan profundo de la menor y fue entonces cuando no-
taron que no estaba respirando, por lo que inmediata-
mente se trasladaron a un hospital donde los médicos la
revisaron y declararon sin vida.

Tras confirmar la muerte de la niña, los médicos solici-
taron la presencia del Ministerio Público y elementos de
seguridad acudieron a la guardería ubicada por la calle
Juárez, en la colonia Tabachines.

Personal de Protección Civil supervisó la guardería
Mundo Bambino, descubriendo que operaba desde
2014 pero sin permiso, por lo que procedieron a clausu-
rarla.

De acuerdo a los protocolos, los menores deben ser re-
visados por el personal de las guarderías antes de ser en-
tregados a sus padres y deben estar despiertos al mo-
mento de hacerlo.

El caso fue turnado a la Procuraduría General de Justi-
cia del Estado, quien se hará cargo de las investigacio-
nes y podrá deslindar responsabilidades. 

Fuente: El Universal.

Madres denuncian maltrato a niños en estancia del
ISSSTE, ubicada en Tabasco. 2 de junio de 2015.

Tabasco/Enrique Sánchez/Oro Negro.- Padres de fami-
lia denunciaron maltrato a niños de la estancia de bien-
estar y desarrollo infantil 113-A del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) con golpes y agresiones físicas.

En rueda de prensa, Georgina Arcos González, secreta-
ria auxiliar de la Junta Federal de Conciliación y Arbi-
traje, así como su esposo, Carlos Álvarez de los Santos,
indicó que, junto con el de su hijo, ya son seis casos de
maltrato infantil en esa estancia.

Georgina Arcos aseguró que Carlos “N”, de apenas tres
años de edad, ha sido objeto de agresiones físicas y psi-
cológicas por parte de las maestras y niñeras de la sala
de la guardería a la que acude el menor, por lo que in-
cluso interpuso una denuncia en la Agencia del Ministe-
rio Público, la cual quedó bajo el número CAMVI-III-
283/2015 por el delito de maltrato.

Lamentó que a pesar de las constantes denuncias pre-
sentada ante el ISSSTE, no ha habido una respuesta fa-
vorable o satisfactoria a su problema.

Pidió el apoyo de las autoridades de la Fiscalía General
en el Estado y de la Comisión Estatal de los Derechos
Humanos.

Indicó que mediante un video grabado el 5 de marzo pa-
sado por las cámaras vigilancia y que le mostraron los
directivos de la estancia, se comprobó que Cruz Alba
Beaurregard Jiménez, auxiliar de la sala de preescolar 1,
grupo A, y América Magaña Díaz, titular de esa sala,
agredieron físicamente a Carlos “N” con jalones de ore-
jas, cabellos, cuello y golpes en la cabeza con ambas
manos, así como agresiones verbales, lo que presencia-
ron las auxiliares Patricia de la Cruz Valencia, y de Luz
María Acosta Magaña, a quienes acusó de “cómplices”
de las agresoras.

Indicó que, sin embargo, hay sospechas fundadas de que
las agresiones contra su hijo iniciaron hace 5 meses
atrás, cuando el menor presentó cambios en su actitud,
llanto inesperado, falta de apetito, y sobre todo negación
y resistencia para acudir a la estancia.
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Indicó que la directora de la estancia, Edna Paola Rau-
da Aranda, únicamente se limitó a despedir a la agreso-
ra Cruz Alba Beaurregard Jiménez, pero sin otra san-
ción.

Además, abundó, se han negado mostrarles los video de
vigilancia de los meses de enero, febrero, marzo y abril,
en los cuales, previó, habrá evidencias de más maltrato
a su hijo y a otros niños.

Refirió que dialogaron con el delegado del ISSSTE, Os-
car Pino Choy, quien sólo se limitó a decirles que, si lo
deseaban, procedieron por su propia cuenta en contra de
las maestras que agredieron al niño.

Fuente: Diario Oro Negro.

Caso de fallecimiento en la estancia infantil Pequeños
Triunfadores, de Sedesol, ubicada en Alseseca, Pue-
bla. 25 de agosto de 2016.

El día 25 de agosto de 2016, en la estancia infantil refe-
rida, falleció la niña Renata Valentina a la edad de 1 año
y 6 meses; quien, a decir de la maestra responsable de
su cuidado, después de haber tomado la siesta de cos-
tumbre fue empujada por un niño volviéndose a quedar
dormida; al percatarse que ya no respiraba comenzaron
a darle los primeros auxilios y al ver que no reacciona-
ba llamaron a una ambulancia y fueron a notificarle a tía
de la niña, a su domicilio, para que acudiera a la estan-
cia. Al hacerlo pudo ver como los paramédicos trataban
de reanimarla, le colocaron torniquetes y un suero; sin
embargo no tuvieron éxito y se le notificó a la tía que la
niña había fallecido por que se “broncoaspiró”. Hoy la
familia se encuentra devastada y las autoridades de la
Sedesol y de la Fiscalía General del Estado (FGE) no se
han acercado todavía a ellos para brindarles apoyo, dar-
les una explicación o informarles sobre las investigacio-
nes.

Fuente: El Sol de Puebla.

Caso de fallecimiento en la estancia infantil Happy Kids,
de Sedesol, ubicada en Toluca, estado de México. 15 de
octubre de 2016.

El dolor de perder a un hijo es sólo superado por la in-
certidumbre que causa el no saber las circunstancias en
las que falleció, señaló Mercy Anguiano, quien el mar-

tes pasado tuvo que recoger el cadáver de su bebé de 10
meses de la estancia infantil Happy Kids.

Fue alrededor de las 5:50 de la tarde cuando la directo-
ra de la guardería, Rosa María López, llamó a Mercy a
su trabajo.

Un bebé de 10 meses murió en la estancia infantil
Happy Kids, de la ciudad de Toluca. A la madre del me-
nor, Mercy Anguiano, le fue entregado el cuerpo de su
hijo el pasado martes. 

Según la directora de la estancia, Rosa María Pérez, la
causa de la muerte fue reflujo.

Pero según la autopsia, el bebé murió por una broncoas-
piración. La versión que la directora le dio a la señora
Anguiano es que Pavel, el bebé, había tomado leche al-
rededor de las 5:00 de la tarde, para después quedarse
dormido. Pero la directora cambió su versión cuando
iban rumbo a la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado de México, pues declaró entonces que eran las 5:15
de la tarde cuando vio al bebé aún con vida.

“La maestra dice que Pavel murió por el reflujo que le
daba, pero yo ya tenía dos meses sin administrarle me-
dicamento a mi bebé para el reflujo porque ya no tenía
el problema. No sé por qué mi hijo tiene un golpe en la
cabeza, son muchas cosas, pero mi hijo tenía mucho
tiempo de haber fallecido cuando me llamaron, ¿cómo
es posible que no se hayan dado cuenta antes?”, dijo.

La madre de Pavel dijo buscará se esclarezca la muerte
de su hijo ya que, asegura, la investigación está plagada
de irregularidades y los resultados no “concuerdan” con
hechos evidentes como las manchas de sangre que pudo
ver en la guardería, reporta el rotativo.

Merca Anguian dijo que personal de la escuela no pu-
dieron dar primeros auxilios, que no hay una enfermera,
pese a que pagan mil 300 pesos de colegiatura.

La madre del menor relató que su trabajo queda cerca de
la guardería, por lo que “salió corriendo” cuando recibió
la llamada telefónica que advertía la tragedia.

“Había dos personas que me llevaron hacia donde esta-
ba mi hijo, cuando entré al cuarto había muchos niños y
la directora con mi hijo, quien estaba acostado en un
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cambiador, pero tenía los ojos entreabiertos, estaba
amarillo, tenía un golpe en la cabeza, los labios y uñas
moradas. Le pregunté a la maestra qué había pasado y
me dijo que no sabía“, recuerda la señora Anguiano.

Relató además que se solicitó el apoyo de emergencia
pero la ambulancia no llegó, por lo que buscaron un ta-
xi, al no lograr que uno parara, pidieron ayuda a una pa-
trulla que llevó a la mamá y la directora al hospital más
cercano.

“Llegamos a la clínica Espíritu Santo, tocamos el tim-
bre, recibieron a mi hijo y la doctora nos dijo que ya no
había nada que hacer, que había pasado mucho tiempo y
mi bebé ya había fallecido”.

Fuente: El Sol de Puebla.

Ante estos acontecimientos de maltrato infantil que se han
registrado en nuestro país, y dentro del ámbito legal que
como Legisladores tenemos, debemos impulsar acciones
jurídicas en favor de la protección de los derechos de la ni-
ñez.

No debemos de ser indiferentes ante las posibles transgre-
siones al principio del interés superior de la niñez; debe-
mos promover acciones en contra de todo tipo de maltrato,
del maltrato físico, del maltrato psicoemocional; debemos
pugnar porque no se violen los derechos de los niños y las
niñas que por diversas razones sus madres o padres necesi-
tan encargarlos en algún Centro de Atención, Cuidado y
Desarrollo Infantil; procurar que tengan un buen desarro-
llo, un trato digno, un entorno seguro, afectivo y libre de
violencia; pugnar por el cuidado y protección contra actos
u omisiones que pueden afectar su integridad física o psi-
cológica y, en algunas ocasiones, llegar incluso a costarles
la vida.

En muchos de los casos en donde se han presentado de-
nuncias por maltrato infantil, agresiones, lesiones, abusos
y/o fallecimientos, en contra de los Centros de Atención,
Cuidado y Desarrollo Infantil, no se tiene la certeza de lo
que realmente sucede o sucedió al interior de dichos espa-
cios. En ocasiones, los padres o familiares de los menores
afectados no denuncian por desconocimiento del proceso
jurídico a seguir, en algunos otros por temor a represalias
en su contra por parte de los denunciados, en varios casos
por ser amedrentados o amenazados y en muchos más por
ser convencidos de que las cosas sucedieron tal y como les
hizo saber el personal de tales Centros de Atención y De-

sarrollo Infantil. Cuando llegan a existir denuncias, a pesar
de las certificaciones médicas, no se hace Justicia a favor
de quien la merece porque no existen elementos contun-
dentes probatorios que acrediten la responsabilidad o cul-
pabilidad hacia quien realmente la tiene.

Es por ello que consideramos de suma importancia que to-
dos los Centros de Atención y Desarrollo Infantil instalen
equipos de circuito cerrado de televisión para registrar las
actividades en las principales áreas de atención, cuidado,
convivencia y esparcimiento que se desarrollan dentro de
los mismos, para que sirvan como elementos probatorios
que permitan deslindar, en un momento dado, la responsa-
bilidad a consecuencia de lo ahí sucedido. 

Si bien la propuesta que hoy presentamos no es el único
elemento contundente probatorio para deslindar responsa-
bilidades jurídicas, sí puede ser un factor determinante pa-
ra la resolución de quienes se encargan de impartir y de ha-
cer justicia; pero sobre todo, cuando así sea, quitar esa
incertidumbre a las madres y padres de familia que tienen
a sus hijos en los Centros de Atención, Cuidado y Desarro-
llo Infantil de no saber lo que realmente sucede, o sucedió,
al interior de dichos Centros.

Fundamento legal

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Título Primero

Capítulo I
De los Derechos Humanos y sus Garantías

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y
bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

(…) 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
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violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley. 

(…)

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia.

(…)

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Título Primero
De las Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés
social y observancia general en el territorio nacional, y
tiene por objeto: 

I. … 

II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y
promoción de los derechos humanos de niñas, niños y
adolescentes conforme a lo establecido en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los
tratados internacionales de los que el Estado mexicano
forma parte; 

III. … 

IV. … 

V. Establecer las bases generales para la participación
de los sectores privado y social en las acciones tenden-
tes a garantizar la protección y el ejercicio de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir
su vulneración. 

Artículo 2. Para garantizar la protección de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, las autoridades re-
alizarán las acciones y tomarán medidas, de conformi-
dad con los principios establecidos en la presente Ley.
Para tal efecto, deberán: 

I. Garantizar un enfoque integral, transversal y con pers-
pectiva de derechos humanos en el diseño y la instru-
mentación de políticas y programas de gobierno; 

II. (…) 

III. (…) 

El interés superior de la niñez deberá ser considerado de
manera primordial en la toma de decisiones sobre una
cuestión debatida que involucre niñas, niños y adoles-
centes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones,
se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este
principio rector. 

Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños
o adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán
evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de
salvaguardar su interés superior y sus garantías procesa-
les. 

(…) 

Artículo 3. La Federación, las entidades federativas, los
municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias,
concurrirán en el cumplimiento del objeto de esta Ley,
para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de
políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, pro-
tección y promoción de los derechos de niñas, niños y
adolescentes, así como para garantizar su máximo bien-
estar posible privilegiando su interés superior a través
de medidas estructurales, legales, administrativas y pre-
supuestales. 

Las políticas públicas deberán contribuir a la formación
física, psicológica, económica, social, cultural, ambien-
tal y cívica de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son
principios rectores, los siguientes: 

I. El interés superior de la niñez;
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(…)

Artículo 7. Las leyes federales y de las entidades fede-
rativas deberán garantizar el ejercicio, respeto, protec-
ción y promoción de los derechos de niñas, niños y ado-
lescentes; así como prever, primordialmente, las
acciones y mecanismos que les permitan un crecimien-
to y desarrollo integral plenos. 

Artículo 8. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones territo-
riales del Distrito Federal, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, impulsarán la cultura de respeto, pro-
moción y protección de derechos de niñas, niños y
adolescentes, basada en los principios rectores de esta
Ley. 

Artículo 10. En la aplicación de la presente ley se to-
marán en cuenta las condiciones particulares de niñas,
niños y adolescentes en los diferentes grupos de pobla-
ción, a fin de proteger el ejercicio igualitario de todos
sus derechos. 

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales del
Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, adoptarán medidas de protección especial de
derechos de niñas, niños y adolescentes que se encuen-
tren en situación de vulnerabilidad por circunstancias
específicas de carácter socioeconómico, alimentario,
psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural, ori-
gen étnico o nacional, situación migratoria o apátrida o
bien, relacionadas con aspectos de género, preferencia
sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u
otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus dere-
chos. 

Artículo 11. Es deber de la familia, la comunidad a la
que pertenecen, del Estado y, en general, de todos los in-
tegrantes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la
protección de derechos de niñas, niños y adolescentes,
así como garantizarles un nivel adecuado de vida. 

Artículo 12. Es obligación de toda persona que tenga
conocimiento de casos de niñas, niños y adolescentes
que sufran o hayan sufrido, en cualquier forma, viola-
ción de sus derechos, hacerlo del conocimiento inme-
diato de las autoridades competentes, de manera que
pueda seguirse la investigación correspondiente y, en su
caso, instrumentar las medidas cautelares, de protección

y de restitución integrales procedentes en términos de
las disposiciones aplicables.

En virtud de lo aquí expuesto, someto a la consideración de
esta Honorable Asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una nueva fracción XIII
al artículo 49 de la Ley General de Prestación de Servi-
cios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil, re-
corriéndose el resto en el orden subsecuente

Artículo Único. Se adiciona una nueva fracción XIII al ar-
tículo 49 de la Ley General de Prestación de Servicios pa-
ra la Atención, Cuidado y Desarrollo Infantil, recorriéndo-
se el resto en el orden subsecuente, para quedar como a
continuación se presenta:

Artículo 49. El inmueble deberá, como mínimo para su
funcionamiento, a fin de prevenir y/o proteger de cualquier
situación de riesgo o emergencia: 

I. a XII. (…)

XIII. Contar con un circuito cerrado de televisión en
las áreas principales de atención, cuidado, conviven-
cia y esparcimiento, sin vulnerar los derechos de las
niñas y niños consagrados en la legislación vigente.

XIV. En caso de aparatos de calefacción, éstos deberán
estar fijos, y

XV. Las demás que ordene el Reglamento de la Ley que
emita el Ejecutivo Federal, las disposiciones correspon-
dientes a la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción y las Normas Oficiales Mexicanas aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Los centros de atención, cuidado y desarrollo in-
tegral infantil que se encuentren prestando sus servicios an-
tes de la entrada en vigor del presente Decreto, tendrán un
plazo de 180 días a partir de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación para dar cumplimiento al mismo.

Tercero. A partir de que entre en vigor el presente Decre-
to, se tendrá un plazo de 180 días para realizar las adecua-
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ciones y adiciones a la Legislación en materia de Protec-
ción Civil, tanto en el orden Federal como Estatal, con la
finalidad de establecer las condiciones de seguridad en los
centros de atención, cuidado y desarrollo infantil.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de
2016.— Diputados y diputadas: Cesáreo Jorge Márquez Alvarado,
Ana Guadalupe Perea Santos, Jesús Sesma Suárez, Sara Latife Ruíz
Chávez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Márquez. Túrnese a la
Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, 
INVESTIGAR Y SANCIONAR EL DELITO DE DESA-
PARICIÓN FORZADA DE PERSONAS Y LA DESAPA-
RICIÓN DE PERSONAS COMETIDAS POR PARTICU-
LARES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra hasta por tres minutos el dipu-
tado Juan Romero Tenorio para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley General para Preve-
nir, Investigar y Sancionar el Delito de Desaparición For-
zada de Personas y la Desaparición de Personas Cometidas
por Particulares, suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena.

El diputado Juan Romero Tenorio: Con venia de la Me-
sa Directiva. Es un tema urgente esta Ley General para Pre-
venir, Investigar y Sancionar el Delito de Desaparición
Forzada de Personas y la Desaparición de Personas Come-
tida por Particulares. 

Son graves las cifras que se manejan en el tema de seguri-
dad, en donde se ven involucradas personas desaparecidas,
más de 28 mil personas desaparecidas según datos oficia-
les de la Secretaría de Gobernación, 28 mil personas desa-
parecidas a las que suman los 43 normalistas y cientos más
que se van acumulando día tras día.

La ley que se propone tiene como objetivo prevenir la de-
saparición forzada de personas y la desaparición de perso-
nas cometidas por particulares, tipificar el delito de desa-
parición forzada de personas, sancionar a los y las autores,
cómplices y encubridores del delito, realizar acciones en-

caminadas al descubrimiento de la verdad, definir criterios
generales para la creación de banco de datos genéticos de
cadáveres no identificados, entre otros. Establecer medidas
de garantías para las personas que denuncian desaparición
forzada y establecer protocolos que nos lleven a conseguir
la verdad.

El Estado se encuentra en una situación en la cual ha des-
atendido el garantizar la vida de las personas, llegando al
absurdo de ser incapaz e incompetente para preservar la vi-
da de las personas desaparecidas, ya sea por autoridades o
por particulares.

Es grave el asunto, un ejemplo muy claro lo tenemos en la
reciente acción de la sociedad civil que se ha dado por bus-
car a sus familiares en fosas clandestinas. En el estado de
Veracruz se han encontrado recientemente 120 cráneos, se
estima que habrá unas 200 víctimas en esos predios, en el
predio de las colinas de Santa Fe, en Veracruz. Es grave el
asunto, por eso urge esta ley general para poder tener un
marco legal que permita actuar a la autoridad.

La autoridad se encuentra limitada por la propia ley, pero
también por la política pública que no previene y sanciona
este delito de lesa humanidad. El marco internacional ha
establecido protocolos que no somos capaces de atender y
no somos capaces de atender esa necesidad de todos los
ciudadanos que se ven afectados por este delito. De ahí la
importancia de presentar esta iniciativa, que se suma a va-
rias que ya se han presentado en esta Cámara de Diputados
y en la Cámara de Senadores.

Pronto todos los legisladores estarán de vacaciones, pero
los familiares seguirán buscando a sus víctimas en fosas
clandestinas, sin el apoyo de un Ministerio Público creíble,
objetivo, imparcial y profesional en la búsqueda.

Esa es la propuesta, señores legisladores, queda un pen-
diente legislativo en nuestra agenda. Es cuanto, señor pre-
sidente.

«Iniciativa que expide la Ley General para Prevenir, Inves-
tigar y Sancionar el Delito de Desaparición Forzada de Per-
sonas y la Desaparición de Personas cometidas por Parti-
culares, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
de Morena

Los abajo suscritos en nuestro carácter de diputados fede-
rales de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, pertenecientes al Grupo Parlamentario de Morena,
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con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como por el artículo 6, párrafo 1, fracción
I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
temos a la consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que crea la Ley General para Prevenir,
Investigar y Sancionar el Delito de Desaparición Forzada
de Personas (reglamentaria del artículo 73 fracción XXI in-
ciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos) al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La desaparición forzada de personas es un delito de lesa
humanidad y es considerado como una grave ofensa a la
dignidad humana. 

En el ámbito doctrinal podemos sostener que la desapari-
ción forzada de personas tiene la siguiente connotación:

“...la característica distintiva de la desaparición forzada
de personas, y de la que se deriva su extrema gravedad,
es que en este caso el estado no sólo priva de la libertad
e incluso con frecuencia de la vida a una persona, sino
que lo hace en forma clandestina, sin dejar rastro algu-
no, ni de la persona ni de su suerte. Y, lo más importan-
te, sin que exista una posibilidad real de siquiera de-
mostrar que la persona está efectivamente desaparecida.
Este es un delito específicamente diseñado para anular
la protección de la ley y de las instituciones y para dejar
a las víctimas en absoluto estado de indefensión”.

La preocupación por la desaparición forzada de personas en
el mundo ha llevado al pronunciamiento de países, regiones
y continentes en contra de este flagelo. Lo que a su vez ha
contribuido la creación e implementación de políticas, ins-
trumentos jurídicos, nacionales, regionales o internaciona-
les, que prevengan combatan y sancionen este flagelo. 

En este sentido, en una resolución de la Asamblea General
de la Organización de Estados Americanos, la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos consideró que: “la
desaparición forzada de personas constituye un cruel e in-
humano procedimiento con el propósito de evadir la ley, en
detrimento de las normas que caracterizan la protección
contra la detención arbitraria y el derecho a la seguridad e
integridad personal”.1

Una de las primeras evidencias acerca de la mención del
delito de Desaparición Forzada de Personas dentro de una

resolución importante de un organismo mundial, lo consti-
tuyó la resolución 33/173 de la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas. Mediante esa resolu-
ción del 20 de diciembre de 1978, las Naciones Unidas
declararían su profunda preocupación por los informes
provenientes de diversas partes del mundo en relación a las
desapariciones forzadas o involuntarias de personas.

Según la resolución, los miembros de la Asamblea, con-
movidos por la angustia y el pesar causados por esas des-
apariciones, solicitaban a los gobiernos que garantizaran
que las autoridades u organizaciones encargadas de hacer
cumplir la ley y de mantener la seguridad interna en los es-
tados, tuvieran responsabilidad jurídica por los excesos que
condujeran a desapariciones forzadas o involuntarias.

A esta resolución seguirían otras que tenían un fin pareci-
do. 

Este es el caso del anexo de la resolución 43/173, del 9 de
diciembre de 1988, en donde se establecía lo que la Asam-
blea General de la Organización de las Naciones Unidas
llamó Conjunto de principios para la protección de todas
las personas sometidas a cualquier forma de detención o
prisión, y el anexo de la resolución 1989/65, del 24 de ma-
yo de 1989, con la cual el Consejo Económico y Social for-
muló los Principios relativos a una eficaz prevención e in-
vestigación de las ejecuciones extrajudiciales, arbitrarias o
sumarias , que sería aprobado por la Asamblea General en
su resolución 44/162 del 15 de diciembre de 1989.

A pesar de estas y otras resoluciones parecidas, lejos de
disminuir, aumentaba cada año a nivel mundial el número
de desapariciones forzadas. 

Esto llevó a que las Naciones Unidas aprobaran el 18 de di-
ciembre de 1992 la Declaración sobre la Protección de to-
das las Personas contra las Desapariciones Forzadas. 

En la parte considerativa de esta declaración la Asamblea
General indicaba su profunda preocupación por el hecho de
que en muchos países, y con frecuencia de forma persis-
tente, se producía este tipo de delitos, sin que tales con-
ductas tuviesen su correspondiente sanción legal. La mis-
ma organización reconocía, que si bien los actos que
contribuían a las desapariciones forzadas constituían una
violación de las prohibiciones que figuraban en los instru-
mentos y resoluciones internacionales ya mencionados, fue
necesario elaborar una declaración que hiciera que todos
los actos de desapariciones forzadas se consideraran deli-
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tos de extrema gravedad y se establecieran normas destina-
das a prevenirlos.2

En la Resolución 47/133, que contiene la referida Decla-
ración sobre la Protección de todas las Personas contra
las Desapariciones Forzadas, del 18 de diciembre de
1992 de la Organización de Naciones Unidas, la Asamblea
General se declara: 

“Profundamente preocupada por el hecho de que en mu-
chos países, con frecuencia de manera persistente, se
produzcan desapariciones forzadas, es decir, que se
arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las per-
sonas, o que éstas resulten privadas de su libertad de al-
guna otra forma por agentes gubernamentales de cual-
quier sector o nivel, por grupos organizados o por
particulares que actúan en nombre del gobierno o con su
apoyo directo o indirecto, su autorización o su asenti-
miento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el pa-
radero de esas personas o a reconocer que están priva-
das de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de
la ley.”

Y se considera que “las desapariciones forzadas afectan
los valores más profundos de toda sociedad respetuosa
de la primacía del derecho, de los derechos humanos y
de las libertades fundamentales, y que su práctica siste-
mática representa un crimen de lesa humanidad.”

A nivel del Continente Americano, la primera manifesta-
ción importante de una organización regional sobre el tema
concreto de las desapariciones forzadas, se produjo en
1974 cuando la Organización de Estados Americanos se
pronunció con relación a los desaparecidos en Chile.

En noviembre de 1982, el Congreso de la Federación Lati-
noamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos y
Desaparecidos (Fedefam), elaboró un proyecto titulado
Convención sobre Desaparecimiento Forzado. Se esperaba
que con la adopción de ese proyecto se pudiera prevenir en
el continente la comisión del delito y se contribuyera a la
recuperación de los valores sociales y humanos afectados
con las dictaduras militares que azotaron a Latinoamérica
en la década de los sesenta y setenta. Sin embargo, la pro-
moción internacional de la convención resultó infructuosa,
ya que no fue adoptada por ninguna organización regional
o mundial.

Un año después, en 1983, la Asamblea General de la Orga-
nización de Estados Americanos, dio un paso adelante en el

camino hacia la regulación de las desapariciones forzadas,
al aprobar la resolución 666 (XIII - 083). En el artículo 4
de la misma se acordaba “Declarar que la práctica de la
Desaparición Forzada de Personas en América es una
afrenta a la conciencia del hemisferio y constituye un cri-
men de lesa humanidad”.

Finalmente, tal como lo hicieron las Naciones Unidas con
la Declaración sobre la Protección de todas las Personas
contra las Desapariciones Forzadas, la Organización de
Estados Americanos también crearon un instrumento inter-
nacional destinado especialmente a prevenir, sancionar y
suprimir este delito en el hemisferio. Fue así como el 9 de
junio de 1994, en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, la
Asamblea General de esa organización regional adoptó la
Convención Interamericana sobre Desapariciones For-
zadas de Personas. Esta convención fue aprobada en vir-
tud de un proyecto presentado por la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos, que venía siendo discutido
desde 1987.

En el preámbulo de la Convención se señala que la subsis-
tencia en el continente de las desapariciones forzadas era
innegable y que su práctica de forma sistemática constitu-
ía un crimen de lesa humanidad. También se le considera
una “grave ofensa a la naturaleza, odiosa a la dignidad in-
trínseca de la persona humana, en contradicción con los
principios y propósitos consagrados en la carta de la orga-
nización”.3

La Convención Interamericana sobre Desaparición
Forzada de Personas, indica que para efectos de esta con-
vención: 

“se considera desaparición forzada, la privación de la li-
bertad a una o más personas, cualquiera que fuere su
forma, cometida por agentes del estado o por personas o
por grupos de personas, que actúen con la autorización,
el apoyo o la aquiescencia del estado, seguida de la fal-
ta de información o de la negativa a reconocer dicha pri-
vación de libertad o de informar sobre el paradero de la
persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recur-
sos legales y de las garantías procesales pertinentes”.

Tanto la Declaración sobre la Protección de todas las
Personas contra las Desapariciones Forzadas, de las Na-
ciones Unidas, como la Convención sobre Desaparición
Forzada de Personas, de la Organización de Estados
Americanos, constituyen los instrumentos internacionales
más importantes, vigentes hasta el presente. En ambos se
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define de forma clara y precisa lo que debe entenderse por
este delito y cuáles son los elementos y características que
deben reunirse para que el mismo exista.

Estatuto de la Corte Penal Internacional, elaborado en la
ciudad de Roma en 1998 es el instrumento jurídico inter-
nacional más reciente sobre el particular. Para el 20 de di-
ciembre del 2000 dicho estatuto ya había sido aprobado por
123 países de la comunidad internacional.4

Lo que resulta de mayor interés para esta iniciativa sobre la
desaparición forzada de personas, es que este delito está
expresamente regulado en el Estatuto de la Corte Penal In-
ternacional y en los demás documentos que conformarían
el cuerpo legal de ese organismo., específicamente el do-
cumento relativo a los “Elementos de los Crímenes” que
hace mención a los supuestos que deben existir para su
configuración jurídica.

La Convención Internacional para la Protección de to-
das las Personas contra las Desapariciones Forzadas,
del 20 de diciembre de 2006, en la que se indica que para
efectos de dicha convención: “se entenderá por desapari-
ción forzada el arresto, la detención, el secuestro o cual-
quier otra forma de privación de libertad, cometida por
agentes del estado, o por personas o grupos de personas,
que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia
del estado, seguida de la negativa a reconocer dicha priva-
ción de libertad, o del ocultamiento de la suerte o el para-
dero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protec-
ción de la ley”.

Hasta hoy, cuando se hablaba de desaparición forzada de
personas, no se pensaba en México como un lugar donde
ocurrirá este ilícito, mucho menos a gran escala. 

Sin embargo la tragedia ocurrida en Iguala, Guerrero el 26
y 27 de septiembre de 2014, donde 43 estudiantes de la
normal rural Isidro Burgos, de Ayotzinapa, fueron despare-
cidos, actuó como detonador para que el tema de las des-
apariciones forzadas en México se plantee como un asun-
to de interés nacional y prioritario para el país. Un
asunto sobre el que toda la sociedad reclama justicia y fin
a la impunidad. 

Se hizo visible para la sociedad mexicana entera y el mun-
do, que la desaparición Forzada de Personas en México no
son un hecho aislado sino que ha tomado la dimensión de
una crisis humanitaria. 

Las cifras hablan por sí solas:

• El 21 de febrero de 2013 la subsecretaria de Asuntos
Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Go-
bernación, Lía Limón, informó que el subsecretario an-
terior hizo entrega de una base de datos del Centro Na-
cional de Planeación, Análisis e Información para el
Combate de la Delincuencia de la Procuraduría General
de la República (CENAPI) que contiene una lista de
más de 27 mil casos de desapariciones de este tipo.

• Casi un año después, el 19 de enero de 2015, la encar-
gada de encargada de despacho de la Subprocuraduría
de Derechos Humanos, Prevención del Delito y Servi-
cios a la Comunidad dela PGR, Eliana García Laguna,
dijo en esta misma Cámara de Diputados, en un foro so-
bre Desaparición Forzada de Personas, que la PGR tie-
ne un registro de 23 mil 271 personas extraviadas o
desparecidas, que la Unidad Especializada de Búsque-
da de dicha dependencia está realizando investigaciones
para localizar a 621 personas y solo ha localizado a 102
personas, 72 de ellas con vida y 30 fallecidas. Detalló
que de este total de personas, 85 fueron localizadas por
particulares y 17 por autoridades municipales, estatales
y federales.

Ante esta realidad inocultable, el Poder Legislativo de la
Unión, a través del Constituyente Permanente, modifico el
artículo 73 fracción XXI de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a fin de facultar al Congreso
de la Unión “para expedir las leyes generales en materia de
desaparición forzada de personas, otras formas de priva-
ción de la libertad contrarias a la ley, tortura, y de otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes”,5 la cual fue
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de ju-
lio de 2015. 

Al momento de que se presenta esta iniciativa, según datos
oficiales del Registro Nacional de Datos de Personas Ex-
traviadas o Desaparecidas (RNDPED) en México tiene
contabilizados 28,210 (veinte ocho mil doscientos diez)
personas desparecidas. De estas desapariciones 27428 es-
tán siendo investigadas por la Procuradurías o Fiscalías lo-
cales y únicamente son atendidas por la Procuraduría Ge-
neral de la República 968, tal y como se desprende de las
estadísticas oficiales: 
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Estadísticas Fuero Común6

Estadísticas Fuero Federal7

Estas cifran dan cuenta de la pertinencia de esta iniciativa,
ya que la mayoría de las entidades federativas no cuentan
con protocolos de búsqueda inmediata de personas desapa-
recidas y protocolos de investigación del delito; no tienen
unidades especializadas; no tienen legislaciones estatales
que cumplan con los estándares internacionales; no cuen-
tan con el personal capacitado para realizar las búsquedas
con vida de las víctimas; no atienden a las familias sin re-
victimizarlas; y mucho menos para llegar la verdad, hacer
justicia y terminar con la impunidad que reviste este cri-
men de lesa humanidad. 

Estas cifras expresan con crudeza el baño de sangre por
que el que está atravesando nuestro país. 

En este orden de ideas, el 23 de septiembre de 2015, se pu-
blicó el Protocolo Homologado par la Búsqueda de Perso-
nas Desaparecidas y la Investigación del Delito de Desapa-
rición Forzada de Personas,8 con la finalidad de definir los
principios y procedimientos generales de actuación homo-
logada y obligatoria para agentes del Ministerio Público,
personal de servicios periciales y Policías, responsables de
la investigación del delito de desaparición forzada, para
una búsqueda e investigaciones eficaces, que nos permitan
localizar a las víctimas, sancionar a los responsables y ga-
rantizar la no repetición de hechos similares.

Finalmente, el 9 de octubre de 2015, mediante acuerdo in-
terno de la Procuraduría General de la Republica se creó la
Fiscalía de Búsqueda de Personas Desaparecidas y se esta-
blecen las bases para su organización.9

No obstante este esfuerzo, los problemas estructurales hacen
que la procuración e impartición de justicia sea casi nula. 

En los eslabones del sistema de justicia se perciben inefi-
ciencias, incertidumbre y altos costos. 

Esta situación se ha visto reflejada en los altos índices de
impunidad, de corrupción y en el ineficiente desempeño
de las instituciones de justicia en México. Estudios sobre
la materia señalan que la inercia burocrática en las ofici-
nas gubernamentales de seguridad pública y procuración
de justicia ha generado rezago frente al aumento conside-
rable de la violencia y la delincuencia en los últimos años.

Esta situación ha atentado igualmente con las formas más
esenciales de convivencia social de los mexicanos. Un alto
porcentaje de la población ha abandonado sus hábitos coti-
dianos por la inseguridad. Ese abandono supone un dete-
rioro de la calidad de vida, un menoscabo a la cohesión so-
cial y una ausencia de confianza ciudadana frente a la
actuación de las instituciones del Estado.10

De acuerdo con el INEGI, las encuestas a víctimas mues-
tran que la cifra negra en México, es decir la diferencia en-
tre los delitos cometidos y los denunciados, es alta y va en
aumento. También reporta que los resultados de aquellas
mostraron que a nivel de cifra nacional la cifra negra fue de
80 por ciento en 2004, de 87 por ciento en el 2007 y de 85
por ciento en 2008 y 2009. La ENVIPE también propor-
ciona estadística sobre la cifra negra. En esta se reporta que
ascendió a 92 por ciento en 2010, y en 2012 reportó que só-
lo el 12.2 por ciento de los delitos fueron denunciados y
que de éste sólo un 64.7 por ciento dio origen a una averi-
guación previa. Es decir, que únicamente en el 7.9 por
ciento de los delitos se inició una investigación. Por su par-
te, la Procuraduría General de la República (PGR) reporta
que dentro del periodo comprendido de 1999 a 2012, se re-
gistran un total de 2,101,660 denuncias por diversos deli-
tos a nivel federal, así como 1,431,342 averiguaciones pre-
vias que se iniciaron a propósito de éstos.11

En diversos estados las agencias del Ministerio Público son
insuficientes, su tasa de efectividad es muy baja, y en pro-
medio resuelven alrededor del 13 por ciento de las averi-
guaciones previas que se inician.12

Las cifras reflejan problemas endémicos del sistema de
procuración de justicia. El resultado la impunidad casi
total. 

En consecuencia no ha sido posible paliar el problema
de las desapariciones forzadas. 

En este contexto, los esfuerzos institucionales para
afrontar esta oleada de violencia e ineficiencia de las
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autoridades, las desapariciones forzadas parecen no te-
ner fin. Su número aumenta. 

Los casos se suceden uno tras otro, Iguala, Tierra Blanca,
Papantla. Desde la desaparición de los 43 estudiantes de la
Escuela Normal Rural Raúl Isidro Burgos, ocurrida el 26
de septiembre de 2014, y hasta febrero de 2015 la Procura-
duría General de la República (PGR) ha encontrado 38 fo-
sas clandestinas en Iguala, Guerrero, de acuerdo con infor-
mes oficiales de la dependencia. Dentro de ellas, 87
cuerpos han aparecido. Pero hasta el pasado 4 de marzo de
2015, sólo había identificado a 16 de esos cadáveres y ape-
nas seis se habían entregado a sus familiares.

Mientras tanto, familiares de personas desaparecidas en ese
municipio, formaron el Comité de Búsqueda “los otros
desaparecidos”, y llevan a cabo sus propias búsquedas de
fosas clandestinas en los cerros igualtecos, sin más herra-
mientas que palas y una varilla punteada para enterrarse, y
detectar así las fosas y un marro para empujar la varilla en-
tre la apretada tierra y las piedras.

Los familiares de “los otros desaparecidos” dicen que de
los 71 cuerpos que se han exhumado de fosas clandestinas
de Iguala, 69 han sido hallazgos suyos. Reconocen como
su mérito el que dentro de los más de 200 cadáveres pen-
dientes de identificar en Guerrero se incluyera a los 39 que
estaban en una fosa común, y que su terquedad por revisar
parajes por los que la PGR ya había pasado los llevara a en-
contrar más fosas en esa tierra donde los muertos sin iden-
tidad no han dejado de brotar.13

“Los otros desaparecidos de Iguala” han iniciado una se-
gunda etapa de búsqueda de sus familiares y han localiza-
do los restos del cadáver número 105. Del total de cuerpos
encontrados, 13 ya fueron identificados y 11 entregado a
sus familiares.

Por otra parte, a principios de este año 2016 se dio a cono-
cer el caso de cinco jóvenes que desaparecieron en el mu-
nicipio de Tierra Blanca, Veracruz, a manos de policías es-
tatales. 

Hasta el momento, las autoridades estatales han detenido a
ocho policías y cinco presuntos integrantes del Cártel Jalis-
co Nueva Generación, quienes están implicados en el caso.
En febrero pasado, elementos de la Policía Federal encon-
traron los restos de dos de los cinco jóvenes desaparecidos el
pasado 11 de enero de 2016 en Tierra Blanca.

Poco después, tres jóvenes desaparecieron en el municipio
de Papantla, también en Veracruz. Animal Político publicó
el viernes 8 de abril de 2016 que ocho policías municipa-
les, incluido el comandante de la Secretaría de Seguridad
Pública de la localidad, permanecen presos por su presun-
ta participación en este caso; sin embargo, hasta ahora no
existen pistas sobre el paradero de los jóvenes.

Ante este panorama de indolencia gubernamental, Asocia-
ciones de Familiares de personas desaparecidas que inte-
gran la Red de Enlaces Nacionales decidieron buscar a sus
seres queridos y junto con y organizaciones de expertos
crearon la Primera Brigada Nacional de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas, compuesta buscadores de Guerrero,
Coahuila, Sinaloa, Chihuahua y Baja Californian que ini-
ciarán brigadas de diagnóstico, plan y búsqueda en algunos
estados, su primer punto de búsqueda fue Veracruz.14

Ellos mismos señalan que “Somos personas que buscamos
a nuestros familiares y que hemos desenterrado a muchas
personas, que hemos desarrollado las mejores habilidades
de localización del país y hemos dado algo de paz a mu-
chas familias, entregando a sus seres queridos”.15

Durante la presentación de la Brigada, los integrantes exi-
gieron que el gobierno federal y estatal, la PGR, la Fiscalía
de Veracruz, y las Comisiones de Derechos Humanos ga-
ranticen la seguridad de los buscadores, la no criminaliza-
ción de los mismos, el resguardo de los restos y evidencias
halladas, así como la designación de equipo pericial fede-
ral.16

De acuerdo con los testimonios de algunos de los brigadis-
tas, ellos han logrado encontrar más de 145 cuerpos en
Iguala, Guerrero, mientras que, dijeron, encontraron 48 fo-
sas clandestinas y alrededor de 30 tambos metálicos con un
número no determinado de cuerpos en su interior.

Además, indicaron que integrantes de la Brigada localiza-
ron una fosa clandestina con los restos de 19 personas, así
como 50 fosas más en Tamaulipas.

Frente al problema de Desaparición Forzada de Personas
persiste una visión institucional fragmentada, puesto que
tanto el Protocolo Homologado par la Búsqueda de Perso-
nas Desaparecidas y la Investigación del Delito de Desapa-
rición Forzada de Personas como la Fiscalía de Búsqueda
de Personas Desaparecidas se abocan a resolver casos en lo
individual sin contemplar el panorama en su conjunto.
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No se toma en cuenta que existe un mismo modus operan-
di, de la desaparición forzada, donde los cuerpos de segu-
ridad pública, municipales, estatales o federales y las insti-
tuciones de procuración de justicia, ya sea por acción o por
omisión, son corresponsables de estos delitos de desapari-
ción forzada. Su colaboración con el crimen organizado o
su indolencia solo han contribuido a acrecentar el proble-
ma. 

Esta iniciativa tiene una visión integral del problema y tie-
ne como objeto, entre otros los siguientes:

Primero. Prevenir la desaparición forzada de personas y
la desaparición de personas por particulares;

Segundo. Tipificar el delito de desaparición forzada de
personas y desaparición de personas por particulares; 

Tercero. Sancionar a las o los autores, cómplices y en-
cubridores del delito de desaparición forzada de perso-
nas, así como la tentativa e incitación a la comisión del
mismo; 

Cuarto. Inhibir la práctica de la desaparición forzada de
personas, estableciendo su sanción bajo cualquier cir-
cunstancia, incluyendo situaciones de posible emergen-
cia, peligro, disturbio público, catástrofe natural o cual-
quiera otra; 

Quinto. Establecer directrices para la creación de proto-
colos de búsqueda inmediata de personas desaparecidas
y protocolos de investigación del delito; 

Sexto. Realizar acciones encaminadas al descubrimien-
to de la verdad ocurrida con las personas desaparecidas,
así como la pronta localización de su paradero; 

Séptimo. Establecer las acciones a seguir para el respe-
to y protección de los derechos de las víctimas en casos
de desaparición forzada; especialmente, el derecho a la
vida, derecho a la libertad e integridad personal, dere-
cho a la verdad, derecho a la justicia y a la protección
judicial y derecho a la reparación integral del daño, en
términos de la normatividad aplicable; 

Octavo. Definir criterios generales para la creación de
bancos de datos genéticos y de cadáveres no identifica-
dos; 

Noveno. Crear las directrices de coordinación en los tres
niveles de gobierno, para la búsqueda efectiva de perso-
nas, la investigación y sanción del delito de desapari-
ción forzada y desaparición de personas por particula-
res; 

Décimo. Establecer las bases para conformar políticas
públicas en materia de desaparición forzada.

Décimo primero. Establecer un programa nacional de
personas desparecidas. 

Así mismo, esta propuesta recoge a plenitud los estándares
internacionales y atiende las recomendaciones recibidas
por el Estado Mexicano por parte de organismos interna-
cionales, con la finalidad de que ésta sea eficaz, y garanti-
zar la inclusión de las disposiciones correspondientes a los
siguientes contenidos mínimos: 

1. Se establecen disposiciones generales; 

2. Se tipifica el delito de Desaparición Forzada de Per-
sona y Desaparición por Particulares y análogos; 

3. Establece el Protocolo de Búsqueda inmediata de per-
sonas; 

4. Se crea un Protocolo de investigación y sanción del
delito; 

5. Se establece el Derecho a la Verdad así como el De-
recho a la Reparación del Daño;

6. Los Derechos de las Víctimas y Testigos así como la
Protección a Víctimas y Testigos; 

7. Se crea el Registro Nacional de Personas Desapareci-
das y un Banco de Datos de Cadáveres No Identifica-
dos; 

8. Se establece el Tratamiento de la Información; 

9. Se da la Declaración de ausencia por desaparición y
los mecanismos de prevención; Así como mecanismos
de coordinación con entidades locales, federales y na-
cionales; y, 

10. Se atiende a los grupos en situación de vulnerabili-
dad.
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Esta propuesta para expedir la Ley General para Preve-
nir, Investigar y Sancionar el Delito de Desaparición
Forzada de Personas y la Desaparición de Personas Co-
metidas por Particulares, es el esfuerzo y denuedo de la
sociedad civil, activistas y de organismos estatales de De-
rechos Humanos, que no ha cejado un solo momento en su
empeño por más de 45 años en organizarse en la búsqueda
de los desparecidos, de sus seres queridos, exigiendo la
presentación con vida, justica y castigo para los responsa-
bles, difundiendo los múltiples casos de desaparición for-
zada, informando a la opinión pública, exhibiendo y criti-
cando la negligencia, el abuso de poder o la abierta
complicidad entre los órganos del estado y los perpetrado-
res de delitos, pero sobre todo exigiendo la presentación
con vida de los desaparecidos. 

En particular, esta propuesta de Ley ha sido trabajada con
la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal,
con quien hemos tenido estrecho contacto desde su partici-
pación en los Foros de la Sociedad Civil sobre Desapari-
ción Forzada de Personas y Tortura, organizados en esta
misma Cámara de Diputados los días 8 y 9 de abril, de
2015 y de diversos foros organizados por el Grupo Parla-
mentario de Morena en la Cámara en la LXIII legislatura
Diputados denominados: “Desaparición Forzada de Per-
sonas, la Ley que falta” que tuvo verificativo el 25 de ene-
ro de 2016, y “Las continuas violaciones a los derechos
humanos en México: de la Guerra Sucia Iguala”, del 24 de
mayo de 2016. 

Por las razones anteriormente expuestas se propone a esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley General para Prevenir,
Investigar y Sancionar el Delito de Desaparición Forzada
de Personas y la Desaparición de Personas Cometidas por
Particulares para quedar como sigue:

Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar el
Delito de Desaparición Forzada de Personas y la Desa-
parición de Personas Cometidas por Particulares

Libro Primero
De lo Sustantivo

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Generalidades

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del artículo
73 fracción XXI inciso a) de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de desaparición
forzada de personas, y es de orden público e interés social.
Se interpretará de conformidad con la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Interna-
cionales ratificados por el Estado Mexicano, la jurispru-
dencia y recomendaciones de los órganos de protección de
los derechos humanos creados por Tratados Internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea Parte, y en concor-
dancia con la Ley General de Víctimas, esta última en lo
que no contravenga a esta Ley. 

Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto: 

I. Prevenir la desaparición forzada de personas y la de-
saparición de personas cometidas por particulares. 

II. Tipificar el delito de desaparición forzada de perso-
nas y desaparición de personas por particulares; 

III. Sancionar a las o los autores, cómplices y encubri-
dores del delito de desaparición forzada de personas, y
desaparición de personas cometidas por particulares, así
como la tentativa e incitación a la comisión de estos
mismos; 

IV. Inhibir la práctica de la desaparición forzada de per-
sonas y desaparición de personas cometidas por particu-
lares, estableciendo su sanción bajo cualquier circuns-
tancia, incluyendo situaciones de posible emergencia,
peligro, disturbio público, catástrofe natural o cualquie-
ra otra; 

V. Establecer directrices para la creación de protocolos
de búsqueda inmediata de personas desaparecidas y pro-
tocolos de investigación del delito, garantizando la par-
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ticipación de los familiares y las organizaciones de víc-
timas en el proceso;

VI. Realizar acciones encaminadas al descubrimiento de
la verdad ocurrida con las personas desaparecidas, así
como la pronta localización de su paradero; 

VII. Establecer las acciones a seguir para el respeto y
protección de los derechos de las víctimas en casos de
desaparición forzada y desaparición de personas come-
tidas por particulares; especialmente, el derecho a la vi-
da, derecho a la libertad e integridad personal, derecho
a la verdad, derecho a la justicia y a la protección judi-
cial y derecho a la reparación integral del daño, en tér-
minos de la normatividad aplicable; 

VIII. Definir criterios generales para la creación de ban-
cos de datos genéticos y de cadáveres no identificados; 

IX. Crear directrices de coordinación en los tres niveles
de gobierno, para la búsqueda efectiva de personas, la
investigación y sanción del delito de desaparición for-
zada y desaparición de personas por particulares; 

X. Establecer las bases para conformar políticas públi-
cas en materia de desaparición forzada, garantizando la
participación de los familiares y las organizaciones de
víctimas en el proceso;

XI. Definir criterios generales para atender la desapari-
ción de personas en condiciones de vulnerabilidad, así
como de migrantes que transitan en el país;

XII. Establecer mecanismos de rendición de cuentas y
control ciudadano sobre el desempeño de los servidores
públicos y las instituciones encargadas de implementar
esta Ley.

Artículo 3. La interpretación, aplicación y definición de
las acciones para el cumplimiento de la presente Ley; el
diseño e implementación de acciones de prevención, in-
vestigación, persecución y sanción del delito objeto del
presente ordenamiento legal, así? como para la protec-
ción y asistencia a las víctimas y testigos, se orientaran,
además de lo previsto en el orden jurídico nacional, por
los siguientes principios y obligaciones: 

I. Principio de máxima protección a la víctima: Aten-
diendo al respeto a su dignidad humana, todas las auto-
ridades están obligadas a garantizar que no se vea dis-

minuido el mínimo existencial al que la víctima tiene
derecho, ni sea afectado el núcleo esencial de sus dere-
chos. 

II. Presunción de vida: En el desarrollo de las acciones
previstas en esta Ley, y en el momento en que se otor-
gue la Declaración Especial de Ausencia por Desapari-
ción, a la persona desaparecida en todo tiempo se le pre-
sumirá con vida, salvo que se corrobore lo contrario. 

III. Principio de interpretación conforme: En cualquier
caso, toda norma, institución o acto que se desprenda de
esta Ley serán interpretados de conformidad con los de-
rechos humanos reconocidos por la Constitución y los
Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano
sea Parte, aplicando siempre la norma más benéfica pa-
ra la víctima. 

IV. Buena fe: Las autoridades presumirán la buena fe de
las víctimas. Las y los servidores públicos que interven-
gan con motivo del ejercicio de derechos de las víctimas
no deberán criminalizarlas o responsabilizarlas por su
situación de víctimas y deberán brindarle los servicios
de ayuda, atención y asistencia desde el momento en
que lo requiera, así como respetar y garantizar el ejerci-
cio efectivo de sus derechos. 

V. Principio de igualdad y no discriminación: Las ca-
racterísticas y condiciones particulares de la víctima no
podrán ser motivo para negarle dicha calidad. En el ejer-
cicio de los derechos y garantías de las víctimas y en to-
dos los procedimientos a los que se refiere la presente
Ley, las autoridades se conducirán sin distinción, exclu-
sión o restricción, ejercida por razón de sexo, raza, co-
lor, orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, reli-
gión, opiniones políticas, ideológicas o de cualquier
otro tipo, género, edad, preferencia u orientación sexual,
estado civil, condiciones de salud, pertenencia a una mi-
noría nacional, patrimonio y discapacidades, o cualquier
otra que tenga por objeto o resultado impedir o anular el
reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igual-
dad real de oportunidades de las personas. Toda garan-
tía o mecanismo especial deberá fundarse en razones de
enfoque diferencial. 

VI. No criminalización: Las autoridades no deberán
agravar el sufrimiento de las víctimas ni tratarlas en
ningún caso como sospechosas o responsables de la co-
misión de los hechos que denuncie. 
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VII. Perspectiva de género: Entendido como la trans-
versalidad en las actuaciones de las y los servidores pú-
blicos, encaminadas a erradicar las desigualdades histó-
ricas entre hombres y mujeres. 

VIII. Interés superior de la infancia: Entendido como un
principio de interpretación de las normas y de la actua-
ción de las y los servidores públicos, de acuerdo a lo es-
tablecido por el corpus juris internacional en materia de
infancia. 

IX. Prohibición de devolución o expulsión: Las víctimas
de los delitos previstos en la presente Ley no serán re-
patriadas a su país o enviadas a su lugar de origen en te-
rritorio nacional cuando su vida, libertad, integridad, se-
guridad o las de sus familias corra algún peligro. Las
autoridades locales deberán cerciorarse de esta condi-
ción y dar vista a la autoridad Federal para que se tomen
las medidas pertinentes, siempre y cuando estas no afec-
ten los derechos de las víctimas. La repatriación de las
víctimas extranjeras siempre será voluntaria y conforme
a los protocolos de repatriación vigentes. Las autorida-
des en el ámbito de sus competencias deberán garanti-
zar un retorno digno y seguro, de acuerdo con las leyes
federales en materia de migración y tránsito de personas
en el territorio nacional. 

X. Enfoque diferencial y especializado: Las autorida-
des, en el ámbito de sus competencias, deben adoptar
medidas tendentes a garantizar el ejercicio de derechos
en igualdad de circunstancias, a los grupos de población
que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad en
razón de su edad, sexo, preferencia u orientación sexual,
nacionalidad, etnia, discapacidad o cualquier otro. Asi-
mismo, adoptar garantías y medidas especiales de pre-
vención, protección y reparación, que responda a las
particularidades y grado de la situación de vulnerabili-
dad de las víctimas. 

XI. Obligación de no revictimización: Las y los servi-
dores públicos deben actuar eficaz y diligentemente en
la atención a las víctimas, de tal forma que los procedi-
mientos que deban agotarse no victimicen a las perso-
nas. No deberán exigirse requisitos, mecanismos o pro-
cedimientos ociosos que dilaten la atención o que
agraven su condición de víctima, que afecten, obstacu-
licen e impidan el ejercicio de sus derechos ni la expon-
gan a sufrir un nuevo daño. 

XII. Obligación de debida diligencia: las y los servido-
res públicos deberán realizar todas las actuaciones ne-
cesarias dentro de un tiempo razonable para lograr el
objeto de esta Ley, para la prevención, búsqueda de per-
sonas, investigación del delito, sanción de los responsa-
bles, reparación integral del daño, la protección, aten-
ción y asistencia a víctimas. Asimismo, en el ámbito de
sus competencias y de conformidad con las obligacio-
nes emanadas de los instrumentos nacionales e interna-
cionales de derechos humanos, así como de la normati-
vidad aplicable, deberán remover los obstáculos que
impidan el acceso real y efectivo de las víctimas a las
medidas reguladas por la presente Ley, agotar las accio-
nes necesarias para garantizar el goce y ejercicio de sus
derechos, así como evaluar permanentemente el impac-
to de las acciones que se implementen a favor de las víc-
timas. 

XIII. Derecho a la reparación integral del daño: enten-
dido como la obligación del Estado de adoptar todas las
medidas necesarias para garantizar la restitución de los
derechos de las víctimas; dichas medidas deberán ser in-
tegrales, de acuerdo con el daño sufrido por la víctima,
y contemplar la restitución, rehabilitación, compensa-
ción, la indemnización, satisfacción, garantías de no re-
petición y el daño al proyecto de vida. Incluye también
la garantía a la víctima y a la sociedad de acceder a los
derechos a la verdad y a la justicia, y la sanción de los
responsables. 

XIV. Principio de coordinación: todos los órganos e ins-
tituciones encargadas del cumplimiento de la presente
Ley, deben coordinar sus acciones para la búsqueda de
la persona, la investigación y prevención del delito. 

Principio de cooperación: todas las autoridades e insti-
tuciones de los diferentes poderes de la unión y órdenes
de gobierno, Ley deberán cooperar en el ámbito de su
competencia y atribuciones, en la búsqueda de las per-
sonas desaparecidas, y atender inmediatamente las soli-
citudes de colaboración que para tal efecto le realice
otra autoridad.

XV. Principio de cooperación. Todas las autoridades e
instituciones de los diferentes poderes de la unión y ór-
denes de gobierno, deberán cooperar en el ámbito de su
competencia y atribuciones, en la búsqueda de las per-
sonas desaparecidas, y atender inmediatamente las soli-
citudes de colaboración que para tal efecto le realice
otra autoridad;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016227



XVI. Rendición de cuentas: las autoridades y funciona-
rios encargados de la implementación de la Ley, así co-
mo los planes, fondos y programas que ésta regula, es-
tarán sujetos a mecanismos efectivos de rendición de
cuentas y de evaluación, que contemplen la participa-
ción de la sociedad civil, particularmente de las vícti-
mas, sus familiares y las organizaciones en que se agru-
pen.

Artículo 4. Para los efectos de la presente Ley se entende-
rá por: 

I. Comité de Seguimiento: al Comité de Seguimiento
del Programa Nacional sobre Desaparición Forzada. 

II. Fondo: al Fondo para la Protección y Asistencia de
las Víctimas de Desaparición Forzada. 

III. Ley: a la Ley General para Prevenir, Investigar y
Sancionar el delito de Desaparición Forzada de Perso-
nas. 

IV. Programa Nacional: al Programa Nacional sobre De-
saparición Forzada. 

V. Registro Nacional: al Registro Nacional de Personas
Desaparecidas. 

VI. Unidad Especializada de Búsqueda: a la Unidad Es-
pecializada de Búsqueda de Personas Desaparecidas de
cada Procuraduría General de Justicia. 

VII. Víctima: la persona desaparecida o cuyo paradero
se desconoce, toda persona física que haya sufrido una
afectación o menoscabo a sus derechos con motivo de la
desaparición de una persona, y aquellas personas cuya
integridad o derechos estén en riesgo derivado de los he-
chos de desaparición y su investigación. 

VIII. Víctima indirectas: las personas que, en términos
de la legislación aplicable, tengan parentesco con la per-
sona desaparecida por consanguinidad o afinidad, en lí-
nea recta ascendente y descendente, sin limitación de
grado; en la línea transversal o colateral hasta el cuarto
grado; el cónyuge, y la o el concubino o, en su caso,
quienes estén sujetos al régimen de sociedad en convi-
vencia u otras figuras jurídicas afines, o dependan eco-
nómicamente de la persona desaparecida.

Capítulo II 
Competencias y facultades en la prevención, 

investigación, procesamiento, sanción y ejecución de
penas de los delitos previstos en esta Ley

Artículo 5. La Federación, las Entidades Federativas, en el
ámbito de sus competencias de acuerdo a lo establecido en
la presente ley, y de manera supletoria en el Código Na-
cional de Procedimientos Penales y el Código Penal Fede-
ral, deberán investigar, perseguir y sancionar el delito de
desaparición forzada de personas y de desaparición de per-
sonas por particulares así como realizar la búsqueda inme-
diata y coordinada de las personas desaparecidas. La eje-
cución de las penas por los delitos previstos en esta Ley se
regirá conforme a los ordenamientos aplicables en la Fede-
ración y las Entidades Federativas, en lo que no se oponga
a la presente Ley. 

Artículo 6. La Federación, las Entidades Federativas, los
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México estarán obligados a coordinarse, en el ámbito de
sus competencias, y en función de las facultades exclusivas
y concurrentes, con el objeto de generar prevención gene-
ral, especial y social, en los términos de la presente Ley. 

Título Segundo
De los Delitos en Materia de Desaparición

Capítulo I
De la desaparición forzada de personas 

y la desaparición por particulares

Artículo 7. Comete el delito de desaparición forzada de
persona la o el servidor público que realice, ordene, autori-
ce, consienta, tolere, apoye o conozca de la detención o pri-
vación de la libertad de una persona y: 

I. Se niegue a reconocer dicha detención o privación de
libertad; 

II. Omita dolosamente o se niegue a rendir informe so-
bre dicha detención o privación de libertad; 

III. Oculte o mantenga dolosamente el ocultamiento del
sujeto pasivo; 

IV. Se niegue a informar sobre cualquier dato que tenga
sobre el hecho o sobre el paradero de la víctima; o 
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V. Dolosamente proporcione información falsa o rinda
informe falso.

A la o el servidor público que comenta el delito de desapa-
rición forzada de persona, se le impondrá una pena de vein-
te a cincuenta años de prisión, de cuatro mil a ocho mil uni-
dades de medida y actualización de multa e inhabilitación
definitiva e inconmutable para ejercer la función pública en
cualquiera de sus niveles. 

Artículo 8. Comete el delito de desaparición de personas
por particulares, la persona que:

I. Aprovechando la autorización, apoyo, tolerancia o
aquiescencia de alguna persona servidora pública, reali-
ce alguna de las conductas descritas en el artículo ante-
rior; o 

II. Intervengan con cualquier grado de autoría o partici-
pación en la comisión de alguna de las hipótesis descritas
en el artículo anterior. Al particular que cometa el delito
de desaparición de personas, se le impondrá una pena de
diez a veinticinco años de prisión y de quinientos a dos
mil unidades de medida y actualización de multa. 

Artículo 9. Se equipara al delito de desaparición forzada
de personas el omitir entregar a su familia o a la autoridad
a una persona, viva o muerta, que haya nacido durante la
privación de libertad de una mujer víctima de desaparición
forzada y se sancionará conforme a lo dispuesto en los dos
artículos anteriores. 

Artículo 10. Se sancionará a quien sin ser la o el autor o
participe, incurra en alguna de las conductas relacionadas
con los delitos a que se refiere esta Ley, conforme lo si-
guiente: 

I. Ayude a eludir la aplicación de la justicia o a entorpe-
cer la investigación de cualquiera de los delitos materia
de la presente ley, con pena de ocho a quince años de
prisión y de doscientos a mil unidades de medida y ac-
tualización de multa. 

II. Teniendo conocimiento de la comisión de alguno de
los delitos materia de esta Ley, omita dar aviso a la au-
toridad correspondiente, con pena de ocho a quince años
de prisión y de doscientos a mil días de multa. 

III. Pudiendo evitar la comisión de alguno de los delitos
materia de esta Ley, sin riesgo propio o ajeno, no lo evi-

te, con pena de uno a cinco años de prisión y de cien a
quinientos días de unidades de medida y actualización
de multa. 

IV. Teniendo conocimiento del destino final de una per-
sona nacida de una mujer víctima de desaparición for-
zada de personas o desaparición por particulares, no
proporcione la información a la autoridad competente,
se le impondrá pena de tres a seis años de prisión y de
cien a trescientos unidades de medida y actualización de
multa. Si fuere persona servidora pública, además con
inhabilitación definitiva e inconmutable para ejercer la
función pública en cualquiera de sus niveles.

V. Oculte o participe en el ocultamiento de cadáveres,
así como en la desaparición de pruebas de desaparición
forzada de personas o desaparición por particulares, con
pena de ocho a quince años de prisión y de mil quinien-
tos a tres mil unidades de medida y actualización de
multa.

Artículo 11. Al agente del Ministerio Público o cualquiera
de sus auxiliares que teniendo a su cargo la investigación de
alguno de los delitos materia de esta Ley, la obstruya, retra-
se u omita realizarla adecuadamente, se le impondrá pena de
tres a cinco años de prisión, multa de trescientos a quinien-
tos días e inhabilitación definitiva e inconmutable para ejer-
cer la función pública en cualquiera de sus niveles.

Artículo 12. La tentativa de los delitos contemplados en la
presente Ley, será sancionada de conformidad a lo dis-
puesto por el Código Nacional de Procedimientos. 

Artículo 13. Serán atenuantes punitivas y reducirán la pe-
na hasta en una mitad, las siguientes:

I. Que la víctima fuere liberada espontáneamente duran-
te los quince días siguientes a su privación de libertad;
o 

II. Que el activo proporcione información que conduzca
a la liberación de la víctima. 

Artículo 14. Serán atenuantes punitivas, y reducirán la pena
hasta en un tercio las siguientes: 

I. Que el activo proporcione información que conduzca
a dar con el paradero de los restos corpóreos de la vícti-
ma; o 
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II. Que el autor material del delito proporcione informa-
ción relativa a la responsabilidad y paradero del autor
intelectual y se logre la ubicación o captura de éste. 

Artículo 15. Serán agravantes punitivas y aumentarán la
pena hasta en una cuarta parte, las siguientes:

I. Que la o el superior jerárquico de la o el servidor pú-
blico participe en la comisión del delito y aquél que ten-
ga conocimiento de su comisión y no ejerciere su auto-
ridad para evitarlo; 

II. Que durante la desaparición forzada a la víctima le
sobrevenga la muerte; 

III. Que se haya realizado alguna acción tendiente a
ocultar el cadáver de la víctima; 

IV. Que se haya realizado la conducta con el fin de ocul-
tar o procurar la impunidad por la comisión de otro de-
lito; o 

V. Que la desaparición forzada y la desaparición come-
tida por particulares se ejecute como consecuencia de
una intervención policial en la investigación o persecu-
ción de algún delito;

VI. Que la víctima haya sido sometida a tortura, tratos
crueles, inhumanos y degradantes, lesiones o violencia
sexual;

VII. Que la víctima sea persona menor de edad, mujer
embarazada, mayor de sesenta años, pertenezca a un
grupo o comunidad indígena, sufra discapacidad mental
o se encuentre por cualquier circunstancia en condición
de inferioridad física respecto de quien realiza el delito
de desaparición;

VIII. Que la desaparición sea cometida contra personas
migrantes que se encuentren dentro del territorio nacio-
nal.

Artículo 16. Los delitos de desaparición forzada de perso-
na, su equiparable y el de desaparición por particulares, son
delitos continuados e imprescriptibles y se investigarán y
perseguirán de oficio. Será sancionada la tentativa, de
acuerdo con lo establecido por el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales. Respecto de estos delitos no se admi-
te como causa de justificación el cumplimiento de un deber
por orden o instrucción de un superior, ni la restricción o

suspensión de derechos y garantías, establecida en el artí-
culo 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Artículo 17. Se impondrán de tres a cinco años de prisión
y de doscientos a quinientos días multa, a las autoridades o
particulares que teniendo a su cargo edificios, locales, re-
cintos o instalaciones de carácter oficial o cualquier otro
inmueble de su propiedad, permitan por acción u omisión,
el ocultamiento de la víctima y el despliegue de las con-
ductas descritas en la presente Ley. 

Artículo 18. Para estos delitos no procede la amnistía, el
indulto, beneficios preliberacionales, ni sustitutivo alguno,
u otras medidas análogas que tengan por efecto exonerar al
activo de cualquier procedimiento o sanción penal; tampo-
co se les considerará delitos de carácter político para efec-
tos de extradición. 

Artículo 19. La práctica generalizada o sistemática de al-
guno de estos delitos contra una población civil y con co-
nocimiento de dicho ataque se considera crimen de lesa hu-
manidad, y deberá ser juzgada y sancionada en el fuero
común de acuerdo a las reglas del derecho internacional
aplicable. 

Título III
De la Búsqueda de Personas Desaparecidas 

y la Investigación del Delito

Capítulo I
De las Unidades Especializada de Búsqueda

Artículo 20. La Procuraduría General de la República, las
Procuradurías Generales de Justicia de los estados y del
Distrito Federal, deberán crear una Unidad Especializada
de Búsqueda de Personas Desaparecidas. Estas Unidades
deberá implementar el Programa de búsqueda durante sus
actuaciones. 

Artículo 21. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas será competente para dirigir, coordi-
nar y supervisar las investigaciones para la búsqueda y lo-
calización de personas desaparecidas y, en su caso, su
identificación forense, así como para perseguir los delitos
relacionados con la desaparición de personas. 

Artículo 22. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas, tendrá por objeto crear un mecanis-
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mo de búsqueda, donde las autoridades ministeriales reali-
cen, en forma inmediata, todas las diligencias necesarias
tendientes a la localización de la persona desaparecida. 

Artículo 23. Ninguna actuación realizada por la Unidad
Especializada causará erogación a las víctimas y testigos
de la desaparición forzada. 

Artículo 24. Las y los servidores públicos que, por cual-
quier medio, se enteren de que una persona ha sido proba-
blemente desaparecida deberán, de oficio, dar aviso a la
Unidad Especializada de Búsqueda de Personas Desapare-
cidas. 

Artículo 25. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas deberá iniciar la investigación de ofi-
cio, sin dilación, de forma exhaustiva e imparcial, hacien-
do uso de todos los medios necesarios para la localización
de la persona con vida, y se sujetará a los procedimientos
de búsqueda establecidos en la presente Ley y los demás
protocolos en la materia. 

Artículo 26. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas establecerá los mecanismos de coordi-
nación y de colaboración con otras áreas de la Procuraduría,
con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, las
Comisiones de Derechos Humanos estatales, y las organi-
zaciones no gubernamentales dedicadas a la defensa de los
derechos humanos y la defensa de los derechos de las víc-
timas, así como otras instancias y dependencias de los tres
órdenes de gobierno, para el óptimo cumplimiento de las
funciones que le corresponden. 

Artículo 27. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas es la autoridad responsable de imple-
mentar los mecanismos de liberación inmediata de la per-
sona privada de la libertad ilegalmente. De igual forma, de
ser el caso, la Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas desaparecidas es la autoridad responsable de adoptar
todas las medidas necesarias para la entrega del cadáver de
la persona desaparecida a los familiares. 

Artículo 28. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas estará, durante todo el proceso, en es-
trecha comunicación con las víctimas, quienes colaborarán
en la búsqueda e investigación de la persona desaparecida. 

Artículo 29. La Unidad Especializada de Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas deberá canalizar a la autoridad com-

petente, aquellos casos que durante la investigación resul-
ten en otro delito distinto de la desaparición forzada de per-
sonas. 

Capítulo II
De la búsqueda de las personas desaparecidas

Artículo 30.- La Unidad Especial de Búsqueda, tiene la
obligación de iniciar de oficio, de manera eficaz, urgente y
coordinada, las acciones para lograr la localización y el
rescate de la o las personas que hayan sido reportadas co-
mo desaparecidas. Debe iniciar la búsqueda sin dilación, de
forma exhaustiva, diligente e imparcial, cuando se tenga
información o motivos razonables para creer que una per-
sona fue víctima de desaparición forzada, a pesar de que no
exista una denuncia formal. Es fundamental que se inicie
con prontitud la búsqueda de personas desaparecidas, ha-
ciendo uso de todos los medios necesarios para la localiza-
ción de la persona con vida. Las primeras horas de bús-
queda son fundamentales para seguir todos los indicios
para localizar a la persona viva. 

Sin importar que se trate de casos de presunta desaparición
forzada o desaparición de personas cometida por particula-
res, la búsqueda siempre se definirá con base en la presun-
ción de vida.

Artículo 31. El Ministerio Público encargado de la bús-
queda debe realizar de manera eficaz, urgente y coordina-
da, todas las acciones para lograr la localización de la o las
personas que hayan sido reportadas como desaparecidas. 

Artículo 32. El Comité elaborará un Protocolo de búsque-
da inmediata, para los tres niveles de gobierno, que deberá
contemplar como mínimo los siguientes temas: 

a) Implementar la búsqueda ex oficio y sin dilación de
las personas desaparecidas; 

b) Coordinar los esfuerzos de las instituciones de segu-
ridad y procuración de justicia para localizar a la perso-
na con vida; 

c) Garantizar la participación de los familiares de las
víctimas en los procesos de búsqueda; 

d) Eliminar cualquier obstáculo legal o fáctico que re-
duzca la efectividad de la búsqueda o evite que se inicie; 
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e) Asignar los recursos humanos, financieros, logísticos,
científicos, o de cualquier otro tipo necesarios para que
la búsqueda se realice de forma exitosa; 

f) Contar con personal altamente capacitado en la exhu-
mación e identificación de restos mortales; 

g) Contrastar el reporte de la persona desaparecida con
todas las Bases de datos locales y federal existentes en
la materia; 

h) Dar prioridad en la búsqueda a la zona en donde ra-
zonablemente sea más probable encontrar a la persona
desaparecida, en función de la información proporcio-
nada por los familiares, denunciantes, y la que recabe el
Ministerio Público, sin descartar arbitrariamente otras
posibilidades o áreas de búsqueda; 

i) Garantizar que el programa se ejecute con plena inde-
pendencia presupuestaria y operativa. 

j) Acceder y utilizar plenamente el Registro Nacional de
Personas Desaparecidas; 

k) Definir y operar estrategias de búsqueda para los ca-
sos de desaparición de años o décadas anteriores.

Artículo 33. Las autoridades encargadas de la Unidad de
búsqueda de personas implementarán el protocolo de bús-
queda de personas desaparecidas, de manera coordinada en
los tres niveles de gobierno. 

Artículo 34. Las Unidad Especial de Búsqueda tendrán ac-
ceso, tendrá acceso a cualquier lugar de detención y cual-
quier otro lugar donde existan motivos razonables para cre-
er que pueda encontrarse la persona desaparecida. 

Artículo 35. La Unidad Especial de Búsqueda, encargada
de la búsqueda, investigación y persecución del delito de
desaparición forzada deberán continuar con la misma has-
ta el momento en que aparezca la persona desaparecida o
los restos corpóreos de la misma, modificando los criterios
de búsqueda en caso de ser necesario derivado de los re-
sultados de la investigación penal. 

Artículo 36. La Unidad Especial de Búsqueda debe esta-
blecer mecanismos de coordinación internacional particu-
larmente con Centroamérica, para la búsqueda de personas
desaparecidas originarias de dicha región. 

Capítulo III
De los principios para la investigación, 

procesamiento e imposición de las sanciones

Artículo 37. Para dar cumplimiento a esta Ley, en materia
de investigación, procesamiento y sanción, se deberá ob-
servar y atender lo siguiente: 

I. El Ministerio Público y los Poderes Judiciales de la
Federación y de las Entidades Federativas, garantizarán
en todo momento los derechos de las víctimas, con el fin
de brindar asistencia, protección, seguridad y acceso a
la justicia. 

II. Las personas imputadas por la comisión de las con-
ductas delictivas previstas en esta Ley estarán sujetos a
prisión preventiva durante el proceso. 

III. El Ministerio Público y la policía procederán de ofi-
cio con el inicio de la indagatoria por los delitos mate-
ria de la presente Ley. 

IV. En todos los casos, la sentencia condenatoria que se
dicte por los delitos previstos en esta Ley, deberán con-
templar la reparación del daño a las víctimas, cuyo mon-
to fijará la o el Juez de la causa, con los elementos que
el Ministerio Público o la víctima aporten, o aquellos
que se consideren procedentes, en términos de Ley. 

V. Las policías, el Ministerio Público y las autoridades
jurisdiccionales adoptarán medidas adecuadas para ase-
gurar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento
de los delitos previstos en esta Ley. A esos efectos, res-
petarán los intereses y las circunstancias personales de
víctimas y testigos, entre otros la edad, el género y la sa-
lud. 

Artículo 38. En todo lo no previsto en materia de investi-
gación, procedimientos y sanciones de los delitos materia
de esta Ley, las autoridades federales y de las entidades fe-
derativas, aplicarán supletoriamente las disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales y de la Ley
General de Víctimas. 

Capítulo IV
De la investigación penal de 

los delitos materia de esta Ley

Artículo 39. El Ministerio Público encargado de la bús-
queda, investigación y persecución del delito debe iniciar
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la averiguación previa o carpeta de investigación de oficio,
y sin dilación, cuando tenga información o motivos razo-
nables para creer que una persona fue víctima de una con-
ducta delictiva motivo de la presente ley, a pesar de que no
exista una denuncia formal. Asimismo, deberá iniciar in-
mediatamente la averiguación previa correspondiente,
siempre que reciba una denuncia por desaparición, sin ca-
lificarla solamente como reporte por ausencia o extravío.
Atendiendo al principio pro persona se presumirá que la
persona es desaparecida hasta que se presuma lo contrario. 

Artículo 40. La investigación de los delitos a que se refie-
re esta Ley, estarán a cargo del Ministerio Público Espe-
cializado competente de la Unidad de Búsqueda de perso-
nas, con el auxilio de las policías, servicios periciales y
técnicos especializados para el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 41. La investigación deberá ser diligente, pronta,
seria, exhaustiva, imparcial, y estará dirigida a ubicar el pa-
radero de la persona, a la investigación, persecución, cap-
tura, enjuiciamiento y, eventual, castigo de todos los res-
ponsables intelectuales y materiales de los hechos,
especialmente cuando están o puedan estar involucrados
agentes estatales, y a conocer la verdad de los hechos. 

Artículo 42. Inmediatamente después de iniciar la averi-
guación previa, el Ministerio Público realizará una entre-
vista a los denunciantes para recabar toda la información
que permita establecer un plan de búsqueda de la persona. 

Artículo 43. El Ministerio Público debe garantizar la par-
ticipación de los familiares y víctimas indirectas en la in-
vestigación, facilitando la presentación de denuncias, prue-
bas, peticiones, peritajes o sugiriendo la realización de
diligencias, con la finalidad de ubicar a la víctima, estable-
cer la probable responsabilidad y conocer la verdad de los
hechos. Es obligación de la autoridad comunicar los avan-
ces y resultados de la investigación, a los denunciantes y
víctimas indirectas, a menos que con ello se obstaculice la
investigación. 

Artículo 44. El Ministerio Público investigador y el Poder
Judicial Federal o local según corresponda, garantizarán el
pleno y libre ejercicio de la coadyuvancia a las víctimas y
ofendidos del delito. 

Artículo 45. El Ministerio Público investigador y el Poder
Judicial Federal o local según corresponda, garantizarán la
publicidad de la información, y permitirán el acceso a la in-
vestigación y proceso penal a la Comisión Nacional de los

Derechos Humanos y a las comisiones estatales de dere-
chos humanos, en casos de quejas por presuntas violacio-
nes a derechos humanos. 

Artículo 46. Las personas a quienes se les impute cual-
quiera de los delitos materia de esta Ley solo podrán ser in-
vestigadas y juzgadas por la jurisdicción ordinaria. No se-
rán aplicables las disposiciones que sobre fueros especiales
establezcan otras leyes. 

Artículo 47. Si durante la investigación de los delitos mo-
tivo de esta ley se presume fundadamente que la víctima
pudiera encontrarse dentro de alguna instalación del Esta-
do, las autoridades administrativas o judiciales competen-
tes tendrán libre e inmediato acceso al mismo. 

Artículo 48. El Ministerio Público Especializado compe-
tente tiene el deber de asegurar que en el curso de las in-
vestigaciones se valoren los patrones sistemáticos que per-
mitieron la comisión de graves violaciones de los derechos
humanos. La investigación debe ser conducida tomando en
cuenta la complejidad de los hechos. 

Artículo 49. El Ministerio Público Especializado compe-
tente deberá garantizar que las personas sujetas a investi-
gación no intervengan o influyan en el curso de las inves-
tigaciones, evitando actos de presión, intimidación o
represalias contra los denunciantes, víctimas indirectas,
testigos, familiares, o allegados de la persona desaparecida
y sus defensores, así como sobre quienes participan en la
investigación. 

Artículo 50. La autoridad que haya efectuado la detención
del sujeto activo, deberá presentarlo sin demora ante la au-
toridad competente, ya sea Ministerio Público o autoridad
judicial. 

Artículo 51. En cualquier caso, todo servidor público de
cualquier nivel de gobierno o particular, que hayan tenido
noticia de actos posiblemente constitutivos de delitos ma-
teria de esta ley, o destinados a la desaparición forzada de
personas, deberá denunciarlo inmediatamente. 

Capítulo V
Del Registro Nacional de Personas Desaparecidas

Artículo 52. El Registro Nacional de Personas Desapare-
cidas tendrá registro de todos los casos de denuncia por de-
saparición forzada o desaparición por particulares. Tendrá
la siguiente información: 
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I. Nombre de la persona desaparecida; 

II. Edad, sexo y características especiales de la persona
desaparecida; 

III. Nacionalidad; 

IV. Lugar donde fue vista por última vez la persona des-
aparecida; 

V. Autoridad presuntamente involucrada en la desapari-
ción; 

VI. Características de los particulares relacionados con
la desaparición; 

VII. Relato de la forma en la que desapareció y pruebas
o argumentos de la sospecha de la desaparición; y 

VIII. Estatus de la investigación. 

IX. En caso de haber aparecido, lugar en el que apareció
y condiciones en que se encuentra la persona. 

Artículo 53. La información contenida en el Registro Na-
cional de Personas Desaparecidas será utilizada para des-
arrollar políticas de prevención, erradicación, investiga-
ción, sanción y reparación del delito. Se debe realizar un
análisis desde la perspectiva de género de los resultados
obtenidos, en todo momento considerando la participación
activa de las víctimas, victimas indirectas, organizaciones
de la sociedad civil, la academia y las instancias de gobier-
no competentes. 

Artículo 54. El agente del Ministerio Público deberá con-
sultar los patrones de conducta que refleje el Registro Na-
cional de Personas Desaparecidas, a efecto de establecer lí-
neas de investigación. 

Artículo 55. El Registro Nacional de Personas Desapare-
cidas debe diferenciar claramente la base de datos de per-
sonas desaparecidas forzadamente de aquellas referentes a
desaparición por particulares. 

Capítulo VI
Del Banco de Datos de Cadáveres no Identificados

Artículo 56. Crear una base de datos post mortem, como
herramienta informática útil para la identificación de restos
humanos que facilita las tareas de archivo, normalización,

elaboración de informes, búsqueda y análisis de datos fo-
renses. 

En él también se incluirá la información relativa a personas
sin identificar en fosas comunes, fosas clandestinas, pante-
ones civiles y militares o donaciones a universidades.

Artículo 57. El registro de los casos post mortem incluye
toda la información obtenida durante el examen post mor-
tem, tanto los datos médicos, antropológicos y odontológi-
cos como la información relativa a la causa de muerte, la
información de ADN detallada; así como los hechos que
dieron origen a la desaparición y posterior muerte. 

Artículo 58. Las Procuradurías Generales de Justicia de
los estados, elaborarán un banco de datos con los registros
del material genético de los restos corpóreos que se levan-
ten por el Servicio Médico Forense, mismos que deberán
ser cruzados con los registros de material genético de los
familiares consanguíneos de las personas denunciadas co-
mo desaparecidas, con el objeto de identificar los restos
corpóreos. 

Artículo 59. La Procuraduría General de Justicia de cada
estado, remitirá de forma semanal a la Procuraduría Gene-
ral de la República copia de la base de datos de las denun-
cias registradas, así como de los registros del material ge-
nético de los restos corpóreos levantados por el Servicio
Médico Forense y de los familiares que han denunciado ca-
sos de desaparición en el estado. 

Artículo 60. La base de datos post mortem debe ser acce-
sible a las procuradurías de justicia de otros Estados, parti-
cularmente de Centroamérica, para colaborar en la búsque-
da de personas desaparecidas originarias de dicha región. 

Título Tercero
Derechos de las Víctimas y Testigos

Capítulo I
Del Resarcimiento y Reparación 

del Daño a las Víctimas

Artículo 61. La o el juzgador que resuelva el proceso pe-
nal sobre algún delito materia de la presente ley, pondrá es-
pecial énfasis en la reparación integral del daño, teniendo
en cuenta los siguientes criterios: 

I. Que la simple substracción de la persona desapareci-
da de su núcleo social y la manutención en ocultamien-
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to, en sí mismos constituyen una afectación psicológica
y social; 

II. Que la desaparición forzada es ejecutada directamen-
te por servidores públicos que forman parte de la es-
tructura del Estado o, en su defecto, por personas que
actúan con su apoyo, tolerancia o aquiescencia; 

III. Que la desaparición forzada de personas o por parti-
culares, es un trato cruel e inhumano en perjuicio de los
familiares de la persona o personas desaparecidas; 

IV. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación de los derechos humanos, no debe ser limita-
da a una cuantificación material, sino que debe incluir
las consecuencias psicosociales de la misma; 

V. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación a los derechos humanos debe incluir el análi-
sis de los efectos en el ámbito:

a) Personal de la persona desaparecida. 

b) Familiar de la persona desaparecida. 

c) Comunitario de la persona desaparecida. 

d) Organizativo, si la persona desaparecida pertene-
cía a una organización ya sea cultural, social o polí-
tica o de cualquier índole; 

VI. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación a los derechos humanos, también debe tomar
en cuenta la obstaculización del proyecto de vida de las
víctimas de la desaparición;

VII. El Juzgador, además de los elementos señalados
anteriormente, deberá tomar en cuenta para la repara-
ción del daño la modalidad del delito objeto de esta Ley
que se encuentra acreditada, con sus respectivas agra-
vantes; y

VIII. Fijar en sus resoluciones medidas de reparación
integral a favor de las víctimas, en los términos de la
Ley General de Víctimas. 

Artículo 62. Se entiende por reparación integral del daño a
las medidas de restitución, rehabilitación, compensación,
satisfacción y medidas de no repetición, dirigidas a la o las

víctimas directas, indirectas y potenciales de la desapari-
ción forzada. En los términos de la Ley General de Vícti-
mas: 

I. La restitución busca devolver a la víctima a la situa-
ción anterior a la comisión del delito o a la violación de
sus derechos humanos; 

II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer
frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible
o de las violaciones de derechos humanos;

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de for-
ma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho
punible cometido o de la violación de derechos huma-
nos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de
cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, su-
frimientos y pérdidas económicamente evaluables que
sean consecuencia del delito o de la violación de dere-
chos humanos; 

La compensación deberá comprender al menos lo si-
guiente:

a) El daño material, consistente en la pérdida o de-
trimento de los ingresos de la o las víctimas;

b) Los gastos efectuados con motivos de los hechos
y las consecuencias de carácter pecuniario;

c) El lucro cesante, consistente en el pago de salarios
o percepciones correspondientes, cuando la víctima
deje de percibir ingresos por lesiones o incapacidad
para trabajar en algún oficio, arte o profesión;

d) El daño emergente, consistente en el pago de las
erogaciones efectuadas para fines de investigación,
demanda de justicia, servicios médicos o psicológi-
cos, gastos y costos judiciales en lo referente a las
acciones de búsqueda de la víctima ante las diversas
autoridades.

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dig-
nidad de las víctimas, con medidas de carácter no pecu-
niario que está obligado a tomar el Estado y para las que
se debe incluir:

a) El daño inmaterial, que comprende los sufrimien-
tos y aflicciones causados a la víctima directa y a sus
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familiares, así como las alteraciones de carácter no
pecuniario en las condiciones de existencia de la
víctima;

b) La declaración que restablezca la dignidad y re-
putación de la víctima;

c) La disculpa pública y la aceptación de responsa-
bilidad.

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho pu-
nible o la violación de derechos sufrida por la víctima
no vuelva a ocurrir;

Artículo 63. Es obligación de las autoridades, para garan-
tizar la reparación integral del daño, realizar todas las ac-
ciones y diligencias necesarias para que la víctima y sus fa-
miliares sean restituidos en el goce y ejercicio de sus
derechos. 

Capítulo II
Derechos de las Víctimas y Testigos

Artículo 64. Las víctimas, testigos y la sociedad en gene-
ral, tienen derecho a que las autoridades investiguen los he-
chos relacionados con la desaparición de personas, se co-
nozcan el paradero de la persona desaparecida y la verdad
de los hechos ocurridos, y se determine al responsable. 

El Estado debe garantizar el derecho a la verdad y la justi-
cia mediante acciones que construyan y preserven la me-
moria colectiva respecto a los delitos motivo de esta Ley.

Artículo 65. Las víctimas y testigos de los delitos objeto
de esta Ley, además de los derechos establecidos en la
Constitución Federal, en la Ley General de Víctimas y de-
más cuerpos normativos aplicables, durante el proceso ten-
drán los siguientes: 

I. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la que
se encuentre el imputado; 

II. Obtener la información que requieran de las autori-
dades competentes; 

III. Ser informadas, en todo momento, sobre los avances
y resultados de las investigaciones y procedimientos de
búsqueda de la persona desaparecida; 

IV. Solicitar y recibir asesoría por parte de las autorida-
des competentes, proporcionada por una persona exper-
ta en la materia, quien deberá mantenerlas informadas
sobre la situación del proceso y procedimientos, así co-
mo de los beneficios o apoyos a que tienen derecho; 

V. A recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete
o traductor de su lengua, en caso de que no comprenda
el idioma español o tenga discapacidad auditiva, verbal
o visual;

VI. Pedir que el Ministerio Público y el Poder Judicial
Federal o local según corresponda, dicten cualquier tipo
de medidas cautelares, providencias precautorias y pro-
tección personal que garanticen sus derechos, para la in-
vestigación, proceso, enjuiciamiento de las personas
responsables, así como para la sanción y ejecución de
sanciones de tales ilícitos y, de ser el caso, el asegura-
miento de bienes para la reparación del daño; 

VII. Requerir a la o el juez que al emitir una sentencia
condenatoria, en la misma se determine la reparación
del daño; 

VIII. Contar, con cargo a las autoridades competentes,
con apoyo permanente de un grupo interdisciplinario de
especialistas que brinde asesorías y apoye en sus nece-
sidades durante las diligencias; 

IX. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identifi-
cadas dentro de la audiencia, teniendo la obligación el
juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan,
hacerlo por medios electrónicos; 

X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de los
registros de las diligencias en la que intervengan; 

XI. Coadyuvar con el Ministerio Público y aportar prue-
bas durante el proceso; 

XII. Conocer en todo momento el paradero de la o el au-
tor o personas partícipes del delito del que fue víctima o
testigo; 

XIII. Ser notificado previamente de la libertad de la o el
autor o autores del delito del que fue víctima o testigo y
ser proveído de la protección correspondiente, de proce-
der la misma; 
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XIV. Ser inmediatamente notificada y proveída de la pro-
tección correspondiente, en caso de fuga de la o el autor
o autores del delito del que fue víctima o testigo; y 

XV. Solicitar información sobre sus derechos para obte-
ner la reparación del daño mediante procedimientos ex-
peditos, justos y accesibles.

Capítulo III
De la Protección a las Víctimas y Testigos

Artículo 66. Toda persona desaparecida tiene derecho a
que las autoridades desplieguen de manera inmediata las
acciones pertinentes para su protección con el objetivo de
preservar, al máximo posible, su vida y su integridad física
y psicológica.

Artículo 67. Es obligación de las autoridades ministeriales
asegurar la protección para las personas que fungen como
denunciantes, testigos, personas allegadas a la persona des-
aparecida y sus defensores o defensoras, así como de quie-
nes participen en la investigación, contra todo maltrato o
intimidación. 

Artículo 68. Las víctimas y testigos de desaparición forza-
da tienen derecho a la protección de su integridad personal.
Las autoridades del Estado deberán implementar un meca-
nismo efectivo de cooperación para la protección de vícti-
mas y testigos. 

Artículo 69. Durante todas las etapas del proceso penal, las
autoridades ministeriales y judiciales del Estado, deberán
aplicar medidas para asegurar que la víctima o testigo du-
rante sus comparecencias, actuaciones, declaraciones y de-
más diligencias en que participen, se desarrollen libres de
intimidación o temor por su seguridad o la de sus familia-
res y personas cercanas. Entre estas medidas se incluirán,
de manera enunciativa, pero no limitativa, de acuerdo a las
necesidades de las víctimas y testigos, a las características
y al entorno del delito cometido, las siguientes:

I. Medios remotos de distorsión de voz y rasgos; 

II. Comparecencia a través de la Cámara de Gesell; 

III. Resguardo de la identidad y otros datos personales; 

IV. Mantenerlas informadas, en su idioma, de su papel
en cada momento del proceso, así como del alcance, el

desarrollo cronológico y la marcha de las actuaciones y
de la decisión de sus causas; 

V. Permitir que sus opiniones y preocupaciones sean
presentadas y examinadas en las etapas apropiadas de
las actuaciones, cuando estén en juego sus intereses, sin
perjuicio del derecho al debido proceso del imputado; 

VI. Mecanismos judiciales y administrativos que les
permita obtener la reparación del daño mediante proce-
dimientos expeditos, justos y accesibles; 

VII. Evitar demoras innecesarias en la resolución de las
causas y en la ejecución de los mandamientos o decre-
tos que concedan reparación del daño; 

VIII. Las que resulten necesarias para prevenir cual-
quier riesgo de revictimización durante las diligencias,
limitando la exposición pública de las víctimas; y 

IX. En los casos en que la víctima, ofendido o testigo
declare en contra de grupos de la delincuencia organiza-
da, el Ministerio Público, las policías y el Poder Judicial
Federal o local según corresponda, en el ámbito de su
competencia, adoptarán medidas de carácter excepcio-
nal para resguardar su identidad, vida, libertad, integri-
dad y seguridad.

Capítulo IV
De la asistencia a las víctimas

Artículo 70. Las autoridades del Estado deberán imple-
mentar los mecanismos de asistencia y atención que sean
necesarias para garantizar el derecho de la o las víctimas a
un nivel de vida adecuado, a la dignidad, a la vida, a la in-
tegridad personal, a la salud y a la educación, entre otros.
De manera enunciativa más no limitativa, se contempla:

I. La exención de impuestos; 

II. La inmediata inclusión a Programas Sociales del Es-
tado; 

III. El acceso a créditos e hipotecas. Lo anterior, además
de las medidas de asistencia que señala la Ley General
de Víctimas. 
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Capítulo V
De los Derechos de las 

Víctimas Extranjeras en México

Artículo 71. Cuando la persona desaparecida sea persona
extranjera, las autoridades del Estado de inmediato darán
aviso por escrito a las autoridades consulares de donde la
víctima es nacional, evitando la revictimización y garanti-
zando el debido respeto a sus derechos humanos, con inde-
pendencia de su situación migratoria. 

Artículo 72. Las víctimas extranjeras de los delitos objetos
de esta Ley, deberán recibir asistencia gratuita de un intér-
prete o traductor, en caso de que no comprendan el idioma
español. 

Artículo 73. Las víctimas de los delitos objeto de esta Ley,
con independencia de la nacionalidad o nacionalidades que
tuvieren, tendrán acceso a los mismos mecanismos de pro-
tección y asistencia que las víctimas nacionales. 

Artículo 74. Las víctimas de los delitos objeto de esta Ley,
con independencia de la nacionalidad o nacionalidades que
tuvieren, serán asistidas durante todo el proceso penal y se
tomarán las medidas necesarias para su plena participación
en el proceso. 

Artículo 75. Las víctimas de los delitos objeto de esta Ley,
con independencia de la nacionalidad o nacionalidades que
tuvieren, en ningún momento serán mantenidas en centros
de detención, retención o prisión, ni antes, ni durante, ni
después de los procedimientos administrativos o judiciales
que correspondan. 

Artículo 76. Los familiares de las personas extranjeras de-
saparecidas tendrán derecho a contar con visa mexicana,
durante el tiempo que dure la búsqueda de la persona y has-
ta su localización, con la finalidad de garantizar su adecua-
da participación en la investigación y el acceso a la justi-
cia. 

Título Cuarto
De los Procesos Civiles a Favor de las Víctimas

Capítulo I
Declaración especial de ausencia por desaparición

Artículo 77. Se crea el procedimiento de declaración espe-
cial de ausencia por desaparición, que se sujetará a lo dis-

puesto en la presente Ley, con el propósito de dar pleno re-
conocimiento a la personalidad jurídica de las víctimas de
los delitos de desaparición forzada de personas y desapari-
ción por particulares, independientemente de que se co-
nozca la identidad de la persona responsable. Este procedi-
miento podrá iniciarse en cualquier momento a partir del
inicio de la averiguación previa o investigación en el Mi-
nisterio Público por los delitos contemplados en la presen-
te Ley, sin que se requiera que medie ningún plazo de tiem-
po entre la última noticia que la persona solicitante hubiera
tenido de la persona desaparecida. 

Artículo 78. Pueden iniciar el procedimiento de declara-
ción especial de ausencia por desaparición: 

I. La o el cónyuge o el concubino o concubina de la per-
sona desaparecida; 

II. Los parientes consanguíneos hasta el tercer grado de
la persona desaparecida; 

III. Los parientes por afinidad hasta en segundo grado
de la persona desaparecida; 

IV. El o la adoptante o persona adoptada que tenga pa-
rentesco civil con la persona desaparecida; V. El Minis-
terio Público; y 

V. La pareja del que hubiere convivido con la víctima
durante el último año contado desde la fecha en que la
víctima fue vista por última vez.

VI. Quien tenga interés jurídico ya sea para litigar o de-
fender los derechos de la persona cuyo paradero se des-
conoce.

Artículo 79. Será competente para conocer el procedi-
miento de declaración especial de ausencia por desapari-
ción de personas, la o el Juez de Primera Instancia en Ma-
teria Civil del lugar de domicilio de la persona o institución
legitimada para formular la solicitud conforme a la Ley Or-
gánica del Poder Judicial. 

Artículo 80. La solicitud de declaración especial de ausen-
cia por desaparición de personas incluirá la siguiente infor-
mación:

I. El nombre, la edad y el estado civil de la persona des-
aparecida;
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II. Denuncia en donde se narren los hechos de la desa-
parición; 

III. La fecha y lugar de los hechos; 

IV. El nombre y edad de los dependientes económicos y
parentesco o de aquellas personas que tenga una rela-
ción afectiva inmediata y cotidiana; 

V. El nombre, parentesco o relación de la persona soli-
citante con la persona desaparecida; 

VI. La actividad a la que se dedica la persona desapare-
cida; 

VII. Toda aquella información que el peticionario haga
llegar al Juez competente para acreditar la identidad y
personalidad jurídica de la persona desaparecida. 

VIII. Cualquier otra información que se estime relevan-
te. Si el solicitante no cuenta con alguna de la informa-
ción referida en las fracciones anteriores, así deberá ha-
cerlo del conocimiento de la autoridad competente.

Artículo 81. Recibida la solicitud, la o el Juez competente
requerirá inmediatamente a las autoridades copias certifi-
cadas de las denuncias para que obren en el expediente pa-
ra su análisis y resolución. Recibidas las copias certifica-
das, la o el Juez competente dispondrá que se publique en
cinco ocasiones, con un intervalo de quince días naturales,
el extracto de la solicitud de declaración de ausencia por
desaparición con los datos de la persona desaparecida y su
fotografía, así como el número telefónico de atención y de-
nuncia. Las publicaciones deberán hacerse en el periódico
oficial y los periódicos de mayor circulación de la entidad
en que la víctima directa tuviera su domicilio, sin costo pa-
ra los familiares. Asimismo, se remitirá copia de la publi-
cación a los cónsules mexicanos de aquellos lugares del ex-
tranjero en que se puede presumir que se encuentra el
ausente o que se tengan noticias de él. La o el Juez compe-
tente publicará la solicitud de declaración especial de au-
sencia por desaparición en el portal de internet del Gobier-
no, Procuraduría y Secretaría de Seguridad Pública del
estado en cuestión o del Distrito Federal. 

Artículo 82. A partir de la última publicación de la solici-
tud de declaración especial de ausencia por desaparición, si
no hubiere noticias de la persona desaparecida, ni oposi-
ción de cualquiera de los descendientes o ascendientes de

la persona ausente, declarará la ausencia por desaparición
de la persona en un plazo no mayor de un mes. 

Artículo 83. La declaración especial de ausencia por desa-
parición deberá incluir por lo menos la siguiente informa-
ción:

I. El nombre, edad y domicilio de la persona solicitante
y su relación con la persona desaparecida; 

II. El Estado civil de la persona desaparecida; 

III. La relación de los bienes de la persona desaparecida
que estén relacionados con la solicitud; 

IV. El nombre y la edad de las y los hijos de la persona
desaparecida, si procede; y 

V. El nombre de la o el cónyuge, concubina, concubino
o pareja sentimental estable de la persona desaparecida.
Artículo 84. El trámite del procedimiento se orientará
por el derecho a la verdad y por los principios de gra-
tuidad, inmediatez y celeridad. El Poder Judicial eroga-
rá los costos durante todo el trámite, incluso las que se
generen después de emitida la resolución.

Artículo 85. La resolución de la o el Juez Competente so-
bre declaración especial de ausencia por desaparición de
personas, incluirá las medidas necesarias para garantizar la
máxima protección a la víctima, a la familia y a las perso-
nas que tengan una relación afectiva inmediata y cotidiana.
Dichas medidas se basarán en la legislación local, nacional
e internacional y podrán emitirse medidas urgentes, provi-
sionales o de protección específica antes de la resolución
definitiva. 

Artículo 86. La declaración especial de ausencia por desa-
parición de personas tendrá los siguientes efectos:

I. Garantizar y asegurar la continuidad de la personali-
dad jurídica de la persona desaparecida;

II. Garantizar la conservación de la patria potestad de la
persona desaparecida en relación con las o los hijos me-
nores de edad bajo el principio del interés superior de la
infancia; 

III. Garantizar la protección del patrimonio de la perso-
na desaparecida, incluyendo los bienes adquiridos a cré-
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dito y cuyos plazos de amortización se encuentren vi-
gentes; 

IV. Garantizar la protección de los derechos de la fami-
lia y de las y los hijos menores de edad a percibir los sa-
larios y prestaciones, así como demás derechos huma-
nos de las personas desaparecidas y sus familias; 

V. Declarar la inexigibilidad temporal de deberes o res-
ponsabilidades que la persona desaparecida tenía a su
cargo, cuando se ejerciten acciones jurídicas que afecten
los intereses o derechos de la persona desparecida. 

VI. Toda medida apropiada que resulte necesaria y útil
para salvaguardar los derechos de la persona desapare-
cida y dependientes económicos, su círculo familiar o
personal afectivo. 

VII. Los demás aplicables en otras figuras de la legisla-
ción civil federal y de las entidades federativas y que se-
an solicitados por las personas legitimadas en la presen-
te Ley.

Artículo 87. En el caso de las personas que han sido de-
claradas como ausentes por desaparición, se les otorgará la
siguiente protección: 

I. Se les tendrá en situación de licencia con goce de
sueldo hasta que se sean localizadas; 

II. Si la o el trabajador es localizado con vida, recupera-
rá su posición, escalafón y derechos de antigüedad;

III. Si la o el trabajador es localizado sin vida, se in-
demnizará a sus familiares de acuerdo a lo previsto en la
legislación aplicable; 

IV. A las personas beneficiarias la o el trabajador, en ma-
teria de seguridad social, se les reconocerán y conserva-
rán los derechos y beneficios que establece el orden ju-
rídico aplicable; 

V. Se suspenderán los pagos con motivo del crédito de
vivienda hasta en tanto no se localice con vida a la per-
sona; 

VI. Los créditos y prestaciones sociales adquiridos con-
tractualmente por la persona desaparecida, serán ejerci-
dos por la o el cónyuge, las o los hijos, el concubino o
concubina de la persona desaparecida o la persona que

tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana; y VII.
Los demás que determinen las autoridades competentes.

Artículo 88. Las personas beneficiarias de la persona des-
aparecida a que se refiere el artículo anterior continuarán
gozando de los beneficios y prestaciones hasta en tanto no
se localice a la persona declarada como ausente por desa-
parición de persona. 

Artículo 89. La o el Juez competente determinará a una
persona que administrará los bienes de la persona desapa-
recida, quien actuará conforme a las reglas del albacea. 

Artículo 90. Las obligaciones de carácter mercantil y fis-
cal a las que se encuentra sujeta la persona desaparecida,
surtirán efectos suspensivos hasta en tanto no sea localiza-
da. 

Artículo 91. La declaración especial de ausencia por desa-
parición de personas no eximirá a las autoridades de conti-
nuar las investigaciones encaminadas al esclarecimiento de
la verdad y de la búsqueda de la persona desaparecida has-
ta que no se conozca su paradero y haya sido plenamente
identificada. 

Artículo 92. En caso de aparecer con vida la persona de-
clarada como ausente por desaparición, quedará sin efecto
la declaración especial de ausencia por desaparición de
persona, sin perjuicio de las acciones legales conducentes
si existen indicios de una acción deliberada de evasión de
responsabilidades. 

Libro Segundo
De la Política de Estado

Título Primero
Del Programa Nacional y el Fondo

Capítulo I
Del Programa Nacional 

sobre Desaparición Forzada

Artículo 93. Las autoridades del Estado, con la participa-
ción de víctimas, organizaciones de la sociedad civil, aca-
demia, Organismos Públicos de derechos Humanos y ex-
pertos en la materia, diseñarán el Programa Nacional,
instrumento que deberá contemplar, como mínimo, los si-
guientes rubros:
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I. Diagnóstico de la desaparición forzada de personas en
el Estado mexicano, que desagregue la información por:
modalidades de desaparición, posibles causas, ubica-
ción geográfica de las denuncias por desaparición, tiem-
pos y eficacia de la investigación, grupos de población
afectados o en mayor grado de vulnerabilidad, así como
un análisis desde la perspectiva de género de los resul-
tados obtenidos. 

II. Políticas de prevención, erradicación, investigación,
sanción y reparación del delito. 

III. Estrategias en que el Estado se coordinará y actuará
uniformemente; la distribución de competencias y las
instituciones gubernamentales responsables de la pre-
vención, protección, asistencia y persecución; 

IV. Inventario de los recursos existentes; 

V. Protocolos de atención para la coordinación interins-
titucional; 

VI. VI. Ruta crítica de las búsquedas con vida de las
personas desaparecidas, con tiempos, atribuciones y
obligaciones claramente establecidas; 

VII. Ruta crítica de las investigaciones con tiempos,
atribuciones y obligaciones; 

VIII. Políticas públicas para cumplir con las estrategias
de prevención, protección y asistencia, y persecución; 

IX. Formas oficiales de coordinación interinstitucional; 

X. Formas de coordinación e intercambio de informa-
ción internacional y nacional; 

XI. Programas de capacitación y actualización perma-
nente en materia de derechos humanos y autocuidado,
para la sensibilización de toda servidora o servidor pú-
blico que se involucre en la atención a víctimas de de-
saparición, incluido el personal militar y civil encarga-
do de aplicar la ley, las y los servidores públicos
encargados de las detenciones, el personal médico y
otros funcionarios que puedan intervenir en la custodia
o tratamiento de las personas privadas de libertad; en
materia de derechos humanos y autocuidado, para la
sensibilización de toda servidora o servidor público que
se involucre en la atención a víctimas de desaparición,

incluido el personal militar y civil encargado de aplicar
la ley, las y los servidores públicos encargados de las de-
tenciones, el personal médico y otros funcionarios que
puedan intervenir en la custodia o tratamiento de las
personas privadas de libertad; 

XII. Seguimiento a los trabajos realizados por la extinta
Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos
del Pasado, así como la publicación y difusión de los
documentos e informes realizados; 

XIII. Develación y difusión de los archivos militares y
de otras autoridades durante el periodo de “Guerra Su-
cia”, así como de nombres de las personas que partici-
paron en actos de desaparición forzada de acuerdo a la
información Organismos públicos de derechos huma-
nos.

Artículo 94. Se establecerá un Comité de Seguimiento del
Programa Nacional sobre Desaparición Forzada, que ten-
drá por objeto:

I. Coordinar la implementación de la Política de Estado
sobre los delitos materia de esta Ley; 

II. Impulsar y coordinar en el Estado, la vinculación in-
terinstitucional para prevenir y sancionar los delitos a
que se refiere esta Ley; 

III. Realizar acciones de inspección y vigilancia de los
programas, acciones y tareas; 

IV. Evaluar y llevar a cabo la rendición de cuentas y
transparencia, sin perjuicio de las atribuciones que en
dichas materias correspondan a otras instancias; y 

V. Desarrollar una estrategia de seguimiento, búsqueda,
investigación y sanción de los casos relativos a hechos
durante el periodo de la “Guerra Sucia”.

Artículo 95. El Comité de Seguimiento estará integrado
por las o los titulares de las dependencias que integran el
Consejo Nacional de Seguridad Pública y las siguientes au-
toridades:

I. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, cuyo
titular presidirá el Comité de Seguimiento; 

II. Secretaría de Salud; 
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III. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia; 

IV. Un representante del Poder Judicial de la Federa-
ción;

V. Un representante de la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores;

VI. Tres personas provenientes de organizaciones o co-
lectivos de víctimas, propuestas por organizaciones de
la sociedad civil registradas ante la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores, especializadas en las materias de esta
ley y con experiencia acreditable de al menos dos años
en la atención a víctimas;

VII. Tres personas provenientes del ámbito académico,
propuestas por instituciones de educación superior, con
actividad acreditada de al menos dos años en la investi-
gación y docencia especializada en las materias de esta
Ley.

Artículo 96. El Comité de Seguimiento, tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Proponer su Reglamento Interno; 

II. Elaborar y actualizar anualmente el Programa Nacio-
nal de Desaparición Forzada, que contendrá la política
del Estado en relación con el delito de desaparición for-
zada; 

III. Proponer e implementar las estrategias, programas y
políticas en materia de prevención sobre la desaparición
forzada, que contengan los parámetros mínimos estable-
cidos en la presente Ley; 

IV. Elaborar e implementar políticas generales y focali-
zadas en materia de investigación, persecución y san-
ción, de protección, asistencia y resocialización de víc-
timas y testigos; 

V. Establecer las bases para la coordinación de las autori-
dades del Estado, organismos de defensa de los derechos
humanos, organizaciones de la sociedad civil, organismos
e instancias locales e instituciones académicas, y organis-
mos e instancias internacionales; 

VI. Promover acuerdos con asociaciones, fundaciones y
demás organismos no gubernamentales que tengan co-

mo objetivo prevenir y combatir la desaparición forzada
y proteger a las víctimas; 

VII. Establecer programas de asistencia y apoyo para
la reunificación familiar y social de las víctimas del
delito; y 

VIII. Realizar campañas para promover la denuncia del
delito de desaparición forzada.

IX. Realizar un informe de actividades anual con carác-
ter de público, el cual permita conocer estadísticas sobre
la efectividad de las Unidades Especializadas de Bús-
queda y del Programa Nacional sobre Desaparición For-
zada, para generar estrategias de mejoramiento en am-
bos casos, así como para asegurar la transparencia en su
funcionamiento.

Caítulo II
Del Fondo para la Protección y Asistencia de las 

Víctimas de Desaparición Forzada

Artículo 97. El ejecutivo Federal y de las entidades fede-
rativas establecerán, en el ámbito de sus competencias, un
fondo para la protección y asistencia a las víctimas de los de-
litos previstos en la presente Ley. Los Fondos se constituirán
en los términos y porcentajes que establezca el Reglamento
respectivo y se integrarán de la siguiente manera:

I. Recursos previstos para dicho fin en los presupuestos
de egresos de la Federación y de las entidades federati-
vas; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes de-
comisados en procesos penales que correspondan a la
desaparición de personas por particulares; 

III. Recursos producto de los bienes que hayan sido ob-
jeto de extinción de dominio y estén relacionados con la
comisión de los delitos previstos en esta Ley; 

IV. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que
se hagan efectivas cuando los procesados incumplan
con las obligaciones impuestas por la autoridad judicial; 

V. Las donaciones o aportaciones hechas a su favor por
terceros.

Artículo 98. El Fondo para la Protección y Asistencia de
las Víctimas de Desaparición Forzada será administrado

Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados242



por la instancia y en los términos que disponga el Regla-
mento, siguiendo criterios de transparencia, oportunidad,
eficiencia y racionalidad que serán plasmados en el Regla-
mento correspondiente, el cual determinará los criterios de
asignación de recursos. 

Artículo 99. Los recursos que integren el Fondo así como
los que destine la Federación a los Fondos de Protección y
Asistencia a las Víctimas de Desaparición Forzada de los
estados y del Distrito Federal, serán fiscalizados por la Au-
ditoría Superior de la Federación. Asimismo, las instancias
encargadas de la revisión de la cuenta pública en los ámbi-
tos de sus respetivas competencias, fiscalizarán los Fondos
de Protección y Asistencia a las Víctimas de los estados y
del Distrito Federal, en los términos de la legislación local
aplicable. Artículo 100. Los recursos del Fondo, así como
los correspondientes a los fondos de las entidades federati-
vas, se utilizarán para la implementación de medidas y pro-
gramas de asistencia, ayuda y protección a las víctimas de
desaparición forzada de personas, y será independiente al
Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, creado
por la Ley General de Víctimas, el cual está destinado a cu-
brir la reparación integral del daño. El acceso al Fondo pa-
ra la Protección y Asistencia de las Víctimas de Desapari-
ción Forzada, no limita el acceso a los beneficios del
Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral. 

Título Segundo
De la Prevención de los 

Delitos Previstos en esta Ley

Capítulo I
Del Registro Centralizado de Personas Detenidas

Artículo 101. El Registro Centralizado de Personas dete-
nidas será alimentado y actualizado por las Secretarías, las
Procuradurías Generales de Justicia y los poderes ejecuti-
vos de los estados y del gobierno federal miembros del
Consejo Nacional de Seguridad Pública del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública. Dichos registros deberán con-
tener, al menos, la siguiente información: 

I. El registro de la detención deberá realizarse de forma
inmediata a la detención, y deberá tener la siguiente in-
formación: 

a. Nombre, sexo, edad, nacionalidad y lugar de pro-
cedencia de la persona detenida; 

b. Estado físico de la persona al momento de la de-
tención; 

c. Fecha, hora y lugar en la que se realizó la deten-
ción; 

d. Autoridad que ordenó la detención y motivos de la
misma; 

e. Autoridad que realizó la detención y cadena de
custodia de las personas detenidas; 

f. Autoridad ante la cual se encuentra a disposición
la persona detenida. 

II. Registro de personas privadas de libertad: 

a. La identidad de la persona privada de libertad; 

b. La autoridad que decidió la privación de libertad
y los motivos; 

c. El día, la hora y el lugar donde la persona fue de-
tenida y la autoridad que procedió a la privación de
libertad; 

d. El lugar de la privación; 

e. El día y hora de admisión al mismo y la autoridad
responsable de dicho lugar; 

f. La información sobre la integridad física de la per-
sona privada de libertad; 

g. En caso de fallecimiento durante la privación de
libertad, las circunstancias y causas del fallecimien-
to y el destino de los restos de la persona fallecida; 

h. Información del día y la hora de la liberación o
traslado, el destino y la autoridad encargada del tras-
lado. 

Dichos registros deberán ser públicos y estar a disposición
de la o el defensor, los familiares o cualquier otra persona
que tenga interés legítimo en conocer esa información. 

Artículo 102. La Procuraduría General de la República, las
Procuradurías Generales de Justicia de los estados, así co-
mo la autoridad competentes del Sistema Penitenciario de-
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berán garantizar que el Registro Centralizado de Personas
Detenidas sea público y esté disponible a cualquier perso-
na que tenga interés legítimo en conocer dicha informa-
ción. 

Artículo 103. La Procuraduría General de la República y
las Procuradurías Generales de Justicia de los estados ga-
rantizarán la comunicación de la persona privada de liber-
tad con su familia, la o el defensor o cualquier otra perso-
na de su elección. 

Artículo 104. La Procuraduría General de la República, así
como las Procuradurías Generales de Justicia de los esta-
dos garantizarán el acceso de toda autoridad a los lugares
de privación de libertad. En cualquier caso y cuando haya
sospecha de desaparición forzada, garantizarán que toda
persona privada de libertad o toda personas con interés le-
gítimo pueda interponer recurso ante un tribunal para de-
terminar la legalidad de la privación de libertad. 

Capítulo II
De las Políticas y Programas de Prevención

Artículo 105. La Procuraduría General de la República, así
como las Procuradurías Generales de Justicia de los esta-
dos garantizarán que los servidores públicos autorizados
para realizar detenciones, cuenten con elementos de identi-
ficación que permitan ser visiblemente reconocidos como
autoridades competentes. 

Artículo 106. La Procuraduría General de la República, así
como las Procuradurías Generales de Justicia de los esta-
dos establecerán un registro de control estricto que deter-
mine con precisión las responsabilidades jerárquicas de to-
das las autoridades responsables de aprehensiones,
arrestos, detenciones, prisiones preventivas, traslados y en-
carcelamientos, así como sobre los demás agentes habilita-
dos para recurrir a la fuerza y utilizar armas de fuego.

Dicha información será pública y estará disponible perma-
nentemente en las páginas de internet de dichas Procuradu-
rías. 

Artículo 107. El Comité de Seguimiento del Programa Na-
cional sobre Desaparición Forzada es responsable de di-
fundir y promover el Programa Nacional de Denuncia Con-
fidencial para los casos de desaparición forzada, el cual
promoverá la denuncia y permitirá que paralelamente se
adopten medidas de protección inmediata de los familiares.

Se deberá realizar un informe de actividades anualmente,
el cual permita conocer estadísticas sobre la efectividad del
Programa y se puedan generar estrategias para el mejora-
miento del mismo. 

Artículo 108. El Comité de Seguimiento del Programa Na-
cional sobre Desaparición Forzada realizará campañas de
difusión sobre la desaparición forzada, mismas que pro-
muevan una cultura de derechos humanos y que incluya la
prevención, la protección y la denuncia de actos que pu-
dieran coadyuvar a la erradicación desaparición forzada de
personas. 

Artículo 109. El Comité de Seguimiento del Programa Na-
cional sobre Desaparición Forzada implementará progra-
mas de capacitación en derechos humanos dirigidos al per-
sonal militar y civil encargado de aplicar la ley, a las y los
servidores públicos encargados de las detenciones, al per-
sonal médico y otros funcionarios que puedan intervenir en
la custodia o tratamiento de las personas privadas de liber-
tad. Dichas capacitaciones proveerán información sobre el
delito de desaparición forzada y deberán hacer hincapié pa-
ra que se reconozca la urgencia de la resolución de los ca-
sos. Asimismo, se desarrollarán programas para que las au-
toridades tengan conocimientos sobre la debida
investigación y juzgamiento de los hechos, manejo de la
prueba circunstancial y la valoración de patrones sistemá-
ticos que den origen a hechos de desaparición forzada. 

Artículo 110. El Poder Judicial Federal o local según co-
rresponda, implementarán programas de capacitación en
educación en derechos humanos a operadores de justicia y
personal de impartición de justicia. Para lograrlo, se reali-
zarán cursos permanentes de derechos humanos y sobre la
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos. 

Capítulo III
De la Evaluación de las Políticas 

y Programas de Prevención

Artículo 111. Las autoridades integrantes del Comité de
Seguimiento, en coordinación con la sociedad civil organi-
zada y no organizada, están obligadas a desarrollar y revi-
sar los indicadores que se señalen en los Programas y Polí-
ticas de Prevención con la finalidad de establecer
mecanismos de evaluación sobre la materia. Tales indica-
dores serán públicos y se difundirán por los medios dispo-
nibles. 
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Título Tercero
Facultades y Competencias de las 

Autoridades de los Tres Órdenes de Gobierno

Capítulo I
Del Gobierno Federal

Artículo 112. Corresponden a las autoridades federales las
siguientes atribuciones: 

I. Determinar para toda la República la Política de Esta-
do para prevenir, investigar, perseguir y sancionar los
delitos previstos en esta Ley, así como para la asistencia
y protección de las víctimas y testigos, a cuyo efecto
considerará la opinión de las autoridades de los tres po-
deres y los tres órdenes de gobierno, así como de la so-
ciedad civil; 

II. Desarrollar mecanismos de coordinación entre la fe-
deración, los estados, los municipios, el Distrito Federal
y sus demarcaciones territoriales, con la finalidad de
erradicar la desaparición forzada de personas; 

III. Impulsar acuerdos de coordinación entre dependen-
cias del Gobierno Federal y los estados y el Distrito Fe-
deral que permitan prestar asistencia y protección inte-
gral a las víctimas y testigos; 

IV. Regular un sistema nacional de formación, actuali-
zación, capacitación y profesionalización de las y los
servidores públicos que participen en los procesos de
prevención, investigación y sanción del delito de desa-
parición forzada, de la asistencia y protección a las víc-
timas y testigos de dicho delito; 

V. Promover en coordinación con los Gobiernos Fede-
ral, de las entidades federativas, los municipios y de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México cursos
de capacitación a las personas que atienden a las vícti-
mas y testigos de la desaparición forzada; 

VI. Fijar los lineamientos generales de las evaluaciones
a las que se someterán las acciones y programas des-
arrollados por el Gobierno Federal, las entidades fede-
rativas y los municipios, y las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México y la sociedad; 

VII. Fijar los protocolos únicos para el uso de procedi-
mientos y recursos para la búsqueda e investigación del

delito de desaparición forzada, así como para la asisten-
cia y protección de las víctimas;

Capítulo II
De las Autoridades de las entidades 

federativas, municipales y demarcaciones 
territoriales dela Ciudad de México

Artículo 113. En el ámbito de sus respectivas competen-
cias, las personas servidoras públicas que integran los tres
órganos de gobierno y de las entidades federativas garanti-
zarán en todo momento los derechos de las víctimas y tes-
tigos de desaparición forzada y la desaparición de personas
cometidas por particulares.

Artículo 114. Corresponden de manera exclusiva a las au-
toridades de los estados y el Distrito Federal, en sus res-
pectivos ámbitos de competencia, las atribuciones siguien-
tes: 

I. En concordancia con el Programa Nacional de Desa-
parición Forzada, instrumentar programas estatales para
prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada,
las detenciones arbitrarias e ilegales, así como para la
protección, atención, rehabilitación y recuperación del
proyecto de vida de las víctimas y testigos; 

II. Proponer al Comité de Seguimiento contenidos na-
cionales y regionales, para ser incorporados al Programa
Nacional de Desaparición Forzada; 

III. Prestar servicios de formación, actualización, capa-
citación y profesionalización para las y los servidores
públicos que participan en los programas de prevención
y en los procesos de búsqueda e investigación previstos
en esta Ley, así como en las políticas y programas de
asistencia y protección de víctimas de desaparición for-
zada; 

IV. Revisar y evaluar la eficacia de las políticas, progra-
mas y acciones con base en los lineamientos que para tal
efecto se desarrolle en el Programa Nacional de Desa-
parición Forzada; 

V. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar
estadísticas sobre la desaparición forzada, la informa-
ción necesaria para su elaboración; 

VI. Impulsar reformas legales para el cumplimiento de
los objetivos de la presente Ley; y
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VII. Las demás aplicables a la materia, que les confiera
esta Ley u otros ordenamientos legales.

Artículo 115. Corresponde a los municipios y a las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de México en el ámbito
de sus respectivas facultades y competencias, de conformi-
dad con esta Ley, la legislación aplicable en la materia y las
políticas y programas federales, estatales y del Distrito Fe-
deral: 

I. Instrumentar políticas y acciones para prevenir las de-
tenciones arbitrarias e ilegales; 

II. Apoyar la creación de programas de sensibilización y
capacitación para las y los servidores públicos y funcio-
narios sobre el uso de la fuerza; 

III. Apoyar la creación programas de protección y asis-
tencia para las víctimas y testigos de desaparición for-
zada; 

IV. Las demás aplicables sobre la materia y las que les
confiera esta Ley y otros ordenamientos jurídicos.

Artículo 116. Adicionalmente a las atribuciones de los go-
biernos Federal, de las entidades federativas, municipios y
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, les co-
rresponde de manera concurrente las atribuciones siguientes: 

I. Editar y producir materiales de difusión para la pre-
vención del delito de desaparición forzada de personas; 

II. Promover la investigación del delito de desaparición
forzada y detenciones arbitrarias e ilegales, para que los
resultados sirvan de base para el desarrollo de nuevas
políticas y programas para su prevención y combate, así
como para desarrollar nuevas medidas de atención, pro-
tección y asistencia a las víctimas; 

III. Fomentar y difundir actividades de conocimiento y
prevención del delito de desaparición forzada de perso-
nas; 

IV. Desarrollar mecanismos para que las instituciones
de seguridad pública y de procuración de justicia se co-
ordinen para:

a) El manejo del Registro Nacional de Personas De-
saparecidas y del Banco de datos de cadáveres no
identificados; 

b) El Registro Centralizado de Personas Detenidas; 

c) Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir las
detenciones arbitrarias e ilegales; 

V. Crear mecanismos y proveer recursos para que las
instituciones policiales y de procuración de justicia des-
arrollen métodos de recopilación y sistematización de
información con el fin de aplicar las estrategias necesa-
rias para hacer eficaz la investigación preventiva. 

VI. El gobierno de cada entidad federativa, el Distrito
Federal, los ayuntamientos y las jefaturas delegaciona-
les podrán celebrar convenios para coordinar o unificar
sus actividades en la materia de esta Ley, para cumplir
de mejor manera las responsabilidades a su cargo. 

Capítulo III
De la responsabilidad de las autoridades 
por el incumplimiento de la presente ley

Artículo 117. A las autoridades que incumplan con lo esta-
blecido en la presente ley, se les dará vista de manera in-
mediata al órgano de control interno, jurisdiccional o cual-
quier otra autoridad que corresponda para la investigación
y sanción administrativa. 

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La implementación del presente decreto será con
cargo a los respectivos presupuestos aprobados en las ins-
tancias de los tres órdenes de gobierno obligados a cumplir
con lo establecido en el presente. 

Tercero. El Ejecutivo Federal contará con 90 días a partir de
la publicación de esta Ley para emitir el Reglamento de la
misma, así como el Reglamento del Fondo para la Protec-
ción y Asistencia de las Víctimas de Desaparición Forzada. 

Cuarto. Se contará con un término improrrogable de 90 dí-
as para ejecución del Registro Centralizado de Personas
Detenidas, el Registro Nacional de Personas Desparecidas
y el Banco de Datos de Cadáveres No Identificados. 

Quinto. La Procuraduría General de la República y las Fis-
calías o Procuradurías Generales de Justicia de los estados
y del Distrito Federal, contarán con un término improrro-
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gable de 90 días para la instalación y puesta en marcha de
las Unidades Especializadas de Búsqueda. 

Sexto. Los Congresos de los Estados y la Asamblea Legis-
lativa de la Ciudad de México, procederán a hacer las re-
formas pertinentes en la materia y las leyes específicas, con
el fin de armonizar en lo conducente a la presente Ley. 

Séptimo. Las disposiciones relativas a los delitos a que se
refiere esta Ley previstas tanto en el Código Penal Federal
como en los Códigos Penales locales vigentes hasta la en-
trada en vigor de la presente Ley, seguirán aplicándose a
las personas procesadas o sentenciadas por los delitos pre-
vistos y sancionados por los mismos artículos. 

Octavo. Se deberán publicar los lineamientos mínimos se-
ñalados para la búsqueda e investigación del delito de de-
saparición forzada y deberá capacitar al personal de las se-
cretarías que lo conforman, en un plazo no mayor a 180
días naturales tras la publicación de este Decreto.

Notas:

1 Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, Reso-
lución AG/RES-666 (XIII - 0/83), aprobada en la sesión plenaria del 18
de noviembre de 1983.

2 Resolución 47/133 de la Asamblea General de la Organización de las
Naciones Unidas, Declaración Sobre la Protección de Todas las Perso-
nas Contra las Desapariciones Forzadas, 18 de diciembre de 1992, Par-
te Considerativa.

3 Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, Con-
vención Interamericana Sobre Desaparición Forzada de Personas,
adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1.994, Preámbulo.

4 www.derechos.org/nizkor/impu/tpi

5 Diario Oficial de la Federación del 10 de julio de 2015.

6 Las cifras presentan el total de registros de personas relacionadas con
averiguaciones previas del fuero común que permanecen sin localizar
al corte del 31 de julio del 2016 (ver nota metodológica), distribuidas
por año. Datos oficiales del Registro Nacional de Datos de Personas
Extraviadas o Desaparecidas (RNDPED). http://secretariadoejecuti-
vo.gob.mx/rnped/estadisticas-fuerocomun.php 

7 Las cifras presentan el total de registros de personas relacionadas con
averiguaciones previas del fuero federal iniciadas en el periodo com-
prendido entre enero de 2014 y septiembre de 2016, y que permanecen

sin localizar al corte del 30 de septiembre de 2016. http://secretariado-
ejecutivo.gob.mx/rnped/estadisticas-fuerofederal.php 

8 Diario Oficial dela Federación 23 Septiembre de 2015. Protocolo
Homologado par la Búsqueda de Personas Desaparecidas y la Investi-
gación del Delito de Desaparición Forzada de Personas

9 Diario Oficial de la Federación 9 de octubre de 2015. https://www.
google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad
=rja&uact=8&ved=0ahUKEwiMvbOvanMAhWMxIMKHa1YA2EQ
FggbMAA&url=http%3A%2F%2Fwww.dof.gob.mx%2Fnota_deta-
lle.php%3Fcodigo%3D5411119%26fecha%3D09%2F10%2F2015&u
sg=AFQjCNEmm8m-r5Y4HV44EheJOiz6gqkHcw

10 Programa Nacional de Procuración de Justicia 2013-2018. Diario
Oficial de la Federación 16 de diciembre de 2013. https://www.goo-
gle.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad=rj
a&uact=8&ved=0ahUKEwiY7oDAwqnMAhXp74MKHbktBu8QFgg
dMAA&url=http%3A%2F%2Fwww.dof.gob.mx%2Fnota_detalle.php
%3Fcodigo%3D5326462%26fecha%3D5%2F09%2F1953&usg=AFQ
jCNG7dEOjr0iRs2xeexl_10041wdgbQ

11 Ídem.

12 Ibídem.

13 SinEmbargo. ¿Y las otras fosas? ¿Y los otros desaparecidos de Igua-
la? Abril 14 de 2015. https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct= j&q=
&esrc=s&source=web&cd=5&cad=rja&uact=8&ved=0ahU-
KEwjvhJmjzanMAhUDk4MKHWiiBEkQFgg3MAQ&url=http%3A
%2F%2Fwww.sinembargo.mx%2F14-04-2015%2F1305915&
usg=AFQjCNEwLyuw1f-T1ItRPDTkvgNQaffhHA

14 Proceso, número 2056, Búsqueda ciudadana de desaparecidos ante
la inacción gubernamental. http://www.proceso.com.mx/437450/bus-
queda-ciudadana-ante-la-inaccion-gubernamental 

15 Ibídem.

16 Ob. Cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de noviembre de 2016.—
Diputados: Juan Romero Tenorio, Virgilio Dante Caballero Pedraza
(rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Romero. Túrnese a la
Comisión de Justicia, para dictamen y a las Comisiones
de Derechos Humanos y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión.
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LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA Y LEY DE LA
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por tres minutos, la
diputada Ernestina Godoy Ramos, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a la
Ley de la Industria Eléctrica y de la Ley de la Comisión Fe-
deral de Electricidad. Adelante, diputada.

La diputada Ernestina Godoy Ramos: Gracias. Con su
venia, presidente. La reforma energética es un fracaso. El
gobierno federal planteó que la reforma buscaba la moder-
nización de dicho sector disfrazando su privatización. En-
tre los engaños para promover la reforma se utilizó como
argumento, para el caso del suministro eléctrico, que las ta-
rifas bajarían favoreciendo sobre todo al sector doméstico,
hoy llamados usuarios básicos.

Lo cierto es que la política de aumento progresivo de las ta-
rifas de suministro de energía eléctrica de uso doméstico se
ha venido estableciendo a través de la emisión de muchos
acuerdos que al efecto ha emitido la Secretaría de Hacien-
da, que han tenido como finalidad crear nuevas tarifas do-
mésticas, como la 1F o la DAC, suprimir el subsidio, fijar
o crear rangos de límites mínimos y máximos, de uso de
energía, o fijar factores de ajuste y actualización en función
de los precios de los combustibles, sobre todo del gas na-
tural y la inflación.

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha estableci-
do en sus informes que la Comisión Federal de Electricidad
se encuentra dentro de los 10 entes públicos con más que-
jas presentadas en su contra. La Profeco habla de 60 mil
quejas presentadas en contra de esta empresa y el 70 por
ciento tiene que ver con la indebida facturación en el su-
ministro eléctrico.

Esta problemática de los altos cobros de luz ha generado un
movimiento de resistencia nacional, hecho público y noto-
rio que los mismos funcionarios de la Profeco, la CNDH y
hasta la misma CFE han reconocido.

Esta resistencia existe prácticamente en todo el país, que
ha llevado a miles de quejas, juicios y demandas en con-
tra de la empresa que supuestamente iba a tener una me-
jor calidad en el servicio, una vez aprobada la reforma
energética.

La problemática de los altos cobros implica la violación a
un derecho humano básico, que es contar con el suministro
eléctrico como satisfactor de necesidades humanas, a su
vez, la existencia de una política de cobro intimidatoria.

No ha sido posible que la CFE proponga una solución in-
tegral, por eso proponemos esta iniciativa, con el objetivo
de que las leyes regulen el derecho humano a recibir ener-
gía eléctrica, que se regule la obligatoriedad de establecer
una tarifa para grupos y zonas de alta marginalidad para
garantizar los derechos de los consumidores, que se esta-
blezca la regulación y la sanción por actos lesivos a la sa-
nas prácticas comerciales por parte de los trabajadores y
los contratistas de la CFE.

Los legisladores no podemos cerrar los ojos y ser omisos
ante la angustia cotidiana que viven miles de personas en
el país por la amenaza permanente de sufrir el corte de la
energía eléctrica, por imposibilidad de cubrir los altos e in-
justos cobros derivados de los llamados recibos locos. Es
cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
las leyes de la Industria Eléctrica y de la Comisión Federal
de Electricidad, a cargo de la diputada Ernestina Godoy
Ramos, del Grupo Parlamentario de Morena

Ernestina Godoy Ramos, diputada integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta Cámara la
presente iniciativa de reforma y adiciones a la Ley de la In-
dustria Eléctrica y la Ley de la Comisión Federal de Elec-
tricidad, de conformidad con lo siguiente.

II. Planteamiento del problema

1. Desde principios de 2013 se generó en el país un debate
nacional sobre el sentido de la llamada reforma energética.
Dicho debate polarizó la discusión en la materia, toda vez
que diversos sectores denunciaron que dicha reforma bus-
ca privatizar el sector energético, que es estratégico para el
desarrollo nacional, mientras que el gobierno federal plan-
teó que la reforma busca la modernización de dicho sector
económico nacional.

Los hoy integrantes de Morena desde sus diversos espacios
de actuación planteamos que dicha reforma debía atender a
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las necesidades económicas del sector energético para que
se abatiera el rezago en la inversión pública al sector, por
ejemplo creando nuevas refinerías o reformando la Ley pa-
ra efectos de que existieran reglas que evitaran el tráfico de
influencias y la corrupción en las licitaciones por parte de
servidores público en colusión con empresarios del sector.

Así después de un debate parcial, poco difundido entre la
sociedad y con un Congreso General amurallado por poli-
cías federales, como suele suceder cuando el gobierno
quiere imponer sus reformas sin debate y sin apertura, a es-
condidas se aprobó la reforma a diversos preceptos consti-
tucionales, para, según lo señalado por el gobierno federal,
“modernizar el sector energético”.

De acuerdo con el artículo transitorio tercero del decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de energía, publicado el 20 de diciembre de
2013 en el Diario Oficial de la Federación, dispuso que la
ley establecerá la forma y plazos, los cuales no podrían ex-
ceder dos años a partir de la publicación de dicho Decreto,
para que los organismos descentralizados denominados Pe-
tróleos Mexicanos (Pemex) y Comisión Federal de Electri-
cidad (CFE) se conviertan en empresas productivas del Es-
tado.

De conformidad con el artículo 25, párrafo cuarto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las
áreas estratégicas que se señalan en el artículo 28, párrafo
cuarto de la propia Constitución, manteniendo siempre el
Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los orga-
nismos y empresas productivas del Estado que en su caso
se establezcan.

Con fecha 11 de agosto de 2014, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el decreto por el que se expide la
Ley de la Comisión Federal de Electricidad, la cual dispo-
ne que a partir de su entrada en vigor, la Comisión Federal
de Electricidad se transforma por ministerio de ley en una
empresa productiva del Estado

Que según se dijo por parte del gobierno federal para pro-
mover la reforma energética, se utilizó como argumento
que las nuevas disposiciones normativas no sólo se moder-
nizaría el sector, sino además para el caso del suministro
eléctrico, las tarifas bajarían favoreciendo sobre todo al
sector doméstico, hoy llamado usuarios básicos.

Lo cierto es que la política de aumento progresivo de las ta-
rifas de suministro de energía eléctrica de uso doméstico se
ha venido estableciendo, a través de la emisión de los
acuerdos que al efecto ha emitido la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público mismos que han tenido como finali-
dad crear nuevas tarifas domésticas (como la 1F o DAC);
suprimir el subsidio; fijar o crear rangos de límite mínimo
y máximo de uso de energía, o fijar factores de ajuste y ac-
tualización en función a los precios de los combustibles
(gas natural, principalmente,) e inflación. Cabe señalar que
de 2001 a 2012 se han emitido 16 acuerdos relacionados
con la creación de nuevas tarifas o de “ajustes tarifarios”,
siendo el acuerdo más reciente el publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 29 de junio de 2012, el cual es-
tableció un factor de ajuste y actualización permanente sin
límite de temporalidad, esto es que desde su entrada en vi-
gor se sigue aplicando.

2. Ahora bien, a partir del 11 de octubre de 2009 cuando el
gobierno federal extingue la Compañía de Luz y Fuerza del
Centro, y es sustituida por la Comisión Federal de Electri-
cidad para operar el suministro y venta de energía eléctrica
en la División Valle de México, que comprende el Distrito
Federal y zonas de Hidalgo y Cuernavaca, se ha dado un
aumento desproporcionado en los montos consignados en
el aviso recibo que llega a los usuarios, llamados colo-
quialmente como “los recibos locos”, que establecen car-
gos a pagar que van de los 3 mil a los 150 mil pesos, lo que
impacta económicamente a cualquier usuario, afectando
más a la población con menores ingresos y vuelve los co-
bros prácticamente impagables, en tanto que la gente no
reconoce un adeudo de esas cantidades y menos aún tiene
para pagarlas. Dicha situación es de conocimiento público
a través de los diarios de circulación nacional, que señalan
la presentación de más de quince mil quejas que compren-
den de 2012 a 2015 ante la Procuraduría Federal del Con-
sumidor contra la Comisión Federal de Electricidad por los
altos cobros que consignan los avisos recibos.

De acuerdo al informe anual de 2015 de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, la Comisión Federal de
Electricidad se encuentra dentro de los 10 entes públicos
con más quejas presentadas, con un total de 416 denuncias
en su contra1. Cabe señalar que esta empresa estuvo tam-
bién dentro de esa malograda en lista en 2012, 2013 y
2014.

Por su parte, el informe anual de 2013 la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor registró 16 mil 322 quejas en contra
de la CFE, de un total de 126 mil 553 recibidas, quedando
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entre los cinco proveedores con más denuncias a nivel na-
cional, tendencia que se repitió en 20143, con 25, 792 que-
jas. Esta tendencia se ha repetido en 2015 donde el 50 por
ciento de las quejas que recibió la Procuraduría Federal del
Consumidor (Profeco) fueron contra dicha empresa pro-
ductiva del Estado. El 90 por ciento de las quejas que han
sido presentadas contra la comisión son por una indebida
facturación en el cobro del suministro eléctrico.

A tal grado ha sido la problemática de la presentación de
las quejas contra la comisión que la entonces procuradora
Lorena Martínez declaró en octubre de 2014 que: “El nú-
mero tan alto de quejas ha venido saturando los sistemas de
quejas en perjuicio de todos los usuarios”4

Pero esta situación de la mala calidad del servicio que pres-
ta la Comisión Federal de Electricidad es que ya traspasó
nuestras fronteras, evidentemente de manera negativa. Así
nuestra llamada empresa de clase mundial tiene una mun-
dialmente mala fama, ya que en la visita realizada por Gru-
po de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la
Organización de las Naciones Unidas y su respectivo in-
forme presentado de 29 de agosto de 20165 refiere que la
empresa más mencionada por violaciones a los derechos
humanos de empresas estatales fue la CFE seguida de Pe-
mex. En ese informe se refiere al tema relativo a las ame-
nazas y actos lesivos a las prácticas comerciales que reper-
cuten en el servicio prestado de manera indebida. En
concreto en dicho informe se acreditan 5 casos de violación
a los derechos humanos a usuarios de servicios prestados
por la Comisión Federal de Electricidad, lo que respecta a
la falta de información y amenazas a los consumidores.

De igual forma el entonces director general de la Comisión
Federal de Electricidad, Enrique Ochoa Reza, señaló pre-
tendiendo minimizar el problema nacional, que el gran nú-
mero de quejas en contra de dicha empresa, se recibe en la
región central, comprendiendo 61 por ciento en el estado
de México, Distrito Federal, Puebla, Morelos y parte de
Hidalgo, que antes tenían el servicio de Luz y Fuerza del
Centro6, empero el otro 39 por ciento se encuentra diversi-
ficado en Chiapas, Tamaulipas, Chihuahua, Veracruz, Ta-
basco, entro otros estados de la República.

La problemática de los altos cobros de luz es un hecho pú-
blico y notorio, no solamente por los datos que se mencio-
na por cuanto hace a las quejas presentadas en contra de la
CFE, sino porque ha generado a nivel nacional un movi-
miento de resistencia de los ciudadanos que se niegan a pa-
gar los recibos por la falta de justificación de la empresa

productiva del Estado a justificarles y aclararles los mon-
tos consignados, sino además por los actos intimidatorios,
de corrupción y lesivos de que son objetos los usuarios por
parte de los trabajadores y contratistas de la CFE. Hay di-
versas denuncias y notas que consignan los actos de inti-
midación y de corrupción de los trabajadores y contratis-
tas7 que abusando de la necesidad de contar con el
suministro eléctrico como satisfactor de necesidades hu-
manas básicas para vivir, piden dinero a los usuarios para
no cortar el suministro; no obstante cuenten con quejas o
juicios ganados a la empresa ya sea ante Profeco o ante el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Inclu-
so la misma empresa reconociendo los actos de corrupción
de trabajadores ha presentado denuncias por sobornos de
éstos contra usuarios.8

En ese sentido, la que propone la presente iniciativa ha da-
do seguimiento y acompañamiento a usuarios que tiene di-
cho problema, que conforman el Colectivo de Ciudadanos
de Iztapalapa en Defensa de la Energía Eléctrica y que con-
grega a las de 800 usuarios que tiene adeudos impagables.
Este colectivo logró en 2014 que la Procuraduría Federal
del Consumidor requiriera informes a la CFE sobre los ac-
tos intimidatorios en contra de los usuarios, tales como ofi-
cios sin firma requiriendo el pago, o cartas de despachos
privados amenazando de realizar embargos a los bienes de
los usuarios por los presuntos adeudos9, y su vez la exhor-
tara a dejar de realizar dichas actividades lesivas a las sa-
nas prácticas comerciales.

De igual manera el Colectivo de Ciudadanos de Iztapalapa
en Defensa de la Energía Eléctrica, ha presentado más de
400 juicios de nulidad contra la CFE en el Tribunal Fede-
ral de Justicia Fiscal y Administrativa contra los oficios
emitidos por la CFE, en donde les indica sus montos adeu-
dados y ha conseguido hasta ahora más de 60 sentencias
declarando la nulidad de los oficios por no estar fundado,
ni motivado el adeudo consignado.

El caso de la resistencia emprendida por dicho colectivo no
es único porque, como se señala, a raíz de las acciones in-
timidatorias emprendidas por la CFE se han conformado
diversos grupos de ciudadanos en todo el país contra la em-
presa productiva del Estado, sabemos de colectivos forma-
dos en la zona norte y oriente del estado de México, en los
pedregales del Distrito Federal, en Veracruz, Tamaulipas,
Tabasco, Guerrero, Sinaloa, Campeche, entre otros esta-
dos, todos con la consigna de no pagar montos injustifica-
dos e impagables10.
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Cabe señalar que los ciudadanos afectados han denunciado
que son los usuarios básicos a quienes la CFE busca co-
brarles, pero no hay información de acciones emprendidas
contra las grandes empresas o grupos empresariales relati-
vas al cobro del suministro energético.

Todos hemos escuchado que en los estados mencionados
los usuarios han entrado en una dinámica de confrontación
con los contratistas de la CFE y sus trabajadores al impe-
dirles realizar acciones de corte o de sustitución de medi-
dores.

Estos hechos públicos y notorios han sido reconocidos, co-
mo lo exponemos en esta iniciativa por la misma empresa
y por la Comisión Federal, empero no han realizado una
verdadera atención a la problemática que se expone y que
implica:

1. La violación a un derecho humano básico que es el
contar con el suministro eléctrico como satisfactor de
necesidades humanas básicas para vivir, esto es así toda
vez que el suministro eléctrico es conceptuado por los
organismos nacionales e internacionales que miden el
bienestar social y los derechos básicos como uno de los
elementos básicos de vida.

2. La falta de una solución integral para atender y resol-
ver esta problemática que acarre una verdadera solución
al problema del alto cobro de luz y con ello la imposibi-
lidad del pago de miles de personas que supone un ha-
ber a favor de la empresa productiva. La misma Comi-
sión Federal de Electricidad informó que al cierre del
periodo enero-marzo de 201611, la cartera vencida por
clientes morosos asciende a 41 mil 880 millones de pe-
sos.

Cabe señalar que según datos de esa empresa la cartera
vencida a nivel nacional se integra en un 55 por ciento por
adeudos en el sector doméstico. En este rubro la deuda es
cercana a los 23 mil millones de pesos. Le sigue el sector
comercial con un 10 por ciento, es decir 4 mil millones 100
mil pesos.12 Por su parte, los sectores agrícola y de servi-
cios representan, cada uno, 7 por ciento de la cartera ven-
cida total de la CFE. Lo anterior da cuenta que el problema
se concentra en los usuarios hoy llamados básicos, que son
los que tenemos uso doméstico.

Es importante señalar que la propuesta del gobierno fede-
ral a través de la Profeco ha sido solamente un paliativo.
Las autoridades ya reconocen la problemática ya que la

Comisión Federal de Electricidad y la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor, celebraron un convenio encaminado a
la revisión de los avisos recibos, a fin de determinar la
exactitud del cobro consignado, sin embargo ello no re-
suelve la situación porque los usuarios refieren que el pro-
blema no es que les hagan pagar todo el adeudo en pagos
mensuales, sino que no cuentan con recursos para pagar los
adeudos consignados que no les justifican su facturación.
Dicho convenio pretende garantizar que la Comisión Fede-
ral de Electricidad se ajuste en sus facturaciones al derecho
que le asiste al usuario en su calidad de usuario de un ser-
vicio para que el proveedor le respete sus derechos13.

Argumentos que sustentan la iniciativa

A continuación se expondrán esquemáticamente las pro-
puestas de reforma y adiciones a la normativa en materia
energética a fin de buscar: a) que las leyes de la materia re-
gulen el derecho humano a recibir energía eléctrica como
satisfactor de necesidades humanas básicas para vivir; y b)
que se regule la obligatoriedad de establecer una tarifa pa-
ra grupos y zonas de alta marginalidad y se establezca la
regulación y sanción de actos lesivos a las sanas prácticas
comerciales de parte de los trabajadores y contratistas de la
Comisión Federal de Electricidad, para garantizar los dere-
chos de los consumidores y defensa de los derechos de los
usuarios ante las instancias internas de la CFE.

A. Reconocimiento del derecho humano a contar con
energía eléctrica como satisfactor de necesidades hu-
manas básicas para vivir

La denominada “reforma energética” ha generado un nue-
vo marco normativo en materia de suministro eléctrico. La
expedición de la Ley de la Industria Eléctrica reglamenta-
ria de los artículos 25, párrafo cuarto; 27 párrafo sexto y
28, párrafo cuarto de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, señala en su primer artículo que
tiene por objeto regular la planeación y el control del Sis-
tema Eléctrico Nacional, el Servicio Público de Transmi-
sión y Distribución de Energía Eléctrica y las demás acti-
vidades de la industria eléctrica. 

En términos del Programa de Desarrollo del Sistema Eléc-
trico Nacional, que es el instrumento administrativa del go-
bierno federal que contiene la planeación del Sistema Eléc-
trico Nacional, el 98.4 por ciento de la población mexicana
cuenta con energía eléctrica, esto significa proveer de elec-
tricidad a 119.9 millones de habitantes, por medio de una
red eléctrica de 879 mil 691 kilómetros de longitud (líneas
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de transmisión y distribución de la CFE), extendida por to-
do el territorio nacional, y con una infraestructura de 190
centrales generadoras de CFE, equivalente a 41 mil 516
megawatts (MW) en capacidad efectiva. CFE proporciona
servicio de energía eléctrica a 38.4 millones de clientes, de
los cuales 88.6 por ciento se agrupan en el sector domésti-
co, 58.2 por ciento de sus ventas de energía eléctrica se
concentran en el sector industrial.14

Lo que nos dicen estas cifras es que la industria eléctrica
nacional, ha sido capaz técnicamente por sí para dotar de
electricidad a todos los mexicanos, que es un satisfactor de
necesidades humanas básicas. Que todos tengamos electri-
cidad en nuestros domicilios es un logro de los ingenieros
y técnicos mexicanos, tanto de los que pertenecieron a la
extinta compañía de Luz y Fuerza del Centro y su sindica-
to, como a los que pertenecen a la CFE como empresa pa-
raestatal y ahora como empresa productiva del Estado. De
ahí que con estos datos podamos cuestionar el sentido mer-
cantilista y liberalizador del ahora llamado “mercado eléc-
trico”, si a lo largo de los años se demostró la capacidad
técnica de nuestra industria eléctrica.

Ahora bien, La Ley de la Industria Eléctrica se limita a se-
ñalar el principio de universalidad del suministro eléctrico,
no obstante sólo se señala el concepto pero no se especifi-
ca el sentido práctico en el plano del servicio que nos ocu-
pa esto es el del suministro eléctrico, menos aún se plasma
en la norma el sentido y alcance del principio de universa-
lidad en materia energética.

El artículo 1 de la Ley referida en su segundo párrafo dis-
pone:

Esta Ley tiene por finalidad promover el desarrollo sus-
tentable de la industria eléctrica y garantizar su opera-
ción continua, eficiente y segura en beneficio de los
usuarios, así como el cumplimiento de las obligaciones
de servicio público y universal, de Energías Limpias y
de reducción de emisiones contaminantes.

Asimismo, el principio de universalidad en materia de de-
rechos humanos atiende a satisfacer a la totalidad de los
destinatarios el derecho humano de que se trate. Ahora
bien, en el caso que nos ocupa la pretensión en la presente
iniciativa es establecer expresamente que el suministro
eléctrico sea conceptuado como un derecho humano.

Por lo anterior, siguiendo la declaración sobre la utilización
del progreso científico y tecnológico en interés de la paz y

en beneficio de la humanidad, vigente desde 1975 por los
países miembros de las Naciones Unidas, que establece
que los adelantos de la ciencia y la tecnología deben ser
puestos al alance de los habitantes de los países por parte
de sus gobiernos, y partiendo del presupuesto de que la
electricidad y sus diversas formas de generarla constituye
una avance de la ciencia, se planea retomar dicho concep-
tualización y establecerla en la Ley de la Industria Eléctri-
ca.

Al efecto el artículo séptimo de dicha declaración dis-
pone lo siguiente:

7. Todos los Estados adoptarán las medidas necesarias,
incluso de orden legislativo a fin de asegurarse de que la
utilización de los logros de la ciencia y la tecnología
contribuya a la realización más plena posible de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales sin dis-
criminación alguna por motivos de raza, sexo, idioma o
creencias religiosas.

Esta declaración aplicada de manera armónica y funcional-
mente en el marco del control de convencionalidad vigen-
te atento al principio de máxima aplicación y garantía de
los derechos humanos establecidos en el artículo 1 y 133 de
la Constitución, permite hace el siguiente planteamiento de
adición al artículo 2º, segundo párrafo, de la Ley de la In-
dustria Eléctrica para conceptuar el derecho humano a re-
cibir energía eléctrica como satisfactor de necesidades hu-
manas básicas para vivir, de manera tal que se propone una
redacción que establezca para el caso del suministro eléc-
trico su conceptualización como satisfactor de necesidades
humanas básicas para vivir y con ello su carácter de dere-
cho humano, así la redacción del segundo párrafo del artí-
culo 2º de la Ley quedaría en los siguientes términos: 

Artículo 2. …

…

El suministro básico es una actividad prioritaria para el
desarrollo nacional, por lo tanto, el Estado garantiza-
rá la universalidad del acceso a la energía eléctrica
como satisfactor de necesidades humanas básicas
para vivir…

A fin de armonizar la propuesta, se plantea también la re-
forma al artículo 4 de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad para que ésta garantice el control del sistema
eléctrico, así como el servicio público de transmisión y dis-
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tribución de energía eléctrica, ya que es el presupuesto pa-
ra garantizar el derecho humano a recibir energía eléctrica,
de tal forma que se propone la reforma de dicho precepto
en los siguientes términos:

Artículo 4. La Comisión Federal de Electricidad tiene
como fin el desarrollo de actividades empresariales,
económicas, industriales y comerciales en términos de
su objeto, generando valor económico y rentabilidad pa-
ra el Estado Mexicano como su propietario.

En la ejecución de su objeto, la Comisión Federal de
Electricidad deberá garantizar el control del sistema
eléctrico nacional, así como el servicio público de
transmisión y distribución de energía eléctrica, ac-
tuar de manera transparente, honesta, eficiente, con sen-
tido de equidad, y responsabilidad social y ambiental,
procurando el mejoramiento de la productividad con
sustentabilidad para minimizar los costos de la industria
eléctrica en beneficio de la población y contribuir con
ello al desarrollo nacional. Asimismo, la Comisión Fe-
deral de Electricidad garantizará el acceso abierto a la
Red Nacional de Transmisión y a las Redes Generales
de Distribución, la operación eficiente del sector eléctri-
co y la competencia…

B. Regulación expresa obligatoria para que las autori-
dades en materia energética establezcan una tarifa ase-
quible para grupos vulnerables y zonas de alta margi-
nalidad.

Que en concordancia con la propia lógica de acción del Es-
tado y las autoridades en materia energética, se deben des-
arrollar, entre otros, los postulados de la Estrategia Nacio-
nal de Energía 2014-2028, donde el propio gobierno
federal señala que toda modificación legal en esa materia
debe tener como objetivo crear un sistema que permita re-
ducir los precios del servicio eléctrico; además, de manera
expresa, que toda reforma debe “…considerar que el sector
energético debe alinearse a premisas de justicia, equidad,
desarrollo, democracia y rendición de cuentas. En este
sentido, la oferta de energía deberá ampliar su cobertura
hasta brindar a toda la población condiciones de acceso
necesarios para que puedan desarrollar su potencial.

Asimismo, que derivado de la reforma constitucional en
materia de derechos humanos, del 10 de junio de 2011, el
Estado mexicano adquiere no sólo la obligación de velar
por la protección y respeto de los derechos humanos, sino
también de promover, aumentar y mejorar éstos; por lo que

el acceso al servicio eléctrico en un marco de calidad,
transparencia y determinado por tarifas sociales, es una di-
rectriz que no puede ser omitida por la autoridades, siendo
plenamente exigible y legislable en pro de la ciudadanía.

En el mismo sentido, debe señalarse que la Ley de la In-
dustria Eléctrica establece un capítulo específico, de los ar-
tículos 113 al 116, relativo a las acciones del Sector ener-
gético para garantizar la universalidad del acceso al
suministro eléctrico, como es el establecimiento de un Fon-
do de Servicio Universal Eléctrico, con el propósito de fi-
nanciar las acciones de electrificación en las comunidades
rurales y zonas urbanas marginadas, así como el suminis-
tro de lámparas eficientes y el Suministro Básico a Usua-
rios Finales en condiciones de marginación.

Por su parte el artículo 116 del mismo ordenamiento legal
establece la facultad a la Secretaría de Energía de estable-
cer políticas y estrategias para suministrar electricidad a las
comunidades rurales y zonas urbanas marginadas en con-
gruencia con la política energética prevista para el desarro-
llo del sector eléctrico y promoviendo el uso de las energí-
as limpias.

Estableciendo específicamente la coordinación con las Se-
cretarías de Hacienda y Crédito Público, de Energía, y de
Desarrollo Social para evaluar instrumentación de progra-
mas de apoyos focalizados que tengan como objeto coad-
yuvar con el suministro eléctrico adecuado y oportuno, a
precios asequibles, en zonas rurales y zonas urbanas mar-
ginadas para grupos de usuarios del suministro básico en
condiciones económicas de vulnerabilidad.

Sin embargo es de señalar que de acuerdo a información
con que cuenta la diputada promovente de la presente ini-
ciativa, no existe una debida coordinación entre las secre-
tarias de: Hacienda, de desarrollo social y de economía con
la Comisión Federal de Electricidad para concretar esa po-
sibilidad de otorga la ley.

Según nos informa el colectivo de Ciudadanos de Iztapala-
pa en Defensa de la Energía Eléctrica, más de 500 usuarios
han solicitado audiencia con dichas dependencias para sa-
ber si han dado cumplimiento a lo señalado en el artículo
116 que señala la posibilidad de que se establezca una tari-
fa para grupos y zonas de alta marginalidad y la respuesta
ha sido la opacidad y omisión de responder, señalando las
autoridades que no existe obligación legal de establecer esa
tarifa, ya que el artículo 116 dispone lo siguiente:
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Artículo 116. La secretaría establecerá políticas y estra-
tegias para suministrar electricidad a las comunidades
rurales y zonas urbanas marginadas al menor costo para
el país, en congruencia con la política energética previs-
ta para el desarrollo del sector eléctrico y promoviendo
el uso de las Energías Limpias.

Para los efectos anteriores, las Secretarías de Hacienda y
Crédito Público, de Energía y de Desarrollo Social eva-
luarán la conveniencia y, en su caso, instrumentarán pro-
gramas de apoyos focalizados que tengan como objeto
coadyuvar con el suministro eléctrico adecuado y oportu-
no, a precios asequibles, en zonas rurales y zonas urbanas
marginadas para grupos de Usuarios del Suministro Bási-
co en condiciones económicas de vulnerabilidad.

La Comisión Reguladora de Energía (CRE) y el Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo
Social deberán prestar el apoyo técnico que se requiera
para los fines del presente artículo.

En esa tesitura, resulta conveniente a juicio de la promo-
vente que a fin de garantizar el derecho a suministro eléc-
trico como satisfactor de necesidades humanas básicas pa-
ra vivir, establecer la obligatoriedad de que las referidas
dependencias establezcan una tarifa eléctrica para grupos
vulnerables y zonas de alta marginalidad, al efecto enton-
ces se propone modificar el artículo 116 de la Ley de la in-
dustria eléctrica en los siguientes términos:

Artículo 116. Con el fin de garantizar la universali-
dad del suministro eléctrico a la población, la secre-
taría establecerá políticas y estrategias para suministrar
electricidad a las comunidades rurales y zonas urbanas
marginadas al menor costo para el país, en congruencia
con la política energética prevista para el desarrollo del
sector eléctrico y promoviendo el uso de las Energías
Limpias.

Para los efectos anteriores, las Secretarías de Hacienda
y Crédito Público, de Energía y de Desarrollo Social
instrumentarán programas y acciones instituciona-
les de apoyos que tengan como objeto coadyuvar con el
suministro eléctrico adecuado y oportuno, con tarifas
asequibles para garantizar el derecho humano a con-
tar con eléctrica como satisfactor de necesidades hu-
manas básicas para vivir, en zonas rurales y zonas ur-
banas marginadas para grupos de usuarios del
suministro básico en condiciones económicas de vulne-
rabilidad.

La CRE y el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social deberán prestar el apoyo téc-
nico que se requiera para los fines del presente artículo.

A su vez se propone modificar el artículo 140 que estable-
ce las reglas para la metodología y establecimiento de tari-
fas, estableciendo que las mismas tiendan a garantizar el
derecho humano a recibir energía eléctrica, lo cual supon-
dría la asequibilidad de las mismas, de ahí que se propon-
ga la modificación al artículo 140 de la Ley de la Industria
Eléctrica en los siguientes términos:

…

Artículo 140. La determinación y aplicación de las me-
todologías y tarifas referidas en el artículo anterior de-
berán tener como objetivos, entre otros:

I. Promover el desarrollo eficiente de la industria eléc-
trica, garantizar la Continuidad de los servicios, evitar la
discriminación indebida, promover el acceso abierto a la
Red Nacional de Transmisión y a las Redes Generales
de Distribución, proteger los intereses de los Participan-
tes del Mercado y garantizar el acceso a la universali-
dad del suministro de energía eléctrica de los usua-
rios finales;…

C. Regular un procedimiento de denuncia y sanción de
los actos que vulneren la prestación del servicio de su-
ministro eléctrico por parte de los trabajadores del sec-
tor eléctrico contra los usuarios básicos y finales.

Los afectados por el problema de los altos cobros de las ta-
rifas eléctricas han denunciado públicamente la realización
de actos intimidatorios parte de las diversas superintenden-
cias de la Comisión Federal de Electricidad, a saber:

A. Oficios sin firma de unidades comerciales y jurídicas
de la CFE requiriendo el pago del adeudo al suministro
amenazando de juicios y embargos por la omisión de
pago.

B. Llamadas telefónicas de parte de la CFE a los usua-
rios a diversas horas en las que se requiere el pago.

C. Oficios y requerimientos de pago por parte de despa-
chos privados a los usuarios para que paguen el sumi-
nistro eléctrico.
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D. Actos de corrupción por parte de trabajadores y con-
tratistas ofreciendo reconexiones a cambio de dinero.

Esto actos derivan en la violación a las sanas prácticas co-
merciales por parte de los trabajadores y contratistas por
parte de la CFE, siendo el caso que las denuncias realiza-
das por los usuarios han sido ignoradas por las autoridades
en materia de electricidad.

Pero lo peor es que no obstante existan esas denuncias no
existe información sobre los actos realizados por las unida-
des administrativas de la CFE, dando seguimiento a dichas
denuncias, de ahí que se proponga tipificar en la Ley de la
Industria Eléctrica Electricidad, una fracción en el capítulo
relativo a la supervisión de la prestación del servicio, para
que se tipifiquen dichos actos contrarios y lesivos las sanas
prácticas comerciales, que quede en los siguientes térmi-
nos:

Artículo 163. Sin perjuicio de las disposiciones especí-
ficas en materia de combate a la corrupción, las perso-
nas físicas y morales, nacionales o extranjeras que par-
ticipen en las contrataciones en materia de electricidad
serán sancionadas cuando realicen alguno o algunos de
los hechos siguientes:

…

VI. Realice actos intimidatorios, conductas lesivas a
sanas prácticas comerciales o amenace a los usuarios
básicos o finales en el ejercicio de sus funciones en-
comendadas para la prestación del servicio público
de transmisión y distribución de energía eléctrica…

A fin de complementar esta propuesta de supervisión de los
actos de la Comisión Federal de manera concomitante, se
propone modificar el primer párrafo del artículo 97 y adi-
cionar tres más de la Ley de la Comisión Federal de Elec-
tricidad, a efecto de que se regule la supervisión de actos
intimidatorios de parte del personal de la CFE y de las em-
presas contratistas, y sean investigadas y supervisadas las
actividades contrarias a las sanas prácticas comerciales, de
ahí que se proponga que el artículo 97 quede en los si-
guientes términos: 

…

Artículo 97. El Consejo de Administración de la Comi-
sión Federal de Electricidad emitirá un Código de Ética
aplicable al personal de esa Comisión, sus empresas

productivas subsidiarias y empresas filiales, así como
subcontratistas o personas físicas o morales a las
cuales se les haya delegado facultades propia de su
función en el que se establecerán los principios y direc-
trices de ética corporativa que les sean aplicables.

El Consejo de Administración determinará la crea-
ción y facultades de una Comisión de Ética Corpo-
rativa que se encargue de conocer de posibles actos
contrarios a los principios de actuación o directrices
de la ética corporativa establecidos en el Código de
Ética y canalizarlos a la Unidad de Responsabilida-
des para que determina la imposición de sanciones
aplicables.

La comisión estará facultada para requerir informa-
ción o coadyuvancia a las unidades administrativas
de la Comisión Federal de Electricidad, sus empre-
sas productivas subsidiarias y empresas filiales, así
como subcontratistas o personas físicas o morales a
las cuales se les haya delegado facultades, a fin de co-
nocer los hechos controvertidos.

De igual forma la Comisión estará facultada para re-
cibir de los usuarios finales, básicos o suministrados
quejas que tengan como finalidad denunciar viola-
ciones al Código de Ética, en su caso, dando vista a
las unidades responsables en caso de que se pudiera
actualizar violaciones al Código de Ética…

IV. Fundamento legal

Lo dispuesto por los artículos 71, fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numeral 1, 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados

V. Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de dictamen que reforma y adicio-
na a las Leyes de la Industria Eléctrica, y de la Comisión
Federal de Electricidad.

VI. Ordenamiento a modificar

Se reforma y adiciona la Ley de la Industria Eléctrica res-
pecto a los artículos 2, 116, 140 y 163 y; se reforma y adi-
ciona la Ley de la Comisión Federal de Electricidad res-
pectos a los artículos 4 y 97.
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VII. Texto normativo propuesto

Primero. Se reforma y adiciona la Ley de la Industria
Eléctrica respecto a los artículos 2, 116, 140 y 163, para
quedar en los siguientes términos:

…

Artículo 2. La industria eléctrica comprende las activida-
des de generación, transmisión, distribución y comerciali-
zación de la energía eléctrica, la planeación y el control del
Sistema Eléctrico Nacional, así como la operación del
Mercado Eléctrico Mayorista. El sector eléctrico compren-
de a la industria eléctrica y la proveeduría de insumos pri-
marios para dicha industria. Las actividades de la industria
eléctrica son de interés público.

La planeación y el control del Sistema Eléctrico Nacional,
así como el Servicio Público de Transmisión y Distribu-
ción de Energía Eléctrica, son áreas estratégicas. En estas
materias el Estado mantendrá su titularidad, sin perjuicio
de que pueda celebrar contratos con particulares en los tér-
minos de la presente Ley. El Suministro Básico es una ac-
tividad prioritaria para el desarrollo nacional, por lo tanto,
el Estado garantizará la universalidad del acceso a la
energía eléctrica como satisfactor de necesidades hu-
manas básicas para vivir…

…

Artículo 116. Con el fin de garantizar la universalidad
del suministro eléctrico a la población, la secretaría esta-
blecerá políticas y estrategias para suministrar electricidad
a las comunidades rurales y zonas urbanas marginadas al
menor costo para el país, en congruencia con la política
energética prevista para el desarrollo del sector eléctrico y
promoviendo el uso de las Energías Limpias.

Para los efectos anteriores, las Secretarías de Hacienda y
Crédito Público, de Energía y de Desarrollo Social instru-
mentarán programas y acciones institucionales de apo-
yos que tengan como objeto coadyuvar con el suministro
eléctrico adecuado y oportuno, con tarifas asequibles pa-
ra garantizar el derecho humano a contar con eléctrica
como satisfactor de necesidades humanas básicas para
vivir, en zonas rurales y zonas urbanas marginadas para
grupos de Usuarios del Suministro Básico en condiciones
económicas de vulnerabilidad,

La CRE y el Consejo Nacional de Evaluación de la Políti-
ca de Desarrollo Social deberán prestar el apoyo técnico
que se requiera para los fines del presente artículo…

…

Artículo 140. La determinación y aplicación de las meto-
dologías y tarifas referidas en el artículo anterior deberán
tener como objetivos, entre otros:

I. Promover el desarrollo eficiente de la industria eléc-
trica, garantizar la Continuidad de los servicios, evitar la
discriminación indebida, promover el acceso abierto a la
Red Nacional de Transmisión y a las Redes Generales
de Distribución, proteger los intereses de los Participan-
tes del Mercado y garantizar el acceso a la universali-
dad del suministro de energía eléctrica de los usua-
rios finales;…

Artículo 163. Sin perjuicio de las disposiciones específicas
en materia de combate a la corrupción, las personas físicas
y morales, nacionales o extranjeras que participen en las
contrataciones en materia de electricidad serán sanciona-
das cuando realicen alguno o algunos de los hechos si-
guientes:

I. Ofrezca o entregue dinero o cualquier otro beneficio a
un servidor público, personal o consejero de las empre-
sas productivas del Estado o a un tercero que de cual-
quier forma intervenga en alguno o algunos de los actos
dentro del procedimiento de contratación, a cambio de
que dicho servidor público, personal o consejero realice o
se abstenga de realizar un acto relacionado con sus fun-
ciones o con las de otro servidor público, con el propósi-
to de obtener o mantener una ventaja, con independencia
de la recepción de dinero o un beneficio obtenido;

II. Realice cualquier conducta u omisión que tengan por
objeto o efecto evadir los requisitos o reglas estableci-
dos para obtener cualquier tipo de contratación o simu-
le el cumplimiento de éstos;

III. Intervenga en nombre propio pero en interés de otra
u otras personas que se encuentren impedidas para par-
ticipar en contrataciones públicas, con la finalidad de
obtener, total o parcialmente, los beneficios derivados
de la contratación;

IV. Haga uso de su influencia o poder político, reales o
ficticios, sobre cualquier servidor público, personal o

Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados256



consejeros de las empresas productivas del Estado, con
el propósito de obtener para sí o para un tercero un be-
neficio o ventaja, con independencia de la aceptación de
las personas involucradas o del resultado obtenido, 

V. Violente los protocolos de actuación, Infracciones a
los códigos de ética o de conducta institucionales que
resulten en beneficios indebidos para sí o para los orga-
nismos o para las empresas para los que trabajan, o

VI. Realice actos intimidatorios, conductas lesivas a
sanas prácticas comerciales o amenace a los usuarios
básicos o finales en el ejercicio de sus funciones en-
comendadas para la prestación del servicio público
de transmisión y distribución de energía eléctrica…

Segundo. Se reforma y adiciona la Ley de la Comisión Fe-
deral de Electricidad respecto a los artículos 4 y 97, para
quedar en los siguientes términos:

…

Artículo 4. La Comisión Federal de Electricidad tiene co-
mo fin el desarrollo de actividades empresariales, econó-
micas, industriales y comerciales en términos de su objeto,
generando valor económico y rentabilidad para el Estado
Mexicano como su propietario.

En la ejecución de su objeto, la Comisión Federal de Elec-
tricidad deberá garantizar el control del sistema eléctrico
nacional, así como el servicio público de transmisión y dis-
tribución de energía eléctrica, actuar de manera transpa-
rente, honesta, eficiente, con sentido de equidad, y respon-
sabilidad social y ambiental, procurando el mejoramiento
de la productividad con sustentabilidad para minimizar los
costos de la industria eléctrica en beneficio de la población
y contribuir con ello al desarrollo nacional. Asimismo, la
Comisión Federal de Electricidad garantizará el acceso
abierto a la Red Nacional de Transmisión y a las Redes Ge-
nerales de Distribución, la operación eficiente del sector
eléctrico y la competencia…

…

Artículo 97. El Consejo de Administración de la Comisión
Federal de Electricidad emitirá un Código de Ética aplica-
ble al personal de esa Comisión, sus empresas productivas
subsidiarias y empresas filiales, así como subcontratistas
o personas físicas o morales a las cuales se les haya de-

legado facultades propia de su función en el que se esta-
blecerán los principios y directrices de ética corporativa
que les sean aplicables.

El Consejo de Administración determinará la creación
y facultades de una Comisión de Ética Corporativa que
se encargue de conocer de posibles actos contrarios a
los principios de actuación o directrices de la ética cor-
porativa establecidos en el Código de Ética y canalizar-
los a la Unidad de Responsabilidades para que deter-
mina la imposición de sanciones aplicables.

La comisión estará facultada para requerir informa-
ción o coadyuvancia a las unidades administrativas de
la Comisión Federal de Electricidad, sus empresas pro-
ductivas subsidiarias y empresas filiales, así como sub-
contratistas o personas físicas o morales a las cuales se
les haya delegado facultades, a fin de conocer los hechos
controvertidos.

De igual forma la Comisión estará facultada para reci-
bir de los usuarios finales, básicos o suministrados que-
jas que tengan como finalidad denunciar violaciones al
Código de Ética, en su caso, dando vista a las unidades
responsables en caso de que se pudiera actualizar viola-
ciones al Código de Ética…

VIII. Artículos Transitorios

Artículo primero. Publíquese el presente decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 http://informe.cndh.org.mx/uploads/principal/2015/Informe_2015_
resumen_ejecutivo.pdf

2 http://www.profeco.gob.mx/n_institucion/inf_des/Informe_Anual_
2013_final.pdf

3 http://www.profeco.gob.mx/prensa/prensa14/septiembre14/bol0052.
asp

4 http://www.elfinanciero.com.mx/economia/profeco-recibio-29-mil-
quejas-en-contra-de-cfe.html

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016257



5 http://www.aida-americas.org/sites/default/files/informe_mx_empre-
sas_ddhh_68.pdf

6 http://www.elfinanciero.com.mx/economia/profeco-recibio-29-mil-
quejas-en-contra-de-cfe.html

7 http://www.radiza.com.mx/noticia.individual.php?id=65889

8 http://www.24-horas.mx/cfe-denuncia-ante-mp-a-dos-trabajadores-
por-extorsion-a-usuarios/

9 http://www.reporteindigo.com/reporte/df/luz-que-intimida

10 http://www.el-papiro.com/reportajes/cfe_02.html

11 http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2016/05/30/aumenta-a-casi-
42-mil-mdp-cartera-de-morosos-de-cfe

12 Ibídem.

13 http://www.profeco.gob.mx/prensa/prensa16/julio16/bol00074.php

14 http://www.energia.gob.mx/res/index/PRODESEN%202015_2029.
pdf

IX. Lugar; X. Fecha; XI. Nombre y rúbrica

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro en la Ciudad de México,
el 7 de diciembre de 2016.— Diputadas y diputados: Ernestina Godoy
Ramos, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Norma Xochitl Hernán-
dez Colín, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez  (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Godoy. Túrnese a la Co-
misión de Energía, para dictamen.

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO
DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, hasta por tres minutos, el
diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo
Parlamentario de Morena, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 11
de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros.

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez: Con
su venia, señor presidente. Compañeros diputados, diputa-
das, y pueblo de México que nos sintoniza a través de los
medios de comunicación.

Dar crédito a los clientes, es decir, vender el crédito, es una
forma de aumentar las ventas o de mantener las relaciones
comerciales con un cliente, con el máximo nivel de crédi-
to que podemos permitir y los plazos que brindarán para el
pago de los susodichos créditos.

Una vez que se ha evaluado a un cliente y determinado que
es digno de un crédito, se determina el crédito a otorgar, así
como las condiciones de este, las cuales deben ser acepta-
das por ambas partes y de preferencia sean firmadas en un
contrato por escrito.

Las instituciones que por excelencia se dedican a otorgar
los créditos son las instituciones bancarias, las financieras
y sobre todo, también, lo que son cajas populares.

Los contratos de adhesión donde pasamos a lo que nos con-
cierne y es materia de estudio, en el proceso de otorga-
miento de un crédito se debe de pasar por una etapa de eva-
luación exhaustiva, donde se investiga si el cliente es
viable para otorgarle un contrato de crédito.

Es bien sabido los fraudes que son sometidos y cometidos
a personas a las que se les suplanta la identidad, que de re-
pente les llega un cobro de la tarjeta, el cobro a un carro
que no pidieron o créditos exorbitantes.

Entonces, si las financieras son tan cuidadosas para otorgar
cualquier crédito, por qué no lo son los requisitos para au-
torizarlos. Por qué no se investiga a fondo que los docu-
mentos no sean apócrifos y que la persona sea identificada
plenamente.

Es tan fácil desestimar de esta manera si se otorgó el cré-
dito a la persona o no. Entonces, las entidades financieras
deben endurecer los requisitos de esta forma para no caer
en el encubrimiento de un fraude.

La huella digital es irrepetible, solo hay una en cada ser hu-
mano. Por lo que creemos que sería un mecanismo ideal
para evitar suplantar a una persona, con ello se acabaría la
mala práctica y las colusiones para realizarse este tipo de
esquemas de fraudes.
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Es por ello que solicitamos que se requiera para cualquier
crédito mayor a 20 mil pesos, en todo contrato de adhesión,
como requisito, la huella digital del solicitante, para la se-
guridad de la entidad financiera y sobre todo, del peticio-
nario.

Además de lo anterior, también solicitamos como requisito
que los contratos de adhesión tengan el lenguaje de la lo-
calidad, no solo del español sino también el zapoteco, el
náhuatl, el mije, entre otras lenguas que caracterizan a este
país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía el siguiente decreto en el artículo 11, nu-
meral 8, párrafo quinto para quedar como sigue: todo con-
trato de adhesión celebrado en territorio nacional, para su
validez, deberá estar por escrito en idioma español y el
idioma de la localidad, y deberá contener la firma y huella
digital del cliente o su consentimiento expreso para los me-
dios electrónicos que al efecto se haya pactado. Por su
atención les agradezco a todos. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 11 de la Ley
para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Fi-
nancieros, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo
Jiménez, del Grupo Parlamentario de Morena

El proponente, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, dipu-
tado a la LXIII Legislatura de la Honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 11 de la Ley para la Transparencia y Or-
denamiento de los Servicios Financieros tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Dar crédito a los clientes (vender al crédito) es una forma
de aumentar las ventas o de mantener relaciones comercia-
les con un cliente; por lo que antes de tomar la decisión de
dar crédito a los interesados es necesario establecer una po-
lítica clara de créditos y cobranzas, evaluar bien al cliente
que solicita el crédito, establecer claramente las condicio-
nes del crédito, entre otros aspectos.

Como el máximo nivel de crédito que podemos permitir, y
los plazos que brindarán para el pago de los créditos.

Otros lineamos que debería incluir la política de créditos y
cobranzas son los medios de cobro a utilizar, los encarga-
dos de los cobros, y cuándo es posible otorgar un crédito
(es decir, cuáles son los requisitos que debe cumplir un
cliente para que se le pueda vender a crédito).

Una vez que se ha evaluado a un cliente y determinado que
es digno de crédito, se determina el crédito a otorgar, así
como las condiciones de éste (las cuales deben ser acepta-
das por ambas partes y, de ser posible, ponerse por escrito
en un contrato).

Las instituciones que por excelencia se dedican a otorgar
créditos de distintas naturalezas son los bancos, institucio-
nes financieras y cajas populares.

Los créditos se pueden clasificar de acuerdo a los siguien-
tes puntos: Crédito para grandes y medianas empresas (cor-
porativos), pequeñas empresas y comercio (créditos
Pyme), y crédito de personas (créditos personales).

Contratos de adhesión donde pasamos a lo que nos con-
cierne, en el proceso de otorgamiento de un crédito se de-
be pasar por una etapa de evaluación nada simple donde se
investiga a la persona exhaustivamente.

Son bien sabidos los fraudes a que son sometidas las per-
sonas a las que se les suplanta la identidad, que de repente
les llega un cobro a la tarjeta, de un coche que no pidieron
o créditos exorbitantes.

Entonces, si las financieras son tan cuidadosas para otorgar
cualquier crédito ¿por qué no lo son con los requisitos pa-
ra autorizarlos? ¿Por qué no se investiga a fondo que los
documentos no sean apócrifos, y que la persona sea identi-
ficada plenamente?

Es tan fácil desestimar de esa manera si se otorgó el crédi-
to a la persona o no, entonces las entidades financieras de-
ben endurecer los requisitos de esta forma, para no caer en
encubrimiento de fraude.

La huella digital es irrepetible por lo que creemos que se-
ría un mecanismo ideal para evitar suplantar a una persona,
con ello se acabaría la mala práctica y las colusiones para
realizar fraudes a los solicitantes de los créditos.
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Es por ello que solicitamos se requiera para cualquier cré-
dito mayor a 20 mil pesos en todo contrato de adhesión, co-
mo requisito, la huella digital del solicitante, para la segu-
ridad de la entidad financiera y del peticionario, así
podríamos tener certeza de ambas partes para evitar frau-
des, tan comunes en nuestros días.

Por otro lado, en la misma reforma solicitamos que el idio-
ma en los contratos sea el de la localidad porque sabemos
de antemano la segregación y discriminación a que son so-
metidos las etnias locales en todo nuestro país, la exclusión
económica que sufren, frente a este escenario de descalifi-
caciones y contradicciones históricas, debemos admitir que
a pocos resultados arribaríamos si pretendemos llevar a ca-
bo acciones solamente en el terreno jurídico, sin acceder a
instancias concretas de transformación en la sociedad de
hecho.

Asimismo, obtendremos los mismos magros resultados, si
pretendemos intervenir solamente en los grupos sociales
afectados por la discriminación, sin desarrollar acciones
tendientes a desarticular mecanismos de prejuicio y desca-
lificación en los ámbitos mayoritarios de las sociedades
que los ejercitan.

La construcción de una ciudadanía moderna debe pugnar
por el fortalecimiento de las identidades étnicas minorita-
rias y la homogeneidad cultural que nos ofrecen los para-
digmas de modernidad por ello.

Por lo que además de lo anterior, también solicitamos co-
mo requisito que los contratos de adhesión estén en el idio-
ma de la localidad, no solo en español, ya que en muchas
de ellas se habla dialecto y debemos ser inclusivos en to-
dos los aspectos, ya que pocas veces tomamos en cuenta a
los hablantes de las etnias locales.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, el diputado del
Grupo Parlamentario de Morena somete a consideración de
esta Honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto
de

Decreto que reforma y adiciona el párrafo VIII del ar-
tículo 11 de la Ley para la Transparencia y Ordena-
miento de los Servicios Financieros

Para quedar como sigue: 

Artículo 11. Los contratos de adhesión que utilicen las en-
tidades financieras para documentar operaciones masivas

deberán cumplir con los requisitos que mediante disposi-
ciones de carácter general establezca la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros. Las disposiciones señalarán los tipos específi-
cos de contratos de adhesión a los que les serán aplicables
las mismas y lo que debe entenderse por operaciones masi-
vas en términos de este artículo. 

…

Las disposiciones mencionadas en los párrafos anteriores
deberán considerar los aspectos siguientes: 

I. a VIII…

…

…

…

…

Todo contrato de adhesión celebrado en territorio nacio-
nal, para su validez, deberá estar escrito en idioma es-
pañol y el idioma de la localidad y deberá contener la
firma y huella digital del cliente o su consentimiento ex-
preso por los medios electrónicos que al efecto se hayan
pactado.

…

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, Blanca Mar-
garita Cuata Domínguez, Norma Xochitl Hernández Colín (rúbricas).»

Presidencia de la diputada 
Gloria Himelda Félix Niebla

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputado Cañedo Jiménez. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.
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LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, 
REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO OCTAVO DEL
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra hasta por tres minutos la diputada Blanca
Margarita Cuata Domínguez, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la Ley
de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del pá-
rrafo octavo del artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector so-
cial y de la economía. 

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez: Sa-
ludos a la audiencia del Canal del Congreso, porque aquí
está muy escasa. Con su permiso, presidenta.

El término transversal se refiere a la ubicación que se pre-
tende ocupen dentro del plan y programas de estudio de-
terminados contenidos, consideramos como socialmente
relevantes. Estos son concebidos como ejes que atraviesan
en forma integral al currículo, de tal manera que en torno a
ellos se articulan los contenidos correspondientes a las di-
ferentes asignaturas que se enseñarán en los procesos edu-
cativos. 

El tema de la transversalidad de los contenidos curriculares
es introducido al terreno de los debates político-educativos
en el marco de las reformas impulsadas en los distintos paí-
ses durante las décadas de los ochenta y noventa. Así, el
término transversal se enmarca en la nueva concepción cu-
rricular que ante la crisis de la función normativa de la es-
cuela, la cual pretendió alcanzar conductas neutras y sus-
ceptibles de ser generalizadas, ahora promueve un modelo
en el que las problemáticas socialmente relevantes se cons-
tituyen en el eje articulador de propósitos y actividades
educativas.

Los grandes ejes transversales que se consideran pertinen-
tes para los fines de esta iniciativa son: educación para la
economía comunitaria y educación para la convivencia. El
primero contempla la educación efectivo-social, o sea tra-
bajo personal sustancial para el desarrollo económico co-
lectivo. El segundo, abarca la educación para las relaciones
igualitarias entre géneros, la prevención del abuso laboral
infantil y la educación para la convivencia no violenta. 

Los temas transversales hacen referencia a problemas y
conflictos que afectan actualmente a la humanidad, a los

colectivos, al propio individuo y a su entorno natural. Son
contenidos que pretenden ofrecer una formación integral al
educando y una educación para la vida, ya que nuestra
Constitución alude al imperativo de que la educación aspi-
re al desarrollo integral de la persona y no se limite solo a
la apropiación de contenidos conceptuales, sino que tam-
bién impulse el desarrollo de habilidades y actitudes enca-
minadas a la mejora de sus condiciones materiales de vida.

Los programas de formación cooperativa deben contem-
plar, además de los ritmos de aprendizaje propios de cada
nivel, ejes sociales a fin de superar prácticas educativas en
la que los contenidos parecen discurrir por un camino dis-
tanciado de la realidad, adquiriendo así el valor de instru-
mentos necesarios para la consecución de los fines desea-
dos; sus principales características son las siguientes. Están
vinculados a la innovación educativa y a un concepto par-
ticipativo de la educación; propician un desarrollo equili-
brado de la personalidad y el respeto a los derechos huma-
nos; en los procesos educativos de los cooperativistas es
importante crear fundamentos sólidos que permitan en-
frentar los nuevos retos del siglo XXI, la economía social
debe ser un factor de crecimiento a partir de su mejor ins-
trumento, que son las cooperativas.

Para ello, propongo modificar el artículo 8o., párrafo ter-
cero de la Ley de la Economía Social y Solidaria, que en lo
referente al sector social de la economía habla de fomentar
la educación, información, impulsando prácticas que con-
soliden una cultura solidaria, creativa y emprendedora, y
agregando a esto el texto: promover la transversalidad en
los contenidos de dichas acciones. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que  reforma el artículo 8o. de la Ley de la Eco-
nomía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octa-
vo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en lo Referente al Sector Social de
la Economía, a cargo de la diputada Alicia Barrientos Pan-
toja, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Alicia Barrientos Pantoja, diputada de la
LXIII legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II y 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como por los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman el artículo 8o.,
párrafo III, de la Ley de la Economía Social y Solidaria,
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Reglamentaria del Párrafo Octavo del artículo 25 de la
Constitución Política De Los Estados Unidos Mexicanos,
en lo referente al sector social de la economía.

Introducción

El término transversal se refiere a la ubicación que se pre-
tende ocupen dentro del plan y los programas de estudio
determinados contenidos considerados como socialmente
relevantes. Dichos contenidos son concebidos como ejes
que atraviesan en forma longitudinal y horizontal al currí-
culo, de tal manera que en torno a ellos se articulan los con-
tenidos correspondientes a las diferentes asignaturas. 

Los grandes ejes transversales que se consideran pertinen-
tes para los fines de esta iniciativa son: Educación para la
Economía Comunitaria y Educación para la convivencia;
cada uno de ellos agrupa a su vez distintos temas, el pri-
mero contempla la educación afectivo social, trabajo per-
sonal sustancial para el desarrollo económico colectivo; el
segundo abarca la educación para las relaciones igualita-
rias entre géneros, la prevención del abuso laboral infantil
y la educación para la convivencia no violenta.

El tema de la transversalidad de los contenidos curriculares
es introducido al terreno de los debates político - educati-
vos en el marco de las reformas impulsadas en distintos
países durante las décadas de los ochentas y noventas. El
término “transversal” se enmarca en la nueva concepción
curricular que, ante la crisis de la función normativa de la
escuela, que pretendía alcanzar conductas neutras y sus-
ceptibles de ser generalizadas, promueve un modelo en el
que las problemáticas socialmente relevantes se constitu-
yen en el eje articulador de propósitos y actividades educa-
tivas. 

Los temas transversales hacen referencia a problemas y
conflictos que afectan actualmente a la humanidad, a los
colectivos, al propio individuo y a su entorno natural; son
contenidos con un importante componente actitudinal, de
valores y normas, que pretenden ofrecer una formación in-
tegral al educando. Se afirma que tienen un carácter trans-
versal, tanto en el espacio como en el tiempo en tanto que
se desarrollan desde las asignaturas (con un planteamiento
interdisciplinar) por lo que impregnan todo el currículum.

La educación para la vida constituye la finalidad en torno a
la cual se articulan los temas transversales, ya que los plan-
teamientos legales establecidos en nuestra constitución
aluden al imperativo de que la educación aspire al desarro-

llo integral del alumnado, para lo cual es necesario que no
se limite sólo a la apropiación de contenidos conceptuales
sino que también impulse el desarrollo de habilidades y ac-
titudes encaminadas a la mejora de las condiciones socia-
les y materiales de vida del individuo y la sociedad.

Así ayudan a:

1. Reflejar una preocupación por los problemas socia-
les, en la medida en que representen problemáticas vivi-
das actualmente en nuestras sociedades y se vinculen
con las informaciones, inquietudes y vivencias de los
alumnos.

2. Conectar la formación con la realidad cotidiana. La
educación debe promover el cruce entre la cultura pú-
blica y la vida cotidiana de los alumnos. En la escuela,
además, ha de ser posible el desarrollo integral de sus
capacidades intelectuales, afectivas, sociales y éticas.

3. Destacar la educación en valores como uno de los
ejes fundamentales de la educación integral.

4. Permitir adoptar una perspectiva social crítica frente
a los currículos tradicionales que dificultan las visiones
globales e interrelacionadas de los problemas de la hu-
manidad.

El abordaje de los diferentes ejes transversales debería
cumplir con un doble propósito: permitir consolidar y ejer-
citar nuevos procedimientos y competencias que contribu-
yan a profundizar, de un nivel educativo a otro, el análisis
de una misma problemática y, sincrónicamente, promover
y potenciar, desde las diferentes asignaturas, las competen-
cias propias de las estructuras cognoscitivas y afectivas de
los diferentes momentos evolutivos del desarrollo.

Educación cooperativa

Por esta razón, el desarrollo de los programas de formación
de la economía solidaria, debe contemplar, además de los
ritmos de aprendizajes propios de cada nivel, cuestiones
sociales conflictivas, que demandan a cada sujeto una toma
de posición frente a determinadas situaciones complejas, a
fin de superar prácticas educativas en las que los conteni-
dos parecen discurrir por un camino distanciado de la rea-
lidad.

Es en este sentido que los contenidos de las distintas temá-
ticas educativas adquieren el valor de instrumentos necesa-
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rios para la consecución de las finalidades deseadas, lo cual
supone recuperar los siguientes criterios:

Acercamiento de la formación a los procesos sociales, eco-
nómicos y políticos, considerando el contexto cotidiano y
singular de la comunidad educativa

I. La función social del aprendizaje

II. El aprendizaje cooperativo

III. La transformación del papel pasivo del educando
hacia un rol activo y comprometido con los problemas
de su comunidad

IV. La necesidad de un cambio en la concepción de la
evaluación

V. El diálogo como la vía regia de intercambio de expe-
riencias, creencias y opiniones en el proceso educativo

Refiere el Catedrático Español y Dr. en Didáctica y Orga-
nización Escolar, Martín Rodríguez Rojo lo siguiente;
“Sostengo que la transversalidad puede considerarse como
una reacción a la crisis moderna de la sociedad occidental
(Rodríguez Rojo, M., 1995). Los temas transversales for-
man un todo y no son temas o valores desconexionados, si-
no más bien una concepción, acertada o no, de la existen-
cia humana…, señalando además que;  “Vista desde la
perspectiva epistemológica, la transversalidad es un va-
lor, y, a la vez, un tema actual que implica una preocupa-
ción social”.1

Puede decirse que los temas transversales promueven la
flexibilidad y el carácter abierto del currículum y sus prin-
cipales características son las siguientes: Están vinculados
a la innovación educativa y a un concepto participativo
de la educación; propician un desarrollo equilibrado de
la personalidad, el respeto a los derechos humanos, y
contribuyen a eliminar la discriminación; constituyen
un campo de investigación para que la comunidad educati-
va colabore en su implantación mediante actividades de
apoyo al aula y con actividades educativas complementa-
rias. 

En los procesos educativos de las cooperativas y/o los co-
operativistas, es importante crear fundamentos sólidos que
permitan el fomentar nuevos valores y prácticas que a su
vez proporcionen nuevas herramientas para enfrentar los

nuevos retos del siglo XXI, más aun, cuando vemos que la
sociedad mundial es afectada por nuevos cambios de para-
digmas globales, la Economía Alternativa y Solidaría debe
ser un factor de crecimiento a partir de su mejor instru-
mento que son las Cooperativas, para eso estoy segura y en
consecuencia a mis anteriores iniciativas que fomentan los
procesos educativos en está propongo apostemos a mejorar
la preparación de quienes integran estas empresas de la
Economía Social.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
esta Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman el artículo 8o., párrafo
III, de la Ley de la Economía Social y Solidaria, Regla-
mentaria del Párrafo Octavo del artículo 25 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo
referente al sector social de la economía

Único. Se modifica el artículo 8o. de la Ley de la Econo-
mía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo octa-
vo del artículo 25 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social
de la Economía para quedar como sigue:

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía:

I. …

II. …

III. Fomentar la educación y formación impulsando
prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa
y emprendedora, promoviendo la transversalidad en
los contenidos de dichas acciones;

IV. …

V. …

VI.  …

VII. …

VIII. …

IX. …
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Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Revista de Educación número 309, del Ministerio de Educación y
Cultura de España, 1996, Transversalidad curricular y democracia en
el contexto europeo, “Transversalidad en el Currículum”, Rodríguez
Rojo, M., página 108.

México, DF, a 6 de diciembre de 2016.— Diputadas y diputados: Blan-
ca Margarita Cuata Domínguez, Alicia Barrientos Pantoja, Cuitlá-
huac García Jiménez, Norma Xochitl Hernández Colín,  Roberto Ale-
jandro Cañedo Jiménez (rúbricas).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputada Cuata Domínguez. Se turna a la Co-
misión de Fomento Cooperativo y Economía Social, pa-
ra dictamen. 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla: A
continuación tiene el uso de la palabra, hasta por tres mi-
nutos, el diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el ar-
tículo 4o. a la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

El diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido: Muchas
gracias. Muy buenas tardes. Con su venia, diputada presi-
denta. Compañeros y compañeras legisladoras, legislado-
res, México es un país de jóvenes, la población estudiantil
de nuestro país es numerosa.

De acuerdo al Inegi el nivel medio superior asciende alre-
dedor de cuatro millones 813 mil jóvenes, mientras que en
el nivel superior son alrededor de tres millones y medio los
que tenemos en nuestros país.

El 25 por ciento de los jóvenes de entre 15 y 19 años de
edad estudian y trabajan al mismo tiempo. Algunos de ellos
deben de enfrentarse a problemas como la poca motivación
o apoyo por parte de sus familias, la falta de recursos para

sostener sus gastos escolares, enfrentar vicios, embarazos
no deseados, entre otros muchos más. 

Ser joven en México no es sencillo y menos en un entorno
económico como en el que nos encontramos. Factores co-
mo la economía de sus familias, su estado emocional o pro-
blemas de adaptación e integración social, pueden ser una
de las causas de enfermedades como la depresión, ausen-
tismo escolar, caer en adicciones o, peor aun, caer en las
garras de la delincuencia organizada que les ofrece más
que lo que el propio Estado tiene para ellos.

La iniciativa que hoy propongo busca la creación de un
programa que otorgue una tarjeta de beneficios dirigida a
la población joven de nuestro país. Una tarjeta a través de
la cual puedan acceder a actividades gratuitas o bien a des-
cuentos de orden cultural, deportivo, educativo y recrea-
cional, desde una entrada gratuita a un museo hasta un des-
cuento en la compra de su material escolar, en la
adquisición de un libro o en el transporte público que de-
ben tomar a diario para realizar sus actividades.

Implementar los apoyos correctos en nuestros jóvenes pue-
de ayudarlos a encontrar su vocación profesional, evitar la
deserción escolar, incrementar su actividad tanto física co-
mo intelectual, pero sobre todo poner un piso más parejo
para que tengan igualdad de oportunidades.

En la Ciudad de México y en otras ciudades del país este
programa ya existe y los resultados han demostrado ser po-
sitivos. Es tiempo de extender estos beneficios a nivel na-
cional y brindar apoyo real a nuestros jóvenes, los cuales
representan el futuro de esta nación.

Impulsar el crecimiento cultural y educativo en la pobla-
ción juvenil es invertir a futuro y el país lo agradecerá.
Aprovechemos el ímpetu que tiene todo joven de generar
una sociedad más responsable y ambiciosa en sus decisio-
nes y con la ética y moral en sus comportamientos. No si-
gamos omitiendo el apoyo a este sector de la población que
día a día crece y exige sus derechos y una oportunidad pa-
ra vivir en un México mejor.

Compañeros y compañeras, esta iniciativa es solo un re-
cordatorio de que con poco, con muy poco se puede lograr
mucho, Impulsemos en nuestros jóvenes sus intereses en
los ámbitos culturales, políticos, sociales y deportivos.
Apostemos por ellos. Hagamos hoy la diferencia. Es cuan-
to, presidenta.
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«Iniciativa que adiciona el artículo 4o. de la Ley del Insti-
tuto Mexicano de la Juventud, a cargo del diputado Ger-
mán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El proponente, Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente, iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona el numeral XIII
al artículo 4 de la ley del instituto mexicano de la juventud,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El número de jóvenes que cursa el último año de nivel me-
dio superior y nivel superior, asciende a 4 millones 813 mil
165 y 3 millones 515 mil 404 respectivamente.1 La pobla-
ción joven estudiante de nuestro país es numerosa, y de es-
tos, 25 por ciento de los jóvenes de entre 15 y 29 años de
edad estudian y trabajan al mismo tiempo.2

Otras de las dificultades a las que se enfrentan estos jóve-
nes, es la poca motivación o apoyo por parte de sus fami-
lias, la falta de recursos para sostener los gastos de la es-
cuela, enfrentar problemas de vicios, así como embarazos
no deseados, entre otros.3

Ya sea por problemas económicos, sociales y en algunos
casos, emocionales, este grupo de jóvenes, se ve afectado
por conductas ilícitas como robar por necesidad, integra-
ción social o vicios, lo que puede provocar enfermedades
como depresión, ausentismo escolar y problemas de inte-
gración familiar.4 De esta manera caen en un núcleo social
en donde encuentran a personas con el mismo patrón de
conducta y prefieren seguirlas a buscar apoyo para salir de
esa situación. 

Los jóvenes son el presente y futuro de México, por lo que
resulta de suma importancia impulsarlos, motivarlos y apo-
yarlos para que no abandonen sus estudios y puedan cum-
plir sus metas y compromisos. Impulsar el crecimiento en
la población juvenil, es invertir a futuro, los frutos de sus
esfuerzos se verán reflejados en tener una clase laboral más
preparada, con acceso a empleos mejor remunerados, lo
cuales apoyarán el crecimiento del país. 

Para combatir y atender los problemas antes descritos, la
Ciudad de México cuenta con un programa de apoyo a los
jóvenes, el cual les permite tener acceso a descuentos en
compras de libros, material escolar o artículos de tengan
relación con sus estudios, al igual que dar acceso al tras-
porte público de manera gratuita, así como descuentos en
ámbitos culturales, museos, obras de teatro, ópera, y otras
áreas de recreación que más satisfagan su tiempo e interés;
lo cual resulta un programa atractivo de replicar para los
jóvenes de nuestro país.

Apoyar a este sector de la población que día a día crece y
exige más sus derechos, es indispensable para poder gene-
rar una mejor calidad de vida e igualdad de oportunidades,
que les permita tener acceso a aquello que por falta de re-
cursos están limitados para gran parte de esta población.

El apoyo que se brinde a nuestros jóvenes debe ser a nivel
nacional; no debemos dejar a ningún joven sin disfrutar de
estas oportunidades, ya que otorgar este sencillo apoyo les
permitirá a nuestros jóvenes a descubrir e impulsar sus me-
tas y pasiones y los convertirá en seres humanos más com-
pletos y felices. 

La preparación adecuada de la población joven en el pre-
sente y futuro es un proyecto que beneficiará en lo econó-
mico, social, cultural y laboral, aprovechando el ímpetu
que miles de jóvenes tienen por terminar un ciclo escolar,
escalar al siguiente nivel de educación, generar una socie-
dad más responsable y ambiciosa en sus decisiones y con
una mejor ética y moral en sus comportamientos. 

La creación de este programa representa un acercamiento a
un sector de la población que se encuentra en estado de
vulnerabilidad, con deserción escolar, embarazo adoles-
cente, adicciones, pandillerismo o delincuencia organiza-
da; pretendiendo cambiar su entorno y oportunidades a tra-
vés beneficios de orden educativo, cultural, deportivo y
recreativo.5

Por lo antes mencionado, con esta iniciativa se pretende in-
centivar a las presentes y futuras generaciones de los jóve-
nes de nuestro país. 

Considerandos

En España se tiene un programa similar el cual lleva el
mismo nombre del que se tiene en la Ciudad de México, El
Instituto de la Juventud (Injuve) es un organismo público,
adscrito al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e
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Igualdad, cuya actividad principal se dirige a promover ac-
tuaciones en beneficio de los jóvenes.

Sus principales objetivos son:

– Promover la igualdad de oportunidades entre los y las
jóvenes.

– Propiciar la participación libre y eficaz de la juventud
en el desarrollo político, social, económico y cultural de
España.

– Impulsar la colaboración con los restantes departa-
mentos ministeriales y las demás administraciones pú-
blicas, cuyas actividades inciden sobre este sector de la
población.6

Dando apoyo a los grupos y movimientos juveniles en sus
peticiones y derechos que tienen. 

En la Ciudad de México, tenemos el programa Injuve a
través del Instituto de la Juventud, el cual es un programa
diseñado para jóvenes en estado de vulnerabilidad que pu-
dieran caer en deserción escolar, embarazo adolescente,
adicciones, pandillerismo o delincuencia organizada. Se les
asigna un tutor voluntario, se les otorga una credencial de
transporte gratuito, además tienen acceso a actividades
educativas, culturales, deportivas y recreativas.7

Los jóvenes pueden pertenecer en el programa hasta por 3
años, tiempo en el que se calcula pueden fortalecerse y su-
perar su situación de riesgo para integrarse a actividades
educativas o laborales de forma exitosa.

Este proyecto es mucho más que la credencial de transpor-
te gratuito, ya que se han firmado convenio con la Red de
Faros, con los Cecati, con la Casa de la Música, donde se
preparan a los jóvenes para el examen de ingreso a la edu-
cación media superior y superior. Brindando apoyo escolar
y preparación en el futuro. 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómico (OCDE), muestra que países como Islandia, Suiza,
Holanda y Australia buscan fomentar y alentar a los jóve-
nes estudiantes para trabajar unas horas a la semana, de-
mostrando una reducción en el riesgo de que abandone a
edad temprana la escuela.8

Son programas que fomentan y apoyan el desarrollo y su-
peración de nuestros jóvenes, tanto a nivel nacional como

internacional, por el acceso a programas culturales y a los
diversos descuentos. 

No obstante lo que se pretende con la creación de este pro-
grama es motivar a los jóvenes en apoyos básicos como
transporte, descuentos en materiales y útiles y al mismo
tiempo fomentar un interés en ámbitos culturales, políticos
y sociales, mantener un ritmo de salud y recreación ade-
cuado a través de estímulos al deporte que pretendan des-
arrollar, así como brindar ayuda y apoyo en cuanto a algu-
na adicción o problema personal o familiar, y motivarlos
para continuar con sus estudios y preparación para en el fu-
turo.

Decreto

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consi-
deración, la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona el numeral XIII al artículo 4 de la
Ley del Instituto Mexicano de la Juventud

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objeto el Instituto
tendrá las siguientes atribuciones:

I. a XII… 

XIII. Crear un programa de tarjeta de beneficios y
descuentos para impulsar, promover y garantizar el
acceso a descuentos en librerías, eventos deportivos,
culturales, educativos y transporte público, como
apoyo para que los estudiantes tengan más oportuni-
dades y evitar la deserción escolar.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 “Nivel Educativo”. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 11
de marzo 2016. http://www3.inegi.org.mx/sistemas/sisept/default.
aspx?t=medu17&s=est&c

2 “En México, trabajan 21% de los estudiantes jóvenes”. Guía Educa.
Luisa Fernanda Pliego. 10 de junio de 2016. http://www.guiaeduca.
com.mx/noticias/2016/1006-en-mexico-trabajan-21-por-ciento-de-los-
estudiantes-jovenes.html 
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3 Ninis en México: jóvenes que necesitan nuestra ayuda. UNPF.
http://unpf.mx/blog/235-ninis-en-mexico-jovenes-que-necesitan-nues-
tra-ayuda

4 Ídem 

5 Instituto de la Juventud. http://www.injuve.cdmx.gob.mx/desarro-
llo.php 

6 “Informa joven”. Ayuntamiento de Murcia. 2006. http://www.infor-
majoven.org/info/programas/g_1_2.asp

7 Instituto de la Juventud. Ciudad de México. http://www.injuve.
cdmx.gob.mx/impulso.php 

8 En México, trabajan 21% de los estudiantes jóvenes. Guía Educa. 10
de junio del 2016. Luisa Fernanda Pliego. http://www.guiaeduca.
com.mx/noticias/2016/1006-en-mexico-trabajan-21-por-ciento-de-los-
estudiantes-jovenes.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de noviembre de
2016.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputado Ralis Cumplido. Túrnese a la Comi-
sión de Juventud, para dictamen.

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS
DE LA FEDERACIÓN

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra hasta por tres minutos para presentar dos
iniciativas en una sola intervención, el diputado Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas
de la Federación, y una segunda con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, y de la ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.

El diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez: Con
su venia, señora presidenta. Saludo a mis compañeros
diputados, y especialmente a los ciudadanos que nos ven y
nos escuchan a través de la televisión, y a todo aquel que
está preocupado por el rumbo que toma México.

Hoy día la confianza es la base que sostiene a la democra-
cia, y en el caso de los servidores públicos, es inherente
que el cargo debe ganarse todos los días. En nuestro país
los mexicanos piensan que somos el país más corrupto. Es-
te dicho se sustenta en el último índice de percepción de la
corrupción elaborado por Transparencia Internacional so-
bre los países de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico. Y muchos nos preguntamos por
qué se percibe esto. Parte del motivo es que al ciudadano
no se le incluye como elemento activo en las acciones an-
ticorrupción ni se tiene contemplada su participación indi-
vidual en el Sistema Nacional Anticorrupción.

El sistema en el que los servidores públicos verifican a
otros servidores públicos, está siendo obsoleto y no ha da-
do resultados. En cambio aspiramos a uno en el que el ciu-
dadano común y corriente participe, se involucre y levante
la voz al detectar algún problema. Por ello pongo a su con-
sideración, los dos decretos siguientes:

El primero que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación, y un segundo que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional An-
ticorrupción.

En el primer caso se busca fortalecer el marco normativo
que permitirá precisar facultades de la Auditoría Superior
de la Federación en su labor; en el segundo, es necesario
darle voz al ciudadano e incluirlo de manera textual en el
Sistema Nacional Anticorrupción con una participación ac-
tiva vía el Comité de Participación Ciudadana, a fin de que
el mexicano se involucre cada vez más en lo que es la fis-
calización, y dar el peso específico a este trabajo, sabedor
que esta es una herramienta que sirve a todos a fin de aten-
der, conocer y exigir mejores cuentas y evitar la discrecio-
nalidad en el ejercicio público.

Por todo ello, estimados compañeros, les pido que tomen
en cuenta las dos iniciativas, que presento en las que se ha-
cen cambios que pueden parecer pequeños, pero son cam-
bios que van a permitir a México dar un paso gigante en su
lucha por un sistema honesto y eficaz.

Por economía procesal, solicito que se integre el texto ín-
tegro de estas dos iniciativas en el Diario de Debates, y se-
ñora presidenta, le pido que se turne a la Comisión de Ha-
cienda para su estudio. Muchas gracias.
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«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación, a cargo del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas
Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

El suscrito, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, diputado
federal integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXIII Legislatura del Honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77,
numerales I y II, y 78 del Reglamento Interior de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de esta
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un párrafo al numeral V del artículo 10 del Tí-
tulo Primero, Disposiciones Generales, Capítulo Único; re-
forma el apartado a) del numeral II, y numeral IV, del artí-
culo 14, el numeral II, del artículo 15, el segundo párrafo
del numeral I, y el numeral IX, del artículo 17; adiciona un
apartado en el numeral IX, del artículo 17; reforma el nume-
ral XV, del artículo 17, el artículo 18, el segundo párrafo del
artículo 20, los artículos 21 y 23, los anteriores del Título Se-
gundo, De la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo I,
De la Fiscalización de la Cuenta Pública; reforma el tercer
párrafo del artículo 38, del Título Segundo, De la Fiscaliza-
ción de la Cuenta Pública, Capítulo II, Del contenido del In-
forme General y su análisis; reforma el artículo 42, del Títu-
lo Segundo, De la Fiscalización de la Cuenta Pública,
Capítulo IV, De las Acciones y Recomendaciones derivadas
de la Fiscalización; reforma los artículos 44 y 46 del Título
Segundo, De la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo
V, De la conclusión de la revisión de la Cuenta Pública, y
reforma el artículo 58, del Título Tercero, De la fiscaliza-
ción de recursos federales administrados o ejercidos por ór-
denes de gobierno locales y por particulares, así como de
las participaciones federales, Capítulo IV, De la Fiscaliza-
ción del Cumplimiento de la Ley de Disciplina Financiera
de las Entidades Federativas y los Municipios de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. 

I. Planteamiento del Problema

Los países libres son aquellos en los que son respetados
los derechos del hombre y donde las leyes, por consi-
guiente, son justas. Maximilien Robespierre

La rendición de cuentas y la fiscalización superior en Mé-
xico es un tema relevante para los interesados en el análi-
sis y la construcción de la democracia en México.

En los días antiguos, la fiscalización se ejercía a través de
la actividad de vigilar “…sobre terrenos comunales que
eran cultivados para cubrir gastos públicos (propiedad del
altlapetlali), tierras públicas (Mitlchimali, Tlacocatlali, y
otras) destinadas a gastos de guerra, festividades de los cul-
tos, los dioses, etcétera…”.1

Como lo expreso, desde esos tiempos ya existían figuras
que establecían mecanismos y personas encargadas de or-
ganizar y transparentar el uso de productos y bienes de la
época. Un poco después, en el florecimiento de la industria
naval y el comercio entre el imperio español y la nueva Es-
paña se fijaron algunos impuestos y tributos para poder lle-
gar a los puertos oficiales del imperio en aquella época (Sa-
lamanca y Valladolid), mismos que eran vigilados en su
cumplimiento por personal especializado.2 Así, se controló
el tráfico de bienes y mercancías, así como materias primas
de la época entre el imperio, las indias y la nueva España.

Al pasar del tiempo, se creó la Contaduría Mayor de Ha-
cienda (Siglo XIX)1 en el que se analizaban las finanzas de
la nación o lo que hoy se le conoce como la glosa de la con-
tabilidad del presupuesto nacional.

Con el paso de los años, cambio su nombre a Tribunal de
Cuentas y casi a finales del siglo pasado, volvió a ser la
Contaduría Mayor de Hacienda,1 pero ya con algunas acti-
vidades más precisas de vigilancia del patrimonio común,
y de la aplicación del presupuesto.

No fue hasta que en el año 2000, que la Contaduría Mayor
de Hacienda pasó a ser la Auditoría Superior de la Federa-
ción y se creó la Ley de Fiscalización Superior de la Fede-
ración1, dándole capacidad para auditar, visitar e inspec-
cionar en las áreas y hasta los límites que sus nuevas
facultades le otorgaban.

Desde esa fecha hasta hoy, la sociedad se ha interesado ca-
da vez más en el uso y destino de los recursos públicos; en
la actuación de los servidores públicos; en el accionar gu-
bernamental y su relación con la transparencia, eficacia y
eficiencia en la utilización de los recursos públicos; y están
al pendiente de los resultados de la gestión gubernamental,
principalmente del ejecutivo federal.

Y para atender los temas antes citados, los mexicanos re-
curren principalmente al ejercicio de exigir rendición de
cuentas y conocer más sobre los resultados de la fiscaliza-
ción superior.
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Hoy, el ciudadano mexicano sabe cada vez más de lo que
es la fiscalización y da el peso específico a ese trabajo, sa-
bedor que es una herramienta que sirve a todos a fin de en-
tender, conocer y exigir mejores cuentas y evitar la discre-
cionalidad en el ejercicio público.

Muchas expectativas ha causado la creación del Sistema
Nacional Anticorrupción, en el cual la Auditoría Superior
de la Federación (ASF) es un actor principal al revisar la
cuenta pública.

Dicho sistema, el pasado junio de 2016, en atención a las
reformas constitucionales en Combate Anticorrupción, se
vio fortalecido al aprobarse la creación de leyes secunda-
ria, como lo es la Nueva Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación.2

Esta norma era necesaria para atender los cambios consti-
tuciones más significativos en el Combate a la Corrupción
y se centran en: la ASF podrá fiscalizar desde el primer día
del ejercicio fiscal siguiente; se elimina el principio de
anualidad y posterioridad, por lo que podrá realizar audito-
rías en tiempo real y a ejercicios anteriores; auditar recur-
sos federales en fideicomisos y fondos, así como mandatos
públicos y privados; revisar empréstitos a nivel estatal o
municipal que estén garantizados con participaciones fede-
rales o fideicomisos, fondos o mandatos, y promover pre-
suntas responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justi-
cia Administrativa y la Fiscalía Especializada en materia de
Delitos relacionados por hechos de corrupción.

De la revisión minuciosa que se realicé a la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación, identifi-
qué algunas mejoras que no sólo permitirán fortalecer el
trabajo de la Auditoría Superior de la Federación y el re-
sultado que los mexicanos esperamos de ella.

Algunas de las ideas que forman parte de la propuesta que
presento se soportan en normatividad y necesidades de má-
xima publicidad que la misma ASF ha expresado, y son las
siguientes:

• Identificar que en el caso de fincar multas que las mis-
mas no sean cubiertas con recursos federales, en el sen-
tido que no existe presupuesto con los recursos federa-
les para cubrir este tipo de concepto.

• En la realización de auditorías al desempeño quiero
enfatizar que es necesario se considere en la redacción
el impacto – social y económico – y los beneficios para

la ciudadanía, puntualización que la ASF describe en su
normativa y enfatizó en el Informe General de la Cuen-
ta Pública 2014, en el apartado 1.2. ¿Qué tipos de audi-
toría hace la Auditoría Superior de la Federación? –Au-
ditorías al Desempeño.3

• Es necesario precisar que la ASF en su labor de fisca-
lización emite acciones, describiendo que al realizar las
auditorías financieras emite recomendaciones y por las
auditorías al desempeño formula recomendaciones al
desempeño, que son acciones de tipo preventiva y las
mismas se incluyen en la normativa interna de ese ente
fiscalizador y que describe en el Informe General de la
Cuenta Pública 2014, en el apartado 1.3. Consecuencias
sancionatorias derivadas de la fiscalización.3

• Consideramos importante que en su labor fiscalizado-
ra la ASF se allegué de información de los comisarios
asignados a las entidades y dependencias y que describe
sus funciones en el artículo 78 del Reglamento Interior
de la Secretaría de la Función Pública.4

• Es necesario que en la Ley se precise las etapas de la
revisión de fiscalización que concluyen con la entrega
de los resultados y observaciones preliminares, y de los
resultados finales y observaciones preliminares confor-
me se describe en la Normativa para la Fiscalización
Superior de la ASF, tal y como se describe como ejem-
plo en los Lineamientos Técnicos de la Auditoría Espe-
cial del Gasto Federalizado, Auditorías Coordinadas
ASF-EFSL, Cuenta Pública 2015.5

• Y finalmente, que en el informe de las recuperaciones
de recursos que se emite a la Cámara de Diputados sea
más específico de conformidad de acuerdo a lo que ese
Órgano de Fiscalización Superior expresó en su Informe
General de la Cuenta Pública 2014.3

Por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañe-
ros diputados propongo reformar y adicionar diversas
disposiciones de la Ley de Fiscalización Superior de la
Federación a fin de que precisar y fortalecer los linea-
mientos normativos que regirá los trabajos de la fiscali-
zación superior en México.

Llevar a cabo las modificaciones que planteo no es otra co-
sa que actualizar de manera oportuna el marco normativo
aplicable a la fiscalización que permitirá precisar faculta-
des de la Auditoría Superior de la Federación en su labor
encomendada.
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II. Fundamento legal de la iniciativa

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación.

III. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un párrafo
al numeral V, del artículo 10 del Título Primero, Disposi-
ciones Generales, Capítulo Único; reforma el apartado a)
del numeral II, y numeral IV del artículo 14, el numeral II,
del artículo 15, el segundo párrafo del numeral I, y el nu-
meral IX, del artículo 17; adiciona un apartado en el nu-
meral IX, del artículo 17; reforma el numeral XV, del artí-
culo 17, el artículo 18, el segundo párrafo del artículo 20,
los artículos 21 y 23, los anteriores del Título Segundo, De
la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo I, De la Fis-
calización de la Cuenta Pública; reforma el tercer párrafo
del artículo 38, del Título Segundo, De la Fiscalización de
la Cuenta Pública, Capítulo II, Del contenido del Informe
General y su análisis; reforma el artículo 42, del Título Se-
gundo, De la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo
IV, De las Acciones y Recomendaciones derivadas de la
Fiscalización; reforma los artículos 44 y 46 del Título Se-
gundo, De la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo
V, De la conclusión de la revisión de la Cuenta Pública, y
reforma el artículo 58, del Título Tercero, De la fiscaliza-
ción de recursos federales administrados o ejercidos por ór-
denes de gobierno locales y por particulares, así como de
las participaciones federales, Capítulo IV, De la Fiscaliza-
ción del Cumplimiento de la Ley de Disciplina Financiera
de las Entidades Federativas y los Municipios de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. 

IV. Ordenamientos a modificar

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción

V. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo al nume-
ral V del artículo 10 del Título Primero, Disposiciones Ge-
nerales, Capítulo Único; reforma el apartado a) del nume-
ral II, y numeral IV del artículo 14, el numeral II, del
artículo 15, el segundo párrafo del numeral I, y el numeral
IX, del artículo 17; adiciona un apartado en el numeral IX,
del artículo 17; reforma el numeral XV, del artículo 17, el

artículo 18, el segundo párrafo del artículo 20, los artículos
21 y 23, los anteriores del Título Segundo, De la Fiscaliza-
ción de la Cuenta Pública, Capítulo I, De la Fiscalización
de la Cuenta Pública; reforma el tercer párrafo del artículo
38, del Título Segundo, De la Fiscalización de la Cuenta
Pública, Capítulo II, Del contenido del Informe General y
su análisis; reforma el artículo 42, del Título Segundo, De
la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo IV, De las
Acciones y Recomendaciones derivadas de la Fiscaliza-
ción; reforma los artículos 44 y 46 del Título Segundo, De
la Fiscalización de la Cuenta Pública, Capítulo V, De la
conclusión de la revisión de la Cuenta Pública, y reforma
el artículo 58, del Título Tercero, De la fiscalización de re-
cursos federales administrados o ejercidos por órdenes de
gobierno locales y por particulares, así como de las partici-
paciones federales, Capítulo IV, De la Fiscalización del
Cumplimiento de la Ley de Disciplina Financiera de las
Entidades Federativas y los Municipios de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación. 

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 10. La Auditoría Superior de la Federación podrá
imponer multas, conforme a lo siguiente:

V. Las multas establecidas en esta ley tendrán el carác-
ter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad líquida.
El Servicio de Administración Tributaria se encargará
de hacer efectivo su cobro en términos del Código Fis-
cal de la Federación y de las demás disposiciones apli-
cables;

Las multas impuestas no deberán ser cubiertas con
recursos federales. La autoridad fiscal deberá repor-
tar la recuperación de la multa a la ASF y ésta debe-
rá comprobar el origen del recurso con la que se cu-
brió y reportarlo de manera pública en su portal de
internet.
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Título Segundo
De la Fiscalización de la Cuenta Pública

Capítulo I
De la Fiscalización de la Cuenta Pública

Artículo 14. La fiscalización de la Cuenta Pública tiene por
objeto:

II. Verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos
en los programas:

a) Realizar auditorías del desempeño de los progra-
mas, verificando la eficiencia, la eficacia y la econo-
mía en el cumplimiento de los objetivos de los mis-
mos, así como su impacto –social y económico– y
beneficios para la ciudadanía.

IV. Así como actividades complementarias vincula-
das a la fiscalización de la Cuenta Pública que resul-
tan pertinentes y que proporcionan elementos para
tener una mayor comprensión de temas de impacto
en materia de la gestión pública, y las demás que for-
men parte de la fiscalización de la Cuenta Pública o de
la revisión del cumplimiento de los objetivos de los pro-
gramas federales.

Artículo 15. Las observaciones que, en su caso, emita la
Auditoría Superior de la Federación derivado de la fiscali-
zación superior, podrán derivar en:

II. Recomendaciones y Recomendaciones al Desempeño.

Artículo 17. Para la fiscalización de la Cuenta Pública, la
Auditoría Superior de la Federación tendrá las atribuciones
siguientes:

I…

La Auditoría Superior de la Federación podrá iniciar el
proceso de fiscalización a partir del primer día hábil del
ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las obser-
vaciones o recomendaciones que, en su caso realice, de-
ban referirse a la información definitiva presentada en
la Cuenta Pública. Una vez que le sea entregada la
Cuenta Pública, podrá realizar las modificaciones al
programa anual de las auditorías que se requieran y lo
hará del conocimiento de la comisión y de forma pú-
blica en su portal de Internet;

IX. Requerir de los comisarios y de los auditores exter-
nos copia de todos los informes y dictámenes de las au-
ditorías y revisiones por ellos practicadas a las entidades
fiscalizadas y de ser requerido, el soporte documental;

XI. Solicitar, obtener y tener acceso a toda la informa-
ción y documentación, que a juicio de la Auditoría Su-
perior de la Federación sea necesaria para llevar a cabo
la auditoría correspondiente, sin importar el carácter de
confidencial o reservado de la misma, que obren en po-
der de:

a) Las entidades fiscalizadas;

b) Los órganos internos de control;

b bis) Los comisarios; 

c) Las entidades de fiscalización superior locales;

d) Los auditores externos de las entidades fiscaliza-
das;

e) Instituciones de crédito, fideicomisos u otras fi-
guras del sector financiero, y

f) Autoridades hacendarias federales y locales.

XV. Formular recomendaciones, recomendaciones al
desempeño, solicitudes de aclaración, pliegos de obser-
vaciones, promociones del ejercicio de la facultad de
comprobación fiscal, promociones de responsabilidad
administrativa sancionatoria, informes de presunta res-
ponsabilidad administrativa, denuncias de hechos y de-
nuncias de juicio político.

Artículo 18. Durante la práctica de auditorías, la Auditoría
Superior de la Federación podrá convocar a las entidades
fiscalizadas a las reuniones de trabajo, para la revisión de
los resultados y observaciones preliminares, y de los re-
sultados finales y observaciones preliminares.

Artículo 20. La Auditoría Superior de la Federación, de
manera previa a la fecha de presentación de los Informes
individuales, dará a conocer a las entidades fiscalizadas la
parte que les corresponda de los resultados finales de las
auditorías y las observaciones preliminares que se deriven
de la revisión de la Cuenta Pública, a efecto de que dichas
entidades presenten las justificaciones y aclaraciones que
correspondan.
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A las reuniones en las que se dé a conocer a las entidades
fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados
y observaciones preliminares que se deriven de la revisión
de la Cuenta Pública, se les citará por lo menos con 10 dí-
as hábiles de anticipación remitiendo con la misma antici-
pación a las entidades fiscalizadas los resultados finales y
las observaciones preliminares de las auditorías practica-
das, en las reuniones si la entidad fiscalizada estima nece-
sario presentar información adicional, podrá solicitar por
escrito a la Auditoría Superior de la Federación un plazo
de hasta 7 días hábiles más para su exhibición justifican-
do los motivos de la petición. En dichas reuniones las en-
tidades fiscalizadas podrán presentar las justificaciones y
aclaraciones que estimen pertinentes. Adicionalmente, la
Auditoría Superior de la Federación les concederá un pla-
zo de 5 días hábiles para que presenten argumentaciones
adicionales y documentación soporte, misma que deberán
ser valoradas por esta última para la elaboración de los In-
formes individuales.

Artículo 21. Lo previsto en los artículos anteriores, se rea-
lizará sin perjuicio de que la Auditoría Superior de la Fe-
deración convoque a las reuniones de trabajo que estime
necesarias durante las auditorías correspondientes, para la
revisión de los resultados y observaciones preliminares.

Artículo 23. La Auditoría Superior de la Federación tendrá
acceso a contratos, convenios, documentos, datos, libros,
archivos físicos y electrónicos y documentación justifica-
tiva y comprobatoria relativa al ingreso, gasto público y
cumplimiento de los objetivos de los programas de los en-
tes públicos, así como a la demás información que resulte
necesaria para la revisión y fiscalización de la Cuenta Pú-
blica siempre que al solicitarla se expresen los fines a que
se destine dicha información

Capítulo II
Del contenido del Informe General y su análisis

Artículo 38. La Auditoría Superior de la Federación infor-
mará a la Cámara, por conducto de la Comisión, del estado
que guarda la solventación de observaciones a las entida-
des fiscalizadas, respecto a cada uno de los Informes indi-
viduales que se deriven de las funciones de fiscalización.

Para tal efecto, el reporte a que se refiere este artículo será
semestral y deberá ser presentado a más tardar los días pri-
mero de los meses de mayo y noviembre de cada año, con
los datos disponibles al cierre del primer y tercer trimestres
del año, respectivamente.

El informe semestral se elaborará con base en los formatos
que al efecto establezca la Comisión e incluirá invariable-
mente las fechas y los montos efectivamente recuperados
distinguiendo los montos reintegrados a la Tesorería de
la Federación (Tesofe); a las cuentas bancarias específi-
cas de los fondos o programas federales, o al propio pa-
trimonio de las entidades federativas, municipios o al-
caldías de la Ciudad de México, derivados de la
fiscalización de la Cuenta Pública y en un apartado espe-
cial, la atención a las recomendaciones, así como el estado
que guarden las denuncias penales presentadas y los proce-
dimientos de responsabilidad administrativa promovidos
en términos de la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas y esta Ley. Asimismo deberá publicarse en la
página de Internet de la Auditoría Superior de la Federa-
ción en la misma fecha en que sea presentado en formato
de datos abiertos conforme a lo establecido en la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
y se mantendrá de manera permanente en la página en In-
ternet.

Capítulo IV
De las Acciones y Recomendaciones 

derivadas de la Fiscalización

Artículo 42. Antes de emitir sus recomendaciones, la Au-
ditoría Superior de la Federación analizará con las entida-
des fiscalizadas las observaciones que dan motivo a las
mismas. En las reuniones de resultados y observaciones
preliminares y de resultados finales y observaciones pre-
liminares las entidades fiscalizadas a través de sus repre-
sentantes o enlaces suscribirán conjuntamente con el per-
sonal de las áreas auditoras correspondientes de la
Auditoría Superior de la Federación, las Actas en las que
consten los términos de las recomendaciones que, en su ca-
so, sean acordadas y los mecanismos para su atención. Lo
anterior, sin perjuicio de que la Auditoría Superior de la
Federación podrá emitir recomendaciones en los casos en
que no logre acuerdos con las entidades fiscalizadas.

Capítulo V
De la conclusión de la revisión 

de la Cuenta Pública

Artículo 44. La Comisión realizará un análisis de los infor-
mes individuales, en su caso, de los informes específicos,
y del Informe General y lo enviará a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública. A este efecto y a juicio de la
Comisión, se podrá solicitar a las comisiones ordinarias de
la Cámara una opinión sobre aspectos o contenidos especí-
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ficos de dichos informes, en términos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
el Reglamento Interior de la Cámara de Diputados.

Artículo 46. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca estudiará el Informe General, el análisis de la Comisión
a que se refiere esta Ley y el contenido de la Cuenta Públi-
ca. Asimismo, la Comisión de Presupuesto someterá a vo-
tación del Pleno el dictamen correspondiente a más tardar
el 31 de octubre del año siguiente al de la presentación de
la Cuenta Pública.

Título Tercero
De la fiscalización de recursos 

federales administrados o ejercidos por órdenes 
de gobierno locales y por particulares, así como de las

participaciones federales

Capítulo IV

De la Fiscalización del Cumplimiento de la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios

Artículo 58. La Auditoría Superior de la Federación, res-
pecto de las reglas presupuestarias y de ejercicio, y de la
contratación de deuda pública y obligaciones previstas en
la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federati-
vas, los Municipios y las alcaldías de la Ciudad de Mé-
xico, deberá fiscalizar:

I. La observancia de las reglas de disciplina financiera,
de acuerdo a los términos establecidos en la Ley de Dis-
ciplina Financiera de las Entidades Federativas y las al-
caldías de la Ciudad de México;

II. La contratación de los financiamientos y otras obli-
gaciones de acuerdo a las disposiciones previstas en la
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federati-
vas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de
México y dentro de los límites establecidos por el siste-
ma de alertas de dicha Ley, y

III. El cumplimiento de inscribir y publicar la totalidad
de sus financiamientos y otras obligaciones en el regis-
tro público único establecido en la Ley de Disciplina Fi-
nanciera de las Entidades Federativas, los Municipios y
las alcaldías de la Ciudad de México.

VI. Artículos transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Fiscalización y Rendición de Cuentas, la entidad fiscalizadora en el
país, disponible en https://www.uaeh.edu.mx/scige/boletin/prepa4/n1/
e3.html, consultado el 24 de octubre de 2016.

2 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, dis-
ponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, con-
sultado el 24 de octubre de 2016.

3 Informe General de la Cuenta Pública 2014, disponible en http://in-
forme.asf.gob.mx/#0, consultado el 24 de octubre de 2016.

4 Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, disponi-
ble en http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/32540/regla-
mento-interior-sfp-v-21102015.pdf, consultado el 24 de octubre de
2016.

5 Lineamientos Técnicos de la Auditoría Especial del Gasto Federali-
zado, Auditorías Coordinadas ASF-EFSL, Cuenta Pública 2015,
http://www.asf.gob.mx/uploads/85_Obligaciones_de_la_Ley_Fede-
ral_de_Transparencia_y_Acceso_a_la_Informacion_Publica_Guber-
namental/Lineamiento_para_las_Auditorias_Coordinadas_CP_2015.p
df, consultado el 24 de octubre de 2015.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de noviembre de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, Adán Pérez
Utrera, Germán Ernesto Ralis Cumplido, José Alfredo Ferreiro Velaz-
co, Manuel Jesús Clouthier Carrillo, Marbella Toledo Ibarra, Rosa Al-
ba Ramírez Nachis (rúbricas).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias diputado Cárdenas Gutiérrez. Se remite a la
Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dic-
tamen y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para opinión. 

Como lo ha solicitado, se inserta el texto íntegro en el Dia-
rio de los Debates. 
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LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICO-
RRUPCIÓN Y LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDI-
CIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN

El diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez: «Ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las leyes General del Sistema Nacional Anticorrupción, y
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación,
a cargo del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77, numerales I
y II, y 78 del Reglamento Interior de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 15, y las fracciones IX, XI, XII y se adicionan las
fracciones XII Bis y XII Ter del artículo 21 del capítulo III
Del Comité de Participación Ciudadana incluido en el títu-
lo segundo del Sistema Nacional Anticorrupción de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, y se reforma
la fracción XI, y se adicionan las fracciones XI Bis, XI Ter,
y XIV Bis del artículo 81 del capítulo único de la comisión,
incluido en el título sexto, de las funciones de la Cámara de
Diputados en la Fiscalización de la Cuenta Pública, se re-
forma la fracción XXVIII del artículo 89 del capítulo I In-
tegración y Organización incluido en el título séptimo Or-
ganización de la Auditoría Superior de la Federación, y se
reforman los artículos 110, 111 y 112 del capítulo único in-
cluido en el título octavo De la Contraloría Social de la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.

I. Planteamiento del problema

En meses anteriores, la participación de la sociedad civil
organizada en temas de transparencia y rendición de cuen-
tas ha sido sumamente relevante y ha influido en la conso-
lidación del Sistema Nacional Anticorrupción1.

Organizaciones como Transparencia Mexicana, Instituto
Mexicano para la Competitividad, AC, Fundar o Red por la
Rendición de Cuentas han englobado las voces de los ciu-
dadanos y tomado la batuta en temas que son coyunturales
en nuestro México de hoy.

No obstante, los ciudadanos de a pie a los cuales represen-
tamos la bancada del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano nos han solicitado que en las leyes del Sistema
Nacional Anticorrupción se les reconozca como tal.

Esto es, los ciudadanos nos han comentado que en nuestro
México debemos partir de la generación de leyes que ten-
gan como fin último el fortalecimiento de las instituciones,
pero que por cada uno de ellos, su expresión o participa-
ción, sea plenamente reconocida como tal para poder par-
ticipar y consolidar instrumentos que mejoren la rendición
de cuentas y se facilite la lucha contra la corrupción.

Los ciudadanos libres reconocen en la transparencia y el
acceso a la información pública herramientas indispensa-
bles para el ejercicio libre de los derechos y exigirles a
nuestros gobernantes cuentas claras y acciones que nos be-
neficien a todos.

Es por ello que al reconocer sus necesidades entendemos
por igual que debemos reconocer la individualidad de cada
uno de ellos en las leyes que conforman el Sistema Nacio-
nal Anticorrupción.

Para entender lo que me han expresado mis vecinos y ami-
gos en Tamaulipas me remití a la definición del término so-
ciedad civil2, que se designa a la diversidad de personas
que, con categoría de ciudadanos y generalmente de mane-
ra colectiva, actúan para tomar decisiones en el ámbito pú-
blico que consideran a todo individuo que se halla fuera de
las estructuras gubernamentales.

El concepto anterior habla de personas o individuos en co-
lectividad, por lo que lo expresado por los ciudadanos es
correcto y debemos precisar en la norma la importancia de
la individualidad y su intención de expresar ideas valiosas
sin esperar el consenso de la colectividad ante sus expre-
siones e intereses, mismos que pueden ser diversos pero
muy valiosos.

Considero que darle valor a la palabra y voz de cada ciu-
dadano es permitirle su empoderamiento y participación
activa en la vida de nuestro México.

Negarles esa oportunidad sería limitar su participación ac-
tiva en el devenir diario en nuestro país.

No obstante lo anterior, soy un convencido que por igual
debemos dejar expresado en la norma que la colectividad
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no debe dejarse de largo por lo que propongo que se iden-
tifique su participación como organizaciones sociales y
académicas, mismas que sin duda han dado sentido y vida
al Sistema Nacional Anticorrupción.

En este Sistema Nacional Anticorrupción una figura muy
importante que tiene que ver con la participación ciudada-
na es el Comité de Participación Ciudadana3, donde pro-
pongo se establezca y converja de manera puntual la parti-
cipación de los ciudadanos, las organizaciones sociales y
académicas.

Por lo anterior, planteo adecuaciones en cuanto a la forma
en que se establezca la participación de los ciudadanos an-
te el Comité de Participación Ciudadana así como el de las
organizaciones civiles y académicas a fin que sea este co-
mité quien reciba propuestas de temas susceptibles o iden-
tificados para ser fiscalizados o de aquéllos que se valoren
para su inclusión en el Plan Anual de Auditorías de la Au-
ditoría Superior de la Federación (ASF)4 y de igual mane-
ra, la forma en que deban ser recibidas las denuncias sobre
servidores públicos de ese máximo órgano de fiscalización
superior en México y de las entidades de fiscalización su-
perior locales.

Su seguimiento y comunicación al proponente por igual lo
incluyo dentro de mi propuesta.

Por igual sugiero que se establezca métodos y procedi-
mientos para que este comité reciba de la Comisión de Vi-
gilancia de la Auditoría Superior de la Federación5 aque-
llas sugerencias, temas y denuncias que ésta última reciba
a fin de establecer un flujo ordenado que facilite un trámi-
te oportuno de las mismas, delimitando así a la Comisión
de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación a
ser únicamente canal de recepción de esta participación
ciudadana.

Asimismo, planteo que esta propuesta sea integral por lo
que propongo adecuaciones a la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación6 a fin de que la
Comisión de Vigilancia y la Auditoría Superior de la Fede-
ración tengan reglas y funciones claras, esto es, que la pri-
mera reciba opiniones, peticiones y solicitudes sobre la
función de fiscalización, y peticiones y solicitudes sobre
temas, rubros o actos que se propongan sean fiscalizados y
que las canalice al Comité de Participación Ciudadana, y la
segunda, reciba únicamente del comité las opiniones, peti-
ciones y solicitudes sobre temáticas de funcionamiento de

la institución, denuncias, peticiones y solicitudes sobre te-
mas, rubros o actos que deban ser fiscalizados.

Debo enfatizar que es de interés del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, al cual pertenezco, la partici-
pación de la ciudadanía en temas de contraloría social por
lo que propongo se adecue la Ley de Fiscalización y Ren-
dición de Cuentas de la Federación a fin de que la Comi-
sión de Vigilancia de la ASF establezca los mecanismos
necesarios para invitar a la sociedad civil a participar en fo-
ros y mesas de trabajo que se centren en el fomento y pro-
moción de la investigación relacionados con la fiscaliza-
ción superior, y que como resultado de máxima publicidad
se haga del conocimiento de la ciudadanía, sus logros y al-
cances.

Por igual, se establezca y articule lo necesario a fin de que
los ciudadanos y las organizaciones sociales y académicas
participen en ejercicios de contraloría social conforme lo
establezca dicha comisión.

Por lo anterior, dejo en claro que la participación de los
ciudadanos es fundamental en el combate a la corrupción y
soy convencido que su participación en temas de fiscaliza-
ción será sin duda muy importante, ya que la corrupción
afecta a todos y todos deben tener la oportunidad de expre-
sar ideas para su combate.

Concluyo diciendo que todos debemos ponemos la cami-
seta para el fortalecimiento de la gestión gubernamental,
hoy día, ya no nos debe ser ajeno o limitarse a la participa-
ción de grupos organizados.

Por eso, mi propuesta se centra en darles voz a todos por
igual.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción y en la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación.

III. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
15, y las fracciones IX, XI, XII y se adicionan las fraccio-
nes XII Bis y XII Ter del artículo 21 del capítulo III Del
Comité de Participación Ciudadana incluido en el título se-
gundo del Sistema Nacional Anticorrupción de la Ley Ge-
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neral del Sistema Nacional Anticorrupción, y se reforma la
fracción XI, y se adicionan las fracciones XI Bis, XI Ter, y
XIV Bis del artículo 81 del capítulo único de la Comisión,
incluido en el título sexto, De las Funciones de la Cámara
de Diputados en la Fiscalización de la Cuenta Pública, se
reforma la fracción XXVIII del artículo 89 del capítulo I
Integración y Organización incluido en el título séptimo
Organización de la Auditoría Superior de la Federación, y
los artículos 110, 111 y 112 del capítulo único incluido en
el título octavo De la Contraloría Social de la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación.

IV. Ordenamientos a modificar

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, y Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.

V. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 15, y las
fracciones IX, XI, XII y se adicionan las fracciones XII Bis
y XII Ter del artículo 21 del capítulo III Del Comité de Par-
ticipación Ciudadana incluido en el título segundo Del Sis-
tema Nacional Anticorrupción de la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, y se reforma la fracción XI, y
se adicionan las fracciones XI Bis, XI Ter, y XIV Bis del
artículo 81 del capítulo único De la Comisión, incluido en
el título sexto, De las Funciones de la Cámara de Dipu-
tados en la Fiscalización de la Cuenta Pública, se reforma
la fracción XXVIII del artículo 89 del capítulo I Integra-
ción y Organización incluido en el título séptimo Organi-
zación de la Auditoría Superior de la Federación, y los ar-
tículos 110, 111 y 112 del capítulo único incluido en el
título octavo De la Contraloría Social de la Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación.

Primero. Se reforma el artículo 15, y las fracciones IX, XI,
XII y se adicionan las fracciones XII Bis y XII Ter del ar-
tículo 21 del capítulo III Del Comité de Participación Ciu-
dadana incluido en el título segundo Del Sistema Nacional
Anticorrupción de la Ley General del Sistema Nacional
Anticorrupción

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción

Título Segundo
Del Sistema Nacional Anticorrupción

Capítulo III
Del Comité de Participación Ciudadana

Artículo 15. El Comité de Participación Ciudadana tiene
como objetivo coadyuvar, en términos de esta ley, al cum-
plimiento de los objetivos del Comité Coordinador, así co-
mo ser la instancia de vinculación con los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas relacionadas e inte-
resadas con las materias del Sistema Nacional.

Artículo 21. El Comité de Participación Ciudadana tendrá
las siguientes atribuciones:

IX. Llevar un registro voluntario de los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas que deseen co-
laborar de manera coordinada con el Comité de Partici-
pación Ciudadana para establecer una red de participa-
ción ciudadana, conforme a sus normas de carácter
interno;

XI. Proponer mecanismos de articulación entre los ciu-
dadanos, las organizaciones sociales y académicas;

XII. Proponer métodos y procedimientos mediante los
cuales se recibirán de los ciudadanos, las organizacio-
nes sociales y académicas las opiniones, peticiones y
solicitudes sobre el funcionamiento de la fiscaliza-
ción, y peticiones y solicitudes sobre temas, rubros o
actos que propongan sean fiscalizados y que preten-
dan hacer llegar a la Auditoría Superior de la Federación
o a las entidades de fiscalización superiores locales pa-
ra que sean consideradas y, en su caso, incluidas en
el programa anual de auditorías; y su seguimiento,
que incluirá el conocimiento de las determinaciones
que en cada uno de los casos se tome así como la co-
municación correspondiente al proponente.

XII Bis. Establecer métodos y procedimientos me-
diante los cuales se recibirán de los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas las quejas y de-
nuncias fundadas y motivadas que presenten o ha-
gan llegar al Órgano de Fiscalización Superior y ór-
ganos de fiscalización locales y su seguimiento que
incluirá el conocimiento de las determinaciones que
en cada uno de los casos se tome así como la comu-
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nicación correspondiente al proponente y, en su caso,
las acciones que deriven de conformidad con lo esta-
blecido en el Sistema Nacional.

XII Ter. Proponer métodos y procedimientos me-
diante los cuales se recibirá de la Comisión de Vigi-
lancia de la ASF las peticiones y solicitudes sobre el
funcionamiento de la fiscalización, y peticiones y so-
licitudes sobre temas, rubros o actos que propongan
sean fiscalizados por la Auditoría Superior de la Fe-
deración o a las entidades de fiscalización superiores
locales que haya recibido.

Segundo. Se reforma la fracción XI, y se adicionan las
fracciones XI Bis, XI Ter, y XIV Bis del artículo 81 del ca-
pítulo único De la Comisión, incluido en el título sexto De
las Funciones de la Cámara de Diputados en la Fiscaliza-
ción de la Cuenta Pública, se reforma la fracción XXVIII
del artículo 89 del capítulo I Integración y Organización in-
cluido en el título séptimo Organización de la Auditoría
Superior de la Federación, y los artículos 110, 111 y 112
del capítulo único incluido en el título octavo De la Con-
traloría Social de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación.

Título Sexto
De las Funciones de la Cámara de Diputados

en la Fiscalización de la Cuenta Pública

Capítulo Único 
De la Comisión

Artículo 81. Son atribuciones de la Comisión:

XI. Aprobar el programa de actividades de la unidad y
requerirle todo tipo de información relativa a sus fun-
ciones; de igual forma, aprobar políticas, procedimien-
tos, lineamientos y manuales que la unidad requiera pa-
ra el ejercicio de sus funciones;

XI Bis. Proponer al pleno de la Cámara métodos y
procedimientos mediante los cuales se recibirán de
los ciudadanos, las organizaciones sociales y acadé-
micas las opiniones, peticiones y solicitudes sobre el
funcionamiento de la fiscalización, y peticiones y so-
licitudes sobre temas, rubros o actos que propongan
sean fiscalizados y que pretendan hacer llegar a la
Auditoría Superior de la Federación o a las entida-

des de fiscalización superiores locales para que sean
consideradas y, en su caso, incluidas en el programa
anual de auditorías; y su seguimiento, que incluirá el
conocimiento de las determinaciones que en cada
uno de los casos se tome, así como la comunicación
correspondiente al proponente.

XI Ter. Proponer al pleno de la Cámara métodos y
procedimientos mediante los cuales se remitirá al
Comité de Participación Ciudadana las peticiones y
solicitudes recibidas de los ciudadanos, las organiza-
ciones sociales y académicas sobre el funcionamiento
de la fiscalización, y peticiones y solicitudes que le
han hecho llegar sobre temas, rubros o actos que se
propongan sean fiscalizados por la Auditoría Supe-
rior de la Federación o a las entidades de fiscaliza-
ción superiores locales.

XVI Bis. Proponer al pleno de la Cámara métodos y
procedimientos mediante los cuales se invite a los
ciudadanos, las organizaciones sociales y académicas
a que participen como observadores o testigos socia-
les en las sesiones ordinarias de la Comisión; así co-
mo en los que se requieran para la realización de
ejercicios de contraloría social y se articule su parti-
cipación.

Título Séptimo
Organización de la 

Auditoría Superior de la Federación

Capítulo I
Integración y Organización

Artículo 89. El titular de la Auditoría Superior de la Fede-
ración tendrá las siguientes atribuciones:

XXVIII. Transparentar, dar seguimiento y máxima pu-
blicidad a todas las opiniones, peticiones y solicitudes
sobre el funcionamiento de la Institución, así como
las quejas y denuncias fundadas y motivadas, y las pe-
ticiones y solicitudes presentadas por los ciudadanos,
las organizaciones sociales y académicas sobre te-
mas, rubros o actos que se propongan fiscalizar para
que sean considerados y, en su caso, incluidos en el
programa anual de auditorías, deberá publicar sus
resultados en informes individuales e incluirlos en el
Informe General, salvaguardando en todo momento
los datos personales;
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Título Octavo
De la Contraloría Social 

Capítulo Único

Artículo 110. La comisión recibirá de los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas las peticiones y so-
licitudes sobre temas, rubros o actos que propongan se-
an fiscalizados y que pretendan hacer llegar a la Auditoría
Superior de la Federación o a las entidades de fiscalización
superiores locales para que sean consideradas y, en su
caso, incluidas en el programa anual de auditorías.

Estas peticiones y solicitudes se remitirán al Comité de
Participación Ciudadana conforme dicho comité se lo
instruya.

Las peticiones y solicitudes sobre el funcionamiento de
la fiscalización que ejerce la Auditoría Superior de la
Federación, así como las aportaciones y contribuciones
que tengan como objeto mejorar el funcionamiento de
sus funciones de fiscalización que reciba la Comisión los
remitirá al Comité de Participación Ciudadana confor-
me se lo indique.

Su seguimiento deberá ser público y del conocimiento
individual a cada proponente.

Artículo 111. La Comisión invitará a los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas a que participen
como observadores o testigo sociales en las sesiones or-
dinarias de la Comisión; así como en actos en que se re-
quiera su intervención para realizar ejercicios de con-
traloría social y en aquellos que se refieran a
actividades relacionadas con la Auditoría Superior de
la Federación.

Artículo 112. La Comisión invitará a los ciudadanos, las
organizaciones sociales y académicas a participar en fo-
ros y mesas de trabajos encaminados a fomentar y pro-
mover la investigación sobre temas relacionados con la
fiscalización superior.

Los resultados obtenidos serán dados a conocer en el
micro sitio de la Comisión y remitidos al Comité de
Participación Ciudadana del Sistema Nacional Antico-
rrupción a fin de que se consideren y tomen en cuenta.

VI. Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Sistema Nacional Anticorrupción, disponible en https://www.Qob.
mx/presidencia/articulos/sistema-nacionalanticorrupcion?idiom=es,
consultado el27 de octubre de 2016.

2 Definición de Sociedad Civil, disponible en http://www.definicio-
nabc.com/social/sociedad-civil.php.consultado el 27 de octubre de
2016.

3 Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción - Comité de Parti-
cipación Ciudadana-, disponible en http://www.diputados.gob.mx/Le-
yesBiblio/index.htm.consultado el 27 de octubre de 2016.

4 Plan Anual de Auditorías de la ASF, disponible en http://www.
asf.gob.mx/Publication/29 Elaboracion_del_Programa_Anual de Au-
ditorias, consultado el 27 de octubre de 2016.

5 Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación,
disponible en http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Co-
mision-de-Vigilancia-de-la-Auditoria-Superior -de-la-Federacion,
consultado el 27 de octubre de 2016. 

6 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, dis-
ponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm.con-
sultado el 27 de octubre de 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, Adán Pérez
Utrera, Germán Ernesto Ralis Cumplido, José Alfredo Ferreiro Velaz-
co, Manuel Jesús Clouthier Carrillo, Marbella Toledo Ibarra, Rosa Al-
ba Ramírez Nachis (rúbricas).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen y a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para opinión.

El diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (desde la
curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Sonido en la curul del diputado Ralis Cumplido, por favor.
¿Con qué objeto, diputado? 
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El diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (desde la
curul): Presidenta, únicamente para solicitar al diputado
promovente si me permite suscribir su iniciativa que creo
que tiene gran relevancia para nuestro país. Muchas gra-
cias.

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Diputado.

El diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (desde
la curul): Adelante.

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
El diputado ha aceptado, por lo tanto está a disposición en
la Secretaría de esta Mesa Directiva para la suscripción co-
rrespondiente. 

El diputado Manuel Jesús Clouthier Carrillo (desde la
curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Sonido en la curul del diputado Manuel Clouthier, por fa-
vor. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Manuel Jesús Clouthier Carrillo (desde la
curul): Gracias, presidenta, en el mismo tono, sumarme a la
iniciativa, pidiéndole al diputado si así lo autoriza.

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
El diputado ha aceptado, por lo tanto está a disposición de
la Secretaría de esta Mesa Directiva para su suscripción.

CÓDIGO DE COMERCIO

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra, hasta por tres minutos la diputada Rosa
Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona el artículo 33 del Código de Co-
mercio.

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis: Gracias, presi-
denta. Buenas tardes. Agradezco la cortesía de que todavía
algunos estamos en este recinto. Con la autorización de la
presidenta, pongo a disposición de ustedes la –cómo está,
qué gusto saludarle– con el fin de que se adicione en el ar-

tículo 33 del Código de Comercio, el inciso numeral nú-
mero F. Esto con el fin de llevar a cabo la contabilidad pro-
ductiva.

Y ustedes dirán que qué nos interesa contabilizar la pro-
ductividad de las empresas. Esta contabilidad productiva
significa la gran diferencia entre poder incentivar a las em-
presas que proporcionen más empleos, con aquellas que se-
an de menos oportunidad de empleos para los mexicanos.

La productividad está definida como la relación entre lo
que produce una empresa y los recursos que utiliza para di-
cha producción. El término contabilidad de la productivi-
dad expresa la filosofía de una contabilidad unificada, diri-
gida a satisfacer simultáneamente las necesidades de la
contabilidad de custodia como las de contabilidad admi-
nistrativa.

Por lo tanto, es necesario que la incorporemos a este artí-
culo para que esto pueda ser el referente a utilizarse y lle-
var a cabo un verdadero control de la productividad y de
las fianzas de las empresas. De tal forma que se podrá in-
centivar a las empresas que verdaderamente cumplan con
el equilibrio entre ganancias y oportunidad de generar em-
pleo.

La contabilidad en México ciertamente está regida basán-
dose en normas de información contables muy precisadas,
pero me pregunto –y ustedes también se deben preguntar:
¿Por qué el crecimiento de la productividad en otros países,
como España, incorporan otro tipo de modelos a las medi-
ciones de su productividad? Pues porque van ellos más
adelantados que nosotros.

Por eso les invitamos a que fortalezcamos esta contabilidad
productiva, que permite apoyar las cualidades de la infor-
mación orientada a la determinación de los procesos de
producción y gestión, tomando en cuenta la interacción en-
tre la eficacia económica, la eficiencia de gestión y la eco-
nomía de recursos, así como la circulación real en conju-
gación con los estados financieros. Por eso es necesario
que se reoriente hacia la observancia de los mercados ex-
ternos y la medición de la productividad de estas empresas.

La idea fundamental es que estas mismas ejerzan un apoyo
para construir y consolidar una base de datos ciertos, para
que puedan implementar la medición y que podamos en su
momento por esta sencilla razón llevar a cabo esta adición
a esta fracción, en razón de que esto nos dará la fiel opor-
tunidad de poder cuantificar y medir la productividad de
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las empresas en aras de una proyección a la micro y macro
economía de este país.

Por ello considero optimista esta propuesta, porque con
ella se va a dar oportunamente ese vínculo de crecimiento
que este país necesita. Espero la analicen y la consideren.
Es cuanto, presidenta, buenas tardes.

«Iniciativa que adiciona el artículo 33 del Código de Co-
mercio, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en rela-
ción con el artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa que adiciona el inciso F del Código de Comercio, al
tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La productividad es definida como la relación entre lo que
produce una empresa y los recursos utilizados para dicha
producción. Sin embargo, la productividad es el resultado
de la agregación de las decisiones de las empresas acerca
de la elección de cantidad y calidad de insumos producti-
vos, del tipo, cantidad y calidad de su producción, de la
tecnología empleada, de cómo cambian todos estos ele-
mentos (estructura organizativa, modelos de negocio) y de
su actividad innovadora. En cada uno de estos aspectos
pueden existir importantes diferencias entre industrias e in-
cluso ente empresas de una misma industria.1

Las diferencias de productividad dependen del volumen y
características de la producción, de la elección del tipo de
factores productivos y de la combinación de estos entre sí.
Por lo tanto, los diferenciales de productividad pueden ser
debidos a múltiples factores, como el tipo de producción,
los procesos de innovación de producto, la calidad de los
factores (capital y trabajo), las innovaciones del proceso, la
estructura organizativa, la capacidad de adaptación al en-
torno

El término “Contabilidad de la Productividad” expresa
la filosofía de una contabilidad unificada, dirigida a satis-
facer simultáneamente tanto las necesidades de la contabi-

lidad de custodia como las de la contabilidad administrati-
va. Asimismo, se refiere a un sistema de información ad-
ministrativo que lleva a cabo esta ideología a través de la
integración de todas las técnicas modernas de contabilidad
orientadas hacia la producción de utilidades.

Una de sus principales características consiste en un méto-
do que proporciona un plan sistemático de utilidades, por
medio del cual, los planes individuales pueden ser integra-
dos, transformados en un pronóstico de utilidades, reconsi-
derados y, si así se desea, analizados.

La atención de la administración se enfoca primordialmen-
te a detectar las fallas en la ejecución, las que pueden ser
evitadas mediante una revisión realista de los planes ini-
ciales.

El sistema también proporciona un control de la ejecución
a través de los informes contables presentados en términos
de responsabilidades por las desviaciones con el plan ori-
ginal que requieran atención. Esto incluye la repercusión
que pueden tener en las utilidades las variaciones en los
precios de venta, volúmenes y la mezcla de productos pla-
neados, así como las habidas con relación a las tolerancias
en los costos estándar y los presupuestados a los niveles de
operación realmente logrados.

El continuo desarrollo y la complejidad de los negocios nos
ha conducido a una mayor dependencia en los sistemas de
información y, consecuentemente, a un aumento en la de-
manda de información contable.

En un principio esto dio lugar al desarrollo de diversos sis-
temas de información interno, virtualmente independiente
y a menudo contradictorio tanto dentro de las áreas de la
contabilidad como dentro de otras áreas, tales como mer-
cadotecnia, producción e ingeniería.2

Hace algunos años, la administración de negocios se hizo
consciente de los conflictos existentes entre los datos obte-
nidos de estos sistemas aislados y de lo inadecuado en ge-
neral, de la información disponible. Tanto ellos como sus
consejeros comenzaron entonces a modernizar las líneas
internas de comunicación. El surgimiento de la investiga-
ción de operaciones y el procesamiento electrónico de da-
tos agregaron mayor ímpetu a esta modernización. Estos
esfuerzos culminaron en un nuevo enfoque a la contabili-
dad, al cual se denomina aquí “Contabilidad de la Pro-
ductividad”.
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La contabilidad en México está regida basándose en las
NIC (normas de información contable) y de más normas
pues la contabilidad siempre se debe llevar de acuerdo a la
ley, siguiendo cada uno de los requerimientos que esta se-
ñala.

Cuenta con un riguroso sistema que permite llevar un or-
den correcto y así que funcione de manera óptima y exis-
ten varios organismos dedicados facilitar esta tarea y otros
a los cuales tiene que rendir cuentas el contador al hacer su
trabajo un ejemplo de estos seria la Secretaria de Hacienda
y Crédito Público, el código fiscal de la federación, ley del
IVA, ley del ISR y cualquier ley que tenga que ver con los
impuestos.

Para referenciar el tema de la contabilidad de productivi-
dad y su relación con la competitividad, es pertinente des-
cribir el contexto clásico de la contabilidad, con el objeti-
vo de precisar las limitaciones y alcances de la misma,
reconociendo explícitamente sus nuevos atributos en espe-
cial los referidos a las cualidades de la información, que se
manifiesta en lo que los entendidos denominan el paradig-
ma de la toma de decisiones. 

En el contexto clásico de la contabilidad, los objetivos de
la Información contable están orientados preferentemente
al cálculo de la rentabilidad y de la evaluación financiera
antes que a otros aspectos de la gestión empresarial, su fun-
ción de la contabilidad se dirige fundamentalmente hacia el
control de la rentabilidad, reduciendo al mínimo los costos
en procuración de las mayores ganancias.

La contabilidad clásica, tiene correspondencia con un esta-
do de evolución de la empresa donde fortalezcan las medi-
ciones de carácter monetario, minimizándose la observan-
cia y análisis de otros factores influyentes en la dinámica
de la gestión, situación que se identifica con un tipo de ra-
cionalidad que pregona la maximización del beneficio co-
mo elemento esencial del espíritu capitalista y donde los fi-
nes de la empresa son señalados por los propietarios
directores, consistiendo en elevar al máximo el beneficio
de la empresa, En este contexto la contabilidad responde
esencialmente a las necesidades del «propietario” indivi-
dualmente considerado.3

En el marco de la contabilidad convencional, se descubren
respuestas que se basan esencialmente en una concepción
subjetiva soportada en la hipótesis de que los hombres as-
piran en su actividad lucrativa al máximo ingreso moneta-

rio y en particular que la maximización del beneficio cons-
tituye el incentivo principal en el proceso de reducción. 

En este apartado nos preguntamos por qué unas economías
han presentado crecimientos más elevados de la producti-
vidad del trabajo que otras, especialmente la española.
Acudimos a la denominada contabilidad del crecimiento.
Esta metodología descompone el incremento de la produc-
tividad del trabajo entre las contribuciones de tres fuentes:
las mejoras en la cualificación de la fuerza de trabajo; el
aumento en las dotaciones de capital por hora trabajada; y
la productividad total de los factores (PTF), que se suele
identificar con el progreso técnico no incorporado median-
te las mejoras de la calidad del trabajo (capital humano) y
del capital (como consecuencia de los cambios en su com-
posición, en particular el aumento del capital en las TIC).4

Como consecuencia, el Estado de Resultados y el beneficio
como magnitud se constituyen en la expresión general que
explica esta particular concepción subjetiva, racionalizan-
do la dinámica empresarial al menos en sus condiciones
iniciales y donde la eficiencia de la gestión no resulta con-
siderada. 

Las limitaciones de la información contable clásica, se pre-
sentan debido precisamente a la limitación del beneficio
como magnitud que no alcanza a explicar la eficiencia de
la gestión. 

Por otro lado la Contabilidad de Productividad constituye
un sistema de información administrativa para la planea-
ción y control de las utilidades. El fundamento de la conta-
bilidad de productividades y la planeación financiera, pro-
porcionan a la administración, el análisis cuantitativo para
la toma de decisiones sobre la contabilidad de productivi-
dad, se auxilia de la investigación de operaciones y el pro-
cesamiento electrónico de datos. 

Este sistema e información debe ser: Integral, autosufi-
ciente, flexible y susceptible de aplicación. Un módulo es
una pequeña unidad de información con significado propio
su utilidad residen que permite la utilización de los mismos
datos para diferentes propósitos sin perder la unidad de in-
formación originalmente registrada. 

Tiene una clasificación propia de costos e ingresos para fa-
cilitar la planeación y control de actividades los costos se
clasifican en cuatro grupos:
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• La capacidad para incrementar el rendimiento del es-
fuerzo humano en beneficio de la sociedad. 

• Los factores que contribuyen a la elevación del nivel
de productividad.

• La medición de productividad. 

• Los beneficios de productividad frente a los escasos
recursos.

En primer lugar la productividad es la capacidad para in-
crementar el rendimiento del esfuerzo humano en benefi-
cio de la sociedad. La productividad es la cantidad de pro-
ductos obtenidos por la unidad de factores utilizados para
lograrla. 

La productividad es un resultado con parámetro de varia-
ción que oscila de cero a un valor máximo dentro de un
marco circunstancial, generando la siguiente ecuación:
Factores utilizados, se concluye que la productividad es el
resultado de la relación entre el volumen total de bienes o
servicios producidos, por el conjunto de insumos emplea-
dos, para generados en un periodo determinado: Producto
Total, Insumo total. La productividad propicia el desarrollo
económico de las entidades y de las naciones, debido a que
su nivel de industrialización les permite producir y expor-
tar productos manufacturados. 

La contabilidad productiva se basa en:

• Apoyar las cualidades de la Información. 

• Se orientada a la determinación de la participación de
los factores en el proceso de producción y gestión. 

• Información orientada a los usuarios, de carácter social
y teniendo en cuenta el entorno.

• La información tiene en cuenta la Interacción entre la
eficiencia económica, la eficacia de la gestión y la eco-
nomía de los recursos. 

• Tiene en cuenta las circulaciones reales en conjunción
con las financieras. 

• Trabaja una teoría de la entidad que reconoce una am-
pliación del círculo de intereses concurrentes. 

• En la sociedad intenta asegurar la conservación del ca-
pital real de la unidad económica.

• El concepto de continuidad de empresa es fundamen-
tal posibilita un control integral a la gestión.

• Se orienta a la observancia de los mercados externos
donde la productividad y calidad de los procesos de ges-
tión, es fundamental.5

El Inegi recientemente dio a conocer los resultados de sus
primeros cálculos sobre la contabilidad del crecimiento y la
productividad factorial total en México.6

Estas nuevas cifras resultan de un trabajo de varios años
desarrollado en colaboración con OCDE y CEPAL, en el
marco del proyecto regional LA-KLEMS1, y constituyen
el esfuerzo más completo de generación de información
sobre el tema que se haya realizado hasta el momento en
América Latina. Con ello, el Inegi se ubica como la prime-
ra oficina nacional de estadística de la región en ofrecer in-
formación así de completa para dar seguimiento en el tiem-
po a los cambios en la productividad total de los factores
(PTF), así como en la contribución del capital, el trabajo, la
energía, las materias primas y los servicios en la integra-
ción del valor total de la producción en México. 

Además, abren una ventana al mejor conocimiento de la
dinámica reciente del crecimiento económico en el país y,
por ello, son relevantes para el progreso de México y de su
población, dadas sus implicaciones para la toma de deci-
siones públicas y privadas, así como para la investigación. 

“El proyecto LA-KLEMS es la apertura hacia América
Latina del proyecto World-KLEMS, que ha creado una
nueva plataforma para la información asociada al creci-
miento económico, la productividad, la creación de em-
pleo, la formación de capital y el cambio tecnológico”.7

El proyecto desarrolla en lo fundamental instrumentos de
información y de datos de gran valor para evaluar las me-
tas relacionadas con competitividad y el potencial de creci-
miento económico. Así, la base de datos del proyecto LA-
KLEMS apoyará la investigación empírica y teórica en el
área de crecimiento económico y aportará una base de da-
tos que facilitará la realización de políticas de apoyo a la
productividad y la competitividad.

La idea fundamental del proyecto es construir una base de
datos con series de tiempo (1990 en adelante) por sectores
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y por las variables de capital (K), laboral (L), energía (E),
materiales (M) y servicios (S) requeridas en el enfoque
KLEMS. 

Al conjugar la información desde una perspectiva de con-
tabilidad del crecimiento, con el desarrollo de detallado de
series de insumos y al descomponer el capital y el trabajo
en elementos vinculados a las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones (TIC) y NO-TIC, se logran se-
ries únicas de gran valor para estudios de la evolución de
la productividad y de los determinantes del crecimiento. 

Estos datos permiten el análisis de las series de tiempo de
productividad a niveles de precisión y detalle muy superio-
res a los alcanzados anteriormente, a lo que se suma la
comparabilidad, homogeneidad y accesibilidad internacio-
nal (OECD, UE, BRICS) de las bases estadísticas de
KLEMS. Los resultados del proyecto EU-KLEMS y USA-
KLEMS ya se utilizan en la realización de múltiples estu-
dios, ya sea académicos o en la articulación de la política
económica.

LA-KLEMS incluyo inicialmente las tres principales eco-
nomías de la región, Argentina, Brasil, México además de
Chile, y hoy se han sumado Colombia, Costa Rica, Perú y
Venezuela. En cada país, el proyecto LA-KLEMS está co-
ordinado por CEPAL y se trabaja de forma estrecha con los
Institutos Nacional de Estadísticas de Brasil, Chile, Co-
lombia, Costa Rica, México y Perú. Además, el proyecto
ha contado con la participación de otros organismos que
hacen importantes aportes, como por ejemplo el Ministerio
de Ciencia y Tecnología en Brasil, el Ministerio de Econo-
mía y Finanzas de Perú y los Banco Central de Chile, Co-
lombia, Costa Rica y de Venezuela. Las bases de datos a
desarrollar deben permitir la generación sustentable de se-
ries estadísticas de alta calidad ya no solo a nivel de la eco-
nomía en su conjunto, sino a nivel sectorial y también pa-
ra los insumos productivos, en particular generando varias
categorías de trabajo, capital, e insumos de energía, mate-
riales y servicios. El proyecto permitirá mejorar sustancial-
mente la medición de los aportes al crecimiento de los fac-
tores productivos y de las TIC en la economía.

Un elemento clave del proyecto es la capacidad de ir más
allá de los datos agregados en la economía para examinar
la evolución de la productividad a nivel de sectores y sub-
sectores productivos individuales y ver la contribución de
los insumos al crecimiento de cada sector o subsector. Sa-
bemos que existe una gran heterogeneidad en el crecimien-
to del producto y la productividad a través de los sectores,

y por ello el foco es analizar este proceso a nivel de sector
y subsector para poder entenderlo y proyectarlo.

La coordinación del proyecto está a cargo de la CEPAL con
el apoyo del Instituto Valenciano de Investigaciones Eco-
nómicas (IVIE) en España, de la Universidad de Gronin-
gen, Holanda (coordinador del proyecto World-KLEMS), y
de la Universidad de Harvard con el equipo encabezado
por el Profesor Dale Jorgenson.

Las instituciones mencionadas anteriormente están dispo-
nibles para cooperar, traspasando el extenso know-how lo-
grado en los más de seis años de implementación del pro-
yecto en Europa y Estados Unidos.

Por eso se requiere de adicionar el inciso F, del Código de
Comercio con el fin de proponer mecanismos de producti-
vidad empresarial y que estos sean aplicados en los mode-
los macroeconómicos nacionales.

En virtud de lo anterior, propongo se adicione inciso F,
del Código de Comercio con el fin de llevar una conta-
bilidad productiva que de verdad ejerza el crecimiento
económico desde el nivel microeconómico y macroeco-
nómico y dar pauta a un crecimiento nacional e inter-
nacional.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016283



Decreto por el que se adiciona el inciso F del Código de
Comercio

Artículo Único: Se adiciona el inciso F, del Código de
Comercio en los términos siguientes.

Artículo 33. El comerciante está obligado a llevar y man-
tener un sistema de contabilidad adecuado. Este sistema
podrá llevarse mediante los instrumentos, recursos y siste-
mas de registro y procesamiento que mejor se acomoden a
las características particulares del negocio, pero en todo ca-
so deberá satisfacer los siguientes requisitos mínimos:

…

…

F) Permitirá llevar un sistema de control de produc-
tividad, para que los negocios puedan informar los
nuevos empleos con base a los nuevos cambios de re-
sultados de estados de posición financiera de la em-
presa.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 http://www.obela.org/system/files/CrecimientoEconomicoAL_CE-
PAL.pdf

2 https://app.vlex.com/#vid/231511629

3 http://fayol.univalle.edu.co/Publicaciones/pagina%20web/Articu-
los/28Cuadernos_de_Administracion_%28Diciembre2002%
29/28%2802%29_El_contexto_de_la_contabilidad_productiva_%28E
dgar_Gracia_Lopez%29.pdf

4 http://www.revistasice.com/CachePDF/CICE_84_932__ACDFA0D
872FA673E15E4B8D22ED50E59.pdf

5 http://fayol.univalle.edu.co/Publicaciones/pagina%20web/Articu-
los/28-Cuadernos_de_Administracion_%28Diciembre-2002%29/28-
%2802%29_El_contexto_de_la_contabilidad_productiva_%28Ed-
gar_Gracia_Lopez%29.pdf/pagina17

6 http://www.inegi.org.mx/eventos/2013/contabilidad_mexico/presen-
tacion.aspx

7 http://www.cepal.org/cgi-bin/getprod.asp?xml=/la klems/noticias/
paginas/9/40269/P40269.xml&xsl=/la-klems/tpl/p18f-st.xsl&base=
/la-klems/tpl/top-bottom.xsl

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de
2016.— Diputada y diputado: Rosa Alba Ramírez Nachis, Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbricas).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputada Ramírez Nachis. Túrnese a la Comi-
sión de Economía, para dictamen.

LEY MINERA

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que reforma y adiciona los artículos 6o. y 13 Bis de la
Ley Minera, a cargo del diputado Luis Manuel Hernández
León, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Quien suscribe, Luis Manuel Hernández León, diputado
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, en ejercicio de
la facultad conferida en la fracción II del artículo 71, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
la Honorable Cámara de Diputados la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 6 y 13 Bis de la Ley Minera, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

La Ley Minera, publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 26 de junio de 1992, y Reglamentaria del Artícu-
lo 27 Constitucional en materia de explotación, usufructo o
aprovechamiento de los recursos mineros del subsuelo, es-
tablece las contraprestaciones económicas o en especie que
los concesionarios deberán cubrir al Estado mexicano por
dichas actividades.

En su contenido regula la exploración, explotación y bene-
ficio de los minerales o sustancias, mismos que son consi-
derados de utilidad pública,1 determinando la concesibili-
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dad2 de minerales en general, así como los relativos a la in-
corporación o desincorporación de zonas de reservas mine-
ras y número de certificaciones en ese sector.

Tradicionalmente, desde la Colonización española, nuestro
país ha sido considerado un importante productor de mine-
rales, al ubicarse en el primer lugar de América Latina y el
cuarto más significativo en el concierto mundial. La docto-
ra María Teresa Sánchez Salazar, investigadora del Institu-
to de Geografía de la UNAM, indica que México se con-
solidó en el 2011 como el primer productor a nivel mundial
de plata, revelando que entre los años 2000 y 2010, se ha
extraído más de la mitad del total de plata que se obtuvo en
los trescientos años de la época colonial. Y lo mismo ha
ocurrido con el oro, que al término de la primera década del
siglo XXI, por primera vez en la historia, México se en-
contró en la novena posición en producción de este metal
en el mundo.3

En resumen, el país se sitúa como el primer productor de
plata, el décimo en cobre y el onceavo en oro en todo el
globo terráqueo, gracias a su caudal tan diversificado que
nos posiciona dentro de las diez principales naciones que
poseen depósitos de 16 tipos de minerales.4

En los últimos años, esta riqueza minera ha llamado pode-
rosamente la atención de los inversionistas nacionales y ex-
tranjeros dedicados a la industria extractiva, por dos im-
portantes factores, a saber:

1. La capacidad y potencialidad del número de depósi-
tos o minerales que comprende metales como silicio,
bismuto, manganeso, plomo, zinc y metales preciosos
como oro, plata y cobre.5

2. La legislación y factores económicos del país prome-
ten incentivos tributarios tan atractivos que estimulan la
competitividad; además, las regalías mineras que se
ofrecen son muy atrayentes. Por ejemplo, una empresa
minera puede explorar y explotar las minas o depósitos
minerales hasta por un periodo de cincuenta años, con la
posibilidad de renovar el permiso por otro ciclo igual.6

En tanto, la Secretaría de Economía y su dependiente, el
Servicio Geológico Mexicano, asumen una función
consultora, pues proporcionan asesoría técnica y geoló-
gica sobre nuestros recursos minerales.

Si bien es cierto que existe inversión nacional en la indus-
tria minera, también lo es que las empresas extranjeras son
las que han concentrado un gran número de explotaciones

mineras, sobre todo, aquellas enfocadas a la extracción de
metales preciosos como el oro y la plata; prueba de ello es
que del total de los proyectos de exploración, 30 por cien-
to son empresas mexicanas, en tanto, el 70 por ciento res-
tante está en manos de capitales extranjeros,7 mayoritaria-
mente canadienses.8

La industria extractiva se ubica como la quinta fuente de
divisas que ingresan al país, encontrándose por encima del
turismo, pero debajo de las remesas que envían nuestros
connacionales que radican o trabajan fuera del territorio
nacional.9

La importancia de este flujo de divisas radica en el incre-
mento que se ha observado en la última década, pues en el
año 2007 se contaba con un padrón del orden de 15 mil
510; mientras que para el año 2014 ese registro alcanzó la
suma de 25 mil 104 de concesiones mineras, lo que repre-
senta un crecimiento de 59.8 por ciento.10

Sin embargo, no todo ha sido positivo para el sector y el
resto de la población, pues mucho se ha cuestionado alre-
dedor de esa actividad minera, traducido en múltiples inte-
rrogantes que giran en torno a la opacidad, el favoritismo y
discrecionalidad que muestran las autoridades para el otor-
gamiento de las concesiones o asignaciones para la explo-
ración y explotación de los yacimientos a empresas extran-
jeras.

Algunos otros aspectos que complican la situación del sec-
tor minero y que se presentan frecuentemente son aquellos
que están vinculados a los problemas de la seguridad, así
como los conflictos que se suscitan con las comunidades y
otros sectores productivos como la agricultura y el turismo.

Según la investigadora de la UNAM antes citada, “el pro-
blema no son las empresas; lo que sucede es que las políti-
cas y las leyes están a su favor, pues les han puesto todo en
charola de plata: reportan pocos impuestos; obtienen con-
cesiones a precios muy bajos por hectárea y no por el valor
del volumen extraído. Pueden desalojar poblaciones, pro-
vocar grandes problemas ambientales y las autoridades
competentes no aplican ninguna sanción”.11

Además, en las últimas décadas, la industria minera se po-
sicionó como una de las actividades económicas más diná-
micas, caracterizada por la mayor participación de agentes
preponderantes que operan con tecnología más avanzada,
tanto en la exploración como en la extracción de minerales,
entablándose una relación siniestra con el medio ambiente.
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En este sentido, el agua, el suelo y el aire son los mayor-
mente afectados durante el beneficio y transformación de
minerales, debido a los lixiviados12 y gases que se des-
prenden en los procesos de trituración, lavado, corrosión y
mecanismos químicos de separación. 

Para mayor fortalecimiento de lo antes expuesto, es opor-
tuno decir que en su momento, los medios de comunica-
ción masiva, tanto electrónicos como escritos, dieron cuen-
ta a la opinión pública de los trágicos acontecimientos que
se suscitaron en el sector minero, como los que a continua-
ción se traen a colación:

a) Conviene recordar a la minera Buenavista del Cobre,
que se estima derramó 40 mil metros cúbicos de com-
puestos tóxicos en el río Bacanuchi, afluente al río So-
nora, tragedia que afectó a más de 23 mil habitantes de
la zona;13

b) Otra emergencia ambiental lamentable fue la que
aconteció en el municipio el Oro, en el estado de Du-
rango, donde se derramaron alrededor de 2 mil metros
cúbicos de agua con cianuro mezclado con otros ele-
mentos químicos como fierro, cadmio y aluminio, acci-
dente que perjudicó grandes porciones agropecuarias e
impactó la producción lechera, tanto en ese estado como
en Sonora;14

c) Por último, es pertinente recordar que en el año 2006
se presentó un hecho que conmovió a la sociedad na-
cional e internacional, es decir, aquella tragedia que
aconteció en la mina Pasta de Conchos, en el estado de
Coahuila, donde lamentablemente perdieron la vida 65
trabajadores.15

En este elenco de ideas, conviene decir que en el país 417
mineras gastan cada año 436.6 millones de metros cúbicos
de agua, cantidad suficiente para satisfacer el consumo
anual de 3 millones 229 mil personas.16

Recordemos que en el país hay 13.8 millones de personas
que carecen del vital líquido en la vivienda y, particular-
mente en el norte del país, se suscitan dos fenómenos anta-
gónicos: por un lado, en esa región se registra el mayor ín-
dice de escasez de agua y, por el otro, es ahí donde se
registra la actividad minera más grande, por lo tanto se uti-
liza más el vital líquido. Baste decir que la mitad del agua
destinada a la minería se consume en Sonora, con 107.9
millones metros cúbicos al año; en Zacatecas, es del orden
de 55.8 millones y en Michoacán de 44.4 millones.17

La cantidad de agua destinada a la minería es superior a los
437 millones de metros cúbicos, cantidad que alcanza para
cubrir las necesidades de la población de Baja California
Sur, Colima, Campeche y Nayarit, lo cual da una idea de la
magnitud y necesidad de intervenir en un sector que se en-
cuentra entre las actividades industriales que provocan ma-
yor impacto al medio ambiente.

La iniciativa que en esta oportunidad propone Nueva
Alianza persigue el noble propósito de privilegiar el man-
tenimiento y conservación de un medio ambiente sano, útil
y limpio para todos los mexicanos, por encima de intereses
particulares que representan las mineras. Recordemos que
el subsuelo es propiedad de la nación y la nación somos to-
dos los mexicanos; por ende, corresponde sólo a nosotros
determinar el uso y destino de los bienes nacionales.

El artículo 27 de nuestra norma suprema, consagra como
propiedad nacional el subsuelo; en consecuencia, los pro-
ductos que se extraigan de ese espacio, también forman
parte del patrimonio nacional. Por ello, es justo y necesario
que la ciudadanía esté informada y que se permita su parti-
cipación en las determinaciones que surjan sobre el uso y
destino de los bienes del subsuelo, de los cuales, origina-
riamente somos propietarios los mexicanos.

Argumentación

Los seres humanos anhelamos un medio ambiente saluda-
ble, limpio y sostenible, que permita el ejercicio pleno de
otros derechos fundamentales como la vida, la salud, una
alimentación nutritiva, y el uso y disfrute de agua pota-
ble.18

La ausencia de un medio ambiente saludable impide el ac-
ceso a otras aspiraciones como arribar a condiciones que
exigen una vida digna. Por ello, el grado de beneficio para
la sociedad debe ser el epicentro a considerar en la cons-
trucción de obras públicas que impliquen, al menos, un
riesgo para el deterioro del medio ambiente; por lo cual,
como colectivo, los grupos sociales deben ser un invitado
permanente en la toma de decisiones que vinculen obras o
construcciones urbanas o rurales, sean públicas o con par-
ticipación privada, mismas que le afecten o puedan llegar a
hacerlo, con la finalidad de que tenga la oportunidad de
opinar y participar en dichas decisiones.

El derecho a un medio ambiente sano es un derecho huma-
no reconocido en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en el Protocolo Adicional a la Con-
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vención Americana sobre Derechos Humanos en materia
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Asimis-
mo, ha sido ampliamente reconocido en diversas declara-
ciones y planes de acción de las Naciones Unidas y de la
Organización de Estados Americanos.

Este derecho fue proclamado como inherente al hombre en
la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas
de Estocolmo, ocurrida el 6 de junio de 1972, y se le con-
sidera como la base del derecho internacional del medio
ambiente, así como la plataforma conceptual de las legisla-
ciones internas protectoras del medio ambiente.

Veinte años después de la Declaración de Estocolmo vino
la de Río de Janeiro, Brasil, misma que ratificó lo declara-
do en la sesión predecesora, al proclamar que “los seres hu-
manos constituyen el centro de las preocupaciones relacio-
nadas con el desarrollo sostenible. Tienen derecho a una
vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza
[…]”, derecho humano que en la actualidad se inscribe en
el artículo 11 del Protocolo adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales.19

En este instrumento se reconoce al medio ambiente como
un mecanismo de acceso al derecho a la vida, porque se
considera que, dependiendo de la calidad de aquél, le per-
mite al ser humano vivir con dignidad y en condiciones de
bienestar. Esta concepción se reafirma, en virtud de que en
el preámbulo del instrumento precitado se establece que un
medio ambiente de calidad satisfactoria es indispensable
para que el hombre pueda disfrutar de sus derechos funda-
mentales.

Las reformas estructurales de fechas recientes colocan a
México en la mirada de los inversionistas y el plano mine-
ro no es la excepción, pues gracias a las reformas legales
aplicadas, el número de concesiones se disparó 59.8 por
ciento en menos de una década, al pasar de 15 mil 510 en
el año 2007 a 25 mil 104 durante el 2014; las concesiones
durante ese último año ampararon 25.6 millones de hectá-
reas, lo equivalente a 13 por ciento del territorio nacio-
nal.20

Llegados a este punto, es preciso mencionar que este es
uno de los sectores productivos del país que se conduce
con destacada opacidad y para mayor abundamiento, se ha-
ce uso de diversa información que la Auditoría Superior de
la Federación (ASF) ya ha dado a conocer, los cuales nos
auxiliarán a demostrar, con toda claridad, el poco interés

que muestran las empresas mineras en el cumplimiento de
sus obligaciones con el país.

Por principio de cuentas, debemos comentar que en el año
de 2014, del total de concesiones, el gobierno federal no re-
cibió el pago de derechos de 9 mil 170 títulos de concesión,
situación que permitió detectar, además, la existencia de 6
mil 823 títulos de concesión omisos en el cumplimiento de
sus obligaciones fiscales; en ese rubro, 2 mil 347 presenta-
ron diferencias pagaderas de menos, concluyendo que los
casos de pagos de derechos omisos por parte de empresas
concesionarias representaron el 27.18 por ciento y los que
sí pagaron, pero de manera irregular, reportando menos de
lo que dispone la ley en la materia, equivalía al 9.34 por
ciento.21

Según la ASF, hasta el 20 de noviembre de 2015, fecha en
que concluyó la auditoría, la Secretaría de Economía ya ha-
bía emplazado o cancelado a mil 493 concesionarios; lo in-
explicable radica en que ni siquiera había iniciado acciones
legales en contra de los titulares de 7 mil 677 concesiones,
de las cuales no tenía ni siquiera identificados a 7 mil 166,
lo que constituye más de 30 por ciento del universo total de
concesiones vigentes.

En ese cúmulo de datos llama la atención que la precitada
dependencia federal tampoco había sancionado a 5 mil 883
concesionarios que no rindieron los informes a que los que
se refiere la fracción VIII del artículo 27 de la Ley Mine-
ra,22 consistentes a la generación de estadísticas sobre la
producción, beneficio y destino de los minerales que extra-
jeron del subsuelo nacional; en el mismos contexto se en-
contraban otros 789 concesionarios que tampoco presenta-
ron informes técnicos.23

Como se puede apreciar, existe una desatención por parte
de la cabeza de sector responsable de regularizar el pago de
los derechos de los concesionarios mineros, lo que permite
interpretar que existe una situación anárquica, derivada de
una crisis de ingobernabilidad en el ramo de la minería, si-
tuación que propicia un trato diferenciado que favorece al
capital externo.

La complacencia o timidez con que actúa la autoridad es
inadmisible; las mineras se llevan todo al exterior y dejan
migajas a los mexicanos.24 Como es del conocimiento pú-
blico, las actividades mineras generan cuantiosos ingresos
que sólo benefician a los titulares de las concesiones o
asignaciones, la mayoría de ellas, empresas norteamerica-
nas y de origen canadiense,25 llevándose utilidades que en
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nada benefician a la sociedad mexicana, a pesar de que se
explotan productos del subsuelo y, por lo tanto, pertene-
cientes a los mexicanos. Tal aseveración resulta de obser-
var que en promedio, del año 2008 a 2013, las empresas
mineras otorgaron al Estado mexicano 0.6 por ciento del
total de las ganancias obtenidas, correspondiente al pago
de derechos.

En el ámbito internacional, las empresas mineras reportan
al estado, por concepto de extracción, un importe que
atiende al valor y el volumen total de extracción; sin em-
bargo, en México, las empresas de la industria extractiva
sólo pagan un derecho especial sobre las utilidades obteni-
das.26

Otro problema que se presenta en el sector es el concer-
niente a las visitas o inspecciones, en virtud de que del uni-
verso de concesiones, aproximadamente unos 26 mil 64 tí-
tulos, sólo se realizaron 200 visitas anuales, lo que permite
observar que la capacidad de supervisión es muy limitada
en proporción con el caudal de extracción que se obtiene y,
aunado a ello, es oportuno mencionar que nuestro país es
una de las regiones donde los conflictos mineros se acen-
túan, particularmente en materia de derechos laborales,
ecología y medio ambiente, así como afectaciones en los
asentamientos humanos.

Aquí es necesario mencionar que la Ley Minera presenta
un articulado que entra en conflicto con nuestra norma su-
prema, el cual conviene corregir en función de los énfasis
que se desarrollan a continuación, en la siguiente tabla des-
criptiva:

La Ley Minera, al considerar en su artículo 6o., como de
carácter preferente a la industria ahí regulada, entra en con-
flicto con lo dispuesto en nuestra Carta Magna, principal-
mente con los artículos primero y cuarto, los cuales pres-
criben que “todas las personas gozarán de los derechos
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo
las condiciones que esta Constitución establece”, además
que “todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de conformidad con los
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principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley”; esto es en cuanto al primer precepto citado.

Asimismo, al establecer en el referido artículo 6o. que la
“exploración, explotación y beneficio de los minerales o
sustancias a que se refiere esta ley (Ley Minera) son de uti-
lidad pública (y) serán preferentes sobre cualquier otro uso
o aprovechamiento del terreno”, entra en contradicción con
el artículo 4o. constitucional porque éste establece que to-
da persona tiene derecho a:

a) Alimentación nutritiva, suficiente y de calidad; 

b) La protección de la salud; y

c) Un medio ambiente sano para su desarrollo y bienes-
tar. 

De igual manera, el mismo precepto establece que el esta-
do garantizará el respeto a este derecho, así como al acce-
so, disposición y saneamiento de agua para consumo per-
sonal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible, siendo claro en señalar, además, que el daño y
deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo
provoque, en términos de lo dispuesto por la ley. 

Luego entonces, es innegable que la minería genera im-
pactos negativos en el medio ambiente;27 así lo han argu-
mentado asociaciones civiles, fundaciones, ecologistas y
académicos expertos en el tema y, por lo mismo, ha sido
motivo de acciones y de protesta pública. Los aspectos per-
niciosos más visibles son aquellos que tienen que ver con
la afectación del medio ambiente,28 pues la contaminación
que genera violenta el acceso a los derechos humanos co-
mo al agua sana para consumo personal y doméstico en
forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, a la vi-
vienda digna, a la alimentación nutritiva suficiente y de ca-
lidad; a la salud; el control del territorio por las empresas
extractivas provoca grandes desplazamientos de personas y
no omitimos señalar la vulneración del derecho a la pro-
piedad.

Finalmente, el artículo 133 de nuestra Carta Magna dispo-
ne lo siguiente:

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que

estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se ce-
lebren por el presidente de la República, con aprobación
del Senado, serán la ley suprema de toda la Unión. Los
jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha
Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposicio-
nes en contrario que pueda haber en las constituciones o
leyes de las entidades federativas.

Este precepto establece la supremacía de la norma consti-
tucional, que se traduce en que todas las leyes que emanen
de ella deben estar de acuerdo con la misma; por lo tanto,
cualquier contradicción en alguna norma inferior sugiere
entrar en conflicto con la norma fundante de todo el orden
jurídico, porque finalmente el origen de las normas secun-
darias es la norma constitucional, subrayando que la Ley
Minera tiene su origen en el artículo 27 de nuestra carta po-
lítica. 

En ese orden, de manera estructural, en el Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza vemos con destacada claridad
la inconstitucionalidad del precepto minero, objeto de esta
intervención legislativa, toda vez que la concesión minera
no puede tener el carácter preferente sobre la salud, el ac-
ceso al agua, el derecho a una vivienda digna, a una ali-
mentación nutritiva y a un medio ambiente sano que per-
mita un desarrollo integral de las personas humanas. 

Las tragedias que ha provocado la industria extractiva y
que fueron brevemente narradas en líneas precedentes nos
conceden la razón de todo lo aquí argumentado; por ello,
con la presente expresión legislativa se propone la reforma
a los artículos 6o. y 13 Bis de la Ley Minera, estando pro-
fundamente convencidos de que los recursos naturales son
patrimonio nacional y, en ese sentido, los actores políticos
tenemos la enorme responsabilidad de realizar acciones
contundentes y decisivas para fomentar su preservación,
a fin de que no se sigan explotando de manera indiscri-
minada.

No olvidemos que en los términos en que se encuentra la
ley vigente nos conduce a la reflexión de que únicamente
se está favoreciendo a un sector minoritario, en detrimento
del bienestar de las comunidades o regiones del país, quie-
nes tienen que cargar bajo sus espaldas el deterioro y des-
trucción gradual del medio ambiente derivado de la indus-
tria extractiva, cuando lo que se debe pretender es que los
recursos minerales deben beneficiar a las sociedad mexica-
na en su conjunto.
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Fundamento legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas, en mi ca-
lidad de diputado integrante del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 6 y 13 Bis de la Ley
Minera

Artículo Único. Se reforma el artículo 6 y el primer párra-
fo del artículo 13 Bis de la Ley Minera, para quedar como
sigue:

Artículo 6…

…

Tampoco tendrán efectos preferentes las actividades a
que se refiere el primer párrafo cuando, de realizarse,
se afecte gravemente el equilibrio ecológico y que por
tal motivo se causen daños a la vida, la salud, el acceso
al agua o se contaminen los productos agrícolas que im-
pidan el ejercicio al derecho alimentario de la sociedad.

La Secretaría, previo a expedir títulos de concesión, de-
berá solicitar la información necesaria a las autorida-
des competentes, a fin de verificar

a) Si, dentro de la superficie en la que se solicita la
concesión, se realiza alguna de las actividades de ex-
ploración y extracción de petróleo y de los demás hi-
drocarburos;

b) Si se trata del servicio público de transmisión y
distribución de energía eléctrica;

c) Que de realizarse la exploración, explotación y be-
neficio de los minerales o sustancias se causen los
daños previstos en el párrafo tercero de este artícu-
lo.

En caso de que la información solicitada confirme la reali-
zación de alguna de las actividades a que se refiere el pá-

rrafo segundo o el daño previsto en el párrafo tercero de
este artículo dentro de la superficie para la que se solicita
la concesión, la Secretaría, con base en un estudio técnico
que realice en coordinación con las Secretarías de Ener-
gía y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en el
cual se determine la factibilidad de la coexistencia de acti-
vidades mineras con las actividades de exploración y ex-
tracción de petróleo y demás hidrocarburos, o con las de
servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica, en la misma superficie, o se ponga en riesgo el
equilibrio ecológico, podrá negar la concesión minera u
otorgarla excluyendo la superficie que comprendan las ac-
tividades preferentes, en la medida en que resulten incom-
patibles con la explotación minera.

Con base en el estudio a que hace referencia el párrafo an-
terior, las Secretarías previstas en el párrafo precedente
podrán establecer reglas de convivencia entre las activida-
des mineras y las actividades estratégicas de exploración y
extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, del
servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica y de preservación del medio ambiente.

Artículo 13 Bis. Los concursos mediante los cuales se
otorguen las concesiones a que se refiere el artículo ante-
rior deberán garantizar las mejores condiciones económi-
cas para el estado, atendiendo al desarrollo, la creación
de empleos y el menor daño al medio ambiente, y se re-
alizarán conforme a lo siguiente

I. a II.

III. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Artículo 6o. de la Ley Minera

2 Sustantivo femenino. Este vocablo es de uso anticuado, se entiende
por concesibilidad la cualidad o característica de lo concesible, que
puede ser concedido, otorgado, adjudicado, asignado, conferido, pro-
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porcionado o agraciado en algo en el [[:momento de entregar el poder
o de obtener en algo. Tomado de https://definiciona.com/concesibili-
dad/ 

3 Sánchez Salazar, María Teresa, “La Industria minero-metalúrgica en
México en el marco de la políticas públicas neoliberales”.

4 Según datos de la Cámara Minera Mexicana (Camimex)

5 En el presente, sólo el 15.7% del territorio nacional está concesiona-
do y, según la Camimex, el 70% del mismo es todavía apto para seguir
localizando yacimientos minerales de clase mundial.

6 Artículo 15 de la Ley Minera.

7 Los datos de la doctora Sánchez coinciden con lo reportado en el in-
forme anual de la Camimex. A la fecha, 293 compañías foráneas ope-
ran en la cuarta parte del país, es decir, en 26 de los 32 estados, las cua-
les enfocan sus esfuerzos a la extracción de oro y plata (65%),
polimetales (20%) y cobre (10%).

8 Información de la Cámara Minera de México. (Camimex) 

9 Periódico la Jornada, lunes 29 de febrero de 2016. P 20.

10 Ibídem. 

11 Sánchez Salazar, María Teresa. Op. Cit.

12 Son líquidos residuales generados por la descomposición biológica
de la parte orgánica o biodegradable de las basuras, bajo condiciones
aeróbicas y anaeróbicas, o como resultado de la percolación de aguas
a través de los residuos en proceso de degradación. tendenzias.
com/eco/contaminación -que son los lixiviados-. Su aspecto es des-
agradable, negro o amarillo, denso y con mal olor a ácido. A veces pue-
de tener restos de espuma.

13 www.milenio.com/. 19 de septiembre de 2014.

14 Periódico La Jornada, jueves 14 de agosto de 2014, pág. 38.

15 www.milenio.com, fecha 19 de febrero de 2015, donde se da cuen-
ta que cien obreros mineros han muerto en Coahuila después de que el
19 de 2006, quedaron sepultados en el interior de la Mina “Pasta de
Conchos 65 de los cuales 63 muertos no ha sido rescatados.

16 Según un reporte extraído de la investigación de Manuel Llano de
Carto, con información obtenida con base en datos del Registro Públi-
co de Derechos del Agua (REPDA). Publicado en el Periódico la Jor-
nada del lunes 11 de julio de 2016. P. 33. 

17 Ibídem.

18 Artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

19 Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
Artículo 11 Derecho a un Medio Ambiente Sano: 1. Toda persona tie-
ne derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios
públicos básicos. 2. Los Estados Partes promoverán la protección, pre-
servación y mejoramiento del medio ambiente.

20 Datos de la Auditoria Superior de la Federación. Periódico la Jor-
nada de fecha 29 de febrero de 2016. Pág. 20.

21 Ibídem.

22 Artículo 27. Los titulares de concesiones mineras, independiente-
mente de la fecha de su otorgamiento, están obligados a: VII.- Rendir
a la Secretaría los informes estadísticos, técnicos y contables en los tér-
minos y condiciones que señale el Reglamento de la presente Ley.

23 Op cit.

24 Las mineras se llevan todo y dejan migajas a los mexicanos, reve-
lan la Auditoría y Fundar. Xanath Lastiri, publicado el 13 de agosto de
2015 en http://www.sinembargo.mx/13-08-2015/1437653# sthash.
fFw4oS7k. dpuf. 

25 Los grandes corporativos extranjeros concentran los mayores volú-
menes de producción, particularmente en que se refiere al oro y la pla-
ta, según la CAMINEX, el 70 por ciento del volumen de producción de
la industria minera proviene de compañías internacionales y el 30 por
ciento de las nacionales. Canadá lidera las empresas mineras interna-
cionales, seguido de Estados Unidos, China, Japón, Australia, Reino
Unido y Corea del Sur. Siete de las once minas de oro más importan-
tes de México, son propiedad de canadienses. Entre las principales em-
presas se encuentran Goldcorp, Agnico Eagle, Alamos Gold, New
Gold, Yamana Gold, y Tourex Gold Resources, con la mayor produc-
ción de oro en la mina Peñasquito que genera 411, 000 onzas.

26 Ibídem. 

27 El 64 por ciento de las emisiones tóxicas en México son causadas
por el sector, seguido de las centrales eléctricas, la maquila de equipo
electrónico. Fuente. El Registro de Emisiones de Transferencia de
Contaminantes (RETC). Detalla que las sustancias contaminantes en-
contradas fueron plomo, arsénico, níquel y cromo la mayoría relacio-
nadas con la industria minera. http://archivo.estepais.com/site/2014/re-
tos-y-perspectivas-de-la-mineria-en-mexico/ 
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28 La Procuraduría Federal de Protección al Medio Ambiente reportó
irregularidades e incumplimiento de la normatividad ambiental en el
65 por ciento de los proyectos mineros.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de 2016.— Dipu-
tado Luis Manuel Hernández León (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que adiciona los artículos 7o. y 48 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Karina Sánchez Ruiz,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, Karina Sánchez Ruiz, integrante del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza en la LXIII legislatura
de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo estable-
cido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan una
fracción X al artículo 7, recorriéndose en su orden las sub-
secuentes, y un párrafo quinto al artículo 48, recorriéndose
en su orden los subsecuentes, de la Ley General de Educa-
ción, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En México, los niños y los adolescentes enfrentan diversos
problemas durante su crecimiento; algunos de ellos se en-
cuentran directamente relacionados con la educación o la
falta de orientación que existe en la sociedad mexicana so-
bre diversos temas.

La presente iniciativa refiere a dos grandes temas dentro de
los cuales se encuentran focos rojos en materia de cifras y
datos relevantes sobre problemáticas que atañen directa-
mente a los niños y adolescentes del país.

Por un lado, la planificación familiar, como se señala en el
artículo 67 de la Ley General de Salud, tiene carácter prio-
ritario:

Artículo 67. La planificación familiar tiene carácter
prioritario. En sus actividades se debe incluir la infor-
mación y orientación educativa para los adolescentes y
jóvenes. Asimismo, para disminuir el riesgo reproducti-
vo, se debe informar a la mujer y al hombre sobre la in-
conveniencia del embarazo antes de los 20 años o bien
después de los 35, así como la conveniencia de espaciar
los embarazos y reducir su número; todo ello, mediante
una correcta información anticonceptiva, la cual debe
ser oportuna, eficaz y completa a la pareja.

…

Lo anterior refiere a la importancia del tema dentro de la
legislación en materia de salud; sin embargo, hoy en día las
políticas encaminadas a la información y orientación edu-
cativa para los adolescentes y jóvenes ha sido insuficiente,
situación que se ve reflejada en el aumento de los embara-
zos en adolescentes en el país.

El embarazo adolescente no es un problema exclusivo de
nuestro país, como señala la Organización Mundial de la
Salud (OMS):

• Unos 16 millones de muchachas de 15 a 19 años y
aproximadamente 1 millón de niñas menores de 15 años
dan a luz cada año, la mayoría en países de ingresos ba-
jos o medianos (como México).

• Las complicaciones durante el embarazo y el parto son
la segunda causa de muerte entre las muchachas de 15 a
19 años en el mundo.

• Cada año, unos 3 millones de muchachas de 15 a 19
años se someten a abortos peligrosos.

• Los bebés de madres adolescentes se enfrentan a un
riesgo considerablemente superior de morir que los na-
cidos de mujeres de 20 a 24 años.1

Para 2014, según el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía (Inegi), y con datos de la Encuesta Nacional de la
Dinámica Demográfica (Enadid) de 2014, 44.9 por ciento
de las adolescentes de 15 a 19 años sexualmente activas de-
claró no haber usado un método anticonceptivo durante su
primera relación sexual.

La misma encuesta señala que, para 2013, 83.9 por ciento
de los egresos hospitalarios en mujeres de 15 a 19 años es-
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taba relacionado con causas obstétricas (embarazo, parto o
puerperio).2

Como señala el Inegi, los embarazos en adolescentes son
considerados de alto riesgo debido a que el cuerpo de las
mujeres en esta etapa aún se encuentra en desarrollo. Las
adolescentes embarazadas enfrentan diversos problemas
no solo sociales, sino en el rubro de salud, con todo lo que
conlleva un embarazo a temprana edad como la malnutri-
ción, mayor incidencia de aborto y los partos prematuros o
bebes con bajo peso al nacer, debido a que el útero de la
mujer se encuentra físicamente inmaduro.

De la misma forma se ha señalado que socialmente trae
consigo problemas como la deserción escolar, claro obstá-
culo para su desarrollo económico y profesional.

El periódico El Universal presentó el reportaje “México,
con epidemia de embarazos adolescentes”3, donde recabó
cifras de diversos estudios, así como opiniones de expertos
en la materia, del cual retomamos algunas cuestiones rele-
vantes a señalar para fortalecer esta iniciativa.

Según el reportaje citado, “entre los países de la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, Mé-
xico encabeza la lista de mayor índice de embarazos, con
64 por cada mil adolescentes. El Banco Interamericano de
Desarrollo sitúa a México en los primeros lugares de em-
barazos adolescentes –de 15 a 19 años– cuando se compa-
ra con naciones de igual nivel de desarrollo, por arriba de
los ocurridos en Chile, Costa Rica, Uruguay y Perú”.

De acuerdo con Patricia Chemor, secretaria general del
Consejo Nacional de Población (Conapo), “es un reto que
encontramos hoy, producto de la desinformación de años
anteriores, en los que se dejó de atender el problema pen-
sando que no dar la información o acceso a los métodos an-
ticonceptivos para los niños y adolescentes era la solución
para que no pensaran en tener relaciones sexuales en eda-
des tempranas. Esa desatención dio origen a que la tasa de
embarazo de México descendiera, pero no así la tasa de
adolescentes”.

La Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo en
Adolescentes4 advierte que actualmente se estima que en el
país viven 22.4 millones de adolescentes. En el mismo do-
cumento se establece que según las estimaciones del Cona-
po, con base en la Enadid de 2009, el porcentaje de muje-
res de 15 a 19 años de edad sexualmente activas pasó de
11.9 a 15.2 en 22 años.

Aunado a lo anterior, otro de los grandes temas que aqueja
a nuestros niños y adolescentes es la salud mental, enten-
dida, según el artículo 72, párrafo segundo, de la Ley Ge-
neral de Salud como

[…] el estado de bienestar que una persona experimen-
ta como resultado de su buen funcionamiento en los as-
pectos cognoscitivos, afectivos y conductuales, y, en úl-
tima instancia el despliegue óptimo de sus
potencialidades individuales para la convivencia, el tra-
bajo y la recreación.

En el país, en materia de salud mental podemos englobar
además dos grandes problemáticas que padecen estos sec-
tores de la población: las adicciones y los suicidios. Ambos
temas son relevantes y de vital importancia debido a la cur-
va de crecimiento que presentan.

Según la Encuesta Nacional de Adicciones (ENA) de
2011,5 poco más de la mitad de la población (55 por cien-
to) que ha consumido alcohol inició antes de los 17 años;
en 2008, esta proporción era ligeramente menor y alcanza-
ba 49 por ciento. Otro 39 por ciento reportó haber iniciado
entre los 18 y los 25 años de edad, y solamente 5.9 después
de los 25.

La media en la edad de inicio de población que consume
alcohol, según la ENA, entre 12 y 65 años es de 17.7 por
ciento, que es previo a la edad legal para poder comprar al-
cohol. Es más temprana para los hombres: 16.6 contra 19.2
en las mujeres.

Según el Consejo Nacional contra las Adicciones, la de-
pendencia al alcohol es el trastorno con mayor rezago, ya
que solamente 6.8 por ciento de los enfermos recibe trata-
miento.

En materia de drogas ilícitas según la ENA, la edad pro-
medio para el inicio en el consumo disminuyó entre 2002
y 2008; en las mujeres pasó de 23.6 años a 20.1 años, en
tanto que en los hombres pasó de 19.8 a 18.3 años. En
cuanto a los resultados de 2011, la edad de inicio se man-
tuvo en 20 años para las mujeres y 18 para los hombres.6

La mariguana entre los adolescentes es la droga de prefe-
rencia; en este grupo hay 3.3 usuarios de mariguana por ca-
da 1 de cocaína. El consumo de mariguana en hombres
adolescentes es 3.3 veces más frecuente que en las muje-
res.
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El consumo de los inhalables ocupa un lugar importante en
las preferencias de este sector de la población, la cual no se
presenta en la población total. En los adolescentes, el con-
sumo de cocaína e inhalables es muy similar, cuando en la
población adulta el consumo de inhalables con fines de in-
toxicación es cinco veces menos frecuente que el consumo
de cocaína.

Por ello, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en-
tendemos que aunque las políticas públicas para atender es-
tos temas dentro de la población de niños y adolescentes
son amplias, no han resultado suficientes para lograr dete-
ner la disminución de edad en el inicio de consumo tanto
de drogas como de alcohol, ni han detenido la temprana
edad en que comienzan su vida sexual.

Otro gran tema en materia de salud mental que no debemos
dejar de lado son los suicidios, según la OMS el suicidio se
define como “un acto deliberadamente iniciado y realizado
por una persona en pleno conocimiento o expectativa de su
desenlace fatal.7

De acuerdo con el Inegi, el suicidio es considerado un te-
ma de salud pública. Por ello, en la mayoría de los países
la tasa de estos eventos es considerada un indicador de sa-
lud mental de su población.

El Inegi señala que 40.8 por ciento de los suicidios ocurren
en jóvenes de 15 a 29 años. Entre ellos, la tasa alcanza 7.5
suicidios por cada 100 mil jóvenes.

La OMS ha señalado que el suicidio es un problema multi-
factorial, que se deriva de diversos factores tales como bio-
lógicos, genéticos, psicológicos, sociológicos y ambienta-
les, pero el mismo organismo detalla que con un
tratamiento y con métodos preventivos puede reducirse la
tasa de estos trágicos eventos.

Por lo anterior, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za estamos convencidos de que el único método eficaz de
prevención de los problemas antes mencionados es la edu-
cación. Ésta es la mejor forma de prevenir y enseñar a los
niños y adolescentes del país, respecto a las consecuencias
que tienen sus actos en materia de planificación familiar y
de salud mental.

Argumentación

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos señala:

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a recibir edu-
cación…

La educación que imparta el Estado tenderá a desarro-
llar armónicamente, todas las facultades del ser humano
y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respe-
to a los derechos humanos y la conciencia de la soli-
daridad internacional, en la independencia y en la justi-
cia.

…

Lo anterior, extraído de la norma suprema, da vida a la pre-
sente propuesta, ya que busca que la educación, específica-
mente dentro de los planes y programas de estudio que di-
seña la Secretaría de Educación Pública, haga énfasis en el
respeto de los derechos humanos. En especial, en esta ini-
ciativa se enfatiza el derecho a la salud establecido en el ar-
tículo 4o. del mismo ordenamiento, el cual advierte lo si-
guiente:

Artículo 4o. …

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución.

…

El artículo 48 de la Ley General de Educación establece
que la secretaría determinará los planes y programas de es-
tudio aplicables y obligatorios en todo el territorio nacio-
nal. Por ello consideramos vital establecer dentro de este
artículo los temas de salud que los enriquecerán, pero con
ayuda de la institución experta en la materia: la Secretaría
de Salud.

En la legislación en materia de salud encontramos artículos
donde van concatenados ambos temas:

Artículo 73. Para la promoción de la salud mental y la
atención de las personas con trastornos mentales y del
comportamiento, la Secretaría de Salud, las institucio-
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nes de salud y los gobiernos de las entidades federati-
vas, en coordinación con las autoridades competentes en
cada materia, fomentarán y apoyarán

I. El desarrollo de actividades educativas, sociocul-
turales y recreativas con carácter permanente que
contribuyan a la salud mental, preferentemente a
grupos en situación de vulnerabilidad.

II. La difusión de las orientaciones para la promo-
ción de la salud mental, así como el conocimiento y
prevención de los trastornos mentales y del compor-
tamiento;

…

Artículo 67. La planificación familiar tiene carácter
prioritario. En sus actividades se debe incluir la infor-
mación y orientación educativa para los adolescentes y
jóvenes. Asimismo, para disminuir el riesgo reproducti-
vo, se debe informar a la mujer y al hombre sobre la in-
conveniencia del embarazo antes de los 20 años o bien
después de los 35, así como la conveniencia de espaciar
los embarazos y reducir su número; todo ello, mediante
una correcta información anticonceptiva, la cual debe
ser oportuna, eficaz y completa a la pareja.

…

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes establece sus derechos en el artículo 58, donde
advierte sobre la importancia y las finalidades que tendrá el
derecho a la educación para ellos:

Artículo 58. La educación, además de lo dispuesto en
las disposiciones aplicables, tendrá los siguientes fines:

I. a VII. …

VIII. Promover la educación sexual integral confor-
me a su edad, el desarrollo evolutivo, cognoscitivo y
madurez, de las niñas, niños y adolescentes que le
permitan a niñas, niños y adolescentes ejercer de
manera informada y responsable sus derechos con-
sagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en las leyes y los tratados inter-
nacionales de que el Estado mexicano sea parte;

…

En Nueva Alianza invertimos nuestros esfuerzos en cam-
bios que impactarán en nuestro país a través de la educa-
ción. Entendemos que la prevención de estos grandes te-
mas no tiene otra vertiente más que por medio de la
educación efectiva y certera que el Estado debe otorgar.

Al estar comprometidos firmemente con la educación, pre-
sentamos esta Iniciativa que busca adicionar a los planes y
programas de estudio que diseña la SEP temas como plani-
ficación familiar y salud mental, para así disminuir, desde
la prevención, situaciones como el embarazo adolescente,
las adicciones y los suicidios.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración del
pleno de esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción X al artícu-
lo 7, recorriéndose en su orden las subsecuentes, así co-
mo un párrafo quinto al artículo 48, recorriéndose en
su orden los subsecuentes, ambos de la Ley General de
Educación

Primero.

Artículo 7. …

I. a IX. …

X. Fomentar la educación en materia de planifica-
ción familiar y salud mental;

XI. a XVII. …

Segundo.

Artículo 48. …

…

…

…
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Cuando los planes y programas de estudio se refieran a
temas como planificación familiar o salud mental, la Se-
cretaría de Salud coadyuvará a la formulación del con-
tenido de dichos planes y programas a la secretaría a
efecto de que ésta determine lo conducente, conforme a
lo establecido en el párrafo primero de este artículo.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Consultado en http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs364/es/

2 Inegi. http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2015/juven-
tud0.pdf

3 http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/sociedad/2016/03/
8/mexico-con-epidemia-de-embarazos-adolescentes

4 http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/ESTRATEGIA_NACIO-
NAL_PARA_LA_PREVENCION_DEL_EMBARAZO_EN_ADO-
LESCENTES

5 http://www.conadic.salud.gob.mx/pdfs/ENA_2011_ALCOHOL.pdf

6 http://www.conadic.salud.gob.mx/pdfs/ENA_2011_DROGAS_ILI-
CITAS_.pdf

7 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2015/suicidio0.
pdf

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 6 de di-
ciembre de 2016.— Diputada Karina Sánchez Ruiz (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos, el diputado Án-
gel García Yáñez, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 89 y 158, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados.

El diputado Ángel García Yáñez: Con el permiso de la
Presidencia. Compañeras y compañeros diputados. Me di-
rijo a esta asamblea para presentar la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de los artículos 89 y 158, del Reglamento de esta
Cámara de Diputados.

De acuerdo con los datos de la Encuesta de Confianza en
Instituciones, 2015, realizada por la consulta Mitofsky, la
Cámara de Diputados se ubica en la penúltima posición
con una aprobación de 5.2, en la escala de 1 a 10, lo cual
nos deja solo por encima de los partidos políticos, quienes
cuentan con una aprobación de 4.9 puntos.

Para Nueva Alianza un compromiso fundamental es digni-
ficar la política de México y fortalecer su papel de servicio
a la sociedad. Para mi grupo parlamentario es imprescindi-
ble e insoslayable recobrar la confianza de los ciudadanos
en sus instituciones.

Compañeras y compañeros, este esfuerzo y esta responsa-
bilidad reside únicamente en nosotros mismos. Tenemos
que hacer un ejercicio de autocrítica muy serio si queremos
mejorar la percepción que la gente tiene de nuestro traba-
jo.

En ese sentido, es necesario revisar los resultados de la la-
bor legislativa. Seamos realistas, el costo político de que no
se apruebe una iniciativa no recae en las comisiones dicta-
minadoras, sino en cada uno de nosotros cuando enfrenta-
mos a los electores, quienes depositaron en nosotros la res-
ponsabilidad de representarlos en esta tribuna.

Por tal motivo, en Nueva Alianza estamos convencidos que
es necesario fomentar el diálogo y el análisis de todas y ca-
da una de las iniciativas que se presentan en esta Cámara y
atender la problemática y las posibles soluciones que abor-
dan cada una de ellas.

Nueva Alianza tiene el firme compromiso de cambiar la
imagen que la sociedad tiene de sus políticos en general y
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en sus legisladores en particular. Por eso propongo en esta
reforma, que las iniciativas que no fueron dictaminadas
dentro de los periodos previstos para ello puedan volver a
ser presentadas en el siguiente periodo legislativo por su
autor, lo que incluye por supuesto su derecho a retirarla.

En Nueva Alianza somos conscientes de que en nuestras
manos está mejorar la percepción que los mexicanos tienen
de la política, los políticos y sus instituciones. Por ello con-
sideramos que la recepción que tenga esta iniciativa dará
muestra de quienes están verdaderamente dispuestos a
cambiar las cosas y a trabajar por el bien de todos los me-
xicanos. Por su atención, muchas gracias. Es cuanto, dipu-
tado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 89 y 158
del Reglamento de la Cámara de Diputados, a cargo del
diputado Ángel García Yáñez, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Quien suscribe, Ángel García Yáñez, diputado integrante
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza, en ejercicio de la
facultad conferida en la fracción II del artículo 71, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno de
la Honorable Cámara de Diputados, la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de los artículos 89 y 158 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, con base en el siguien-
te

Planteamiento del problema

En un contexto de transición y consolidación democrática,
uno de los aspectos que caracterizan al sistema político me-
xicano es la dispersión del poder político, provocada por la
presencia de un sistema de partidos más plural y competi-
tivo, dominado por tres fuerzas políticas que luchan por
mantener su presencia nacional y un conjunto de partidos
nacionales o locales con específica representatividad que
comparten el escenario con ellos. 

Este aspecto coloca en el centro del debate la reconfigura-
ción de la representación de la sociedad y de los distintos
grupos de interés en México.

En este escenario, los partidos políticos ocupan una posi-
ción central y fundamental. Por un lado, tienen como fun-

ción primordial la agregación y canalización de los intere-
ses sociales, para transformarlos en políticas públicas y/o
en legislaciones; por el otro, son los actores clave en la es-
tructura de toma de decisiones por las posiciones que ocu-
pan en los órganos de gobierno y legislativos. 

Por ello, el proceso para la toma de decisiones legislativas
se circunscribe a un marco normativo reflejado en el Re-
glamento de la Cámara de Diputados, cuya finalidad debe
estar encaminada a favorecer el reconocimiento mutuo, la
negociación entre los actores y la disminución de las posi-
bilidades que fomenten o susciten el bloqueo entre ellos; la
vulneración de cualquiera de estos fines o su actualización
iría en detrimento de la calidad de representación de los
mismos legisladores. 

Tales son los fundamentos que reglamentariamente susten-
tan el quehacer legislativo de la Cámara de Diputados; sin
embargo, datos arrojados por una amplia consulta en mate-
ria de “Confianza en instituciones 2015”i sitúa a esta Cá-
mara de Diputados en la penúltima posición, con una apro-
bación de 5.2, en una escala del 1 al 10, lo cual nos deja
sólo por encima de los partidos políticos, quienes cuentan
con una aprobación de 4.9 puntos. Mientras en otra en-
cuesta, también de confianza institucional, muestra que el
82.7% del universo de los consultados considera que las
instituciones públicas en México persiguen “intereses eco-
nómicos” y solo un reducido 11.3% “buscan cumplir con la
sociedad”;ii además de que en la misma medición los par-
tidos políticos son en un 84.6% “Poco” o “Nada Confia-
bles”.

Estos resultados denotan que las instituciones públicas en
México, particularmente la Cámara de Diputados, así co-
mo los partidos políticos que la 

integran, se encuentran al borde de una crisis de legitimi-
dad; por lo cual, es importante y necesario realizar proce-
dimientos de evaluación que permitan identificar los pun-
tos estratégicos donde hace falta fortalecer el desempeño
legislativo, lo cual implica detectar cuáles son las causas de
dicha problemática. 

Las causas de la baja confianza ciudadana en nuestras ins-
tituciones pueden ser de índole política, funcional-estruc-
tural y/o de implementación de capacidades o recursos, en
cuyo caso se requerirá alentar la capacidad de negociación
interna, horizontal y participativa para estimular el cambio
“desde adentro o desde abajo”,iii lo cual implica encauzar
soluciones desde un aspecto constructivo y propositivo. 
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La Cámara de Diputados ha tenido avances importantes pa-
ra ajustarse a los escenarios y contextos políticos que se
han presentado en décadas y legislaturas recientes, como el
gobierno dividido o el Congreso sin mayoría, sin dejar de
señalar que uno de los más importantes momentos de aper-
tura de nuestro trabajo legislativo fue la publicación del
Reglamento respectivo, en diciembre de 2010, así como
sus consecuentes reformas; sin embargo, este ordenamien-
to no ha logrado que esta importante arena de negociación
alcance la institucionalización plena, de modo tal que se
pueda distinguir entre los intereses políticos de los actores
y grupos que aquí participan, y las actividades inherentes a
la técnica legislativa.

De lo anterior se desprende la importancia de realizar una
evaluación al desempeño legislativo de ésta Cámara, si
bien es cierto que existen distintos enfoques para realizar
dicha evaluación, para efectos de esta propuesta de Inicia-
tiva se asumirá el enfoque que mide la tasa de éxito rela-
cionada con el número de Iniciativas presentadas, turnadas
a Comisión y que a falta de Dictamen, sea en sentido posi-
tivo o negativo, son desechadas, que dicho en términos le-
gislativos, son precluidas. 

El interés del Grupo Parlamentario Nueva Alianza en esta
etapa del proceso legislativo radica en el elevado número
de Iniciativas que prácticamente no son abordadas, anali-
zadas y discutidas en la Comisión o Comisiones a las que
son turnadas, derivando en que no sean dictaminadas y, en
consecuencia, no se sometan a discusión y posterior apro-
bación en el Pleno, en cuyo caso requerirían el apoyo de la
mayoría calificada. Esta omisión no necesariamente está li-
gada a la baja calidad de la propuesta, dado que bien podría
haber sido dictaminada en contra desde que fue recibida y
analizada por la Comisión, archivada como asunto “total y
definitivamente concluido”.iv

Argumentación

Como se ha señalado, parte de los retos que debe enfrentar
la Cámara de Diputados actualmente es consolidar y des-
plegar un amplio proceso de recuperación de su institucio-
nalidad, que conlleve, a su vez, a recobrar la confianza ciu-
dadana en su máxima representatividad. 

Una de las alternativas que se tienen para cumplir estos
propósitos es precisamente el de modificar nuestro marco
normativo, a fin de que las transformaciones emprendidas
permitan que el trabajo que realizan las distintas instancias
que componen este cuerpo legislativo cumplan con su ob-

jetivo de negociación y establecimiento de acuerdos que se
materialicen en el análisis y publicación de leyes. 

Sin soslayar la importancia del trabajo que realizan las Co-
misiones Legislativas, podemos señalar que es en este pri-
mer nivel de interacción interpartidista donde las iniciati-
vas presentadas encuentran la principal obstrucción para su
profunda y especializada discusión. Lo anterior se debe a
que el costo por no discutir y/o dictaminar las iniciativas es
prácticamente nulo para los legisladores que participan en
ellas, salvo que alguno o algunos sean los autores o pro-
moventes; de ahí que, a pesar de que el Reglamento de la
Cámara de Diputados contempla en su Artículo 88 que se
realicen tres prevenciones antes de que venza el plazo para
realizar el Dictamen, no se tenga establecido ningún costo
para quienes integran la Comisión.

Esta regular desatención que se presenta en las Comisiones
Legislativas obedece a que en las mismas puede confluir,
en su mecánica interna, un proceso bidireccional: una fuer-
za centrípeta, que fomenta la posibilidad de acuerdos y la
aprobación de Iniciativas, o una fuerza centrífuga, orienta-
da a la dinámica de bloqueo y disolución.

Lo significativo aquí consiste en establecer mecanismos
institucionales para que los costos por el vencimiento de
plazos para dictaminar no sean asumidos por el o los Dipu-
tados que realizaron la Iniciativa y que, aunado a ello, la
misma Iniciativa transite por el proceso legislativo que se
le negó en la Comisión o Comisiones Legislativas, hasta su
discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados, sea para
su aprobación o para desecharla, en los términos en que es-
tá establecido de manera reglamentaria. 

Es decir, en la tarea de recuperar la confianza ciudadana en
este Órgano Legislativo, se debe considerar y reconocer el
trabajo legislativo hecho por aquellos Legisladores que sí
han cumplido con su responsabilidad de realizar propues-
tas en beneficios de la sociedad y sus representados, pese a
que la atención a las problemáticas expresadas en cada una
de ellas fuera soslayada porque no se analizó y discutió en
la Comisión o Comisiones respectivas. 

Conviene, como ejemplo, destacar la información extraída
de la LXII Legislatura, donde se presentaron 3,257 Inicia-
tivas turnadas a Comisiones, de las cuales, sólo 419 fueron
aprobadas, casi un 13%; 2,450 fueron desechadas, que re-
presentan más del 75%; unas 284 fueron retiradas, reba-
sando apenas el 8.7% y el 3.75% quedaron registradas co-
mo pendientes, es decir, 122 Iniciativas; lo anterior, sin
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considerar las Iniciativas presentadas por otras instancias
legalmente autorizadas como el Ejecutivo, la Colegislado-
ra o las legislaciones de los gobiernos locales.v

Estamos por concluir el primer periodo ordinario de sesio-
nes del segundo año de esta LXIII Legislatura, y la ten-
dencia parece ser la misma, pues de las 2,101 Iniciativas
presentadas por las fuerzas políticas aquí representadas, la
aprobación de las mismas apenas alcanza un 9.5%; el res-
tante 71% están registradas como pendientes, hasta el pa-
sado 14 de noviembre del año en curso.vi

De ahí el interés del Grupo Parlamentario Nueva Alianza
de fomentar el análisis y la discusión profunda de todas las
Iniciativas que han sido turnadas, a fin de dar cabal aten-
ción a la problemática que refleja cada una de ellas, pues
en éstas nuestros representados han llegado a forjar válidas
aspiraciones para mejorar su entorno social, económico,
educativo, medio ambiental, etc.; asimismo, se impulsa
cumplir fehacientemente nuestras disposiciones reglamen-
tarias, abatiendo con ello el que se privilegien ciertos inte-
reses particulares por sobre el bienestar general de la po-
blación, estando ciertos que ello contribuirá a subsanar la
imagen deplorable que la sociedad tiene de sus políticos y,
particularmente, de sus Legisladores. 

Por todo lo anterior, se propone que las iniciativas que no
fueron dictaminadas dentro de los periodos previstos para
ello puedan volver a ser presentadas en el siguiente perio-
do legislativo por el autor, en los términos que señala el ar-
tículo 77, numeral 2 del mismo Reglamento. 

Finalmente, conviene recordar que una interacción defi-
ciente en el proceso legislativo no solo impedirá el correc-
to funcionamiento al interior de la Cámara de Diputados,
sino que también repercutirá en su desempeño y eficiencia
con otras instancias del sistema político.

Fundamento legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas y en mi
calidad de Diputado Federal integrante del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con fun-
damento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración del
Pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a
los artículos 89 y 158 del Reglamento de la Cámara de
Diputados

Artículo Único. Se reforman del artículo 89, numeral I, las
fracciones I, II y III, adicionando una fracción IV y del nu-
meral 2, se reforman las fracciones II y III; y se reforma el
artículo 158, numeral 1, fracción III; ambos artículos del
Reglamento de la Cámara de Diputados, para quedar como
sigue:

Artículo 89. 

1. Si el dictamen correspondiente a las iniciativas no se ha
presentado, cuando haya transcurrido el plazo para dicta-
minar, se tendrá por precluida la facultad de la comisión o
comisiones para hacerlo, observando lo siguiente: 

I. El presidente deberá emitir la declaratoria de publici-
dad, a más tardar, una sesión ordinaria después de que
el plazo para emitir dictamen haya precluido,

II. La Mesa Directiva deberá incluirlas en el Orden del
día como dictamen en los términos en que fue pre-
sentada la Iniciativa, para su discusión y votación,
cuando hayan transcurrido dos sesiones, a partir de la
declaratoria de publicidad, y 

III. Deberán ser aprobadas por mayoría calificada, de lo
contrario, se tendrán por desechadas durante el perio-
do legislativo en curso, manteniendo su autor la fa-
cultad de presentarla en el siguiente periodo legisla-
tivo.

IV. En el micro sitio de la Comisión se deberá seña-
lar de manera fehaciente y contundente las iniciati-
vas que no fueron analizadas y dictaminadas dentro
del tiempo reglamentado para ello. 

2. En el caso de las iniciativas de reforma constitucional, se
observará lo siguiente: 

I. La comisión o comisiones deberán resolverlas dentro
de un término máximo de noventa días, 

II. La comisión o comisiones que consideren conve-
niente prorrogar la decisión de la iniciativa turnada, de-
berán hacer la solicitud al Presidente, por conducto de
su Junta Directiva, dentro del término para dictaminar,
establecido en el numeral anterior. La Mesa Directiva
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resolverá las solicitudes de prórroga, considerando las
circunstancias y argumentos de la petición. En caso de
otorgarse, las comisiones tendrán hasta cuarenta y cin-
co días más, contados a partir del día siguiente en que se
hubiese cumplido el término. No podrá haber más de
una prórroga, y 

III. Aquellas que no se resuelvan en el plazo indicado,
se tendrán por desechadas durante el periodo legislati-
vo en curso, manteniendo su autor la facultad de pre-
sentarla en el siguiente periodo legislativo. El Presi-
dente instruirá su archivo como asuntos total y
definitivamente concluidos. 

3. …

Artículo 158. 

1. Para el cumplimiento de sus tareas, las comisiones ordi-
narias de dictamen deberán realizar las siguientes activida-
des: 

I. Efectuar la aprobación de las actas de las reuniones; 

II. Preparar los programas anuales de trabajo; 

III. Redactar los informes semestrales de actividades,
incluyendo las iniciativas recibidas y que por no ser
dictaminadas en los tiempos reglamentados se clasi-
ficaron como precluidas.

IV. a XII. …

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

i Consulta Mitofsky, México: Confianza en Instituciones 2015. Dispo-
nible en http://consulta.mx/index.php/estudios-e-investigaciones/me-
xico-opina/item/575-confianza-en-instituciones 

ii Consulta del Gabinete de Comunicación Estratégica, revisada en:
http://www.gabinete.mx/index.php?option=com_k2&view=item&id=
401:encuesta-confianza-en-instituciones-2015 

iii Alarcón Olguín, Víctor, “El reto de evaluar al Poder Legislativo en
México. Algunas reflexiones de contexto”, en Raúl López, Fermín Ri-
vas, Alejandro Hernández, Alfredo Saine (Coords.), Estrategias y prác-
tica parlamentaria en un Congreso plural, México: Instituto Belisario
Domínguez/Senado de la República, México 2011, págs. 175-177. Dis-
ponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3181/
10.pdf 

iv Reglamento de la Cámara de Diputados, Artículo 89, numeral 1,
fracción III.

v Revisado en http://sitl.diputados.gob.mx/LXII_leg/cuadro_iniciati-
vas_origen_status_con_ligaslxii.php

vi Consulta realizada en http://sitl.diputados.gob.mx/LXIII_leg/cua-
dro_iniciativas_origen_status_con_ligaslxiii.php el 15 de noviembre
de 2016 a las 16:41 horas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de
2016.— Diputados y diputadas:  Ángel García Yáñez, Angélica Re-
yes Ávila, Carlos Gutiérrez García, Carmen Victoria Campa Almaral,
Jesús Rafael Méndez Salas, Karina Sánchez Ruiz, Luis Alfredo Valles
Mendoza, Mirna Isabel Saldívar Paz, Rosa Alba Ramírez Nachis (rú-
bricas).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputado García Yáñez. Túrnese a la Comisión
de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS Y LEY DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS
Y CULTO PÚBLICO

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Hu-
go Eric Flores Cervantes, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 55, 82 y 130 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 12 y
14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público.

El diputado Hugo Eric Flores Cervantes: Estimadas y
estimados diputados, ha llegado el momento en este país de
vivir en una verdadera libertad religiosa, en cambiar mu-
chos de los dogmas mal entendidos de nuestra cultura po-
lítica.
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El pasado 4 de diciembre, hace unos cuantos días, conme-
moramos el 156 Aniversario de la Ley de Libertad de Cul-
tos, y aquellos que nos pregonamos y nos sabemos juaris-
tas siempre vamos a decir que el espíritu de Juárez era una
total separación de funciones entre el Estado y las iglesias,
lo que no significaba intentar hacer una sociedad atea, sino
una sociedad bien ordenada y con respeto a la ley.

En base a este principio de separación de funciones entre el
Estado y las iglesias, el Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social, a través de mi persona, está proponiendo
a esta soberanía la modificación a un artículo para darle a
los ministros de culto derechos políticos amplios y plenos,
que no solamente tengan el derecho a votar, sino también a
ser votados, y sabemos que muchos van a decir que se es-
tá violando el Estado laico, no, no.

Lo que nosotros estamos pidiendo, es que como en todos
los demás casos, si un ministro de culto decide dedicarse a
la vida política y social de este país, retirándose de su mi-
nisterio religioso, pueda buscar postularse a un cargo pú-
blico, y estamos pidiendo exactamente lo mismo que se pi-
de para otras muchas profesiones o para otras posiciones
públicas, que con tres meses de anticipación a la fecha de
elección el ministro de culto pueda y tenga en su poder es-
te retiro de su cargo de ministro de culto público.

Yo conozco a muchos líderes que tienen más conciencia
social, que tienen más contacto social de la problemática
que realmente le sucede a la gente, que no tengo duda, que
muchos de ellos serían excelentes y grandes representantes
populares, y no quiero dejar de tocar que han sido muchos
ministros los de culto los que han cambiado las realidades
políticas y humanas en muchos países.

Puedo citar algunos, no voy a dejar de mencionar nunca a
Martin Luther King, que siendo pastor y dedicándose a la
actividad política y pública, logró levantar ese gran movi-
miento, que después de 100 años concretó la verdadera li-
bertad para los negros en los Estados Unidos, para los afro-
americanos que, finalmente, después del esfuerzo de este
reverendo triunfó un gran movimiento que venía acumu-
lándose, de más de 100 años de injusticia que había sido
impartida una ley.

Por eso les pedimos que este dictamen sea pronto discuti-
do, porque es el momento de empezar a acabar con los ta-
búes de la cultura política del Estado mexicano. Por su
atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 55, 82 y 130 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
12 y 14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Pú-
blico, a cargo del diputado Hugo Éric Flores Cervantes, del
Grupo Parlamentario del PES

El suscrito, diputado Hugo Éric Flores Cervantes pertene-
ciente a la LXIII Legislatura de esta Honorable Cámara de
Diputados e integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Encuentro Social, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II; 72, inciso H) y 130 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción I; 77, numerales 1 y 3, 78 y 102, numeral
1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta soberanía, la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 55, 82 y 130 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos políticos son aquellos derechos fundamenta-
les que reconocen y garantizan a la ciudadanía su partici-
pación en la toma de decisiones públicas. Comúnmente, se
clasifican en tres formas básicas de actuación: El derecho a
votar, el derecho a ser votado y el derecho de asociación
política. A través de éstos, la ciudadanía puede hacer efec-
tivas sus demandas y, por medio de su ejercicio, es posible
“exigir responsabilidades a los gobernantes”.1

Asimismo, son derechos fundamentales, en tanto que se
trata de la titularidad de derechos para participar y formar
parte de la dirección y decisión de los asuntos públicos y
de gobierno; reconocidos en nuestra Constitución y en los
tratados internacionales suscritos.

Se trata, pues, de derechos que promueven la inclusión y la
participación de la sociedad. Y son condición indispensa-
ble para lograr la igualdad; y nos atreveríamos a decir, más
importantes que los mismos derechos sociales. 

El filósofo Norberto Bobbio puntualiza las características
que deben estar presentes en el ejercicio de los derechos
políticos, cuyas condiciones de igualdad son imperativo
democrático2.

Así, señala que todos los ciudadanos que hayan alcanzado
la mayoría de edad, sin distinción de raza, de religión, de
condición económica o de sexo, deben poder ejercerlos.
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El derecho a votar y el de asociación, han sido ampliamen-
te reconocidos en los últimos tiempos tanto a nivel interna-
cional como nacional. Sin embargo, el derecho a ser vota-
do –por las implicaciones políticas y sociales que tiene– ha
tenido mayores restricciones y requisitos, que en algunos
casos, sobrepasan o invaden el propio derecho político de
la persona, como se pretende demostrar en la presente ini-
ciativa.

En términos generales, el derecho político de ser votado, se
define como el derecho fundamental de los ciudadanos de
ser elegidos y de participar activamente en las elecciones
para integrar o formar parte de los órganos del estado.

Este derecho ha sido ampliamente reconocido por el dere-
cho internacional, y fue incluido en las primeras declara-
ciones de derechos desde el Bill of Rights3, del 13 de fe-
brero de 1689, hasta la Declaración de Derechos del
Hombre y del Ciudadano, del 26 de agosto de 17894 en di-
versas partes de su articulado5 por mencionar algunos.

La gran importancia de este derecho ha sido puesta de re-
lieve en distintos textos doctrinales. 

Jean Jacques Rousseau por ejemplo sostuvo en 1762 en su
obra El contrato social que el derecho de votar “Es un de-
recho que nadie puede quitar a los ciudadanos”. Por su par-
te, James Madison afirmó en “El Federalista” “…que es un
elemento esencial del gobierno republicano”. 

Organismos jurisdiccionales internacionales y de otras lati-
tudes, han asentado jurisprudencia al respecto. En el caso
Yick Wo vs. Hopkins del 10 de mayo de 1886, el Tribunal
Supremo de Estados Unidos consideró que “El derecho de
voto es el derecho político fundamental porque garantiza
todos los demás derechos”. Por su parte, la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos y en el asunto: Yatama
vs. Nicaragua del 23 de junio de 2005, señaló que:

“Los derechos políticos protegidos en la Convención
Americana, así como en diversos instrumentos interna-
cionales, propician el fortalecimiento de la democracia
y el pluralismo político. El derecho al voto es uno de los
elementos esenciales para la existencia de la democracia
y una de las formas en que los ciudadanos ejercen el de-
recho a la participación política.”

En un sistema democrático el voto es, pues, un derecho, un
poder reconocido por el ordenamiento a los individuos pa-
ra que intervengan en la adopción de las decisiones políti-

cas y en la formación de las normas a través de las que se
expresa la voluntad popular. Desde una perspectiva jurídi-
ca, más que la participación efectiva lo que importa es la
garantía de la misma, que se construye a partir de normas
que aseguren el derecho a decidir, así como la libertad y la
igualdad de la decisión. El componente de derecho signifi-
ca que ese poder de decisión que se confiere al individuo
es un fin en sí mismo, garantizando la posibilidad de parti-
cipar y, sobre todo, que la decisión tenga consecuencias ju-
rídicas.

I. Derecho al voto en México

En México, el artículo 35 constitucional enuncia diversos
derechos políticos de los ciudadanos, entre los que se en-
cuentran: El votar en las elecciones populares, poder ser
votado para todos los cargos de elección popular y ser
nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo
las calidades que establezca la ley; y la de asociarse indivi-
dual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los
asuntos políticos del país. 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 

I. Votar en las elecciones populares; 

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El
derecho de solicitar el registro de candidatos ante la au-
toridad electoral corresponde a los partidos políticos así
como a los ciudadanos que soliciten su registro de ma-
nera independiente y cumplan con los requisitos, condi-
ciones y términos que determine la legislación;

III. Asociarse individual y libremente para tomar parte
en forma pacífica en los asuntos políticos del país;

Al hablar de ciudadanos, se debe considerar también el
punto relacionado a cuáles son sus derechos y obligacio-
nes, y por tal razón es importante considerar el contenido
de los artículos 34 y 36 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 34. Son ciudadanos de la República los varones y
mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan,
además, los siguientes requisitos: 

I. Haber cumplido 18 años, y 

II. Tener un modo honesto de vivir. 
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Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Re-
pública: 

I. a II. …

III. Votar en las elecciones y en las consultas populares,
en los términos que señale la ley;

IV. Desempeñar los cargos de elección popular de la fe-
deración o de las entidades federativas, que en ningún
caso serán gratuitos; y 

V. Desempeñar los cargos concejiles del municipio don-
de resida, las funciones electorales y las de jurado.

II. Restricciones de voto para ministros de culto

En una democracia como la nuestra, los derechos políticos
tienen un papel central en las discusiones de la agenda pú-
blica. Se sigue avanzando hacia la construcción de una de-
mocracia más consolidada, sin embargo, aún son muchos
los temas que tienen que ser resueltos para arribar a un sis-
tema pleno e incluyente. Los derechos políticos contienen
elementos de desigualdad y discriminación, incluso desde
el plano normativo, puesto que mientras en algunos rubros
la institucionalidad democrática, la Constitución y las leyes
han avanzado considerablemente en el combate a la no dis-
criminación, otras instituciones y normas aún continúan en
ese proceso.

En este contexto se encuentra inscrito el derecho a ser vo-
tado. En México, el ejercicio de este, está sujeto a prácticas
discriminatorias por parte del estado y la sociedad, no obs-
tante que ha habido una ampliación en su reconocimiento,
aún quedan rezagos en su ejercicio. 

Una de las principales normas discriminatorias que subsis-
ten en la legislación mexicana, es la que restringe el dere-
cho a ser votado para los ministros de culto, lo que es en-
tendible desde el punto de vista histórico, no así desde el
punto de vista de los derechos humanos y de los derechos
políticos.

Como se observó en el contenido de los artículos 34, 35 y
36 los ministros de culto religioso por ser tales, no pierden
su calidad de ciudadanos, ya que la Constitución no refie-
re que por ser ministros de culto religioso se pierda la ciu-
dadanía.

Es decir, los ministros siguen siendo ciudadanos, pero con
características peculiares, pues tienen obligaciones, pero
no gozan de todos los derechos que cualquier ciudadano
posee; ya que a los ministros de culto religioso la propia
Constitución los limita en sus derechos, de ahí que si bien
pueden votar no pueden ser votados, mientras sean minis-
tros de culto sin justificación alguna.

En México, desde la época de la Conquista, pasando por
las Constituciones de 1824, 1833, 1857 y hasta la Consti-
tución actual de 1917, la iglesia y la religión católica prin-
cipalmente han jugado un papel decisivo en el nacimiento,
desarrollo y consolidación de la sociedad, gobierno y orden
jurídico mexicano.

Si se hace un análisis del contenido de los artículos origi-
nales de la Constitución de 1917 en materia religiosa, que-
da de manifiesto la voluntad del Constituyente, de refren-
dar el principio de separación Iglesia-Estado, de mantener
a la iglesia como institución, al margen de los asuntos pú-
blicos y de garantizar con sus matices, la libertad religiosa.

Esta situación de distanciamiento en el plano legal, entre el
Estado mexicano y las iglesias, principalmente la católica,
se mantuvo con algunas modalidades hasta el sexenio de
Carlos Salinas de Gortari, el cual se propuso modernizar
las relaciones con las iglesias, para alcanzar una efectiva li-
bertad de creencias.

Con un fuerte debate y posiciones encontradas, en el año
de 1992 el presidente Carlos Salinas de Gortari logró que
el Congreso aprobara su propuesta de reformas a los artí-
culos 3, 5, 24, 27 y 130 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos para modernizar la relación po-
lítica y jurídica del estado con las instituciones religiosas.

Por lo que respecta al artículo 130 constitucional, que es el
que establece la relación entre el Estado mexicano y las
iglesias, la reforma tocó cuatro aspectos fundamentales: 1.
La inclusión del principio de separación entre el estado y
las iglesias; 2. La personalidad jurídica de las iglesias con
la prohibición de participar en política; 3. La posibilidad de
adquirir bienes necesarios para llevar a cabo sus activida-
des; y 4. La permisión del voto activo a los ministros de
culto religioso y la restricción a su derecho de voto pasivo.

Los hechos y razones que dieron origen a la reforma men-
cionada, así como los argumentos que les sirvieron de jus-
tificación, en particular a la restricción del voto pasivo de
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los ministros de culto religioso, fueron en síntesis los si-
guientes6:

a) La evolución y transformación de la sociedad, así co-
mo la modernización de las relaciones entre el estado, la
sociedad y las iglesias, requería de una revisión y ade-
cuación de las normas jurídicas.

b) Los principios básicos que guiaron la revisión del te-
ma fueron: El respeto a la libertad de creencia, la sobe-
ranía del estado, la división entre asuntos civiles y ecle-
siásticos, la igualdad jurídica de todas las iglesias y
agrupaciones religiosas, así como la educación laica.

c) El Constituyente de 1917 reafirmó el principio de se-
paración de estado-iglesia, originado a partir de los
acontecimientos de la historia de México, los cuales es-
tuvieron marcados por intromisión de la iglesia en los
asuntos públicos y en las libertades fundamentales de
los ciudadanos.

d) Por lo que hace a la restricción del voto pasivo de los
ministros de culto, se sostuvo básicamente lo siguiente:
“La convicción de que el ministerio es incompatible con
el desempeño de cargos de elección popular ha perdura-
do a lo largo de la historia constitucional; la función o
cargo de ministro de culto puede afectar el carácter de la
representación que encierra el voto pasivo, en virtud de
una presunción en contra de la igualdad de oportunida-
des para candidatos; y la restricción obedece a la natu-
raleza del ministerio y las características de su desem-
peño. El ascendiente que puede tener, quienes se
consagran a tales actividades sobre los electores y la dis-
paridad de fuerzas que pudiera darse entre candidatos,
exigen que se mantenga esa limitación”.

La importancia del tema obedece a que el derecho a ser vo-
tado es un derecho político fundamental, que permite a los
ciudadanos participar y acceder a cargos públicos, y por
tanto, las restricciones a su ejercicio deben ser medidas ra-
zonables, proporcionales y necesarias en un estado consti-
tucional y democrático de derecho. 

En tal virtud, la restricción al voto pasivo de los ministros
de culto religioso pudo tener justificación histórica. Ac-
tualmente, el artículo 130 constitucional en su segundo pá-
rrafo incisos d) y e), limita la capacidad jurídica de los mi-
nistros de culto en el ámbito político, al establecer que no
podrán desempeñar cargos públicos, y aunque tendrán de-
recho a votar, no lo tendrán a ser votados a menos que se

separen de su ministerio con la anticipación y la forma que
establezca la ley.

“Artículo 130. …

… 

a) a c)…

d) En los términos de la ley reglamentaria, los ministros
de cultos no podrán desempeñar cargos públicos.
Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero no a
ser votados. Quienes hubieren dejado de ser minis-
tros de cultos con la anticipación y en la forma que
establezca la ley, podrán ser votados.

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políti-
cos ni realizar proselitismo a favor o en contra de can-
didato, partido o asociación política alguna. Tampoco
podrán en reunión pública, en actos del culto o de pro-
paganda religiosa, ni en publicaciones de carácter reli-
gioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones,
ni agraviar, de cualquier forma, los símbolos patrios.”

La disposición antes mencionada restringe para los minis-
tros de culto, las prerrogativas que a todos los ciudadanos
sin distingo, concede el artículo 35 constitucional en sus
fracciones II y III. Es decir “Poder ser votado para todos
los cargos de elección popular y nombrado para cualquier
empleo, cargo o comisión, teniendo las cualidades que es-
tablezca la ley; y asociarse libre y pacíficamente para to-
mar parte en los asuntos políticos del país”.

El artículo 130 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM) y el artículo 14 de la ley re-
glamentaria, sujetan a los ministros de culto a un estatuto
de excepción en su calidad de ciudadanos, puesto que se
les priva del voto pasivo y de la posibilidad de desempeñar
cargos públicos superiores, a menos que se separen defini-
tivamente de su ministerio.

Basado en el principio de igualdad, resulta discriminatorio
que a los ministros de culto, por el sólo hecho de poseer tal
carácter, se les vulnere –en automático– su condición de
ciudadanos. Esto, con independencia de que el término
“ministro de culto” es ambiguo y no tiene la misma signi-
ficación en todas las iglesias y agrupaciones religiosas.

De esta manera, existe una indefinición de este supuesto,
ya que tanto en la CPEUM como en la Ley de Asociacio-
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nes Religiosas y Culto Público (LARCP) no se define cla-
ramente lo que es un ministro de culto, ni las condiciones
para llegar a serlo: Esta situación al parecer tiene que ver
con el propio funcionamiento de cada una de la asociacio-
nes religiosas, ya que dentro de estas organizaciones exis-
te una diversidad de sistemas y reglamentos; de tal forma
que sólo ellas en su interior son las encargadas de tal nom-
bramiento.

Por ello el legislador optó por definir en el artículo 12 de la
LARCP, que los ministros de culto son aquellas personas
mayores de edad a quienes las asociaciones religiosas a que
pertenezcan le confieran ese carácter.

Artículo 12. Para los efectos de esta ley, se consideran
ministros de culto a todas aquellas personas mayores de
edad a quienes las asociaciones religiosas a que perte-
nezcan confieran ese carácter. Las asociaciones religio-
sas deberán notificar a la Secretaría de Gobernación su
decisión al respecto. En caso de que las asociaciones re-
ligiosas omitan esa notificación, o en tratándose de igle-
sias o agrupaciones religiosas, se tendrán como minis-
tros de culto a quienes ejerzan en ellas como principal
ocupación, funciones de dirección, representación u or-
ganización.

Por otra parte para la ley, dejarán de tener el carácter de
ministros de culto aquellas personas que la propia aso-
ciación religiosa, separe de sus funciones y lo comuni-
que así a la Secretaría de Gobernación. También, el pro-
pio ministro puede darse de baja avisándolo a la misma
secretaría para lo cual, deberá antes notificar su deseo
de separación a la propia asociación religiosa que lo ha-
bía inscrito como ministro.

“Artículo 14. Los ciudadanos mexicanos que ejerzan el
ministerio de cualquier culto, tienen derecho al voto en
los términos de la legislación electoral aplicable. No po-
drán ser votados para puestos de elección popular, ni po-
drán desempeñar cargos públicos superiores, a menos
que se separen formal, material y definitivamente de su
ministerio cuando menos cinco años en el primero de
los casos, y tres en el segundo, antes del día de la elec-
ción de que se trate o de la aceptación del cargo respec-
tivo. Por lo que toca a los demás cargos, bastarán seis
meses. Tampoco podrán los ministros de culto asociarse
con fines políticos ni realizar proselitismo a favor o en
contra de candidato, partido o asociación política algu-
na.”

Del análisis de los preceptos citados, se puede observar que
una asociación religiosa tiene la obligación de notificar a la
Secretaría de Gobernación su decisión de designación de
ministros según la fracción segunda del artículo 9. Lo cual
puede darse incluso sin el consentimiento del sujeto; lo que
puede dar lugar ocasionalmente a arbitrariedades. Es cier-
to que la propia persona puede por voluntad propia darse
de baja, separándose de la asociación que lo inscribió co-
mo tal, pero eso no cambia la situación de que durante un
tiempo, quede privada de determinados derechos ciudada-
nos que el artículo 14 de la ley prohíbe ejercer a los minis-
tros de culto.

Ahora bien, para el caso de iglesias o asociaciones no ins-
critas que omitan el aviso correspondiente, la ley atribuye
el carácter de ministros de culto a personas que pueden no
serlo al interior de esa institución religiosa. En tal sentido,
las instituciones religiosas, no son libres de designar a sus
ministros, pues aunque pueden dar aviso a Gobernación so-
bre el nombramiento de éstos, de no hacerlo, se toma por
default a personas que no tienen ese carácter. 

Por lo que puede también presentarse la situación de per-
sonas que no son ministros de culto, pero que por la impu-
tación que hace el artículo 12 en el último párrafo, resulte
que tienen legalmente ese carácter aun contra su voluntad
y contra el derecho interno de esa iglesia. Tal es el caso de
representantes, directivos u organizadores que se dediquen
a estas actividades como un trabajo profesional, que no
quieren ser considerados como ministros de culto, pues no
lo son de acuerdo a la normatividad interna de la AR o ni
siquiera pertenecen como miembros de la misma y menos
aún, comparten creencias.

Esta atribución del carácter de ministro por el trabajo que
desempeñan, parece más bien una reminiscencia de anti-
guas desconfianzas por parte del estado ante confesiones
religiosas que no querían que sus ministros fueran legal-
mente clasificados como tales.7 Por lo que en primera ins-
tancia habría que modificar el concepto legal de ministro
de culto, considerando como tales sólo a las personas que
dirigen la liturgia, ceremonias o el servicio religioso propio
de cada confesión religiosa, ya que conceptualmente el mi-
nisterio religioso comprende únicamente el ejercicio pro-
pio del sacerdocio o análogos y no así las funciones de di-
rección, representación u organización, como lo establece
la ley.

Aunado a lo anterior, en el caso de que efectivamente se
trate de ministros de culto, asumidos así, no sólo por la Se-
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cretaría de Gobernación, sino también por la asociación re-
ligiosa a la que pertenecen y por ellos mismos, el artículo
14 de la LARCP establece la exigencia de una separación
formal, material y definitiva de su ministerio cuando me-
nos cinco años antes del día de la elección de que se trate,
en caso que optara por este derecho. 

Es decir, no supone la separación o licencia temporal –que
sí ocurre para otro tipo de funcionarios o cargos– sino su
renuncia definitiva; lo que en esencia constituye una res-
tricción al derecho fundamental a ser votado, previsto
en la fracción II del artículo 35 de la propia Constitución
de 1917. 

E incluso del propio artículo 5o. constitucional, pues más
que ser una profesión, industria, comercio o trabajo como
reza el precepto, es una vocación.

En consecuencia, esta limitante que impone el artículo 14
de la citada ley, deviene irremediablemente en la transgre-
sión o violación de derechos fundamentales, ya que si un
ministro de culto tiene la intención de participar en alguna
elección para cargos de elección popular, se tendrá que se-
parar definitivamente de su ministerio con una anticipación
de cinco años (Como si fuera posible hacer una planifica-
ción con tanto tiempo de antelación), con lo que se vulne-
raría su derecho también de libertad religiosa, al no poder
seguir participando de manera activa en los rituales de la
religión a la que pertenezca.

Por otro lado, si un ministro se decanta por permane-
cerse fiel a sus votos o a su religión, queda inhabilitado
de por vida al acceso del derecho fundamental de ser
votado y de asociación con fines políticos; sin dejar de
ser ciudadano mexicano con plena capacidad de dere-
cho y goce que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos otorga a sus ciudadanos. Es decir, pa-
ra acceder a un derecho tiene que renunciar a otro.

Y es que tampoco los ministros de culto podrán asociarse
con fines políticos. Es decir, su libertad de asociación o
pertenencia a algún instituto político, es nula de “iure” lo
que representa una especie de muerta “civitas” del derecho
romano; hablando de cuestiones anquilosadas. La separa-
ción de los ministros de culto deberá comunicarse por la
asociación religiosa o por los ministros separados, a la Se-
cretaría de Gobernación dentro de los treinta días siguien-
tes al de su fecha. En caso de renuncia el ministro podrá
acreditarla, demostrando que el documento en que conste

fue recibido por un representante legal de la asociación re-
ligiosa respectiva.

Como se ha visto, los argumentos esgrimidos para legiti-
mar la restricción de que los ministros de culto sean suje-
tos del voto pasivo, tienen que ver principalmente con la
noción de separación iglesia-estado. 

Sin embargo, tal concepción abarca la esfera legal, social y
política más no contempla la individual y tiene que ver con
el respeto al derecho a la libertad de creencias y de culto de
todas las personas, es decir no existe la preminencia o su-
premacía de una religión o credo con respecto a las demás.

En este sentido, el mismo presidente Benito Juárez decía
que “Las leyes protegen el ejercicio del culto católico y de
los demás que se establezcan en el país, como la expresión
y el efecto de la libertad religiosa, que siendo un derecho
natural del hombre, no tiene ni puede tener más límites que
el derecho de tercero y las exigencias del orden público. En
todo lo demás, la independencia entre el estado por una
parte, y las creencias y prácticas religiosas por otra, es y se-
rá perfecta e inviolable”.

III. Ministros de culto y estado laico

Esta forma de concebir las relaciones iglesia-estado, se ha
definido jurídicamente como estado laico, que no tiene otro
fundamento que la igualdad de las convicciones de sus
miembros, es decir, impide que una confesión particular se
vuelva una norma general y se constituya como base de un
poder sobre la totalidad. Así, el laicismo, al contrario del
clericalismo, da sentido simultáneamente a la democracia y
a la autonomía de juicio: soberanía popular y soberanía in-
dividual son recíprocas desde el momento en que nada se
interpone entre la voluntad general y el ciudadano dueño
de sus pensamientos.

En consecuencia, la laicidad se inscribe dentro de la con-
cepción liberal del estado democrático de derecho, que tie-
ne como base y límite el respeto de los derechos funda-
mentales. En este sentido, la imposición, presión o
manipulación estatal o de particulares, en el ámbito de la li-
bertad religiosa, así como la fusión del estado y de la igle-
sia para el ejercicio del poder, vulneraría principios básicos
de la democracia e igualmente atentaría contra los derechos
fundamentales de libertad, de igualdad, de pluralidad y de
tolerancia. Por tal razón, la laicidad es consustancial a la
democracia, en tanto que representa un elemento indispen-
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sable para el respeto de los derechos fundamentales que se
reconocen y garantizan en ésta.

Para Roberto Blancarte8, el estado laico es “ese moderno
instrumento jurídico-político al servicio de las libertades
en una sociedad que se reconoce como plural y diversa. Un
estado que, por lo mismo, ya no responde o está al servicio
de una doctrina religiosa o filosófica en particular, sino al
interés público, es decir al interés de todos, manifestado en
la voluntad popular y el respeto a los derechos humanos”.

No se debe confundir el estado laico como antirreligioso o
anticlerical, por el contrario, sienta las bases y garantiza el
ejercicio de la libertad religiosa de cada persona o grupo,
de manera que todos puedan convivir en paz y armonía con
sus propias religiones o sin estas. El estado laico no recha-
za lo religioso, tiene el deber de protegerlo, lo que rechaza
es la imposición de dogmas religiosos, la intolerancia y la
posición hegemónica de una determinada manera de pen-
sar o creer que pretenda dominar sobre la libertad y pensa-
miento crítico de los seres humanos.

No obstante, se reconoce que el laicismo en México transi-
tó por caminos sinuosos y difíciles, durante la Conquista la
iglesia católica ejerció el poder político de manera innega-
ble, en las leyes que siguieron a esta etapa no se hizo un
claro distanciamiento entre ambos poderes y se reafirmó a
la religión católica como oficial. En el siglo XIX, como re-
sultado de las luchas entre liberales y conservadores, la lai-
cidad surgió a la luz para la definición y construcción del
Estado mexicano, lo que se afianzó de manera más clara a
partir de la Constitución de 1857, pero sobre todo de las le-
yes de reforma que limitaron definitivamente la participa-
ción del clero en asuntos públicos.

La Constitución de 1917 no deja espacio para dudas, la re-
ligión y sus autoridades quedan totalmente excluidas de los
asuntos propios y exclusivos del estado, lo que se confir-
ma, con las normas constitucionales en las que se garanti-
za la libertad religiosa.

Derecho Internacional

Tanto en el derecho nacional como en el internacional, la
libertad religiosa es concebida como un derecho funda-
mental, cuyo reconocimiento y ejercicio auténtico son pie-
dra angular de la cultura jurídica actual, y tiene como fun-
damento primario e indispensable, la dignidad humana.

El derecho internacional de los derechos humanos conside-
ra como discriminación cualquier menoscabo en la esfera
de los derechos humanos por razones religiosas. El artícu-
lo 2.2 de la Declaración sobre la eliminación de todas las
formas de intolerancia y discriminación fundadas en la re-
ligión, aprobada por la Asamblea General de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU) el 18 de enero de
1982, establece que: “se entiende por intolerancia y discri-
minación basadas en la religión o las convicciones toda
distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en
la religión o en las convicciones y cuyo fin o efecto sea la
abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce o el
ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las
libertades fundamentales”. 

Y el artículo 4 establece que: “Todos los estados adoptarán
medidas eficaces para prevenir y eliminar toda discrimina-
ción por motivos de religión o convicciones en el recono-
cimiento, el ejercicio y el goce de los derechos humanos y
de las libertades fundamentales en todas las esferas de la
vida civil, económica, política, social y cultural”.

De la misma manera, la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos de la ONU de 1948, vigente hasta el día
de hoy, consagra a los derechos políticos como derechos
humanos (artículo 20) y los cuales no podrán menoscabar-
se por razón de raza, color, sexo, idioma o religión (artícu-
lo 2.1), y previene que ningún estado tendrá derecho a rea-
lizar actos tendientes a la supresión de estos derechos
(artículo 30).

En congruencia con la Declaración de la ONU, la Conven-
ción Americana sobre los Derechos Humanos, que fue sus-
crita, ratificada y promulgada por México el 7 de mayo de
1981, exige que se reconozca a todos los ciudadanos el
goce de los derechos humanos de votar y ser elegidos en
elecciones, participar en la dirección de asuntos públi-
cos, y de tener acceso en igualdad de condiciones a las
funciones públicas de su país (artículo 23.1, incisos a, b
y c), y establece que la ley deberá reglamentar el ejerci-
cio de esos derechos, “exclusivamente por razones de
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, ca-
pacidad civil o mental, o condena por juez competente,
en proceso penal” (artículo 23.2). Por lo que cualquier
otra cuestión, sería contraria a derecho.

En este mismo documento en su artículo 29, se determina
que ninguna disposición de la convención puede ser in-
terpretada en el sentido de permitir a alguno de los es-
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tados parte “suprimir el goce y ejercicio de los derechos
y libertades reconocidos en la convención o limitarlos
en mayor medida que la prevista en ella”.

Como se observa, es claro que la convención considera
como violatoria de los derechos humanos de carácter
político, la exclusión o limitación de ellos por razones de
carácter religioso sean convicciones, actividades o esta-
do de vida. Así lo entendió claramente el gobierno mexi-
cano al hacer reserva de dicho punto, en los siguientes tér-
minos: “El gobierno de México hace reserva expresa en
cuanto al párrafo 2 del artículo 23, ya que dispone que los
ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni
derecho para asociarse con fines políticos” (Diario Oficial,
del 7 de mayo de 1981). 

De la misma manera, el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, promulgado por México el 20
de mayo de 1981, determina que no deberá restringirse
por razones religiosas o de otra índole los derechos po-
líticos a los ciudadanos y el acceso a las funciones pú-
blicas (artículos 2 y 25), el cual, en casi idénticos térmi-
nos al Pacto de San José, fue reservado por México. 

Si en el caso de los dos documentos internacionales antes
citados, fue entendible que México formulara las reservas
mencionadas, en tanto que el artículo 130 constitucional
antes de la reforma de 1992, desconocía los derechos hu-
manos de carácter político a los ministros de culto, es com-
pletamente injustificado que al realizarse dichas reformas,
no se hayan puesto íntegramente en consonancia el texto
constitucional con la convención y el pacto aludidos, que
expresan exigencias ineludibles de la dignidad humana. 

Por el contrario, al desconocer a un sector de respetables
ciudadanos mexicanos una parte substancial de sus dere-
chos políticos, se puso en contraste con dichos documentos
y asumió una posición discriminatoria en esa materia fren-
te a sus propios ciudadanos. (Por lo que se puede afirmar
que dichas reservas se encuentran totalmente desfasa-
das de la realidad jurídica y social actual).

Es importante señalar, que en las modernas legislaciones
sobre libertad religiosa se consagran la plenitud de dere-
chos políticos de todos los ciudadanos que reúnan las con-
diciones de nacionalidad, edad y capacidad, sin limitarlos
o restringirlos a los ministros de culto. Basta citar a dos de
las más avanzadas y que provienen de estados que tuvieron
la más distinta orientación ideológica: España, que pasó de
un régimen confesional, pero con tolerancia religiosa a uno

de plena libertad en este aspecto, y Rusia que pasó de un
estado oficialmente ateo a un sistema de libertad religiosa
plena.9

La Constitución española de 1978 establece que los ciuda-
danos tienen el derecho a participar en elecciones y a acce-
der en condiciones de igualdad a las funciones y cargos pú-
blicos, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por
razón de nacimiento, raza, sexo o religión (artículos 23 y
14), y en la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, de 5 de ju-
lio de 1980, se dispone que: “No podrán alegarse motivos
religiosos para impedir a nadie el ejercicio de cualquier tra-
bajo o actividad o el desempeño de cargo o funciones pú-
blicas” (artículo 1.2). Por su parte, la Ley sobre Libertad
Religiosa, de la actual República Rusa, de 1990, establece
que “los ministros de las organizaciones religiosas tienen el
derecho de participar en la vida política con el mismo títu-
lo que todos los demás ciudadanos”.

Conclusiones

A pesar de estos notables ejemplos de respeto a los dere-
chos políticos de los ministros de culto, en México limitar
sus derechos humanos, se ha justificado con el argumento
de que en realidad se trata sólo de incompatibilidades entre
el ejercicio del ministerio religioso y el de la actividad po-
lítica. Y se destaca que en la Constitución se establecen in-
compatibilidades en el desempeño de ciertos cargos como
el de diputado o senador; con el servicio activo en el ejér-
cito o el puesto de secretario de estado, ministro de la Su-
prema Corte de Justicia o gobernador de un estado.

No obstante, si se hace un análisis a fondo se verá que
no existe analogía entre las dos situaciones, a los fun-
cionarios públicos, no se les priva de sus derechos polí-
ticos, antes bien, en cuanto a su carácter de ciudadanos
gozan de ellos en forma plena. Más aun, el hecho mis-
mo de ser funcionarios públicos y desempeñar sus car-
gos en el ámbito administrativo, legislativo o judicial,
por sí mismo denota, no sólo el goce de estos derechos
sino de su ejercicio.

En contraposición a los ministros de culto, que por su
propia condición de ministros se les priva del goce y
ejercicio del voto pasivo, ocupar cargos públicos y el de
libre asociación política. Basta que sean ministros, o
que la Secretaría de Gobernación los catalogue como
tales, para que automáticamente sean considerados
“medios ciudadanos” o “ciudadanos de segunda”.
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Por otro lado, al exigir la Constitución que los miembros
del Ejército, los jefes de la policía, los secretarios o subse-
cretarios, o los ministros de la Suprema Corte, que aspiren
a ocupar cargos de elección popular se separen de sus pues-
tos noventa días antes, en el caso de diputados y senadores,
y seis meses para el caso de presidente, antes de la elec-
ción; persigue por una parte, la imparcialidad en la elec-
ción, es decir, evitar que la fuerza material de las armas, en
el caso de los militares y policías con mando, o la fuerza
política y los recursos de poder, en el caso de secretarios y
subsecretarios, o la pérdida de la independencia en la ad-
ministración de justicia, en el caso de los ministros de la
Corte. En todo caso, se trata de un sector pequeño de fun-
cionarios públicos que por su posición especial, pudieran
influir ilegalmente en la elección.

Sin embargo, existe una incongruencia en la legislación
al establecer tiempos abismalmente diferentes de sepa-
ración para la aspiración de cargos como los menciona-
dos, resulta obvio que se trata de una injustificada si-
tuación discriminatoria, que no obedece a otro motivo
que el del prejuicio y la sospecha.

Por otro lado, la incompatibilidad sólo se da entre dis-
tintas funciones públicas del estado, que son excluyen-

tes entre sí por razones de división de poderes, pero de
ninguna forma la Constitución plantea incompatibili-
dades entre funciones privadas, o sociales, o públicas
con los cargos de elección popular. Así por ejemplo, un
abogado, un médico, un empresario, un líder obrero o
sindical, un magnate de los medios de comunicación, un
presidente de una institución de beneficencia, un secre-
tario de una confederación campesina, un conductor de
televisión con gran influencia sobre miles o millones de
personas, etcétera, puede ser diputado o senador, sin te-
ner que abandonar su actividad profesional.

Evidentemente, esto no indica que no exista incompatibili-
dad entre las dos funciones, “la no estatal y la estatal, por
razones de tiempo o de intereses y que el empresario, por
ejemplo, no utilice sus recursos económicos en forma ilíci-
ta para inclinar a su favor la votación, o el magnate de los
medios de comunicación para poner esos medios privados,
(pero que son de interés social), al servicio de su campaña,
o el líder agrario, mediante la manipulación de los campe-
sinos”.10

Es imposible negar que todos estos abusos y conductas ilí-
citas pueden ocurrir y de hecho suceden en los sistemas de-
mocráticos, pero lo que el estado democrático no puede ha-
cer en su orden jurídico, sin perder legitimidad, es privar de
sus derechos políticos, o de una parte de ellos, a un grupo
de ciudadanos calificados como ministros de culto, que no
son sus servidores, ante el riesgo de que influyan ilícita-
mente en los procesos electorales.

Un verdadero estado democrático asume el riesgo de la li-
bertad, dejando que cada uno de sus posibles candidatos o
representantes populares asuma su propia responsabilidad
moral, se autolimite de acuerdo con su conciencia, mien-
tras no incurra en una conducta delictuosa, pero sobre to-
do, deja a la propia ciudadanía la responsabilidad de deci-
dir por quién vota.

En cambio, un estado autoritario-paternalista, parte de la
premisa de que el pueblo carece de discernimiento para
elegir racionalmente a sus gobernantes, de que se encuen-
tra en una permanente minoría de edad y que, por tanto de-
be protegérsele de influencias negativas que inclinen in-
adecuadamente su voluntad política, sobre todo, si ésta no
coincide con la de la clase gobernante.

El estado pues, carece de competencia para despojar a los
ministros de culto de derechos humanos en materia políti-
ca, con el pretexto de que son incompatibles el ámbito es-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016309



piritual y la actividad política, y que debe preservarse al
pueblo del peligro de que sea influido por quienes poseen
ascendencia espiritual y moral sobre él.

En el orden constitucional y civil, los ministros de culto de-
ben gozar de los mismos derechos y tener las mismas obli-
gaciones; no deben ser sujetos de privilegios ni tampoco de
discriminaciones jurídicas, además es necesario e impor-
tante tener presente, que la Ley de Asociaciones Religiosas
y Culto Público no es una ley católica, ni para esta iglesia
exclusivamente.

Más aun tomando en cuenta que, actualmente existe la pre-
sencia importante de otros credos y religiones, que en los
últimos años han restado adeptos a la iglesia católica, por
lo que esta limitante pensada originalmente para mantener
al margen de los asuntos públicos a esta iglesia, ha perdido
y sigue perdiendo vigencia.

De tal suerte, que la libertad religiosa cuando se ejerce en
el ámbito interno de la persona humana es absoluto, es de-
cir, no se podría imponer sanción o limitación con respec-
to a su facultad de creer o pensar, pero si se podría limitar
legítimamente la exteriorización del pensamiento o creen-
cia religiosa, cuando se vulneren principios constituciona-
les y derechos fundamentales de otros. 

De tal forma que una decisión individual para pretender ac-
ceder a un cargo de elección popular, por parte de una per-
sona que optó por desarrollarse profesionalmente, por lla-
marlo de alguna manera, en el ministerio de alguna
religión, no implica que la iglesia o la fe a la cual repre-
senta, tenga alguna influencia o implicación en tal resolu-
ción.

Es decir, se habla de un derecho inalienable e inherente a
la persona humana, desde el punto de vista político y so-
cial.

Por tanto, restringir el derecho a ser votado, por el he-
cho de ejercer el ministerio de algún culto, supone no
sólo una violación a los derechos humanos, sino lo que
es peor, evidencia el pensamiento retrogrado con el que
se ejerce la democracia en México, pues siguen exis-
tiendo sesgos discriminatorios en razón de las creencias
religiosas.

Lo que para un pensamiento moderno y progresista, no
es de ninguna manera posible, pues el plano religioso y
el político son perfectamente disociables el uno del otro,

la gente se acerca a las religiones para cubrir necesida-
des espirituales, emocionales o filosóficas, no para reci-
bir adoctrinamiento político o para que se les diga por
quien votar, suponer esto, es tanto como considerar que
la gente es incapaz de tener una opinión o una prefe-
rencia razonada para elegir a sus representantes o pen-
sar que se vive en épocas remotas, en donde se conside-
raba que el poder político era otorgado por dioses o
divinidades.

En estas disposiciones, el legislador transita todavía en una
doctrina ya ampliamente superada, en la que se sigue pen-
sando en la vieja rivalidad de la iglesia y el estado, vistas
como dos sociedades rivales que actúan en el mismo terri-
torio, disputándose la influencia sobre la población civil,
cuando en realidad, las relaciones del estado con las confe-
siones religiosas actualmente se fundamentan sobre los de-
rechos humanos de la persona, y concretamente sobre el
derecho de libertad religiosa que la misma Ley de Asocia-
ciones Religiosas y Culto Público establece en su artículo
2, pero que queda matizado por el principio histórico de la
separación del estado y las iglesias, que proclama la Cons-
titución y la propia ley en su artículo primero.

Así pues, es necesario promover una serie de reformas a la
Constitución y a la Ley de Asociaciones Religiosas y Cul-
to Público, con el fin de establecer y garantizar plenamen-
te el derecho humano a la libertad religiosa, lo mismo a la
persona individualmente considerada, que a la persona en
su proyección social y organizada en comunidades religio-
sas, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la
práctica, la difusión, el culto y la observancia.

Tuvieron que transcurrir 75 años para que se abrieran al-
gunos espacios a la libertad religiosa, pero esto se quedó
muy lejos de ser suficiente, existen todavía cerrojos, hay
discriminaciones irritantes, hay prohibiciones injustifica-
das, hay limitaciones innecesarias, hay omisiones inexpli-
cables y hay facultades excesivas otorgadas al poder públi-
co.

Como legisladores responsables de vigilar que las leyes
se fundamenten en los derechos humanos y la dignidad
de la persona, no podemos permitir que pasen otros 75
años para que esta piedra angular de los derechos hu-
manos, que es el derecho a la libertad religiosa, quede
auténticamente consagrado en nuestro orden jurídico.

En consecuencia, para no dar la impresión de que los
ministros de culto se rigen por una legislación particu-
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lar, sería conveniente homologar la temporalidad re-
querida para renunciar a su calidad de ministros de
culto con la establecida para algunos funcionarios y
miembros de las fuerzas armadas de la Constitución,
que es de 90 días.

Asimismo, es necesario modificar la Ley de Asociacio-
nes Religiosas y Culto Público en este mismo sentido,
pero además definir con claridad a quien debe atribu-
írsele el carácter de ministro de culto y aplicar a estos la
legislación común que rige a todo ciudadano, dejando
para la legislación electoral las prohibiciones y sancio-
nes aplicables a cualquier persona que pretenda impe-
dir o adulterar el proceso electoral democrático.

En este sentido, la Comisión Nacional para Prevenir la
Discriminación, en su Reporte sobre la discriminación
en México 2012, señala que: “Sería difícil argumentar
que no se trata de un acto discriminatorio cuando a una
persona que elige dedicarse por completo a la religión
que profesa se le excluye de sus derechos políticos, con-
siderando que el artículo 1 constitucional prohíbe la
discriminación por motivos religiosos”.

En resumen, después de haber revisado y analizado los
contenidos de los preceptos legales que tutelan la libertad
religiosa y los derechos fundamentales, principalmente el
del voto pasivo, se llega a la conclusión de que las limita-
ciones propuestas por la Constitución y la legislación se-
cundaria, son poco razonables y suponen una clara discri-
minación para quienes por vocación propia o por precepto
legal, se consideran como ministros de culto. 

La limitante para el ejercicio de los derechos políticos de
los ministros de culto ha sido motivo de serios debates, ya
que hay quienes, desde un punto de vista estricto de dere-
chos humanos, perciben una violación hacia los ministros
al prohibir que estos personajes puedan desempeñar cargos
de elección popular o cargos públicos superiores; es decir,
basados en el principio de igualdad, resulta desde su ópti-
ca, discriminatorio que a los ministros de culto por el sim-
ple hecho de ejercer esa actividad, que es lícita, se le coar-
te ese derecho ciudadano.

Si bien es cierto que la actividad política y la actividad mi-
nisterial son opuestas por naturaleza, es decir, que existe
incompatibilidad entre ambas, también lo es que una y otra
representan, no sólo derechos fundamentales, sino activi-
dades e intereses inherentes a la persona humana, por tan-

to a nivel individual no necesariamente tener un interés de
tipo político, anula el interés de ejercer una actividad de
ministerio religioso y viceversa. 

Asimismo, vale la pena recordar la garantía individual con-
sagrada en el artículo 5o. constitucional, que establece que
“A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la
profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode,
siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá ve-
darse por determinación judicial, cuando se ataquen los de-
rechos de la sociedad…”

Por consiguiente, los llamados ministros de culto ejercen
actividades lícitas que les deben ser reconocidas por la so-
ciedad en su conjunto, lo que sustenta entonces que el mi-
nisterio de algún culto es tan importante como cualquier
otra profesión, oficio o actividad reconocida por la ley.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, en nombre del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social me per-
mito someter a la consideración de esta soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 55, 82 y 130 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público

Primero. Se reforman los artículos 55, 82 y 130 derogan-
do el inciso d) de este último todo de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar de la si-
guiente manera: 

Artículo 55. Para ser diputado se requieren los siguientes
requisitos:

I. a V…

VI. No ser ministro de algún culto religioso, a menos
que se separe de sus funciones ministeriales 90 días
antes del día de la elección.

Artículo 82. Para ser presidente se requiere:

I. a III…

IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro
de algún culto, a menos que se separe de sus funcio-
nes ministeriales 90 días antes del día de la elección. 
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Artículo 130

… 

a) a c)…

d) En los términos de la ley reglamentaria, los minis-
tros de cultos no podrán desempeñar cargos públicos
a menos que se separen de sus funciones ministeria-
les 90 días antes del día de la elección.

e) Los ministros no podrán realizar proselitismo a fa-
vor o en contra de candidato, partido o asociación
política alguna, en el desempeño de celebraciones, ri-
tuales, ceremonias o cualquier acto público de carác-
ter religioso. Tampoco podrán en reunión pública, en
actos del culto o de propaganda religiosa, ni en publica-
ciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del pa-
ís o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma,
los símbolos patrios.

Segundo. Se reforma el artículo 12 y 14 de la Ley de Aso-
ciaciones Religiosas y Culto Público, para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 12. Para los efectos de esta ley, se consideran mi-
nistros de culto a todas aquellas personas mayores de edad
a quienes las asociaciones religiosas a que pertenezcan
confieran ese carácter. Las asociaciones religiosas deberán
notificar a la Secretaría de Gobernación su decisión al res-
pecto. En caso de que las asociaciones religiosas omitan
esa notificación, o en tratándose de iglesias o agrupaciones
religiosas, se tendrán como ministros de culto a quienes
ejerzan en ellas como principal ocupación, la dirección
de la liturgia o el servicio religioso propio de cada con-
fesión o asociación religiosa.

Artículo 14. Los ciudadanos mexicanos que ejerzan el mi-
nisterio de cualquier culto, tienen derecho al voto en los
términos de la legislación electoral aplicable. Podrán ser
votados para puestos de elección popular y podrán des-
empeñar cargos públicos superiores, sujetándose a las
disposiciones previstas en la legislación electoral y a las
prohibiciones y sanciones aplicables a cualquier perso-
na que pretenda impedir o adulterar el proceso electo-
ral democrático.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Fix-Fierro, Héctor, (2006). “Los Derechos Políticos de los Mexica-
nos”. UNAM, pp.22-23.

2 Bobbio, Norberto (2005), El futuro de la democracia, México, Fon-
do de Cultura Económica.

3 Es un documento redactado en Inglaterra en 1689, que impuso el Par-
lamento inglés al príncipe Guillermo de Orange para poder suceder al
rey Jacobo II.

4 Artículo 6: “La Ley es la expresión de la voluntad general. Todos los
ciudadanos tienen el derecho de participar personalmente, o por medio
de sus representantes, en su formación. Debe ser la misma para todos,
tanto si protege como si castiga. Todos los ciudadanos, al ser iguales
ante ella, son igualmente admisibles en todas las dignidades, puestos y
empleos públicos, según su capacidad y sin otra distinción que la de
sus virtudes y la de sus talentos”.

5 1. “Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su pa-
ís, directamente o por medio de representantes libremente escogidos...
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público;
esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas, que habrán
de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por vo-
to secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad
del voto” (artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos)

6 Tomadas de la Crónica Parlamentaria de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, correspondiente a la sesión del 10 de diciembre
de 1991. http://cronica.diputados.gob.mx/iniciativas/55/018.html.

7 Pacheco, Alberto, (Sin año). “Situación jurídica de los ministros de
culto”. Consultable en http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/1/494/
9.pdf. 

8 Es un sociólogo, historiador y científico social mexicano especiali-
zado en religión, laicidad y democracia. Es profesor-investigador en El
Colegio de México, adscrito al Centro de Estudios Sociológicos, del
cual fue director entre 2006 y 2012.
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9 González Schmal, Raúl. Limitaciones y ambigüedades de la nueva

legislación en materia religiosa. Consultado en http://www.juridi-
cas.unam.mx/publica/librev/rev/jurid/cont/24/pr/pr8.pdf.

10 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de octubre de 2016.— Dipu-
tados: Hugo Éric Flores Cervantes (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputado Flores Cervantes. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales la parte que le co-
rresponda, y a la Comisión de Gobernación la parte
que a su vez le corresponde para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Tiene la palabra, hasta por tres minutos, la diputada Ana
Guadalupe Perea Santos, para presentar iniciativa a nom-
bre del diputado Alejandro González Murillo, del Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
artículo 6, 19 y 36 de la Ley General de Desarrollo Social. 

La diputada Ana Guadalupe Perea Santos: Con el per-
miso de la Presidencia. Honorable asamblea, la suscrita en
representación del diputado Alejandro González Murillo,
coordinador del Grupo Parlamentario de Encuentro Social,
acudo a someter a consideración de esta soberanía las ini-
ciativas con proyecto de decreto que reforman el artículo 6
y adiciona una fracción X al artículo 19 y las fracciones X
y XI al artículo 36 de la Ley General de Desarrollo Social
en Materia de Medición de Pobreza, y con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversos artículos a la Ley de
Coordinación Fiscal en Materia de Testigos Sociales.

Con la iniciativa que reforma la Ley de Desarrollo Social,
Encuentro Social pretende incorporar a los criterios de me-
dición de pobreza dos nuevos indicadores. El primero, re-
lacionado con la calidad de entorno urbano de la vivienda.
El segundo, que aborda el acceso a las tecnologías de la in-
formación y comunicación dentro de la vivienda.

Consideramos que establecer en la ley que los programas y
acciones encaminados a garantizar el acceso de calidad a
ambos criterios sean considerados como prioritarios y de

interés público y reconocerlos como derecho para el desa-
rrollo social, actualiza y armoniza nuestra política de Esta-
do en materia de desarrollo social.

Con la iniciativa que reforma la Ley de Coordinación Fis-
cal buscamos incorporar la figura del testigo social y fa-
cultarlo para participar con derecho a voz en los procesos
de licitación, ejecución y finiquito de los contratos de obra
y adquisiciones que realicen las entidades federativas y la
Ciudad de México con cargo al Fondo de Aportaciones Fe-
derales.

De este modo, con acciones legislativas que promueven la
transparencia y detonan el desarrollo social en México, en
Encuentro Social honramos nuestra palabra de resonar en
el Congreso las demandas sociales que durante largos años
habían esperado trascender. 

No hay camino para el reencuentro, el Encuentro Social es
el camino. Por su atención, muchas gracias. Es cuanto,
diputada presidenta. 

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 6o., 19 y 36
de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo del dipu-
tado Alejandro González Murillo, del Grupo Parlamentario
del PES

Alejandro González Murillo, diputado del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social en la LXIII Legisla-
tura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
por los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 6 y adiciona una fracción X al artículo 19 y las
fracciones X y XI al artículo 36 de la Ley General de De-
sarrollo Social, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa propone la incorporación de nuevos
indicadores, con la finalidad de poder contar con criterios,
distintos al ingreso, que permitan una mejor medición de la
pobreza. Lo anterior, en razón que, a la mesura tradicional,
se le han adicionado una serie de referentes multidimen-
sionales del fenómeno social.

La incorporación de los índices de carencias ha posibilita-
do conocer, de forma más extensa, el problema; sus causas
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y sus posibles soluciones. Además, ha permitido la imple-
mentación de programas que, de manera más efectiva, con-
tribuyan con el abatimiento de este grave problema.

En este orden de ideas, la iniciativa que sometemos a con-
sideración de esta soberanía propone integrar dos nuevos
indicadores de carencias –entorno urbano y acceso a inter-
net y computadora en vivienda-, habida cuenta que, al día
de hoy, resulta de la mayor relevancia el poder contar con
un ordenador y conexión a internet para el desarrollo inte-
gral de cualquier joven; por tal razón, se considera rele-
vante incluir dicho referente dentro de las carencias que
ponen en vulnerabilidad a quien las padecen.

De igual forma, la inclusión del entorno urbano como indi-
cador de pobreza se explica en razón de que, su presencia
o ausencia, determina el grado de desarrollo económico;
contribuye o no con la seguridad pública; abona o afecta a
la calidad de vida en comunidad y garantiza o restringe el
desarrollo integral de los pobladores. No contar con un óp-
timo entorno urbano pone en vulnerabilidad a quienes ahí
residen. Los criterios propuestos se explican con el si-
guiente marco teórico:

I. Infraestructura, equipamiento y servicios urbanos,
elementos de una vivienda digna y decorosa

I.I. Marco Normativo

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce el derecho que tienen las familias para contar con
una vivienda digna y decorosa; el cual se encuentra conte-
nido en su artículo 4o., que a la letra dice: “Artículo 4º (…)

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos
y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

(…)”

Por otra parte, la Ley de Vivienda, en su artículo 2º, esta-
blece las características generales que deberá tener una vi-
vienda para poder ser considerada como digna y decorosa;
al respecto, dicho ordenamiento establece lo siguiente: 

“Artículo 2o. Se considerará vivienda digna y decorosa
la que cumpla con las disposiciones jurídicas aplica-
bles en materia de asentamientos humanos y cons-
trucción, salubridad, cuente con espacios habitables y
auxiliares, así como con los servicios básicos y brinde a

sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propie-
dad o legítima posesión, y contemple criterios para la
prevención de desastres y la protección física de sus
ocupantes ante los elementos naturales potencialmente
agresivos.” 

De igual manera, el artículo 3 de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos (LGAH), establece que, el ordena-
miento territorial1 y el desarrollo urbano2, tienen como fin,
mejorar el nivel y la calidad de vida la población; para lo
cual, se requiere dotar de la suficiente y oportuna infraes-
tructura3, equipamiento4 y servicios urbanos5; el ordena-
miento establece lo siguiente:

“Artículo 3o. El ordenamiento territorial de los asenta-
mientos humanos y el desarrollo urbano de los centros
de población, tenderá a mejorar el nivel y calidad de vi-
da de la población urbana y rural, mediante:

I. a X. (…)

XI. La estructuración interna de los centros de po-
blación y la dotación suficiente y oportuna de in-
fraestructura, equipamiento y servicios urbanos;

XII a XVIII. (…)

XIX. El desarrollo y adecuación en los centros de po-
blación de la infraestructura, el equipamiento y los
servicios urbanos que garanticen la seguridad, libre
tránsito y accesibilidad que requieren las personas
con discapacidad.”

Por otra parte, la fracción VI del artículo 5 de la LGAH;
expresa que la ejecución de obras de infraestructura, equi-
pamiento y servicios urbanos, son de utilidad pública.

“Artículo 5o. Se considera de utilidad pública:

I a V. (…)

VI. La ejecución de obras de infraestructura, equi-
pamiento y servicios urbanos;

VII a VIII. (…)”

La Ley General de Asentamientos Humanos, en su artícu-
lo 7, establece que la federación, a través de la Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, promoverá la
construcción de obras de infraestructura y equipamiento
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para el desarrollo regional y urbano; mismo que establece
lo siguiente:

“Artículo 7o. Corresponden a la federación, a través de
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y urbano,
las siguientes atribuciones:

I a V. (…)

VI. Promover la construcción de obras de infraes-
tructura y equipamiento para el desarrollo regional
y urbano, en coordinación con los gobiernos estata-
les y municipales y con la participación de los secto-
res social y privado;

VII a XVI. (…)”

De igual forma, la LGAH en su artículo 8 establece que, a
los estados, les corresponde participar en la dotación de in-
fraestructura, equipamiento y servicios urbanos:

“Artículo 8o. Corresponden a las entidades federativas,
en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las si-
guientes atribuciones:

I. a VII. (…)

VIII. Participar, conforme a la legislación federal y
local, en la constitución y administración de reservas
territoriales, la regularización de la tenencia de la
tierra urbana, la dotación de infraestructura, equi-
pamiento y servicios urbanos, así como en la protec-
ción del patrimonio cultural y del equilibrio ecológico
de los centros de población;

IX. a XIII. (…)”

Asimismo, se establece que la legislación estatal de desa-
rrollo urbano establecerá disposiciones en materia de cons-
trucción de infraestructura y equipamiento, así como la do-
tación de servicios, equipamiento o infraestructura urbana
en áreas que no los dispongan.

“Artículo 32. La legislación estatal de desarrollo urbano
señalará los requisitos y alcances de las acciones de
conservación, mejoramiento y crecimiento de los
centros de población, y establecerá las disposiciones
para:

I. a IV. (…)

V. La construcción de vivienda, infraestructura y
equipamiento de los centros de población;

VI. a VII. (…) 

Artículo 33. Para la ejecución de acciones de conser-
vación y mejoramiento de los centros de población,
además de las previsiones señaladas en el artículo ante-
rior, la legislación estatal de desarrollo urbano estable-
cerá las disposiciones para:

I. a IV. (…)

V. La dotación de servicios, equipamiento o infraes-
tructura urbana, en áreas carentes de ellas;

VI a X. (…)”

Por último, para fomentar el desarrollo urbano, la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, establece que los tres ór-
denes de gobierno deberán fomentar la coordinación y con-
certación de acciones e inversiones para la infraestructura,
equipamiento y servicios urbanos. 

“Artículo 51. La federación, las entidades federativas y
los municipios fomentarán la coordinación y la concer-
tación de acciones e inversiones entre los sectores pú-
blico, social y privado para:

I. a III. (…)

IV. La canalización de inversiones en reservas territo-
riales, infraestructura, equipamiento y servicios urba-
nos;

V. La satisfacción de las necesidades complementarias
en infraestructura, equipamiento y servicios urbanos,
generadas por las inversiones y obras federales;

VI. a XIII. (…)”

Por otra parte, en su artículo 115 la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, establece que el municipio
es el orden de gobierno responsable de la provisión de in-
fraestructura, equipamiento y servicios urbanos.

“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen
interior, la forma de gobierno republicano, representati-
vo, democrático, laico y popular, teniendo como base de
su división territorial y de su organización política y ad-
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ministrativa, el municipio libre, conforme a las bases si-
guientes:

I. a II. (…)

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamien-
to y disposición de sus aguas residuales; 

b) Alumbrado público. 

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposi-
ción final de residuos; 

d) Mercados y centrales de abasto. 

e) Panteones. 

f) Rastro. 

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de
esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsi-
to; e 

i) Los demás que las legislaturas locales determinen se-
gún las condiciones territoriales y socio-económicas de
los Municipios, así como su capacidad administrativa y
financiera. Sin perjuicio de su competencia constitucio-
nal, en el desempeño de las funciones o la prestación de
los servicios a su cargo, los municipios observarán lo
dispuesto por las leyes federales y estatales. (…)”

Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamien-
tos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz
prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio
de las funciones que les correspondan. 

En este caso y tratándose de la asociación de municipios
de dos o más estados, deberán contar con la aprobación
de las legislaturas de los estados respectivas. Asimismo
cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesa-
rio, podrán celebrar convenios con el estado para que
éste, de manera directa o a través del organismo corres-
pondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos
de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente
por el Estado y el propio municipio;

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito munici-
pal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y
para los efectos que prevenga la ley.

IV a X. (…)”

I.II. Infraestructura, equipamiento y servicios urba-
nos: información estadística

Nuestro país sufre de un rezago significativo en materia de
infraestructura, equipamiento y servicios urbanos. De
acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2010, en
México residen 77 millones 757 mil 728 personas en loca-
lidades de 5 mil habitantes y más, de los cuales, cerca de
50 por ciento reside en viviendas cuyas vialidades que la
circundan no cuentan, en su totalidad, con pavimentación6;
53.7 por ciento no disponen totalmente con banquetas7,
60.9 por ciento con guarnición; 47 por ciento con alumbra-
do público y 73 por ciento con nomenclatura, en la totali-
dad de sus calles. (Ver cuadro 1)

Cuadro 1: Población en localidades 
de 5 mil habitantes o más, según disponibilidades

Fuente: Elaboración propia con base en el Instituto Nacional de Estadística y

Geografía (Inegi). Infraestructura y Características del Entorno Urbano 2010

El recubrimiento en las vialidades (pavimentación) es un
elemento constructivo que contribuye a reducir las enfer-
medades respiratorias, estomacales y dermatológicas, ade-
más que facilita el desplazamiento del transporte, vehícu-
los, personas, bienes, mejora la imagen de los centros de
población, dignifica los espacios públicos, permite la ins-
talación de mobiliario urbano y delimita la propiedad (In-
egi b, 2010: 9). 

Respecto a las banquetas, no queda duda: están destinadas
para el desplazamiento, a pie, de las personas y, al tener
una altura más elevada que la calle (arroyo vehicular), ase-
gura la integridad física y comodidad peatonal; por su par-
te, las guarniciones sirven para delimitar las banquetas, ca-
mellones, isletas y delinear el pavimento, dando seguridad
al tránsito vehicular y peatonal; además de servir para cap-
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tar y conducir los escurrimientos superficiales (Inegi b,
2010: 11). 

A su vez, el alumbrado público posibilita la iluminación
nocturna para el tránsito de personas y vehículos; lo cual,
abona a la seguridad y prevención de accidentes y delitos;
además de permitir el funcionamiento de establecimientos
económicos en horarios nocturnos. (Inegi b, 2010: 14).

Por su parte, la disponibilidad de letreros con nombre de
las calles o nomenclatura, sirve para identificar y localizar
predios e inmuebles, mediante la construcción de direccio-
nes, con lo cual, se facilitan la orientación, ubicación y
desplazamiento, así como el ordenamiento urbano. (Inegi
b, 2010: 14).

II. Acceso a tecnologías de la información y comunica-
ción

II.I. Marco normativo

El acceso a las tecnologías de la información y comunica-
ción, es un derecho garantizado por el Estado mexicano.
En el párrafo tercero del artículo 6 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el cual, señala lo si-
guiente:

“Artículo 6. (…)

(...)

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecno-
logías de la información y comunicación, así como a
los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, in-
cluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el
Estado establecerá condiciones de competencia efectiva
en la prestación de dichos servicios.

(…)”

A través de políticas públicas, el Estado debe garantizar la
inclusión digital, así como los servicios de telecomunica-
ciones y radiodifusión, que son servicios públicos de inte-
rés general. En el apartado B, del artículo 6, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
establece:

“Artículo 6. (…)

A. (…)

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

I. El Estado garantizará a la población su integración a
la sociedad de la información y el conocimiento, me-
diante una política de inclusión digital universal con
metas anuales y sexenales.

II. Las telecomunicaciones son servicios públicos de
interés general, por lo que el Estado garantizará que se-
an prestados en condiciones de competencia, calidad,
pluralidad, cobertura universal, interconexión, conver-
gencia, continuidad, acceso libre y sin injerencias arbi-
trarias.

III. La radiodifusión es un servicio público de interés
general, por lo que el Estado garantizará que sea pres-
tado en condiciones de competencia y calidad y brinde
los beneficios de la cultura a toda la población, preser-
vando la pluralidad y la veracidad de la información, así
como el fomento de los valores de la identidad nacional,
contribuyendo a los fines establecidos en el artículo 3o.
de esta Constitución.

(…)”

De igual forma, nuestra Carta Magna, faculta al Congreso
de la Unión para dictar leyes en la materia. La fracción
XVII del artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, establece lo siguiente:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XVI. (…)

XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de comuni-
cación, tecnologías de la información y la comunica-
ción, radiodifusión, telecomunicaciones, incluida la
banda ancha e Internet, postas y correos, y sobre el uso
y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal. 

XVIII. a XXX. (…)

Por otra parte, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión (LFTR), delimita la responsabilidad que tiene
la Secretaria de Comunicaciones y Transportes en materia
de cobertura universal y social; de este modo, en su artícu-
lo 9 señala:

Artículo 9. Corresponde a la Secretaría:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016317



I. y II. (…)

III. Planear, fijar, instrumentar y conducir las políticas y
programas de cobertura universal y cobertura social
de conformidad con lo establecido en esta Ley;

IV. (…)

V. Coordinarse con el Instituto para promover, en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, el acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación y a los
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, in-
cluido el de banda ancha e Internet, en condiciones de
competencia efectiva;

VI. (…)

VII. Establecer programas de acceso a banda ancha
en sitios públicos que identifiquen el número de sitios
a conectar cada año de manera progresiva, hasta alcan-
zar la cobertura universal;

VIII a XXIII. (…)”

En este mismo sentido, el artículo 210 de la LFTR, esta-
blece, respecto de la cobertura universal, lo siguiente:

“Artículo 210. Para la consecución de la cobertura uni-
versal, la Secretaría elaborará cada año un programa de
cobertura social y un programa de conectividad en sitios
públicos.”

De igual forma, el artículo 211 de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión, establece cual será el ob-
jetivo del programa de cobertura social:

“Artículo 211. El objetivo del programa de cobertura so-
cial es incrementar la cobertura de las redes y la pe-
netración de los servicios de telecomunicaciones en
zonas de atención prioritaria definidas por la Secreta-
ría. Para la elaboración del programa de cobertura so-
cial, la Secretaría se coordinará con los gobiernos de las
entidades federativas, el Gobierno del Distrito Federal,
los municipios y el Instituto. También recibirá y evalua-
rá las propuestas de cualquier interesado por el medio
que establezca la Secretaría para tal efecto. La Secreta-
ría definirá los servicios de telecomunicaciones y radio-
difusión que se incluirán en el programa de cobertura
social, con prioridad a los servicios de acceso a Internet
y servicios de voz, y diseñará y promoverá los incenti-

vos para la participación de los concesionarios en el
mismo.”

II.II. Acceso a tecnologías de la información y comuni-
cación: información estadística

En México, el principal rezago que presentan los hogares
mexicanos en materia de tecnologías de la información y la
comunicación, se concentra en el acceso a equipos de cóm-
puto e internet. De acuerdo con la Encuesta Intercensal
2015, de un total de 31 millones 924 mil 863 viviendas par-
ticulares habitadas, más de las dos terceras partes no dis-
ponen de computadora (66.87 por ciento) e internet (66.53
por ciento), mientras que la televisión (92.97 por ciento) y
el teléfono celular (78.59 por ciento) son los dispositivos
electrónicos a los que los hogares tienen un mayor y mejor
acceso. (Ver cuadro 2)

Cuadro 2: Viviendas particulares habitadas, 
según disponibilidad de tecnologías de la 

información y la comunicación

Objetivo de la iniciativa

El objetivo de la presente iniciativa consiste en:

i) Establecer como derecho social, el acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación, así como
la calidad del entorno urbano.

ii) Establecer como prioritarios y de interés público,
los programas y acciones dirigidos a garantizar el ac-
ceso a las tecnologías de la información y comunica-
ción, a las personas en situación de pobreza o margina-
ción.

iii) Incluir el entorno urbano de la vivienda y el ac-
ceso a las tecnologías de la información y comunica-
ción en la vivienda, como nuevos indicadores, para la
medición de la pobreza.
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Impacto presupuestal

La iniciativa no implica impacto presupuestal alguno, toda
vez que la propia Ley General de Desarrollo Social esta-
blece que, para fines de definición, identificación y medi-
ción de la pobreza, se deberá utilizar la información que
genere el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi). 

En este sentido, la información correspondiente a las ca-
racterísticas del entorno urbano y del acceso a las tecnolo-
gías de la información y comunicación es captada por el In-
egi, a través del Censo de Población y Vivienda, así como
por Encuestas Nacionales.

Cuadro comparativo

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto que reforma el artículo 6 y adiciona una frac-
ción X al artículo 19 y las fracciones X y XI al artículo
36 de la Ley General de Desarrollo Social

Único. Se reforma el artículo 6, se adiciona una fracción X
al artículo 19, y se adicionan las fracciones X y XI del ar-
tículo 36, todos de la Ley General de Desarrollo Social pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 6

Son derechos para el desarrollo social la educación, la sa-
lud, la alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda y su
entorno urbano, el acceso a las tecnologías de la infor-
mación y comunicación, el disfrute de un medio ambien-
te sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la
no discriminación en los términos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 19

Son prioritarios y de interés público: 

(I. a IX. …)
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X. Los programas y acciones para el acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación de las
personas en condiciones de pobreza o marginación

Artículo 36

(…)

(I. a IX. …)

X Calidad del entorno urbano de la vivienda.

XI Acceso a tecnologías de la información y comuni-
cación en la vivienda

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Consejo Nacional de Evaluación de la Políti-
ca Social, contará con un término de seis meses, contados
a partir de la publicación del presente decreto, para publi-
car la metodología para la medición multidimensional de la
pobreza.

Notas:

1 La ley define, en la fracción XIV del artículo 2, al ordenamiento te-
rritorial de los asentamientos humanos: el proceso de distribución
equilibrada y sustentable de la población y de las actividades econó-
micas en el territorio nacional;

2 La ley define, en la fracción VIII del artículo 2, al desarrollo urba-
no: el proceso de planeación y regulación de la fundación, conserva-
ción, mejoramiento y crecimiento de los centros de población;

3 La ley define, en la fracción XII del artículo 2, a la infraestructura
urbana: los sistemas y redes de organización y distribución de bienes
y servicios en los centros de población;

4 La ley define, en la fracción X del artículo 2, al equipamiento ur-
bano: el conjunto de inmuebles, instalaciones, construcciones y mobi-
liario utilizado para prestar a la población los servicios urbanos y des-
arrollar las actividades económicas;

5 La ley define, en la fracción XVIII del artículo 2, a los servicios ur-
banos: las actividades operativas públicas prestadas directamente por

la autoridad competente o concesionadas para satisfacer necesidades
colectivas en los centros de población;

6 “Existen distintos tipos de recubrimiento de calles y su aplicación de-
pende de la función y jerarquía de la vialidad (primaria, secundaria, lo-
cales, peatonales, etcétera.), de las características del terreno y de la
imagen o paisaje del asentamiento. Se considera como recubrimiento
cualquier tipo de revestimiento que presente la calle, ya sea asfalto (o
pavimento como se conoce en México), concreto, adoquines o pie-
dras.” (INEGI b, 2010: 9)

7 “La construcción de banquetas y guarniciones está normada en los
reglamentos urbanos en cuanto a las dimensiones, materiales, texturas
y técnicas de colocación las cuales varían de acuerdo con las caracte-
rísticas del asentamiento humano y al tipo de vialidad.” (Inegi b, 2010:
9)

Referencias
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• Instituto Nacional de Geografía y Estadística a (2015) Encuesta In-
tercensal 2015.Síntesis metodológica y conceptual

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de moviembre de 2016.— Dipu-
tada y diputado: Ana Guadalupe Perea Santos, Alejandro González
Murillo  (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Gracias, diputada Perea Santos. Túrnese a la Comisión
de Desarrollo Social, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que reforma y deroga diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y del
decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 75,
115, 116, 122, 123 y 127 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, publicado en el DOF el 24 de
agosto de 2009, a cargo del diputado Juan Carlos Ruíz Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito Diputado Juan Carlos Ruíz García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, en
ejercicio de las facultades que me confieren los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos así como el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I, artículo 76, numeral I, fracción II, artículo 77, nu-
meral 1, y artículo 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, me permito poner a la consideración de esta tri-
buna, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y de-
roga diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Lo anterior, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Como consecuencia del creciente malestar social originado
por casos de excesivos emolumentos percibidos por servi-
dores públicos de los tres órdenes de gobierno que sobre-
pasaban toda conducta ética pública, se reformaron y adi-
cionaron diversas disposiciones contenidas en los artículos
75, 115, 116, 122, 12 y 127 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, mediante un decreto que
fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de
agosto de 2009.

El escarnio público sin duda orilló a que la reforma antes
mencionada transitara el proceso legislativo correspon-
diente, lo que permitió establecer límites y candados para
regir el tema en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Un país como el nuestro que, gracias a
la corrupción y la mala administración del Poder Ejecutivo
Federal, tiene un creciente número de personas en situa-
ción de pobreza no puede permitirse tener servidores pú-
blicos con remuneraciones ni prebendas fuera de todo con-
texto y proporción.

Ejemplo de ello es un estudio elaborado por la CEPAL
(Comisión Económica para América Latina y el Caribe), el
cual concluyó que “México es uno de los tres países, junto
con Guatemala y Venezuela, en donde más ha crecido la
pobreza [...] entre 2014 y 2015, [...] avanzó a 53.2%.”1

En este sentido, es que los legisladores tenemos el deber de
velar por dos cuestiones de suma trascendencia para el ar-
mónico desarrollo de la Nación; por un lado, crear institu-
ciones eficaces, inclusivas y responsables; por otra parte,
también tenemos el deber de promover la transparencia y
la rendición de cuentas, con el objetivo de forjar una so-
ciedad informada, que cuente con elementos suficientes
para tomar decisiones con pleno conocimiento de causa
acerca de quienes encabezan sus instituciones.

Lo anterior tiene dos fundamentos de toda relevancia, el
primero de ellos es el recientemente aprobado Sistema Na-
cional Anticorrupción, que persigue, entre otros objetivos,
el de fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones
nacionales; el segundo de ellos lo encontramos en la Agen-
da para el Desarrollo Sostenible 2030, que es un esfuerzo
global encabezado por la Organización de las Naciones
Unidas (ONU), que pretende reducir la desigualdad, forta-
lecer las instituciones gubernamentales, promover la justi-
cia, la paz y la transparencia y preservar el medio ambien-
te.

En este sentido, es pertinente asentar que la Agenda 2030
para el Desarrollo Sostenible está conformada por diversos
objetivos y metas, los cuales fueron suscritos por el Estado
mexicano, vale agregar. Adicionalmente a los fines men-
cionados en el párrafo anterior, con la reforma propuesta en
el presente documento, se estaría abonando al cumplimien-
to de múltiples objetivos y metas de la Agenda antes refe-
rida, llamados Objetivos de Desarrollo Sostenible, ergo:

Objetivo 16: Promover sociedades pacíficas e inclusivas
para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la jus-
ticia para todos y crear instituciones eficaces, responsa-
bles e inclusivas a todos los niveles.

Meta 16.5 Reducir sustancialmente la corrupción y el
soborno en todas sus formas.

Meta 16.6 Crear instituciones eficaces, responsables y
transparentes a todos los niveles.

Meta 16.10 Garantizar el acceso público a la informa-
ción y proteger las libertades fundamentales, de confor-
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midad con las leyes nacionales y los acuerdos interna-
cionales.

Objetivo 10: Reducir la desigualdad en y entre los paí-
ses.

10.3 Garantizar la igualdad de oportunidades y reducir
la desigualdad de los resultados, en particular mediante
la eliminación de las leyes, políticas y prácticas discri-
minatorias y la promoción de leyes, políticas y medidas
adecuadas a ese respecto.

No obstante las premisas antes enunciadas, las disposicio-
nes contenidas en el Artículo Tercero Transitorio del de-
creto arriba referido, resultaron desafortunadas, ya que no
respetan el parámetro fundamental para definir la remune-
ración de los servidores públicos, el cual debe ser, en todo
caso, directamente proporcional a la responsabilidad del
cargo desempeñado.

Es oportuno recordar que las bases constitucionales para la
definición de la remuneración de los servidores públicos de
la federación, las entidades federativas y los municipios, se
encuentran en el artículo 127 constitucional, resultando el
artículo que no se observa en el decreto de la reforma cons-
titucional en comento.

El artículo constitucional antes referido, establece que las
percepciones económicas de ningún servidor público no
pueden ser superiores a las devengadas por el Presidente de
la República, puesto que, en dicho cargo, por mucho, se
ejerce mayor responsabilidad pública del país, por ejem-
plo, que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, Consejeros de Judicatura Federal,
Consejeros del Consejo General del Instituto Nacional
Electoral y los Magistrados de los Poderes Judiciales de las
entidades federativas de nuestro país.

Actualmente, las remuneraciones de los Ministros de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación y la de los Magis-
trados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración es por mucho, superior a la estipulada para el Presi-
dente de la República, tal y como puede constatarse en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio
2016 e incluso en ejercicios anteriores, ya que esto ha sido
una práctica desde hace ya varios años.

Durante el proceso de discusión de la reforma en comento,
específicamente para el Artículo Tercero Transitorio, algu-

nos actores políticos manifestaron que las percepciones de-
bían mantenerse, pues la misma Constitución Política dis-
pone que su emolumento no debe ser disminuido durante el
ejercicio de su cargo.

En virtud de tales manifestaciones, es que se optó por su-
primir ese dispositivo de los artículos 94, 116 y 122 de la
Constitución Política, a fin de que pueda ser disminuido el
emolumento de dichos servidores públicos durante su en-
cargo. Ello por razones de equidad y proporcionalidad, am-
bas, bases de la verdadera justicia, las remuneraciones de
los servidores públicos no deben ser en ningún caso, supe-
riores a las del Presidente de la República.

Es precisamente por dicha razón que, deben ser disminui-
dos los emolumentos de los Ministros de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación y de cualquier otro servidor pú-
blico de los tres órdenes de gobierno, con el propósito de
ubicarlos en un rango inferior a los emolumentos recibidos
por el Presidente de la República.

Esta iniciativa pretende hacer verdaderamente operante la
reforma constitucional en materia de control de las remune-
raciones de los servidores públicos, que como se asentó lí-
neas arriba fue promulgada mediante publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación del día 24 de agosto de 2009.

En esta tesitura, es que se propone una nueva redacción en
el Artículo Tercero Transitorio en comento, para que la re-
forma antes citada comience a implementarse a partir del
ejercicio fiscal 2017, pues ya está en vigencia el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2016, además de
atender al principio de anualidad que rige a los ejercicios
fiscales.

De esta forma, se favorecerá el cumplimiento de diversos
objetivos, el fortalecimiento institucional, la igualdad, la
transparencia en el ejercicio público y aquellos planteados
en los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sos-
tenible; es decir, conseguiremos un marco jurídico más só-
lido que regirá de mejor manera las remuneraciones de los
servidores públicos de los tres ámbitos de gobierno.

Por lo anteriormente expuesto y de conformidad a lo pres-
crito en el párrafo primero, del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y artículo 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable soberanía el siguiente:
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Proyecto de decreto por el que se adicionan, reforman y
derogan diversas disposiciones de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 122, apartado A,
fracción IV, párrafo tercero; y se derogan el artículo 94,
párrafo undécimo; artículo 116, párrafo segundo, fracción
III, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 94. ...

...

...

...

...

...

...

...

...

Derogado.

...

...

Artículo 116. ...

...

I. ... a II. ...

III. ...

...

...

...

...

Derogado.

IV. ... a IX. ...

Artículo 122. ...

A. ...

I. ... a III. ...

IV. ...

...

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el
tiempo que establezca la Constitución Política de la
Ciudad de México; podrán ser reelectos y, si lo fueren,
sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos
que establecen esta Constitución, así como la Constitu-
ción y las leyes de la Ciudad de México.

V. ... a XI. ...

...

Artículo Segundo. Se reforman el Artículo Tercero Tran-
sitorio, primer párrafo, así como los incisos a) y b) del mis-
mo del Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 75, 115, 116, 122, 123 y 127 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2009, pa-
ra quedar como sigue:

...

Artículo Tercero. A partir del ejercicio fiscal del año
2017, las remuneraciones de los ministros de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, los magistrados del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los ma-
gistrados de Circuito, los jueces de Distrito, los consejeros
de la Judicatura Federal, los integrantes del Consejo Gene-
ral del Instituto Federal Electoral y los magistrados y jue-
ces de los Poderes Judiciales Estatales, que actualmente es-
tén en funciones, se sujetarán a lo siguiente:

a) Las retribuciones nominales señaladas en los presu-
puestos vigentes no podrán ser superiores al monto
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máximo previsto en la base II del artículo 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

b) Las remuneraciones adicionales a las nominales, ta-
les como gratificaciones, premios, recompensas, bonos,
estímulos, comisiones, compensaciones, y cualquier re-
muneración en dinero o especie, no podrán exceder el
máximo establecido en la base II del artículo 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

c) ...

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Excélsior. (2016). México, uno de los tres países donde creció la po-

breza: Cepal. [versión electrónica] Disponible en: 

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2016/03/23/1082333 [consul-
tado: 25 de octubre de 2016].

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 6 diciembre
de 2016.— Diputado Juan Carlos Ruíz García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY
DEL SEGURO SOCIAL, Y LEY FEDERAL DE LOS
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 
REGLAMENTARIA DELAPARTADO B) DELARTÍCULO
123 CONSTITUCIONAL

El Secretario diputado Raúl Domínguez Rex: «Iniciati-
va que reforma los artículos 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 170 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, 101 de la Ley del Seguro Social y 28 de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucio-
nal, a cargo de la diputada Jisela Paes Martínez, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Jisela Paes Martínez, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 6o., fracción I
del numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman la
fracción V del Apartado A y el inciso c) de la fracción XI
del Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la fracción II del artícu-
lo 170 de la Ley Federal del Trabajo, el artículo 101 de la
Ley del Seguro Social y el artículo 28 de la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional, con arreglo a
la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF), la lactancia materna óptima de los lac-
tantes menores de dos años de edad tiene más repercusio-
nes potenciales sobre la supervivencia de los niños que
cualquier otra intervención preventiva, ya que puede evitar
1,4 millones de muertes de niños menores de cinco años en
el mundo.

Menciona que los niños amamantados tienen por lo menos
seis veces más posibilidades de supervivencia en los pri-
meros meses que los niños no amamantados. La lactancia
materna reduce drásticamente las muertes por las infeccio-
nes respiratorias agudas y la diarrea, dos importantes cau-
sas de mortalidad infantil, así como las muertes por otras
enfermedades infecciosas.

Si bien las tasas de lactancia materna no disminuyen a ni-
vel mundial, y muchos países han experimentado un au-
mento significativo en la última década, sólo el 38 por
ciento de los niños de menos de seis meses de edad en el
mundo en desarrollo reciben leche materna exclusivamen-
te y sólo 39 por ciento de los niños de 20 a 23 meses edad
se benefician de la práctica de la lactancia materna.

De igual forma, señala que la lactancia materna tiene una
extraordinaria gama de beneficios ya que tiene consecuen-
cias profundas sobre la supervivencia, la salud, la nutrición
y el desarrollo infantiles. La leche materna proporciona to-
dos los nutrientes, vitaminas y minerales que un bebé ne-
cesita para el crecimiento durante los primeros seis meses
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de vida; el bebé no necesita ingerir ningún otro líquido o
alimento.

Además, la leche materna lleva los anticuerpos de la ma-
dre, que ayudan a combatir las enfermedades. El acto de la
lactancia materna en sí estimula el crecimiento adecuado
de la boca y la mandíbula, y la secreción de hormonas pa-
ra la digestión y para que el bebé se sacie. La lactancia ma-
terna crea un vínculo especial entre la madre y el bebé y la
interacción entre la madre y el niño durante la lactancia
materna.

Aunado a lo anterior, tiene repercusiones positivas para la
vida en lo que se refiere a la estimulación, la conducta, el
habla, la sensación de bienestar y la seguridad, y la forma
en que el niño se relaciona con otras personas. La lactancia
materna también reduce el riesgo de padecer enfermedades
crónicas más adelante en la vida, tales como la obesidad, el
colesterol alto, la presión arterial alta, la diabetes, el asma
infantil y las leucemias infantiles. Los estudios han demos-
trado que los bebés alimentados con leche materna obtie-
nen mejores resultados en las pruebas de inteligencia y
comportamiento en la edad adulta que los bebés alimenta-
dos con fórmula.

Prácticamente todas las madres pueden amamantar, si se
les da el apoyo, los consejos y el aliento adecuados, así co-
mo ayuda práctica para resolver cualquier problema. Los
estudios han demostrado que el contacto en una etapa tem-
prana de la piel de la madre con la piel del bebé; la lactan-
cia materna con frecuencia y sin restricciones para asegu-
rar la producción continua de leche; y la ayuda para
posicionar y colocar el bebé, aumentan las posibilidades de
que la lactancia materna tenga éxito.

También contribuye a la salud de la madre inmediatamen-
te después del parto, ya que ayuda a reducir el riesgo de he-
morragia posparto. A corto plazo, la lactancia materna re-
trasa el retorno a la fertilidad y a largo plazo reduce la
diabetes tipo 2 y el cáncer de mama, de útero y de ovario.
Los estudios también han descubierto vínculos entre el ce-
se temprano de la lactancia materna y la depresión pospar-
to en las madres.

En el marco de la Semana Mundial de la Lactancia Mater-
na, 2015, bajo el lema “Amamantar y trabajar: ¡logremos
que sea posible!”, efectuada del 1 al 7 de agosto de los co-
rrientes, la UNICEF señaló que la alimentación con leche
materna y la buena nutrición en la infancia son aspectos

cruciales para lograr los Objetivos de Desarrollo del Mile-
nio y, en particular, los que se refieren a la supervivencia
infantil, como reducir en dos terceras partes la tasa de mor-
talidad entre los menores de cinco años para 2015, erradi-
car la pobreza extrema y el hambre.

Por ello, el UNICEF trabaja con aliados, gobiernos y co-
munidades para proteger y promover la lactancia natural,
apoyando leyes nacionales relacionadas con la alimenta-
ción de los recién nacidos, mejorando la atención pre y
posnatal y brindando recursos a las madres primerizas a ni-
vel de las comunidades. Otra gran prioridad para el UNI-
CEF es apoyar la lactancia materna durante las situaciones
de emergencia, cuando las malas prácticas alimentarias
suelen contribuir a la mortalidad infantil.

Las Organizaciones Panamericana de la Salud, y Mundial
de la Salud (OMS), a través de su Oficina Regional para las
Américas, señalaron que la lactancia materna es buena pa-
ra la economía, debido a su impacto positivo a nivel macro
y micro, el cual a menudo no es reconocido, incluso cuan-
do los beneficios que ofrece la lactancia materna para la sa-
lud de la madre y el niño son bien conocidos.

Se ha comprobado que se puede reducir considerablemen-
te el gasto en atención de salud. Por ejemplo, en Estados
Unidos, se calcula que los gastos directos en atención de
salud de los niños relacionados con tasas bajas de lactancia
materna ascendieron a 2 mil 200 millones de dólares esta-
dounidenses en 2007.

Respecto al país, se calcula que los gastos directos e indi-
rectos de no amamantar variaron entre 455.7 millones y 2
mil 126.6 millones de dólares estadounidenses en 2012.

La lactancia materna lleva a una fuerza laboral más sana.
Los beneficios para el lugar de trabajo posiblemente no se-
an tan visibles, pero entre ellos cabe señalar los siguientes:

• Lealtad con la empresa como resultado de la gratitud y
la satisfacción;

• Menor ausentismo porque los bebés se enferman con
menos frecuencia y menor gravedad;

• Retención de empleados (lo cual reduce la necesidad
de capacitación y la pérdida de personal calificado); y

• Mayor productividad.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de diciembre de 2016325



La promoción y el apoyo de la lactancia materna de las mu-
jeres que trabajan fuera de casa tienen en cuenta las reco-
mendaciones de la OMS sobre la lactancia materna exclu-
siva durante seis meses y la continuación de la lactancia
por lo menos dos años o más. Para cumplir estas recomen-
daciones, los empleadores deben proporcionar a las muje-
res las siguientes facilidades en el trabajo durante el perío-
do de lactancia:

• Licencia por maternidad;

• Sala de lactancia; y

• Menos horas de trabajo u horario flexible durante la
lactancia.

En la región de las Américas, 10 de los 38 países (Belice,
Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Pana-
má, Perú y Venezuela) proporcionan al menos 14 sema-

nas de licencia por maternidad, plazo establecido en el
Convenio 183 de la OIT. Esto representa 28 por ciento de
los países sobre los cuales existe información. De estos 10
países, solo tres siguen la Recomendación 191 de la OIT de
proporcionar 18 semanas o más: Chile con 24 semanas,
Cuba y Venezuela con 18.

En la mayoría de los países se paga 100 por ciento del suel-
do; en otros se paga entre 60 y 65 por ciento. La licencia
por paternidad es rara solo Argentina, Bahamas, Brasil,
Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Perú y
Uruguay cuentan con disposiciones para la licencia.

A efecto de ilustrar lo anterior, se da la información relati-
va a la licencia por maternidad, sueldo ganado durante la
licencia por maternidad y licencia por paternidad, en los
países de la Región de las Américas, incluido México, en
el siguiente cuadro:
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El Convenio 183 de la OIT establece que cada mujer debe
tener derecho a la licencia por maternidad por lo menos 14
semanas, mientras que la Recomendación 191 de la OIT,
firmada por varios países, estipula que los países deben in-
tentar proveer una licencia por maternidad de 18 semanas
como mínimo.

Aun cuando estos instrumentos internacionales representan
una asignatura pendiente al no estar ratificados por el Esta-
do mexicano, no es óbice para quienes ostentamos un car-
go público de representación social, legislar para el forta-
lecimiento de los derechos de las madres trabajadoras.

En el marco de la Semana Mundial de la Lactancia Mater-
na 2015, la OMS y la OIT emitieron diversos documentos
en apoyo a este tema, de entre los cuales destaca el titula-
do: ¿Qué pueden hacer los legisladores?, en el que propo-
nen las siguientes acciones:

1. Garantizar un mínimo de 4 meses de licencia de
maternidad remunerada.

2. Pedir a los empleadores que ofrezcan sitio y tiempo
protegido para que las madres puedan sacarse la leche
en el trabajo.

3. Prevenir la discriminación contra las mujeres y las
madres en el lugar de trabajo.

Ante ello, la presente iniciativa tiene como finalidad reali-
zar una serie de reformas del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de
armonizar las disposiciones internas con los instrumentos
internacionales, a efecto de establecer como derecho de las
madres trabajadoras un descanso de seis semanas anterio-
res y ocho semanas posteriores al parto, para el caso del
apartado A, así como de seis semanas anteriores y dos me-
ses posteriores al parto, en el supuesto del apartado B, lo
que permitirá contribuir con las acciones implementadas
por los organismos internacionales, así como a la Ley Fe-
deral del Trabajo, la Ley del Seguro Social y la Ley Fede-
ral de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamenta-
rias de los citados artículos constitucionales, para fijar los
criterios mencionados.

La iniciativa de reforma pretende homologar las tiempos
otorgados para el beneficio de la lactancia materna para las
madres comprendidas en ambos Apartados del Artículo
123 constitucional, toda vez que actualmente el Apartado A
otorga seis semanas a partir del parto para ello, en tanto que

el Apartado B señala dos meses, lo cual significa además
equiparar ambos casos.

Al incrementarse la duración de la licencia por maternidad
a las trabajadoras tuteladas por el Aparatado A, les permi-
tirá contar con mayor tiempo para amamantar a su hijo o
hija y, por ende, otorgarles en casa a los recién nacidos, por
más tiempo, los nutrientes de la lactancia materna, benefi-
ciándolos con ello en sus posibilidades de crecer sin enfer-
medades, lo cual es un derecho de la niñez, contenido tan-
to en los acuerdos internacionales de los que México es
parte, como de nuestra legislación nacional, así como para
las madres en la prevención de enfermedades.

En virtud de lo expuesto se somete a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción V del Apar-
tado A y el inciso c) de la fracción XI del Apartado B del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; la fracción II del artículo 170 de la
Ley Federal del Trabajo; el artículo 101 de la Ley del
Seguro Social; y el artículo 28 de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional

Primero. Se reforman la fracción V del Apartado A y el
inciso c) de la fracción XI del Apartado B del artículo 123
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 123. …

…

A. …

I. a IV. …

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un descanso de seis semanas ante-
riores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y
ocho semanas posteriores al mismo, debiendo percibir
su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos
que hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el
período de lactancia tendrán dos descansos extraordina-
rios por día, de media hora cada uno para alimentar a
sus hijos;
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VI. a XXXI. …

B. …

I. a X. …

XI. …

a) y b) …

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán
trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signi-
fiquen un peligro para su salud en relación con la
gestación; gozarán forzosamente de seis semanas de
descanso antes de la fecha fijada aproximadamente
para el parto y de otros dos meses después del mis-
mo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar
su empleo y los derechos que hubieren adquirido por
la relación de trabajo. En el periodo de lactancia ten-
drán dos descansos extraordinarios por día, de media
hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Además,
disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de me-
dicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.

d) a f) …

XII. a XIV. …

Segundo. Se reforma la fracción II del artículo 170 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos:

I. …

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas anterio-
res y ocho posteriores al parto. A solicitud expresa de la
trabajadora, previa autorización escrita del médico de la
institución de seguridad social que le corresponda o, en
su caso, del servicio de salud que otorgue el patrón, to-
mando en cuenta la opinión del patrón y la naturaleza
del trabajo que desempeñe, se podrá transferir hasta
cuatro de las seis semanas de descanso previas al parto
para después del mismo. En caso de que los hijos hayan
nacido con cualquier tipo de discapacidad o requieran

atención médica hospitalaria, el descanso podrá ser de
hasta diez semanas posteriores al parto, previa presenta-
ción del certificado médico correspondiente.

…

II Bis. a VII. …

Tercero. Se reforma el artículo 101 de la Ley del Seguro
Social, para quedar como sigue:

Artículo 101. La asegurada tendrá derecho durante el em-
barazo y el puerperio a un subsidio en dinero igual al cien
por ciento del último salario diario de cotización el que
recibirá durante cuarenta y dos días anteriores al parto y
cincuenta y seis días posteriores al mismo.

En los casos en que la fecha fijada por los médicos del
Instituto no concuerde exactamente con la del parto, de-
berán cubrirse a la asegurada los subsidios correspondien-
tes por cincuenta y seis días posteriores al mismo, sin
importar que el período anterior al parto se haya excedi-
do. Los días en que se haya prolongado el período ante-
rior al parto, se pagarán como continuación de incapaci-
dades originadas por enfermedad. El subsidio se pagará
por períodos vencidos que no excederán de una semana.

Cuarto. Se reforma el artículo 28 de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional, para quedar
como sigue:

Artículo 28. Las mujeres disfrutarán de seis semanas de
descanso antes de la fecha que aproximadamente se fije pa-
ra el parto, y de otros dos meses después del mismo. Du-
rante la lactancia tendrán derecho a decidir entre contar con
dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada
uno, o bien, un descanso extraordinario por día, de una ho-
ra para amamantar a sus hijos o para realizar la extracción
manual de leche, en lugar adecuado e higiénico que desig-
ne la institución o dependencia y tendrán acceso a la capa-
citación y fomento para la lactancia materna y amamanta-
miento, incentivando a que la leche materna sea alimento
exclusivo durante seis meses y complementario hasta
avanzado el segundo año de edad.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

México, Distrito Federal, a 3 de noviembre de 2016.— Diputada Jise-
la Paes Martínez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Gloria Himelda Félix Niebla:
Por lo tanto, se turna a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales, para dictamen.

Declaratoria de publicidad. Proceda la Secretaría.
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